
  
    
  


   


  


  
    En marzo de 1980 Jordi Pujol consiguió realizar el sueño que albergaba desde los doce años, ser presidente de Cataluña para iniciar la reconstrucción nacional del país. Permaneció en el cargo más de veintitrés años y llegó a ser uno de los políticos democráticos con una trayectoria más larga de la historia de Europa. Pujol ha sido un líder nato con la rara capacidad de articular un movimiento político y social en torno a su persona. Empezó a construir su gobierno en la sombra con la fundación de Banca Catalana, y su paso por las cárceles franquistas no hizo sino consolidar su aura de luchador antifranquista. Ahora, una vez retirado del poder es el momento de investigar las razones de su longevidad política. ¿Cómo llegó a ser el primer presidente de la Generalitat restaurada y pudo mantenerse en el poder durante tanto tiempo? Este libro de Félix Martínez, —autor de Estevill y el clan de los mentirosos—, y de Jordi Oliveres, trata de responder a esta pregunta. El ex presidente catalán ha sido un político heterodoxo que no ha dudado en emplear métodos cuestionables para retener el poder que le permitiría llevar a cabo su proyecto de reconstrucción nacional. Eso sí, nunca ha sido codicioso. Todos sus actos se explican porque eran necesarios para la consolidación de Cataluña. Para ello llegó a utilizar a personas que encarnaban su reflejo oscuro, como Lluís Prenafeta o Macià Alavedra. Fue laxo a la hora de perseguir la corrupción política, que llegó a instalarse en círculos muy próximos a su persona. Pero, hasta cuando miraba para otro lado lo hacía en nombre de Cataluña. Incluso sus enemigos se ven obligados a reconocer que Pujol no tuvo jamás rival como político y que su contribución a la historia democrática de Cataluña y de España es inestimable.
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  En nombre de Cataluña
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    Y a nuestros padres

  


  


  
    La patria es el altar ante el cual sacrificáis a nuestros hijos para lavar vuestras conciencias.


    PÍO BAROJA


    Un político piensa en las próximas elecciones, un estadista, en la próxima generación.


    ALEXIS DE TOCQUEVILLE


    La existencia de una nación es, si me disculpa la metáfora, un plebiscito cotidiano, de la misma manera que la existencia del individuo es una perpetua afirmación de la vida.


    
      ERNEST RENAN,


      ¿Qué es una nación?

    

  


  Prefacio


  Cataluña ha sido su causa, su bandera y su obsesión. Ha consagrado su vida a hacer realidad su idea de lo que debería ser el país, pero, sobre todo, a gobernarlo. Jordi Pujol es un hombre afortunado. Desde los doce años quería ser presidente de Cataluña, a pesar de que en 1942 la persecución de lo catalán era una de las máximas del régimen del general Franco, que se prolongaría hasta 1975. Sin embargo, el 20 de marzo de 1980 Pujol consiguió su objetivo vital, ser presidente de Cataluña para iniciar la reconstrucción nacional del país. Se mantuvo en el cargo veintitrés años y medio y se convirtió en uno de los políticos democráticos de más larga andadura de la historia de Europa. Pero ¿cómo logró convertirse en el primer presidente de la Generalitat restaurada y, sobre todo, cómo consiguió mantenerse en el poder durante tanto tiempo? Pujol ha sido un líder nato con la capacidad de articular un movimiento político y social en torno a su persona.


  En nombre de Cataluña, empezó a construir su gobierno en la sombra con la fundación de Banca Catalana. Su paso por las cárceles de la dictadura no hizo sino consolidar su aura de luchador antifranquista. Ahora, con Pujol retirado del poder es el momento de investigar las razones de su longevidad política. El ex presidente catalán ha sido un político heterodoxo que no ha dudado en utilizar métodos cuestionables para retener el poder que le permitiría llevar a cabo su proyecto de reconstrucción nacional. Eso sí, nunca ha sido codicioso. Todos sus actos se explican porque eran necesarios para la consolidación de Cataluña. Con una mentalidad de resistente, siguió oponiéndose al Estado desde la administración. Para ello utilizó a diferentes personas que encarnaban su reflejo oscuro, su particular retrato de Dorian Grey, como Lluís Prenafeta o Macià Alavedra.


  Cuando no logró que las élites catalanas se comprometieran con su proyecto recurrió, a través de sus reflejos oscuros, a personajes que más tarde se instalarían en el imaginario colectivo en calidad de rostros del hampa barcelonesa como Javier de la Rosa, Lluís Pascual Estevill o Juan Piqué Vidal. Fue laxo a la hora de perseguir la corrupción política, que llegó a instalarse en círculos muy próximos a su persona, algo en lo que la figura de su mujer, Marta Ferrusola, y la de sus hijos mayores tienen mucho que ver. Pero, hasta cuando miraba para otro lado lo hacía en nombre de Cataluña. Incluso sus enemigos se ven obligados a reconocer que Pujol no tuvo jamás rival como político y que su contribución a la historia democrática de Cataluña y de España es impagable.


  Jordi Pujol es el político catalán más importante de la Cataluña del siglo XX y, probablemente, ocupará un lugar destacado en la historia catalana y española. Sus casi veinticuatro años como presidente de la Generalitat de Cataluña, cargo en el que permaneció hasta diciembre de 2003, cuando entregó el testigo al socialista Pasqual Maragall, y su propia historia personal y política le convierten en una figura de excepción digna del estudio de historiadores y politólogos, quienes podrán situar, con la perspectiva adecuada, a Jordi Pujol en la posición que le corresponde en la historia. Hoy, retirado ya de la primera línea de la política, Pujol es un personaje digno de veneración incluso por aquellos que, en el pasado, han sido sus más acérrimos enemigos. Semanas antes de que Pujol abandonara el poder empezaron a sucederse reportajes, libros y glosas de su vida política, en su mayoría laudatorios, aunque también los hubo hostiles. Se trata de aproximaciones de despedida, de agradecimiento de los servicios prestados al país y a la sociedad catalana. Homenajes sin duda merecidos, pero que no han contribuido a desvelar los principales enigmas sobre la personalidad de Jordi Pujol.


  Del Jordi Pujol privado se conocen pocos detalles más allá de algunos lugares comunes, como que se licenció en medicina aunque sólo la ejerció mientras estuvo encarcelado en la prisión de Torrero de Zaragoza, que es un católico practicante, que calza un treinta y nueve, que es una persona poco sofisticada en la mesa, que es soberbio e impertinente al tiempo que brutalmente inteligente y poseedor de una memoria sin igual. Y, sobre todo, su pasión casi obsesiva por Cataluña. Es en nombre de Cataluña que Pujol ha actuado durante casi toda su vida. Para bien y para mal.


  Este libro es un intento de desvelar algunos de los misterios que han rodeado y aún rodean a Jordi Pujol. El ex presidente catalán fue un líder antifranquista, pero no al uso, desde la militancia en un partido político, sino de una manera personal, amparado por el nacionalismo católico catalán. Fue encarcelado por la dictadura franquista y, aun así, logró levantar un imperio financiero con Banca Catalana, un banco que ha sido calificado en algunas ocasiones de Generalitat clandestina. Construyó en torno a su propia persona un movimiento político que tiene algo del gaullismo e incluso del peronismo y que logró, con la ayuda de la patronal catalana y por sorpresa, derrotar a la izquierda en las primeras elecciones autonómicas democráticas tras la dictadura. Desde ese momento construyó de la nada un aparato administrativo digno de un Estado.


  Sobre Pujol se ha escrito sin pausa desde hace más de cuarenta años. Pero no se ha dicho todo. La historia oficial le presenta como un líder con características mesiánicas: tuvo su momento de revelación, el conocido episodio del Tagamanent, cuando recién terminada la Guerra Civil, en la cima de esa montaña, en compañía de su tío Narcís, tuvo conciencia de que Cataluña era un país destruido que debía ser levantado de nuevo, misión a la que se consagro desde ese momento; su martirologio, cuando fue detenido y condenado a siete años de prisión en 1960 por lo que se conoce como «els fets de Palau» y por su autoría del panfleto Us presentem el general Franco; y, finalmente su confirmación como estadista y referente institucional cuando el 23 de febrero de 1981, diez meses después de convertirse en presidente de la Generalitat y durante el intento del golpe de Estado del teniente coronel de la Guardia Civil Antonio Tejero, fue el único político de los que no se encontraban retenidos por los golpistas en el interior del Congreso de los Diputados que estuvo a la altura de las circunstancias; se alineó con la Corona y se convirtió en el portavoz del monarca ante los medios de comunicación para tranquilizar a la población, no sólo catalana, sino española, incluidos aquellos que se encontraban más allá de las fronteras españolas.


  No todo ha sido meritorio, sin embargo. Cuando una figura de la talla de Jordi Pujol se retira, la tendencia generalizada es glosar sus logros e ignorar sus errores y sus faltas. La lista de errores y, sobre todo, de faltas —la mayoría de las cuales fueron cometidas en nombre de Cataluña— de Jordi Pujol es considerablemente larga y no debe ser pasada por alto, aunque sólo sea para tener una imagen completa del personaje.


  La mayor parte de los protagonistas de la historia de Pujol, tanto la oficial como la oculta, no sólo siguen vivos y gozan de buena salud, sino que, tras la retirada de Pujol y el pase de su formación política, Convergència i Unió, a la oposición, se sentirán más cómodos para sincerarse.


  La familia de Pujol es uno de los aspectos más polémicos de su vida. Pujol era un hombre con una economía más que acomodada cuando llegó a la presidencia de la Generalitat. Lo que es incontrovertible es que la mayor parte de los siete hijos del ex presidente, especialmente Jordi y Josep Pujol Ferrusola, se han enriquecido durante los años de gobierno de su padre. Se les atribuye una voracidad en el mundo de los negocios que pretende resarcir a la familia de los perjuicios de la entrega de Jordi Pujol al país. Pero ¿era inevitable que se beneficiaran de su apellido? ¿Ha sido la presencia de su padre en la presidencia de la Generalitat lo que ha permitido que sus hijos se enriquecieran?


  Su padre, Florenci Pujol (Darnius, Girona, 1907-Barcelona, 1980), era un especulador bursátil que apoyó a Jordi Pujol en todas sus iniciativas, especialmente en la más importante de las que acometió durante el franquismo: la fundación de Banca Catalana. La esposa de Jordi Pujol, Marta Ferrusola (Barcelona, 1935), es otro personaje imprescindible para construir una imagen verosímil del Pujol oculto. Una mujer de fuertes convicciones, dura y, en ocasiones, hasta despiadada, fue una fiel colaboradora de Pujol en la lucha antifranquista, hasta el punto de que era la encargada de mecanografiar la mayor parte de la propaganda que su marido elaboraba contra el régimen y la mayoría de sus escritos. Animó a Pujol a realizar una declaración digna y valiente ante el consejo de guerra que le condenó en 1960, por la que le impusieron íntegramente la pena que solicitaba el fiscal, siete años de prisión —finalmente cumplió algo más de dos y medio gracias a sucesivos indultos generales del régimen— y fue una figura fundamental en la administración de Banca Catalana mientras su marido estaba en presidio. Su ascendente sobre Pujol es mucho más importante del que confiesa públicamente. Fue Marta Ferrusola quien le presentó a Lluís Prenafeta, quien sería secretario de Presidència de la Generalitat entre 1980 y 1990. Marta Ferrusola es también la responsable del acceso a ese cargo de este maquiavélico personaje, que resulta fundamental para explicar algunos de los aspectos oscuros del pujolismo. Convertido en su hombre en la sombra, Prenafeta fue el nexo de unión entre Pujol y el entorno del financiero Javier de la Rosa, que incluye al abogado Juan Piqué Vidal y al juez Lluís Pascual Estevill.


  Prenafeta ejerció también de «padrino» profesional y político de los hijos de Jordi Pujol. El ex secretario de Presidència los animó a echar de la dirección de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) y de la carrera por la sucesión del president al que parecía ser su delfín natural, Miquel Roca. Los hijos de Pujol contaron en aquella batalla con el apoyo incondicional de su madre. Prenafeta era también el nexo entre la familia Pujol y el denominado sector negocios de CDC, uno de cuyos miembros más destacados es Macià Alavedra, interlocutor de la burguesía catalana ante el pujolismo; después de que Prenafeta abandonara la Generalitat en 1990, Pujol encargó a Alavedra la delicada responsabilidad de las relaciones con personalidades que acabarían por revelarse como el alma del hampa barcelonesa de cuello blanco.


  Pero si el entorno familiar de Pujol ha sido importante en la creación y consolidación de la figura del ex presidente de la Generalitat, no lo ha sido menos Banca Catalana. Una parte importante de la actitud de Pujol y de su aparente tolerancia con la corrupción de sus subordinados procede de su época de responsable de Banca Catalana y de su reacción ante la presentación de la querella contra él y contra otros veinticuatro gestores de la entidad por la fiscalía el 24 de mayo de 1984, apenas un mes después de que lograra ser reelegido presidente de la Generalitat por primera vez y de que consiguiera su primera mayoría absoluta.


  Muchos de sus colaboradores más próximos en Banca Catalana le acompañaron a la Generalitat y muchos de sus socios han seguido vinculados a los proyectos de Pujol y recibiendo prebendas públicas. Los descendientes de los fundadores de Banca Catalana han continuado vinculados al entorno familiar de Jordi Pujol. Quizá el caso más paradigmático sea el de David Madí, confidente de Jordi, Josep y Oriol Pujol Ferrusola y hombre de confianza de la persona que los hijos del ex presidente designaron como su sucesor, Artur Mas. Madí es nieto de Joan Baptista Cendrós, un adinerado perfumista, accionista y consejero de Banca Catalana y uno de los veinticinco querellados por la fiscalía. Cendrós fue el hombre que en 1962 negoció con el Ministerio de Economía franquista el cambio de nombre de la Banca Dorca, la entidad que la familia Pujol había comprado tres años antes, y la rebautizó con el nombre que la hizo célebre.


  Banca Catalana nació con la idea de no ser un banco convencional, sino un instrumento para la construcción nacional de Cataluña. Pujol, que era un hombre vigilado por los servicios secretos y por las fuerzas de seguridad del franquismo, desarrolló desde Banca Catalana una actividad clandestina de mecenazgo para la que en ocasiones tenía que saltarse la ley. Esas faltas, cometidas en nombre de Cataluña, seguiría cometiéndolas cuando accediera a la presidencia de la Generalitat, especialmente después de que la querella presentada por la fiscalía le bajara de la nube en la que le había instalado el reconocimiento por su actuación durante el 23-F y que le había llevado a creer que formaba parte del aparato institucional del Estado. La querella le convenció de que seguía estando perseguido por el Estado y de que la construcción de Cataluña debía hacerse en oposición al gobierno. Esta convicción ha llevado a Pujol a comportarse en público como el referente institucional que siempre ha deseado ser y, en ocasiones, en privado, como el líder clandestino que siempre ha sido.


  ¿Fue la querella un intento del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) de liquidar políticamente a Jordi Pujol? ¿O las irregularidades cometidas por Pujol y sus colaboradores en la entidad financiera justificaban la actuación de unos fiscales especialmente celosos que escaparon al control del gobierno socialista? Es otro de los puntos que esperamos contribuir a aclarar.


  Además de la convicción de ser una persona perseguida por el Estado, la investigación judicial de Banca Catalana llevó a Jordi Pujol a otra conclusión no menos importante: la identificación entre su persona y Cataluña. De ese modo, cualquier ataque a Jordi Pujol, por justificado que fuera, se convirtió en un ataque a Cataluña. Los recién fundados medios públicos de la Generalitat, Catalunya Ràdio y TV3 (que constituyeron el primer éxito de Pujol como «empresario» de medios de comunicación tras un número considerable de fracasos, como la desastrosa gestión del semanario Destino y del diario El Correo Catalán antes de su llegada al poder) contribuyeron a fijar esa identificación en el imaginario colectivo. Esa operación de imagen le iba a blindar en el futuro contra sucesivas acusaciones de corrupción.


  El caso «Banca Catalana» desató además las primeras cazas de brujas por parte de los hombres de Pujol. Por supuesto, los fiscales, junto a los periodistas e intelectuales que creyeron en la querella contra los ex administradores de Banca Catalana, fueron etiquetados como anticatalanes con independencia de su extracción política.


  La actitud de Pujol tras el escándalo de Banca Catalana daría como fruto algunos de los episodios oscuros de la historia del pujolismo, como su intento de fundar un partido español con la Operación Reformista y su cuestionable financiación. O la relación de la Generalitat y de CDC con la industria del juego, especialmente con Casinos de Catalunya-Inverama, que acabó estallando como el primer caso de financiación ilegal de partidos en España. Los hombres de Pujol nunca han querido hablar del «caso Casinos». En el mejor de los casos, negaban que Pujol estuviera informado de los manejos de sus principales colaboradores. Una versión que resulta difícil de creer si se tiene en cuenta la personalidad de los principales implicados: el fallecido Francesc Gordo, hombre de confianza de Pujol desde la época de Banca Catalana; el propietario de Inverama, Artur Suqué, uno de los escasos miembros de la élite empresarial que forman parte del círculo más próximo a Pujol, y Antoni Subirà, fundador de Convergència, conseller de la Generalitat y marido de una prima hermana de Pujol.


  Pujol no desdeñó el juego sucio después del escándalo de Banca Catalana, y en contra de la historia oficial, no siempre fue un gobernante responsable. Su aversión a los socialistas, causantes de la «jugada indigna» de Banca Catalana, le llevó a boicotear prácticamente hasta el final la organización de los Juegos Olímpicos en Barcelona, que se celebraron el verano de 1992. El actual presidente de la Generalitat, Pasqual Maragall, entonces alcalde de la ciudad, se vio expuesto en aquella época a la difusión de rumores constantes sobre su supuesto alcoholismo. Tras aquellos rumores muchos han visto la mano de Prenafeta.


  También fruto de esa sensación de persecución el extraño caso de la contratación en 1986 de la compañía israelí de seguridad ISDS —cuya relación con la administración catalana parece haberse prolongado al menos hasta mediados de la década de 1990—, que acabó estableciendo para la Generalitat un servicio de espionaje cuyo principal objetivo era la contravigilancia. Pujol es un conocido prosionista, de manera que no es sorprendente que confiara su seguridad a una compañía israelí. La contravigilancia funcionó cuando en 1992 Pujol, y especialmente algunos de sus hijos, empezaron a ser investigados por los servicios secretos españoles, el actual Centro Nacional de Inteligencia (CNI), que entonces respondía al acrónimo Cesid (Centro de Estudios Superiores para la Defensa). El que entonces era máximo responsable policial de los Mossos d'Esquadra, el antiguo comandante del Ejército del Aire Josep Peris, había empezado a recopilar información sobre las relaciones entre Jordi Pujol Ferrusola y Javier de la Rosa, así como sobre las actividades de Oleguer Pujol Ferrusola, el benjamín de la familia, en el entorno del independentismo radical. Versiones apócrifas apuntan que el informe redactado tras aquellas investigaciones era inocuo y no revelaba ninguna actividad irregular; por otro lado, el hecho de que Peris continuara vinculado a la Generalitad y percibiendo su sueldo sin apenas hacer acto de presencia y emergiera años más tarde como dirigente y jefe de seguridad de Unió Democrática, sugieren que podía tratarse de un agente doble. Ése es otro de los puntos que pretendemos aclarar en estas páginas.


  Con anterioridad a la contratación de ISDS, Pujol modificó su planteamiento de policía autonómica. Si en 1980 no creía en la necesidad de que los Mossos d'Esquadra fueran una policía integral y lo que reclamaba era más Guardia Civil, tras el caso de Banca Catalana llegó a la conclusión de que si no podía controlar la justicia, al menos podría dominar las fuerzas de seguridad.


  Aunque este episodio no es el único que afecta a la relación de Pujol con la creación de servicios secretos paralelos. En ese sentido, será interesante aclarar las misteriosas afirmaciones realizadas por José María Fusté-Fabra, abogado de un antiguo agente de los servicios secretos españoles, Mikel Lagarza, el Lobo, que trabajó para La Vanguardia y fue acusado de crear en Barcelona una red de escuchas ilegales que extorsionaba a varios empresarios. Durante el juicio, celebrado en 1995, Fusté-Fabra negó que su cliente tuviera relación alguna con una serie de pinchazos telefónicos realizados en las líneas del entonces fiscal jefe del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya, Carlos Jiménez Villarejo —uno de los fiscales del caso Banca Catalana— y en las de algunas personalidades conocidas por su posición desafecta a Jordi Pujol. El abogado del Lobo atribuyó aquellas escuchas telefónicas a Javier de la Rosa y al propio presidente de la Generalitat.


  El síndrome del perseguido también le ha llevado más allá de la tolerancia con la corrupción de sus colaboradores. De hecho, cada vez que alguno de sus hombres ha sido acusado de corrupción, Pujol ha hecho de su defensa el objetivo prioritario. Aun así, en la mayor parte de los casos se ha visto obligado a ceder y a entregar la cabeza de personajes que debían desempeñar misiones importantes, como en el caso de Josep Maria Cullell, uno de los aspirantes a la sucesión de Pujol, que tuvo que abandonar la política en noviembre de 1994 tras filtrarse un supuesto intento de tráfico de influencias por su parte.


  Corrían los años salvajes de la corrupción, en España en general y en Barcelona en particular. Pujol, que siempre se ha sentido despreciado por la burguesía catalana, tuvo que ver cómo los hombres en que se había apoyado para defenderse personalmente o para sacar adelante algunos de sus proyectos iban cayendo en manos de la justicia. De la Rosa, Estevill, Piqué Vidal, el propio Prenafeta… Una larga lista de personajes que, para sorpresa de muchos, Pujol había exhibido como la élite del pujolismo.


  El clima generalizado de corrupción erosionó al gobierno socialista de Felipe González hasta provocar su caída del poder. La agonía del gobierno de González empezó en 1993, cuando su partido perdió la mayoría absoluta de la que disfrutaba desde 1982 en el Congreso de los Diputados. Una situación que brindó a Pujol la oportunidad de volver a ejercer de estadista. Entre 1993 y 1996, con su apoyo al PSOE, y de 1996 a 2000, con el apoyo al primer gobierno de José María Aznar, Pujol se centró en la política española, mientras la catalana pasaba a un segundo plano, lo mismo que su política de partido.


  Y así descuidó un aspecto que debería haber sido fundamental para él: su sucesión. Mientras Pujol se ocupaba de España, sus hijos empezaron a preocuparse por el legado del entonces presidente. Intentaron, y lo lograron, controlar el proceso de sucesión de Pujol para designar a un hombre influido por ellos, Artur Mas. Entonces, las acusaciones de corrupción que pesaban sobre el único candidato con posibilidades de disputarle la plaza a Mas, el democristiano Josep Antoni Duran Lleida, facilitaron notablemente las cosas al clan Pujol-Ferrusola.


  La última legislatura de Pujol le supuso un trago injusto. Fue una legislatura de transición, en la que CiU estuvo entregada al PP para permitir que Mas emergiera como el líder de un partido construido a imagen y semejanza de Pujol. El resultado no fue desdeñable: Mas ganó las elecciones. Pero la izquierda catalana, cuyo acceso al poder había bloqueado Pujol durante veintitrés años, logró finalmente una mayoría suficiente para gobernar. Tras su pase a la oposición, el futuro político de CiU es una incógnita. El futuro siempre lo es. El objeto de este libro es que algunos episodios del pasado de Pujol dejen de serlo.


  Además de las fuentes documentales, ha sido necesario casi un centenar de entrevistas para la elaboración de este libro. Estamos en deuda con todos aquellos que se han prestado a ellas. Los que así lo han querido aparecen identificados en las páginas que siguen. Desgraciadamente la mayoría ha preferido figurar como fuentes anónimas, pero eso ha permitido que se expresaran con total libertad.


  
    FÉLIX MARTÍNEZ Y JORDI OLIVERES


    Barcelona, 2004
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  Tras la pista del León


  Tu casa, y si tienes otra en cualquier otro sitio, será fotografiada del derecho y del revés, el portero, interrogado sobre cuándo entras y cuándo sales, buscarán quién ha puesto las plantas en tu balcón, si es que las tienes, y en el registro todo lo que puedas tener será mirado, remirado y registrado. A mí mismo hace tiempo que me lo miraron todo y me lo fotografiaron todo sin encontrar nada.


  JORDI PUJOL a Artur Mas, el día que el segundo juró el cargo de conseller de Política Territorial i Obres Públiques de la Generalitat, el 21 de junio de 1995


  Ahora bien, sugiero que existe desde hace tiempo una conspiración de espías, un gran ardid de confianza diseñado para favorecer al espía en detrimento de la seguridad del pueblo.


  RHODRI JEFFREYS-JONES, Historia de los servicios secretos norteamericanos


  «No soy un traidor». Ya no se oía a sí mismo pronunciar la frase con ira. Se la repetía una y otra vez, como una suave letanía, como un extraño mantra, tan suave que ni siquiera el conductor del taxi la oía brotar de sus labios. La primera vez que tuvo que evitar pronunciarla, sin embargo, se había formado en su garganta como un exabrupto iracundo. Estaba en los vestuarios de una comisaría de los Mossos d'Esquadra al final de la jornada y acababa de iniciar un poco sutil interrogatorio a uno de los escoltas del president sobre los lugares que había visitado ese día Jordi Pujol, cuando el agente, indignado, le espetó: Pero tú ¿para quién trabajas?». Era una clara insubordinación. Un simple agente, por mucho que tuviera asignada la protección personal del presidente de la Generalitat, no tenía derecho alguno a dirigirse al subinspector de los Mossos, la máxima autoridad policial de Cataluña, en ese tono ni a hacer insinuaciones sobre su lealtad. Pero el subinspector no amonestó al escolta. No iba a poner en peligro su misión, porque no era un traidor, pero sí un topo.


  El taxi acababa de llegar a su destino, la confluencia del carrer Balmes con la Ronda Universitat. Cualquiera de sus subordinados podría haberle llevado en un coche patrulla de la policía autonómica. Pero no era prudente que sus Mossos le situaran nada menos que en la sede del Centro Superior de Estudios para la Defensa (Cesid)[1]. Era octubre de 1992 y, en las últimas semanas, sus visitas a la delegación barcelonesa de los servicios secretos españoles habían sido demasiado constantes como para no despertar sospechas si llegaban a oídos de sus superiores. Josep Peris emergió del interior del coche enfundado en el uniforme de subinspector de los Mossos d'Esquadra.


  El uniforme azul no era lo único que llamaba la atención. El metro noventa de estatura de Peris, que lucía los colores de la policía autonómica catalana, también atraía las miradas de los caminantes hasta que desapareció en el portal de la Ronda Universitat. Hacía muchos años que Peris vestía de azul. Antes de ser el jefe de los Mossos d'Esquadra era comandante del Ejército del Aire[2]. El hombre que le esperaba en la primera planta también tenía derecho a lucir las alas plateadas sobre el uniforme azul de aviador. Y Peris, que seguía siendo un militar, le saludó con respeto, pues a Manuel Ortiz, además de las alas, le correspondía llevar las tres estrellas doradas de ocho puntas que advertían a quien le veía que estaba ante un coronel. Esta vez, sin embargo, recibió a Peris de paisano. La ubicación de la sede principal del Cesid en Barcelona ya era demasiado conocida en los tiempos que corrían como para que, además, el jefe de los espías españoles destacados en la capital catalana acudiera a trabajar con el uniforme, condecoraciones incluidas, de coronel del Ejército del Aire.


  También la carpeta en la que Peris llevaba los documentos que había preparado para el coronel Ortiz era azul. Hacía meses que recababa información confidencial sobre el presidente de la Generalitat, Jordi Pujol, y, en especial, sobre su primogénito, Jordi Pujol Ferrusola. Éste se había convertido en objeto inagotable de rumores que lo asociaban con el financiero Javier de la Rosa, quien, tras romper su relación con el grupo kuwaití KIO a finales del mayo de 1992, se instaló definitivamente en Barcelona para intentar montar su propio imperio empresarial con el beneplácito de la Generalitat de Pujol.


  La llegada de De la Rosa a Barcelona coincidió con una epidemia de paranoia que afectaba con virulencia a las élites barcelonesas. Banqueros, empresarios, abogados, políticos y periodistas temían estar siendo víctimas de escuchas telefónicas. También aterrizaron en Barcelona personajes como Miguel Ruiz Martínez, que afirmaba ser en realidad Mikel Legarza, el Lobo[3], o el ex comisario Paco Álvarez, quienes, tras haber trabajado para las fuerzas de seguridad del Estado, ahora se ganaban la vida traficando con la información que obtenían del espionaje privado. Era la época dorada del financiero De la Rosa, que, gracias a lo que parecía una fuente inagotable de riqueza (las cuentas del consorcio kuwaití KIO), convirtió la información confidencial en una de las claves de su poder. La Generalitat de Pujol no era ajena a la preocupación generalizada por la seguridad en las comunicaciones que recorría Barcelona.


  Desde 1985[4], al menos «ochenta kas [nombre con que se conoce a los miembros de los grupos de élite del servicio secreto español, el Cesid, rebautizado como CNI] han abandonado, por muy diversas causas, el Departamento de Acción Operativa (DAO)[5]. Ochenta agentes libres de hacer lo que quieran en diferentes ambientes de una sociedad que casi nunca sabe de su antigua profesión de espías. Ochenta agentes, que en la mayor parte de los casos, fueron vilmente maltratados por el Cesid y que no sienten el miedo de otros a actuar con absoluta libertad, formando equipos de combate si es necesario. Ochenta agentes que lo que mejor hacían era controlar a las personas, colocar micrófonos, neutralizar o activar sistemas de seguridad y tantas otras misiones difíciles de reproducir en los papeles. Ochenta agentes que nunca podrán quitarse de la cabeza el sello de espías […]. En definitiva, ochenta agentes que un día tuvieron licencia para casi todo y que han acabado desenvolviéndose tranquilamente por las calles de cualquier ciudad, sin órdenes ni consignas»[6]. Un considerable porcentaje de esos ochenta kas recaló en Barcelona en los últimos meses de 1992, atraídos por el olor del dinero que pagaban De la Rosa y aquellos empresarios decididos a imitarle en su desquiciada carrera por comprar información confidencial sobre la vida de los políticos, los competidores del mundo de las empresas y las finanzas, y cualquier amigo o enemigo ocasional cuyos secretos estuvieran dispuestos a poner en venta los espías que abandonaron de mala manera la Casa.


  Los servicios de información de los Mossos d'Esquadra hacía tiempo que observaban extraños movimientos en el domicilio particular del presidente de la Generalitat en la Ronda del General Mitre de Barcelona. Pero aún no tenían muy claro a quién atribuirlos. Los «mortadelos», como se conoce en el argot policial a los miembros de los servicios de información de los Mossos, tenían órdenes de no comunicar sus averiguaciones a su subinspector. Remitían sus informes directamente al director general de Seguretat Ciutadana, Antoni Cruells, que desconfiaba de Peris desde hacía meses y había decidido evitar que le llegara la mínima información comprometida sobre el president o sobre su entorno familiar más inmediato.


  Aun así, Peris sólo era una preocupación más en la agenda de Cruells y de sus mortadelos. Los escoltas del president habían identificado vehículos sospechosos haciendo seguimientos de Pujol. En los coches, habitualmente, viajaban dos kas. Los hombres del president estaban convencidos de que los agentes del Cesid cumplían órdenes del coronel Ortiz. Pero no podían estar seguros de que sólo las unidades del Centro estuvieran vigilando a Pujol. Y acertaron, porque los hombres que seguían a Pujol no trabajaban sólo para los servicios secretos españoles[7]. Sus superiores se habían reunido en las últimas semanas con personas del entorno de Javier de la Rosa, que todavía contaba con los parabienes del gobierno de Pujol, para recabar datos. En esas reuniones era difícil determinar cuál de las dos partes aportaba más información. La investigación, sin embargo, concluyó con un «están limpios». Los agentes del centro fotografiaron a Pujol a la puerta de su domicilio. En esos mismos días, además, la entonces responsable del Departament de Governació, Maria Eugènia Cuenca, recibió un mensaje de un alto mando de los Mossos d'Esquadra en el que le advertía que el Cesid estaba investigando las actividades profesionales del hijo del president. Es probable que en esta ocasión los agentes estuvieran sondeando organismos judiciales con el mismo fin. Los agentes del servicio del Cesid se bautizaban a sí mismos y a sus investigados con sobrenombres o alias o, simplemente, con un nombre de pila. En el caso del presidente de la Generalitat, los agentes dieron en el clavo con su especial forma de referirse al investigado. Jordi Pujol se convirtió en el León.


  Los espías que durante un tiempo prolongado controlaron las actividades financieras de la familia del president también prestaron atención a otros aspectos que, en principio, nada tenían que ver con el cargo de Pujol. Los investigadores llegaron incluso a comprobar el destino de algunos obsequios protocolarios enviados por el president. Siguieron la pista de unos rumores que afirmaban que el matrimonio Pujol-Ferrusola atravesaba por una crisis que amenazaba con romper la pareja (los rumores alcanzaron tal intensidad que, en 1994, Marta Ferrusola se vio obligada a desmentirlos públicamente en una emisora de radio). Cuando el Cesid comenzó la investigación, el responsable de este organismo en Cataluña era el coronel Ortiz, quien posteriormente fue destinado a una país del Este europeo. En su lugar, asumió el puesto el coronel Ernesto Torres García. Fue en esa etapa cuando responsables del servicio de inteligencia llegaron a reunirse con abogados próximos a De la Rosa.


  El presidente de la Generalitat sabía que el Cesid estaba tras sus pasos y los de su familia, aunque no dio muestras en público de conocer los hechos hasta dos años después. En 1995 realizó una declaración enigmática a los medios de comunicación: «A mí mismo hace tiempo que me lo miraron todo y me lo fotografiaron todo sin encontrar nada». Pujol realizó estas declaraciones el 21 de junio de 1995 en la toma de posesión del conseller de Política Territorial i Obres Públiques, Artur Mas, que sustituyó a Jaume Roma cuando éste dimitió al estallar un escándalo sobre irregularidades en la adjudicación de obras bajo su mandato[8].


  El presidente de la Generalitat advirtió al nuevo miembro del ejecutivo catalán de que sería investigado en busca de irregularidades: «Tu casa, y si tienes otra en cualquier otro sitio, será fotografiada del derecho y del revés; el portero, interrogado sobre cuándo entras y cuándo sales; buscarán quién ha puesto las plantas en tu balcón, si es que las tienes, y en el registro todo lo que puedas tener será mirado, remirado y registrado»[9].


  Que Pujol no hiciera públicos los descubrimientos de sus Mossos d'Esquadra no significa que no adoptara medidas drásticas. El León autorizó al Departament de Governació para que destituyera, en 1993, a Josep Peris por sus poco explicables visitas a la sede del Cesid en Barcelona, aunque el subinspector había sido neutralizado previamente por Antoni Cruells, el entonces director general de Seguretat Ciutadana.


  Peris siempre lo ha negado todo y se ha negado a hacer cualquier tipo de comentario, aunque sostiene que él mismo pidió su relevo en el cargo que ocupaba por sus diferencias de criterio con Cruells. La disparidad de opiniones entre Cruells y Peris en cuanto al trabajo y a la forma de actuar de los policías catalanes eran muy bien conocidas por la base de los Mossos d'Esquadra. Josep Peris fue máximo responsable de los Mossos durante cinco años desde 1988, cuando fue nombrado subinspector jefe del cuerpo por el entonces conseller de Governació, Agustí Bassols, aunque se incorporó cuando ya Josep Gomis era el responsable del departamento. Hasta ese momento, el cargo estuvo vacante nueve meses, en parte debido a que el Ministerio de Defensa no concedía la autorización preceptiva dada la condición de militar de Peris.


  Las investigaciones sobre las actividades de Peris se iniciaron en 1991, cuando los mandos del departament de Seguretat Ciutadana detectaron la insistencia de Peris por conocer información puntual y detallada sobre las actividades diarias del presidente de la Generalitat, actitud que les pareció muy sospechosa. Peris recababa diariamente información exhaustiva a los escoltas que acompañaban a Pujol en todos sus desplazamientos y actividades, tanto las de ese día como las del siguiente.


  La escolta de Pujol sólo recibía información sobre los movimientos del president con un día de antelación a fin de poder programar las medidas básicas de seguridad en función de los desplazamientos previstos. La insistencia de Peris en conocer todos los servicios de los Mossos que actuaban como escoltas de Pujol llegó a desencadenar conflictos entre el equipo de seguridad personal del president y el propio Peris, que amenazó con expedientes a los agentes que se mostraron reticentes a los requerimientos del jefe operativo. El subinspector también controlaba minuto a minuto, sintonizando las frecuencias de las emisoras internas de la policía autonómica, los movimientos del presidente de la Generalitat. Según la investigación interna de los Mossos, Peris realizaba este seguimiento en directo de los movimientos de Pujol en un despacho en el que tenía instalados todos los aparatos necesarios.


  La minuciosidad de su tarea y el hecho de que recopilara toda la información prácticamente a diario encendió las luces de alarma en la sede de la dirección general de la policía autonómica. Al comprobarse que el subinspector acudía regularmente a la sede de los servicios secretos en Barcelona con carpetas que él mismo había confeccionado, se reforzaron las sospechas de que el seguimiento del presidente de la Generalitat por parte de Peris no tenía nada que ver con su verdadera función como responsable de los Mossos. Para confirmar este extremo, una unidad especial de la policía autonómica montó un mecanismo especial de seguimiento de los movimientos de sus jefe operativo. Los hallazgos que arrojaron esas pesquisas provocaron preocupación y malestar en la Direcció General de Seguretat Ciutadana. Como primera medida, a Peris le fue negada la información que pedía a diario. A partir de ese momento, el subinspector dejó de ser un hombre de confianza de Cruells, que no tardó en apartarle de todas sus responsabilidades operativas en el cuerpo. Cruells planteó reiteradamente al entonces conseller de Governació, Josep Gomis, la conveniencia de relevar formalmente a Josep Peris que, en el organigrama del departamento ocupaba el tercer puesto, después del propio conseller y del director general. La destitución finalmente se produjo en 1993, meses después de que Gomis abandonara el departamento tras el nombramiento de Maria Eugènia Cuenca como nueva consellera de Governació, a cuya toma de posesión Peris no asistió. Cruells ya le había retirado el coche oficial y sus atribuciones operativas; aun así, el subinspector continuaba trabajando en la sede de Seguretat Ciutadana. Peris fue el jefe operativo de los Mossos que más tiempo permaneció en el cargo, casi cinco años[10]. Su destitución como jefe operativo de los Mossos d'Esquadra no supuso en absoluto su salida de la administración catalana.


  La familia de Jordi Pujol está acostumbrada de las persecuciones policiales y judiciales. Algunas justificadas y otras no. Entre los hijos de Pujol, Jordi, el primogénito, Josep, el tercero, y Oleguer, el benjamín del clan, han sido objeto de distintas investigaciones a cargo de servicios secretos del estado y de profesionales privados del espionaje.


  Sin embargo, para ellos nunca ha sido una novedad: son la tercera generación de su familia que despierta el interés de los cuerpos policiales o de los servicios de inteligencia. Y los motivos no siempre han sido distintos.


  Las actividades financieras de su abuelo, el padre de Jordi Pujol, Florenci Pujol Brugar, fueron investigadas en la segunda mitad de la década de 1950 por el Juzgado Especial de Delitos Monetarios. De hecho, ni Florenci Pujol ni su socio, el polaco Moisés David Tennembaum, pudieron figurar en la primera lista de accionistas de Banca Catalana, la entidad que ellos mismos habían fundado a propuesta del futuro presidente de Cataluña, por estar sancionados por evasión de capitales. En el Boletín Oficial del Estado (BOE) del 9 de marzo de 1959 apareció publicada una exhaustiva relación de 872 personas que habían sido señaladas por las autoridades monetarias del régimen franquista como evasores de divisas. Pujol Brugat y Tennembaum figuraban en la lista, confeccionada con los datos extraídos de la agenda de Georges-Laurent Rivara, representante en España de la Société Générale de Banque Suisse, que fue detenido por sacar del país sin autorización nada menos que 16.240 millones de pesetas de la época[11]. Como entre los evasores de divisas de la agenda de Rivara figuraban algunos de los nombres más ilustres de las finanzas españolas de la época, el régimen no tardó en dar carpetazo al asunto. Sin embargo, Tennembaum tuvo que pagar una cuantiosa multa y ni él ni su socio pudieron aparecer durante un tiempo directamente en sus principales inversiones. Ésa es la explicación de que en el momento de la fundación de Banca Catalana, las principales accionistas fueran Maria Soley, esposa de Florenci Pujol y madre de Jordi, y Ruth Kischner, esposa de Moisés David Tennembaum.


  Los desencuentros de la familia de Jordi Pujol con el franquismo, sin embargo, había empezado mucho antes. El hermano de su padre, Narcís Pujol Brugat, fue detenido en marzo de 1939 y conducido a la cárcel Modelo de Barcelona. Salvó la vida por poco, después de que las autoridades franquistas lo sometieran a un consejo de guerra sumarísimo. Su delito: militar en Esquerra Republicana de Catalunya (ERC).


  Desde 1973 Jordi Pujol, su esposa, Marta Ferrusola, y los hijos del matrimonio han sido objeto de más de media docena de investigaciones de organismos policiales, parapoliciales o vinculados a los servicios secretos, sin contar con las pesquisas llevadas a cabo por el siniestro comisario de la Brigada Político-Social de Barcelona, Vicente Juan Creix por «els fets del Palau», en 1960, que condujeron a la detención, las torturas y el encarcelamiento del que más tarde sería presidente de la Generalitat.


  Un primer bloque de tres investigaciones se centró en las actividades financieras del propio Jordi Pujol y en el patrimonio del matrimonio Pujol-Ferrusola: Las dos primeras tenían relación con el intento de Pujol de entrar en El Correo Catalán y con su posterior quiebra; la tercera se llevó a cabo por el escándalo de Banca Catalana. Dos de aquellas investigaciones fueron incorporadas en su día al sumario del caso Casinos[12], en el que figuraban pruebas documentales que apuntaban al presidente de la Generalitat: la nota «muy reservada» abierta en 1973 por el Ministerio de Información y Turismo sobre las operaciones que en ese momento estaban en curso para hacerse con la mayoría accionarial de El Correo Catalán, que señalaba como los personajes clave que, entre bambalinas, movieron los hilos del proyecto de control del diario al alcalde franquista de Barcelona entre 1957 y 1973, José María de Porcioles (fallecido en 1993) y al propio Pujol; y una investigación posterior realizada por la Brigada de Policía Judicial de Barcelona, tras la quiebra de El Correo Catalán en 1986.


  Durante el escándalo de Banca Catalana[13], que se prolongaría desde 1984 hasta 1986, se realizó una exhaustiva investigación policial que no sólo incluyó al presidente de la Generalitat, sino también a sus hombres de confianza y a algunos consellers de su gobierno. Pujol, el agitador nacionalista, el activista, veía cómo la reinstauración de las libertades democráticas y su condición de presidente de la Generalitat no sólo no le libraban de la estrecha vigilancia y de la persecución por parte de las fuerzas de seguridad del Estado de las que había sido víctima bajo el régimen del general Franco, sino que le hacían aún más vulnerable. Su capacidad política, el aparato de medios de comunicación que había construido su mano derecha, Lluís Prenafeta, para ponerlo a su servicio personal, y unas elevadas dosis de suerte le permitieron no ya sortear las investigaciones, sino capitalizarlas en su beneficio.


  La escasa oportunidad política del estallido del caso Banca Catalana y el hecho de que, para entonces, Prenafeta tuviera ya a punto Televisió de Catalunya (TV3) y Catalunya Ràdio, convirtieron a los fiscales que se habían propuesto procesarle, Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena, en involuntarios aliados de Jordi Pujol, a pesar de la inquina que éste siempre sentirá contra ellos. Cada paso que daban Villarejo y Mena encaminado a procesar a Pujol era utilizado por los medios públicos para incrementar la condición de mártir del president y para acrecentar su identificación con Cataluña. En el caso Casinos la mejor aliada de Pujol fue la suerte. Apenas un año después de que estallara el escándalo de financiación ilegal de Convergència, un chileno llamado Carlos Van Schowen[14], que ejercía de director financiero de un grupo de empresas, acudía a la delegación de El Mundo en Barcelona y se entrevistaba con la periodista Ana Aguirre. Acababa de nacer el «caso Filesa» y el PSOE quedaba inhabilitado para atacar a Pujol por las relaciones de CDC con Casinos.


  Banca Catalana y Casinos parecían haber vacunado a Pujol contra las acusaciones de corrupción. Para los enemigos del presidente de la Generalitat se imponía, pues, una nueva estrategia. Tenían que buscar otros puntos débiles en la, al parecer, inexpugnable coraza de Pujol. Y creyeron haber encontrado el talón de Aquiles del president en las actividades de sus hijos. En los últimos quince años se han abierto al menos otros cuatro expedientes con las pesquisas sobre los hijos de Jordi Pujol. El Cesid fue responsable de dos de las investigaciones: la que efectuó sobre el hijo mayor, Jordi Pujol Ferrusola, por la venta del edificio de Consorcio Nacional del Leasing —sede de Gran Tibidabo, consorcio controlado entonces por Javier de la Rosa— a la Generalitat y, en general, por sus relaciones con el entorno del siniestro financiero; y la que abrió sobre las actividades de tendencia independentista del benjamín de la familia, Oleguer Pujol Ferrusola, con motivo de la organización de los Juegos Olímpicos de Barcelona 1992. Asimismo, la agencia internacional de detectives privados Kroll llevó a cabo una investigación sobre las actividades empresariales de Josep Pujol Ferrusola, el tercero de los hijos de Jordi Pujol. Kroll fue la agencia a la que el entonces vicepresidente del gobierno y responsable de los servicios de inteligencia, Narcís Serra, encargó el Informe Crillón sobre los desmanes y el patrimonio del infortunado director general de la Guardia Civil Luis Roldán. En noviembre 2004, en las semanas previas a las primeras elecciones autonómicas a las que Jordi Pujol no concurría, personas desconocidas hicieron circular por la mayoría de los despachos profesionales de Barcelona un extenso dossier sobre las actividades de Jordi Pujol Ferrusola. El documento, que llegaba por correo electrónico, remitía a una página web en la que se pedían treinta mil euros por la documentación que respaldaba la investigación. Los datos que contenía ese dossier eran falsos o incorrectos en su mayor parte.


  La condición de luchador antifranquista de Jordi Pujol y su paso por las cárceles del régimen siempre le hicieron recelar de las fuerzas de seguridad. Y con razón: desde que fue detenido y procesado en 1960 por «els fets del Palau»[15], la policía franquista lo mantuvo estrechamente vigilado. El hecho de que, tras abandonar la prisión y cumplir el resto de su condena en el destierro en Girona, Pujol se volcara en la gestión de Banca Catalana, no sirvió para que los agentes encargados de su vigilancia se relajaran. Muy al contrario, pues Pujol, a partir de final de 1962, se dedicó en cuerpo y alma a la «construcción nacional de Cataluña» desde su despacho en Banca Catalana. La entidad financiaría numerosos proyectos de carácter económico y social, pero sobre todo cultural, siempre que encajaran en el modelo para la nueva Cataluña que el joven banquero tenía en mente. Tal vez por esa razón, cuando Pujol alcanzó el poder, en marzo de 1980, no le entusiasmaba demasiado contar con su propio cuerpo de policía. El primer conseller de Governació, Joan Vidal i Gayolà, que duró poco más de dos años en el cargo —tomó posesión el 9 de mayo de 1980 y fue destituido el 24 de agosto de 1982— no sabía dónde esconderse cuando, tras animar a los alcaldes de las localidades que visitaba Pujol a reclamar una dotación de Mossos d'Esquadra para su municipio, se encontraba con que el president les sorprendía negándose: «No, para esto está la Guardia Civil. Una policía catalana no es necesaria, eso se resuelve poniendo más Guardia Civil»[16].


  Pujol acabó por reconsiderar esa posición cuando destituyó a Vidal i Gayolà en 1982 y designó conseller de Governació a Macià Alavedra con la misión de poner en marcha el despliegue de la policía autonómica. Acompañaba a Alavedra como director general de Seguretat Ciutadana un joven que contaba con la confianza de Pujol: Miquel Sellarés. Pero Sellarés apenas duró catorce meses en el cargo. Alavedra le destituyó después de que lanzara públicamente duras acusaciones contra el ex presidente Tarradellas. La razón de fondo, sin embargo, era que Sellarés era «demasiado policial», tanto que en la dirección de Seguretat de la Generalitat aún se recuerda la noche que el director general, con sus cien kilos de peso, entró en tromba, vestido de mujer y pistola en mano, en un prostíbulo barcelonés[17]. Sellarés niega tajantemente esta actuación que se le atribuye y responsabiliza a Lluís Prenafeta de la autoría del supuesto bulo.


  Con el tiempo, los Mossos d'Esquadra no dieron precisamente a Pujol motivos para sentirse orgulloso de haberse dejado convencer para crear su propio cuerpo de policía e incluso para que los Mossos tuvieran una brigada de información. La «traición» de Josep Peris, máximo responsable policial de los Mossos d'Esquadra, es uno de los episodios que a Pujol le quedaron grabados a fuego. Los hijos del president también lo recuerdan, porque Peris no sólo pasaba información al enemigo sino que se acabó convirtiendo en uno de los hombres de confianza de Josep Antoni Duran Lleida, algo tan malo para los chicos Pujol Ferrusola como pasarle información al Cesid.


  La deslealtad de Peris, además, se produjo en el peor momento, en plena psicosis barcelonesa sobre la seguridad en las comunicaciones y sobre las actividades de los fabricantes de dossieres. Espías oficiales y privados recorrían la ciudad en busca de información confidencial con la que comerciar. Las actividades de Peris fueron una pista del hecho de que el propio Pujol ya no era el foco de las pesquisas: sus hijos le habían adelantado en la lista de objetivos prioritarios. Y eso era algo que el president no podía permitir. A diferencia de muchos de los que temían estar siendo investigados o espiados por personas desconocidas, Jordi Pujol y los suyos sí que tenían motivo para reforzar su seguridad. Había que pasar al ataque.


  EL CONTRAATAQUE


  En mayo de 1993, poco después de la destitución de Josep Peris como subinspector de los Mossos d'Esquadra, el Palau de la Generalitat y algunos de los departamentos del gobierno catalán introdujeron sistemas de seguridad de telefonía. Hasta entonces, los teléfonos de los despachos de los altos cargos del gobierno catalán carecían de sistemas contra pinchazos y tampoco estaban libres de sufrir interferencias o cruces de conversaciones. En esta situación se encontraban también las líneas telefónicas del propio Pujol en el Palau de la Generalitat. Todas las líneas eran rastreadas periódicamente por técnicos de los Mossos, aunque eso no garantizaba la inviolabilidad de las comunicaciones. Los pinchazos podían hacerse sólo durante breves períodos y, en consecuencia, eran más difíciles de localizar.


  Además, los policías de Pujol podían controlar que los teléfonos no estuvieran intervenidos en la caja de conexiones que llevaba las líneas del exterior al interior del edificio, pero eran incapaces de controlar el cable exterior. En la primavera de 1993, los Mossos tenían que realizar un barrido de las líneas, pero, preocupados por los seguimientos que el Cesid había hecho a Pujol, finalmente optaron no sólo por el rastreo sino también por mejorar los sistemas de seguridad telefónica. Se compró una red de secrafonía, en la que los teléfonos cuentan con un aparato codificador. Como sólo es posible la comunicación inteligible entre dos teléfonos con secráfono este sistema impide la intervención. Si alguien intenta captar una conversación no podrá entender el contenido, pues oirá las voces distorsionadas. Los teléfonos de la oficina de Pujol en el Palau de la Generalitat, así como los de los consellers, fueron dotados de este sistema.


  Habían blindado las comunicaciones de la Generalitat. Pero la legión de espías que operaba en Barcelona no se limitaba a atacar el Palau; su objetivo de recopilar información comprometida para Pujol y su familia iba mucho más allá, y para evitarlo no iba a bastar con sistemas electrónicos.


  ¿Quién pinchó el teléfono de Villarejo?


  Las escuchas telefónicas habían alcanzado a una de las bestias negras de Pujol, Carlos Jiménez Villarejo, convertido en fiscal jefe del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya tras su persecución del president por el caso Banca Catalana. Si alguien podía haber acumulado información comprometida fiable sobre el clan Pujol-Ferrusola era él, por mucho que ni una sola de sus investigaciones se concretara en actuaciones judiciales contra los miembros de la familia. Pero ¿para quién trabajaban los que pincharon los teléfonos de Villarejo? El abogado José María Fusté-Fabra, defensor de Miguel Ruiz Martínez, el Lobo, y de Fernando Rodríguez González, el Coronel, los dos principales acusados en el juicio por escuchas ilegales conocido como el «caso Godó», protagonizó un espectacular golpe de efecto durante el juicio al citar «una nota interna de un organismo oficial» en la que se vinculaba al presidente de la Generalitat, Jordi Pujol, y al financiero Javier de la Rosa por la intervención del teléfono del fiscal jefe Jiménez Villarejo[18].


  El juicio contra los dieciséis acusados de formar parte de una red de escuchas telefónicas ilegales, desmantelada en el año 1993, comenzó el 20 de noviembre de 1995 en el Palau de Justícia de Barcelona en medio de excepcionales medidas de seguridad. El día que se inició la vista, Fusté-Fabra, que calificó el caso como «una ridícula guerra entre servicios de información», afirmó que en una «nota interna de un organismo oficial» se indicaba que Javier Godó, conde de Godó, informó al fiscal jefe de Cataluña de que su teléfono estaba «pinchado». Según las revelaciones que hizo en su día Fusté-Fabra, en esa nota se indicaba que Jiménez Villarejo lo comunicó al jefe superior de policía de Barcelona, «quien investigó el caso con sólo dos policías de su confianza para que no pudiera filtrarse nada más».


  En esa nota, según el citado abogado, constaba que se averiguó que el pinchazo «estaba hecho en la terraza de la casa del fiscal, realizado por un empleado de Telefónica que declaró que lo efectuó por orden de Paco Álvarez». El ex comisario desmintió al abogado y anunció que se querellaría contra él, pero nunca lo hizo. Fusté afirmó que, según esa nota, «al jefe superior de policía Paco Álvarez le dijo que las directrices partían del señor Pujol y del señor De la Rosa. El señor Villarejo y el señor Godó acordaron no publicar nada en el periódico [La Vanguardia]». Esta «nota interna de un organismo oficial» pertenecía al Cesid y fue reconocida por el que fue director general de los servicios secretos españoles, el teniente general Emilio Alonso Manglano, cuando declaró ante el juez instructor del «caso Godó». La aparición de este documento provocó que el juzgado de instrucción número 32 de Barcelona decidiera abrir otra causa judicial que finalmente acordó archivar.


  Si fue Pujol quien se puso de acuerdo con De la Rosa para que los hombres del financiero espiaran a Villarejo y averiguaran si el fiscal jefe también estaba recopilando información sobre sus hijos, no hay duda de que la preocupación del president por las investigaciones sobre su familia era profunda. Si había sido Javier de la Rosa por su cuenta, Pujol tenía aún más motivos para estar preocupado.


  Una cena con J. R. en casa de Xavier Trias


  Dos años después de que Pujol ordenara blindar electrónicamente el Palau de la Generalitat, se produjo un curioso encuentro. Eran los primeros días de marzo de 1995. Jordi Pujol estaba incómodo. No era habitual que el presidente de la Generalitat de Cataluña se reuniera con un presidiario. Esa noche recibió a Javier de la Rosa en el domicilio particular de su conseller de Sanitat, Xavier Trias i Vidal de Llobatera, un viejo conocido de Javier de la Rosa en la vida civil [19]. El anfitrión también estaba presente. El hecho no habría tenido nada de extraordinario si no fuera porque De la Rosa había sido excarcelado del centro penitenciario de Can Brians hacía menos de un mes tras haber pasado cinco de encarcelamiento preventivo. El presidente de la Generalitat era un hombre que se preocupaba por conocer de cerca todo lo que pasaba en Cataluña. De la Rosa, por su parte, estaba acostumbrado a codearse con la plana mayor de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) y del gobierno autonómico. Especialmente con el conselller d'Economia, Macià Alavedra, su principal valedor ante Pujol y compañero de viaje durante los años en que De la Rosa fue el principal accionista del parque de atracciones de Tarragona, conocido hoy como Universal Port Aventura. Entre los diferentes dirigentes de Convergència con quienes mantuvo una relación económica estable cabe citar al ex conseller de Obres Públiques Josep María Cullell, que fue empleado del empresario durante largos años. O Vicenç Oller, el primer conseller d'Indústria de Pujol, también en nómina de Javier de la Rosa. Pero en ese momento, después de su escandalosa estancia en la cárcel acusado de la descapitalización de Grand Tibidabo, no se trataba de ir exhibiendo por ahí las magníficas relaciones que De la Rosa había mantenido con la Generalitat y con CiU. Xavier Trias era el único de los dirigentes de Convergència vacunado contra las habladurías. Sus lazos con De la Rosa no eran económicos; su relación de amistad databa del servicio militar, cuando coincidieron como alfereces de complemento.


  Cuando De la Rosa optó por presionar en la arena política, exigió reunirse con Pujol. De hecho, su esposa ya había sido atendida por el president mientras el financiero estaba preso en Can Brians. De la Rosa mostró sus cartas: Pujol debía hacer lo posible por neutralizar al juez Aguirre, el instructor del caso Gran Tibidabo y responsable de su ingreso en prisión; paralizar la demanda presentada contra él en Londres por KIO, y facilitarle dos mil millones de pesetas para pagar parte de sus deudas a Gran Tibidabo. Casualmente se trataba de las mismas reivindicaciones que Mario Conde haría algún tiempo después ante el gobierno de Felipe González. Pujol fue rotundo: no podía hacer nada, aunque probablemente —no rompió todos los puentes— seguirían hablando en el futuro. Los paños calientes de Pujol no sirvieron de mucho. De la Rosa habló de supuestas cintas magnetofónicas con conversaciones de alto nivel. Una vez más el fantasma de un dossier sobre sus hijos perseguía a Pujol.


  Meses después, trascendió que Pujol y De la Rosa se habían reunido. Primero, De la Rosa negó la existencia de la reunión. Sin embargo en unas declaraciones a la cadena COPE en septiembre de 1995 acabó asegurando «sin intenciones peyorativas» que «hasta junio [de 1995]» se habían reunido en seis ocasiones. Pujol, que se encontraba en Miami en viaje oficial, había dicho, pocas horas antes, que «esa reunión no tuvo lugar».


  De la Rosa había abandonado la prisión como un toro de lidia, desbocado y amenazante. Dedicó sus primeros días en libertad a hacer llegar a los despachos oficiales su intención de «explicarlo todo». Consiguió que Pujol aceptase recibirle. Al líder nacionalista no le gustaba la idea de que alguien a quien él había llamado «empresario modelo» fuera haciendo insinuaciones sobre supuestos trapicheos con la Generalitat. Hay quien cree también que el ex presidente de la Generalitat, que nunca ha olvidado su experiencia en Banca Catalana, ha tendido siempre a generar una solidaridad psicológica cuando cree que alguien está siendo acosado. Enfrente se encontró a un De la Rosa herido, que pensaba que por haberse ofrecido para salvar el parque o por haber financiado el partido o al diario nacionalista El Observador tenía derecho a todo, incluso a echar en cara a los políticos que consintieran que él hubiera ido a la cárcel.


  Un día después de negar que la entrevista se hubiera celebrado, Pujol reconoció la existencia de las peticiones del financiero, aunque, según él, se habían formulado a través de una carta y no en el curso de la controvertida reunión. Tras varios contactos, Pujol dejó de escuchar a De la Rosa, precisamente en junio de 1995.


  A De la Rosa le ha gustado siempre asociar su imagen al poder y, obviamente, no podía reconocer esa situación. En sus declaraciones radiofónicas decidió atribuirse una larga relación con Pujol: «Tenga usted en cuenta que conozco desde hace veinticinco años», y con ello provocó la hilaridad de todos los que sabían que el presidente de la Generalitat nunca pudo aguantar más de diez minutos de conversación, siempre en castellano, con De la Rosa.


  Nada de eso le importaba al financiero: su estrategia era asociar su imagen a Cataluña. Su personalidad, más inclinada a la incontinencia verbal que la reflexión maquiavélica, le descarta como un buen estratega. Sin embargo, existen algunas claves que rebaten esa primera impresión. Su afición por recopilar información y dossieres le ha llevado, desde tiempo inmemorial, a establecer sólidas relaciones con el bajo mundo del espionaje. En primer lugar con el Cesid, un organismo en el que es muy difícil distinguir entre quiénes están en activo y quiénes no.


  En la cuenta de servicios pagados por De la Rosa aparecen nombres como el del general Luis del Pozo o Joaquín Torrado, relacionados con la Casa, y antiguos responsables de la empresa de seguridad ISDS, vinculada durante años al abogado Juan José Folchi. O Juan Antonio Díaz Molist, propietario de Toprisk, la empresa que le suministraba los agentes de seguridad. Pero, por encima de todos ellos, Francisco Álvarez, el ex jefe del Mando Único de la Lucha Contraterrorista (MULC), condenado por su participación en el secuestro de Segundo Marey, la primera acción conocida de los GAL, y uno de los operadores más activos en el mercado de la información confidencial de la Barcelona de los años noventa. Álvarez era desde hacía mucho tiempo amigo del coronel Juan Alberto Perote, el hombre que filtró los «papeles del Cesid» a quien De la Rosa conoció antes de que su imagen fuera popular para el resto de los españoles. Tras abandonar el Cesid, Perote facturó servicios a la empresa del ex policía, que a su vez tenía a De la Rosa como primer cliente.


  Muchas informaciones recopiladas durante esos años resultaron ser falsas o inútiles, lo que colocó en una posición difícil a más de un empresario del espionaje que ahora vive acosado. El De la Rosa de los años dorados, gracias al dinero de KIO, era un hombre con capacidad para comprar voluntades e informaciones. Ésa fue la principal razón de que Jordi Pujol, ofuscado por los intentos de desestabilizar su gobierno a través de informaciones comprometidas sobre sus hijos, accediera a encontrarse con él. Con anterioridad se había ocupado de que no sólo los teléfonos sino toda la seguridad del gobierno catalán estuviera garantizada. Y puso la misión en manos de los profesionales internacionales con mayor fama: los israelíes.


  ISDS: Tel-Aviv Connection


  «Los nacionalistas catalanes sienten una especial fascinación por Israel», afirma el profesor Joan B. Culla[20]. «El nacionalismo catalán ha buscado tradicionalmente referentes internacionales, ya sea el caso de Austria y Hungría, el caso del Québec en Canadá o, durante las década de 1990, de las repúblicas bálticas, pero el caso de Israel es especialmente seductor, también para la izquierda europea, por varios motivos: en primer lugar se trata de un Estado rodeado de naciones hostiles que ha conseguido mantener su independencia contra viento y marea; además, los judíos sionistas lograron imponer un sistema político europeo en un territorio tradicionalmente musulmán; para los socialistas europeos y, por lo tanto, aún más para los socialistas catalanistas, los kibutz las granjas colectivas israelíes, fueron el paradigma del socialismo primitivo; pero, sobre todo, en materia identitaria, los israelíes no sólo recurrieron a la religión, resucitaron una lengua literalmente muerta como el hebreo y la convirtieron no sólo en idioma oficial, sino en la lengua de uso común en el Estado».


  En el caso particular de Jordi Pujol, además es indudable que está influido por la figura de Moisés David Tennembaum, el socio de su padre en la mayoría de sus aventuras empresariales. Judío polaco y sionista militante, Tennembaum acabó sus días en la tierra prometida junto a la mayor parte de su familia. Y a nadie se le escapa que los principales expertos en materia de seguridad suelen ser israelíes. Así que cuando Pujol vio amenazadas sus comunicaciones, el gobierno que presidía confió las medidas de contraespionaje a compañías israelíes. Los sistemas electrónicos que acabarían bloqueando el acceso de los espías a las líneas telefónicas del Palau de la Generalitat serían instalados por Internacional Security and Defense System (ISDS), una empresa de seguridad israelí.


  Las relaciones entre el gobierno de la Generalitat de Pujol e ISDS iban a llegar mucho más lejos. La compañía israelí vinculaba durante la década de 1980 a operaciones de guerra sucia y al entrenamiento de la Contra nicaragüense en Honduras, prestó diversos servicios a algunos departamentos de la Generalitat, especialmente al de Agricultura cuando el titular era Josep Miró i Ardèvol. ISDS empezó a operar en España al menos desde finales de 1986 a través de Servicios Técnicos Bilan, una compañía creada y dirigida por personas del entorno del fallecido Josep Maria Figueras Bassols, presidente del Consejo Superior de Cámara de Comercio, Industria y Navegación de Barcelona de 1979 a 1990 (falleció en 1994)[21].


  Durante la etapa en que Bilan le sirvió de apoyo, ISDS elaboró un estudio de seguridad para la Oficina Olímpica Barcelona '92, que entonces representaba la candidatura de la capital catalana, y estableció contactos con la Feria de Barcelona, cuyo comité ejecutivo presidía entonces el mismo Figueras. Por la misma época, Abraham Arad, el primer israelí que ISDS Ltd., envió a Bilan, estableció además estrechas relaciones con el grupo Telefónica, presidido entonces por el socialista Luis Solana. Fruto de aquellos lazos fue también el envió a Israel de los tres guardaespaldas de Luis Solana. Durante varias semanas esos tres hombres siguieron un curso de adiestramiento organizado por la empresa ISDS en unas instalaciones en Israel.


  El 29 de julio de 1988 se creó en Barcelona ISDS Ibérica. Un judío argentino llamado Ricardo Norberto Guelman canalizó desde entonces, a través de esta empresa, las actividades de ISDS Ltd. en España, que pasaron de la órbita de Josep Maria Figueras a la de la familia Folchi Bonafonte. La familia Folchi participaba en ISDS Ibérica a través de una sociedad de cartera llamada General Investments, en la que tenían poderes los hermanos Immaculada y Juan José Folchi. Este último fue abogado del Estado y conseller d'Economia de la Generalitat en el gobierno de unidad del presidente Josep Tarradellas en representación de la UCD de Adolfo Suárez, aunque abandonó la administración para ejercer la abogacía en el sector privado y estuvo durante años vinculado al financiero Javier de la Rosa. Una relación que acabó por implicarle en más de una docena de procedimientos judiciales[22].


  Los departamentos de Agricultura, Ramaderia i Pesca, de Indústria i Energia y de Comerç, Consum i Turisme; la Direcció General de Seguretat Ciudadana y la Entitat Autònoma de Jocs i Apostes (EAJA) son los departamentos de la Generalitat que aparecen mencionados en una larga lista de clientes que ISDS Ibérica presentó ante la Divisó de Seguretat del Comitè Organizador Olímpic Barcelona '92 (COOB'92). ISDS Ibérica contrató con la Generalitat la elaboración de un plan de emergencia para el Palau Robert, edificio situado en el Passeig de Gràcia de Barcelona.


  Josep Miró i Ardèvol, el hombre que canalizaba las relaciones del gobierno catalán con ISDS, era por aquel entonces representante del nacionalismo más radical dentro de la administración de Jordi Pujol, y había tenido un papel destacado en las relaciones de la Generalitat con Israel. Durante 1989, ISDS Ibérica impartió un curso de mando a los jefes de comarca del Servei d'Agents Rurals y contrató la realización de un plan de seguridad integral para el edificio Torreferrussa, sede de la Direcció General Política Forestal de la Generalitat. El Servei d'Agents Rurals fue potenciado personalmente por Miró i Ardèvol en agosto de 1986, en el marco del programa político bautizado como «Foc Verd», para luchar y prevenir los frecuentes incendios forestales veraniegos en Cataluña. Se trataba de un «cuerpo armado», de carácter parapolicial, que fue calificado por la oposición como «una especie de Guardia Civil a la catalana»[23]. En estas actividades forestales prestaron su colaboración destacados militantes de la Crida a la Solidaritat, organización nacionalista de tendencias independentistas. Entre los riesgos que había que cubrir el plan de seguridad de Torreferrussa, la Direcció General Política Forestal enumeraba los siguientes puntos: «Robos, hurtos, intrusismo, indiscreciones, espionaje, uso indebido de información, artefactos explosivos, sustracción de datos, violación de la intimidad, incendios».


  Immaculada Folchi era la secretaria general —es decir, la número dos— del Departament de Governació de la Generalitat y entonces estaba casada con Miró i Ardèvol, el conseller d'Agricultura que auspició los contratos de asesoría de seguridad con la empresa israelí. Con el paso de los años, Miró i Ardèvol fue concejal de CiU en el ayuntamiento de Barcelona (1992-2003) y preside E-Cristians, una sociedad ultracatólica que ejerce desde finales de 2002 como grupo de presión política. Immaculada Folchi, por su parte, es la oficial mayor del Parlament de Catalunya, el cargo más elevado del funcionariado de la institución.


  ISDS no iba a ser la única empresa de capital israelí que prestaría servicios a la Generalitat de Pujol en su intento de evitar que los datos de las actividades comerciales de su familia cayeran en manos equivocadas.


  El «joven» Tennembaum


  En el verano de 1997, la fiscalía del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya (TSJC) —con Carlos Jiménez Villarejo como jefe y José María Mena como teniente fiscal— inició una investigación sobre los negocios que había mantenido el empresario Marcos David Tennembaum Kischner con varios departamentos de la Generalitat[24]. Los apellidos del empresario israelí no son una casualidad. Marcos Tennembaum es hijo de Moisés David Tennembaum y Ruth Kischner, el matrimonio de judíos polacos que se instalaron en la Barcelona de la década de 1940 y que se asociaron con Florenci Pujol en diversos negocios, entre ellos nada menos que Banca Catalana. Ambas familias han mantenido desde entonces unas estrechas relaciones de amistad.


  Las diligencias informativas —que acabarían siendo archivadas sin mayores consecuencias— fueron abiertas de oficio en julio de 1997 a raíz de una serie de informaciones publicadas por la prensa durante el mes anterior. La fiscalía consideraba que detrás de los contratos otorgados a dedo por el Departament de Justícia a la compañía de Marcos Tennembaum podría haber un presunto delito de prevaricación. «El objeto de las diligencias es aclarar si las decisiones administrativas por las que se adjudicaron determinados contratos fueron adoptadas de forma correcta o no», aseguraron entonces los medios de la fiscalía catalana.


  Marcos Tennembaum obtuvo varios contratos de la Generalitat durante la primera mitad de la década de 1990, principalmente de Justícia, pero también de otros departamentos como Presidència e incluso Governació. Los fiscales intentaron sin éxito averiguar si en la adjudicación de los contratos otorgados había pesado la relación de amistad del empresario de origen israelí con la familia del presidente Pujol. Marcos Tennembaum y un socio suyo de nacionalidad israelí, Sanson Batsri, fundaron en 1991 la compañía Tenba TB, especializada en seguridad privada, con un capital social de quinientas mil pesetas. La sociedad no tuvo actividad alguna durante tres años, hasta que en 1994 el Departament de Justícia le adjudicó tres contratos sucesivos, por un importe total de más de quinientos millones de pesetas, para la instalación del nuevo sistema de seguridad del centro penitenciario de Lleida.


  Alegando motivos de seguridad, el departamento no convocó ningún concurso público ni solicitó concurrencia de ofertas, y prefirió conceder el proyecto directamente a la sociedad de Marcos Tennembaum. El contrato tampoco apareció publicado en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC) hasta dos años después: el 1 de marzo de 1996, cuando el sistema no sólo había sido instalado, sino que ya había entrado en funcionamiento. El 5 de febrero de ese año, en efecto, fueron inauguradas con toda solemnidad las nuevas instalaciones; al acto asistieron la consellera de Justíca, Núria de Gispert, y el conseller de Governació, Xavier Pomés, además del director general de Serveis Penitenciaris, Ignasi García Clavel, e incluso el alcalde socialista de Lleida, Antoni Siurana[25], entre otras personalidades . Posteriormente Tenba TB sería ilegalizada por orden de la Dirección General de Policía a causa de las numerosas irregularidades detectadas tras la entrada en vigor de la Llei de Seguretat Privada. Para entonces, Marcos Tennembaum había fundado otra sociedad, Vanuatu S.L., que, a pesar de no tener siquiera la correspondiente autorización administrativa como empresa de seguridad, facturó también a los departamentos de Justícia, Governació y Presidència.


  EL ENEMIGO EN CASA


  Los desvelos de los Pujol-Ferrusola por proteger sus actividades privadas de las miradas de cualquiera, amigo o enemigo, no acabaron con las contramedidas aplicadas a mediados de la década de 1990, ya que las amenazas tampoco habían desaparecido. En 1997 Josep Peris, el topo del Cesid que, desde su posición de subinspector de los Mossos d'Esquadra, había investigado a Jordi Pujol y al mayor de sus hijos, reapareció como destacado militante y dirigente de Unió Democràtica. A pesar de que su salida de la policía autonómica en 1993 se relacionó con una oscura trama de espionaje, o precisamente por eso, Josep Antoni Duran Lleida no dudó en convertirlo en uno de sus hombres de confianza en materia de seguridad. Duran no podía ignorar que el comandante del Ejército del Aire Josep Peris había sido acusado de filtrar datos de Jordi Pujol a los servicios secretos españoles aprovechando su cargo al frente de los Mossos.


  Condenado al ostracismo en el organigrama del Departament de Governació de la Generalitat, Peris logró reconducir su carrera como militante y dirigente de Unió. Desde 1997 Peris es miembro del consejo nacional de la formación que lidera Duran Lleida y fue presidente de la comisión de seguridad del partido democristiano, el órgano que nominalmente diseña los criterios de UDC en materia de política de seguridad. Además, es, aún hoy, en el momento de escribir este texto, presidente de la agrupación de Unió en el distrito barcelonés de Ciutat Vella. Aunque su incorporación a los órganos de gobierno de Unió se produjo en 1997, Peris siempre ha sido una persona próxima a Duran Lleida, con quien mantiene una buena relación. Años antes de su ingreso en el consejo nacional de UDC era habitual su presencia como invitado en las reuniones.


  Los vínculos de Peris con Unió no son los únicos que mantuvo con CiU o con la administración catalana. A pesar de la gravedad de las acusaciones que motivaron su destitución, el primer jefe operativo de los Mossos no perdió su relación con la Generalitat. Este antiguo alto cargo de la policía autonómica estuvo destinado hasta la salida de CiU del Ejecutivo, en la delegación de Governació en Barcelona, en la sección de Jocs i Espectacles. Su puesto era el de «coordinador de la vigilancia e inspección de Jocs i Espectacles». En esas dependencias, sin embargo, nadie sabía dar razón de él, a pesar de que en su nómina consta ese destino como su puesto de trabajo oficial. Una persona que atendía el teléfono en esas dependencias afirmó no conocer «al tal señor Peris, ni recuerdo haber recibido llamadas para alguien que se llame así»[26]. Peris nunca negó sus contactos con la Casa; a las personas de su entorno siempre les explicó que aquellas reuniones no tenían otro objetivo que mantener vivas relaciones con «el resto de cuerpos de seguridad del Estado».


  La presencia de Peris en el entorno más próximo de Josep Antoni Duran Lleida era una clara señal de peligro para los jóvenes cachorros de Convergència capitaneados por los hermanos Pujol Ferrusola, quienes estaban empeñados en pilotar el proceso de sucesión de Jordi Pujol como líder de CiU y candidato a la presidencia de la Generalitat. Peris tiene una consultoría privada de seguridad y además da clases de gestión pública de la seguridad en la Universitat Internacional de Catalunya. Si investigó una vez a Jordi Pujol Ferrusola, podría volver a hacerlo en el futuro, un futuro en el que el enemigo a batir para los chicos Pujol Ferrusola era precisamente el patrón de Peris, Duran Lleida.


  Oriol Pujol Ferrusola —el único de los hijos de Jordi Pujol que, gracias o a pesar de sus apellidos, se dedica a la política activa— y sus principales colaboradores se habían fijado un objetivo: ejercer como custodios de la herencia de Jordi Pujol, presidente de Cataluña desde que logró por primera vez la confianza del electorado el 20 de marzo de 1980. Corrían los últimos meses de 1999 y era la última oportunidad para los Pujol Ferrusola. Lo que estaba en juego era nada más y nada menos que el legado de su padre. En ese momento se jugaban demasiado como para permitir incursiones de los servicios secretos o de los servicios de información de las fuerzas de seguridad en sus proyectos para designar al sucesor del president.


  A pesar de la insistencia de los miembros de su círculo más íntimo, Jordi Pujol se había venido resistiendo hasta ese instante a designar un sucesor. El presidente era consciente de que había gestionado mal su sucesión. Dos años antes, una mañana de agosto de 1997 llamó a uno de sus confidentes a su despacho del Palau de la Generalitat. Le citó a las ocho de la mañana. El confidente, un conocido intermediario financiero de Barcelona, acudió pensando que le iba a consultar una cuestión vital. Sin embargo, Pujol sólo quería sincerarse con alguien. «Perdí el tren de la sucesión con [Josep Maria] Cullell, ahora cualquier solución es mala», le confesó el madrugador president, mientras tomaba un Coca-Cola, a su atónito interlocutor.


  El 17 de octubre de 1999 el padre de Oriol, a los sesenta y nueve años, ganó su sexto y último asalto a la presidencia de la Generalitat. Y lo hizo por la mínima, gracias a un sistema electoral que le permitió obtener cuatro escaños más que Pasqual Maragall, el único aspirante que le había ganado en número de votos. La campaña para las elecciones autonómicas de 1999 fue la más dura y la más disputada desde 1980. Tras la exigua victoria obtenida ante Maragall, CiU necesitaba el apoyo parlamentario de los diputados del Partido Popular o los de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), dos posibilidades excluyentes, para sumar los 68 escaños que necesitaba para gobernar[27]. Era una difícil coyuntura para la última legislatura de Pujol, una legislatura en la que debía decidir quién iba a ser su sucesor al frente de CiU para disputar a Maragall la presidencia de la Generalitat 2003. Oriol, sus hermanos y sus colaboradores tenían por delante una dura tarea si querían asegurarse de que el delfín elegido por el presidente de la Generalitat fuera Artur Mas, que contaba con cuarenta y dos años en ese momento y era el candidato del entorno de Pujol.


  Josep Antoni Duran Lleida, nacido en 1952, el ambicioso presidente del comité de gobierno de Unió Democràtica de Catalunya (UDC), llevaba años en la carrera para suceder a Pujol. Además, en la campaña para las elecciones de 1999 y a pesar de los casos de corrupción que venían salpicando desde hacía años a los departamentos de la Generalitat gobernados por consellers de su partido, había puesto toda la carne en el asador y se había convertido en una de las bazas electorales de un Jordi Pujol obligado a anunciar que ésa era su última campaña como candidato a la presidencia del gobierno catalán para arañar unos votos imprescindibles en el más disputado de sus asaltos al Palau.


  En otoño de 1999 Pujol se negaba a tomar una decisión que dejara claro quien era su hombre: Mas o Duran. Optó por una solución salomónica. El president arbitraría entre dos superconsellers: Mas sería ratificado como titular de Economía, Finances i Planificació y recibiría mayores responsabilidades; mientras que Duran entraría por primera vez en el ejecutivo catalán como conseller de Gobernació i Relacions Institucionals. Pujol dividió así el gobierno en dos grandes áreas, la económica y la política, y colocó a cada uno de los candidatos a sucederle al frente de cada una de ellas. El president se reservó para sí el control del Departament de Presidència, que seguiría a cargo de Xavier Trias hasta días antes de la campaña para las elecciones generales de 12 de marzo de 2000[28].


  Ese modelo, sin embargo, generaba al núcleo de apoyo de Oriol Pujol Ferrusola un serio problema. Si Duran Lleida iba a ser el titular de Governació, le correspondía el mando de los Mossos d'Esquadra, incluida la brigada de información integrada por los «mortadelos». Oriol y su facción eran muy poderosos. De hecho, en la sede de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), en el carrer Còrsega de Barcelona, habían abierto y nutrido un jugoso dossier sobre las actividades de Duran y los dirigentes de Unió en relación con los dos escándalos que afectaban a la formación democristiana: el «caso Pallerols» y el «caso Turisme». Un estrecho colaborador de Jordi Pujol durante su última legislatura como presidente de la Generalitat asegura que Oriol Pujol representó un papel determinante a la hora de desgajar el Departamento d'Interior del de Governació para evitar que Duran Lleida tuviera el control de los Mossos: «Oriol no podía permitir que [los Mossos d'Esquadra] investigaran determinadas actividades de sus hermanos Jordi y Josep por orden de Duran Lleida».


  Oriol logró su objetivo. El 30 de diciembre de 1999 tomaron posesión de su cargo los catorce consellers del nuevo gobierno de la Generalitat. Mas y Duran eran los nuevos superconsellers, pero entre los miembros del nuevo gabinete también se encontraba Xavier Pomés, que hasta ese momento ocupaba la cartera de Governació; su nuevo cargo era conseller d'Interior. Todas las competencias de Governació en materia de seguridad seguían en manos de Pomés, un hombre de Trias. Pero los chicos de Oriol Pujol fueron más lejos y forzaron el nombramiento de Xavier Martorrell como director general de Seguretat Ciutadana. Eso les garantizaba el control sobre los Mossos d'Esquadra y sobre su servicio de información.


  Los negocios de los chicos


  ¿Que buscaban los agentes del Cesid, De la Rosa, Josep Peris o Duran Lleida en las actividades comerciales privadas de la familia de Jordi Pujol? No se trataba del patrimonio del president. Pujol empezó a desvincularse de la gestión de Banca Catalana en 1976 —para disgusto de algunos de sus principales socios como Joan Baptista Cendrós y de algunos miembros de su familia— y se distanció de forma definitiva en 1980, cuando accedió a la presidencia de la Generalitat. Donó sus acciones del banco a una fundación vinculada a la propia entidad. Existen dudas fundadas de que aquella donación fuera real y de que, en realidad, Pujol no siguiera siendo el titular de las acciones, pero aunque hubiera sido así Banca Catalana se hundió en 1982 y el valor de aquellos títulos se esfumó.


  Uno de los gestores del patrimonio de Jordi Pujol asegura que los bienes del ex presidente son escasos. No es un hombre pobre, pero no pasa de ser «un pequeño rentista». «Sé que después de la política saldré sin un duro», afirma el asesor financiero que siempre repite Pujol. Asegura este gestor que durante los veintitrés años y medio que permaneció como inquilino de la Casa dels Canonges[29], Pujol sólo realizó un pelotazo y fue con un paquete de acciones que poseía desde años antes de convertirse en president de la Generalitat. El ex president, como Manuel Fraga, fue uno de los políticos que accedieron a ser accionistas fundadores del diario El País. El 14 de abril de 1973, tres años antes de que el rotativo saliera a la calle, se convirtió en el accionista número 53 del diario con un paquete de diez acciones de cien mil pesetas cada una, un total de un millón de pesetas[30].


  Desde 1980, sin embargo, El País se convirtió en el látigo de Pujol por su relación con la crisis y posterior quiebra de Banca Catalana. En 1982 el rotativo lanzó su edición catalana y, coincidiendo con la quiebra del banco, intensificó sus ataques a Pujol. La querella contra Pujol y veinticuatro ex directivos más de Catalana promovida por la fiscalía en 1984 fue adelantada desde las páginas de El País. Pujol, que nunca acudió a una sola ampliación de capital, rompió desde entonces relaciones con el primer diario de España, a pesar de que seguía recibiendo anualmente unos dividendos de un millón de pesetas por sus acciones en la compañía editora. Y no concedió una sola entrevista a los periodistas del rotativo hasta marzo de 1992, después de lograr su tercera mayoría absoluta en el Parlament. Dos meses después, el 12 de junio de 1992, y en contra del consejo de sus asesores financieros, se desprendió de las acciones. Por aquel millón de pesetas de 1973, Pujol percibió del grupo Prisa, propietario del diario, 47.190.000 pesetas.


  Además de ese dinero, el matrimonio Pujol Ferrusola sólo posee las acciones que la esposa del president tiene en la compañía Hidroplant, el piso de la Ronda del General Mitre —dos viviendas de ciento veinte metros cuadrados unidas, una a nombre de Jordi Pujol y otra a nombre de Marta Ferrusola— y las casas familiares en Premià y en Queralbs. «Lo mismo que tenía en el año 80, a precio de ahora» asegura su gestor de patrimonios. Descartada la fortuna del president como objetivo de las investigaciones, el blanco de los sabuesos que llevaban investigando a la familia desde 1990 sólo podían ser los hijos del clan Pujol Ferrusola.


  Coincidiendo con el inicio de las primeras investigaciones de los servicios secretos sobre Jordi Pujol Ferrusola de 1992, el entorno de Javier de la Rosa hizo circular la versión de que en la venta a la Generalitat de un edificio de Gran Tibidabo, el hijo mayor de Pujol había recibido una comisión de trescientos millones de pesetas. En noviembre de 1994 Jordi Pujol Ferrusola se vio obligado a desmentir esos rumores: «No es cierto que haya llevado a cabo negocios con Javier de la Rosa. Ni tuve relación alguna con la venta de la sede central de CNL [antiguo nombre de Grand Tibidabo] ni nadie de la familia tiene obligaciones» de la empresa. La instrucción del caso Grand Tibidabo, a cargo del juez Joaquín Aguirre y los fiscales José María Mena y María Victoria Ribas, demuestra que ese dinero acabó siendo desviado a las arcas del diario nacionalista El Observador promovido por Lluís Prenafeta, el secretario de Presidència de Jordi Pujol entre 1980 y 1990, y por el abogado penalista Juan Piqué Vidal, defensor del president en el caso Banca Catalana y uno de los principales responsables de la trama de extorsiones a empresarios del juez Lluís Pascual Estevill.


  También circulaban rumores que apuntaban a que De la Rosa solucionó un supuesto problema financiero del hijo de Pujol adquiriendo unos pagarés falsos de una sociedad llamada Grup de Consellers Financers. Esta compañía suspendió pagos en 1993 y el juzgado que instruyó el procedimiento concursal, el 32 de primera instancia de Barcelona, no encontró nada que relacionase a Pujol Ferrusola con sus actividades: «Una intoxicación premeditada», afirmarían personas próximas a Jordi Pujol Ferrusola.


  Sin embargo, el notable enriquecimiento de Jordi Pujol Ferrusola siempre ha llamado la atención, tanto de la oposición como de algunos de los dirigentes de Convergència. De hecho, las primera filtraciones sobre las actividades comerciales del primogénito de Pujol empezaron a llegar a los medios de comunicación en 1992, durante el primer enfrentamiento que mantuvieron el entonces secretario general del partido, Miquel Roca, con el presidente de la formación, el propio Pujol.


  Jordi Pujol Ferrusola ha participado en una veintena de sociedades, todas ellas vinculadas a personalidades del entorno de Pujol y en las que la administración ha generado parte de sus ingresos; tales participaciones le han reportado experiencias amargas, como ocurrió en septiembre de 1993, cuando un juez decretó su arresto, junto al de todos los miembros del consejo de administración de Hot-Line Computer, una compañía dedicada a la comercialización de material informático que quebró. Jordi Pujol Ferrusola entró en el accionariado de la compañía en 1990 y en abril de 1993 se había desvinculado de ella[31]. En los últimos años, sin embargo, Jordi Pujol Ferrusola ha aprendido a ser más discreto. Desempeña funciones de broker, intermediario de operaciones millonarias (en euros), como la de World Trade Center de Barcelona[32], pero su participación apenas deja rastro.. Lo que sí es evidente es su poder adquisitivo. Hace años conducía uno de los escasos Lamborghini de la provincia de Barcelona. En 1997 el vehículo constaba en Tráfico registrado a su nombre. Hoy posee un catálogo de coches antiguos de lujo que son la envidia de los coleccionistas, según confirma una persona próxima al hijo mayor del president, pero ni uno solo consta en los documentos de su propiedad.


  Jordi no es el único de los hijos de Pujol que ha hecho fortuna. Josep Pujol Ferrusola, tras aparecer vinculado a Manuel Prado y Colón de Carvajal, fundó su propia consultoría, Europraxis, que acabó en manos del grupo Indra[33], pero a la que sigue vinculado como ejecutivo. Europraxis ha estado relacionada con algunos escándalos relacionados con la Generalitat, como la decisión de la multinacional estadounidense Lear de cerrar su factoría de componentes de automóvil en Cervera (Lleida). Josep Pujol Ferrusola también ha estado vinculado a Javier de la Rosa, a través del que en su día fue su relaciones públicas. Alfredo Fraile, que también tomó a su cargo las dos campañas electorales, de los años 1987 y 1991, en las que Josep Maria Cullell disputó sin éxito la alcaldía de Barcelona a Pasqual Maragall. La más peligrosa de las amistades de Josep Pujol Ferrusola era el financiero Juan Manuel, John, Rosillo, huido de la justicia desde octubre de 2002, cuando fue condenado por el Tribunal Supremo a cinco años y medio de cárcel por delito fiscal; Rosillo también está reclamado en España por homicidio. El 29 de septiembre de 2003 fue localizado por la Policía Nacional de Panamá en Ciudad de Panamá, o Panama City, como al propio Rosillo le gustaba llamarla; un lugar que carece de molestos convenios de extradición con España.


  «El problema de los chicos Pujol Ferrusola —asegura un veterano político nacionalista muy próximo a Pujol—, en especial el de los hijos mayores, es que no entienden el sacrificio económico que hizo su padre por su idea de lo que debía ser Cataluña en su momento. Como sabe cualquiera mínimamente bien informado, Pujol hundió Banca Catalana cuando puso el banco al servicio de proyectos que en su mentalidad eran esenciales para la construcción nacional de Cataluña y sigue viviendo en el mismo piso de Barcelona en el que vivía cuando en 1976 decidió dedicarse de forma exclusiva a la política».


  El citado veterano nacionalista, que desea mantener el anonimato, asegura que en la formación de los hijos de Pujol tuvo una influencia nociva la ausencia del padre y la presencia de quien, desde 1980 hasta 1990, fue su mano derecha en la presidencia de la Generalitat: Lluís Prenafeta. La familia de Prenafeta ofreció en 1983 el primer empleo a Jordi Pujol Ferrusola, en la empresa Tipel, igual que al actual candidato de CiU a la presidencia de la Generalitat, Artur Mas. «Desde un principio supe que mi marido no era una persona con la que yo pudiera contar en el hogar», afirmaba Marta Ferrusola en una entrevista en 1994. El acceso de Pujol a la presidencia de la Generalitat, en 1980, afectó considerablemente a la familia: «Cuando mi marido fue presidente, ellos [sus hijos] eran todavía pequeños. El menor tenía sólo ocho años», afirmaba Ferrusola, en aquella entrevista.


  «Los hijos de Pujol se están cobrando la inversión que hizo su padre por Cataluña porque, en el fondo, ellos no querrían ser recordados como los hijos de Jordi Pujol, el político más importante de la historia de Cataluña, sino como los nietos de Florenci Pujol, el padre del president y fundador de Banca Catalana, con un banco que hubiera resistido la gestión al servicio del nacionalismo», asegura el antiguo hombre de confianza del ex presidente que no quiere ser identificado.


  Durante el año1984, Jordi Pujol Ferrusola residió en Estados Unidos y viajó por más de cuarenta países. En esa época estableció, antes que su hermano Josep, sus primeras relaciones con Manuel Prado y Colón de Carvajal. Prado y Prenafeta eran los encargados de buscar a la multinacional que debía ser el socio de referencia de lo que hoy es Port Aventura. Jordi Pujol Ferrusola también hizo negocios con el oscuro empresario Dídad Fàbregas. Ex militante del PSOE y director general de Política Autonómica en uno de los primeros gobiernos de Felipe González, a Fàbregas se le relacionó con cobros irregulares en algunos proyectos públicos[34]. En 1992, tras abandonar la política, era el representante en España de la multinacional alemana RWE. Le sustituyó otro notable socialista, el ex delegado del gobierno en Cataluña, Francesc Martí Jusmet, que mantendría a Jordi Pujol Ferrusola en la nómina de asesores de la multinacional alemana.


  Tras la incorporación de Jordi Pujol Ferrusola, RWE obtuvo de la Generalitat la concesión en exclusiva de la recogida y tratamiento de aceites industriales. También en 1992, Jordi Pujol Ferrusola pasó a engrosar la nómina de asesores del grupo industrial de Carles Sumarroca, un importante empresario adjudicatario de la Generalitat, que en marzo de 2003, seis meses antes de que Jordi Pujol abandonara la presidencia, vendió la mayoría de las acciones de sus empresas al grupo Agbar.


  Con Sumarroca también ha estado asociado Pere Pujol Ferrusola. El cuarto hijo se dedica a la consultoría medioambiental desde la empresa Entorn, participada por Albert Sumarroca, uno de los tres hijos del industrial. Entorn recibió diversos encargos de la Generalitat y de consejos comarcales controlados por CiU. Pere Pujol viajó junto con la delegación oficial de la Generalitat a Uruguay y Chile en calidad de asesor del Institut Català d'Energia, dependiente del Departament d'Indústria, cuyo conseller era entonces Antoni Subirà, primo político de Pujol. Además, el director general de Energía en aquel momento era Albert Mitjà, bien relacionado con los hermanos Pujol Ferrusola.


  Hay otros hijos de Pujol que han hecho negocios con el gobierno. Marta Pujol Ferrusola (Barcelona 1959) es arquitecta y su estudio recibió en los últimos años de CiU en el gobierno autonómico siete proyectos de la Generalitat —seis de ellos por adjudicación directa— con un volumen de dos mil millones de las antiguas pesetas, de los que ella recibió cincuenta millones, el cuarenta por ciento de sus ingresos totales. Marta Pujol Ferrusola se incorporó a un viaje oficial de su padre a Montevideo en noviembre de 1997, el mismo al que también fue su hermano Pere. La Generalitat afirmó, entonces, que se había pagado los gastos de su bolsillo.


  Mireia Pujol Ferrusola (Barcelona 1969) inició cursos de periodismo, pero los abandonó para dedicarse a la danza clásica y contemporánea. Su compañía recibió subvenciones públicas en un sector en el que las aportaciones de la administración siempre fueron escasas. Al parecer, ha dejado la danza y ahora se dedica a la fisioterapia.


  Sin embargo, ninguna de las actividades comerciales de los hijos de Pujol llamaron la atención de los investigadores del Cesid en 1992, según aseguraron los responsables políticos del centro cuando en 1995 trascendieron los episodios de espionaje del entorno del presidente catalán. El vicepresidente del gobierno de la época, Narcís Serra, y el ministro de Defensa, Julián García Vargas, de quienes dependía el teniente general Emilio Alonso Manglano, director general de la Casa, negaron que los agentes del Cesid fueran responsables de la investigación sobre la familia Pujol Ferrusola. De hecho no desmintieron la existencia de las pesquisas, pero las atribuyeron a los mercenarios que trabajaban para Javier de la Rosa, aunque algunos de ellos hubieran trabajado con anterioridad para el Cesid e incluso hubieran figurado en la nómina de la Casa. El candidato socialista en las elecciones autonómicas de 1995, Joaquim Nadal, tenía un papel más que difícil que el de sus correligionarios del gobierno central. Cuando en septiembre de 1995 los hechos trascendieron no pudo limitarse a desmentir que los servicios secretos habían seguido al presidente de la Generalitat, extremo que el propio Pujol confirmó. El president atribuyó la decisión de que los agentes del centro elaboraran un dossier sobre él y sobre su familia a uno de sus enemigos predilectos, Narcís Serra, a quien más tarde compararía en público con Torrente, el personaje cinematográfico del éxito de taquilla de Santiago Segura.


  Nadal puso freno a las acusaciones de Pujol limitándose a negarlas. Aunque admitió que los servicios secretos habían investigado a uno de los hijos del presidente catalán, Nadal afirmó que no se trataba del hijo en el que todo el mundo pensaba y que había razones de Estado detrás de la decisión. «La única vez que el Cesid ha vigilado a un miembro de la familia de Jordi Pujol fue antes de los Juegos Olímpicos [celebrados en Barcelona 1992], y no para hacer ningún tipo de chantaje, sino por otros motivos»[35]. Se refería, aunque no lo dijera, a las actividades reivindicativas del benjamín del matrimonio Pujol-Ferrusola, Oleguer, con motivo de la preparación de los Juegos Olímpicos de Barcelona, que fueron especialmente llamativas durante la primera visita del rey Juan Carlos I al Estadi Olímpic de Montjuïc.


  Oleguer Pujol en el Estadi Olímpic


  El 8 de septiembre de 1989 Barcelona tenía una cita con las televisiones de todo el mundo. La que iba a ser próxima ciudad olímpica se disponía a estrenar el remodelado Estadi Olímpic de Montjuïc con motivo de la celebración de la V Copa Mundial de Atletismo. El acto inaugural contaría con la presencia de las mismas autoridades que algo menos de tres años después, el 25 de julio de 1992, presidirían la ceremonia de apertura de los Juegos de verano de la XXV Olimpiada de la Era Moderna. Era, por lo tanto, un ensayo general en toda regla que iba a ser presidido por el monarca español Juan Carlos I.


  El acto acabó siendo un auténtico desastre.El retraso de más de treinta minutos en la llegada del rey y la intensa lluvia que enfangó los accesos al estadio no fueron lo que más deslució aquel ensayo general de la ceremonia inaugural de los Juegos Olímpicos. La llegada del monarca, acompañado de la reina Sofía y del príncipe Felipe, fue saludada por una monumental pitada. Apenas duró unos segundos, pero sirvió para marcar la jornada. Entre los tres mil jóvenes de diferentes colectivos nacionalistas que protagonizaron el incidente se encontraba Oleguer Pujol Ferrusola, el séptimo hijo del presidente de la Generalitat, nacido en 1974, y Marc Prenafeta, hijo del secretario general de la presidència de Pujol, Lluís Prenafeta. Y no era casualidad. Tras la sonora pitada, el entonces alcalde de Barcelona, el socialista Pasqual Maragall, interrogó a un satisfecho Pujol con un acusador «¿Qué habéis hecho?».


  En 1989, «Pujol gobierna, quiere ser un hombre de Estado, pero aún no ha renunciado a la agitación como arma política»[36]. Quienes contribuyeron de forma decisiva a que se produjera la multitudinaria pitada al rey eran miembros del gobierno de la Generalitat de Pujol. Los hijos del president, en general tuvieron un papel destacado en la organización de los actos de protesta contra la visita del monarca. La pitada coincidió con el lanzamiento de octavillas desde una posición elevada sobre la tribuna real en las que se defendía que Cataluña era una nación. Entre los que lanzaban los panfletos también estaban Oleguer Pujol y Marc Prenafeta. El padre de este último había revisado el texto de las octavillas, de modo que contaban con la aprobación de los mayores[37]. El propio Pujol ordenó al secretario general de Convergència Democràtica de Catalunya, Miquel Roca, que el partido adquiriera quinientas entradas para el acto inaugural que se iba a celebrar en el Estadi Olímpic.


  Si el sabotaje a la visita oficial del rey se hubiera limitado a la pitada, presencia de los hijos de Pujol y Prenafeta entre los jóvenes que lo protagonizaron no había pasado de la simple anécdota. Pero Pujol y los suyos hicieron todo lo posible por abrir las puertas del estadio a los colectivos radicales. Y entre ellos se colaron tres miembros de la organización independentista Terra Lliure. Se limitaron a lanzar tres cohetes con mortero de cartón antes de salir corriendo, pero durante años Oleguer Pujol Ferrusola despertó toda clase de sospechas. A partir de aquel momento, los servicios de información de las Fuerzas de Seguridad del Estado seguirían de cerca las actividades del benjamín de los Pujol-Ferrusola, hasta el extremo de investigar a sus diferentes parejas sentimentales y de controlar, incluso, sus encuentros sexuales con ellas.


  Cuando en septiembre de1995 trascendió que el Cesid había investigado a Jordi Pujol y a su familia, el candidato socialista a la Generalitat en las elecciones autonómicas que iban a celebrarse en noviembre, y en las que disputaría la presidencia al propio Pujol, insinuó que las únicas actividades que habían sido investigadas por los servicios de inteligencia habían sido las de Oleguer Pujol Ferrusola. Pero Nadal fue más lejos y se alineó con la posición que defendía el entonces vicepresidente del gobierno socialista de Felipe González y responsable del Cesid, Narcís Serra. A saber: «El presidente de la Generalitat nunca ha sido seguido o escuchado por el Cesid. Ha sido vigilado por otra gente, que estaría en disposición de hacerle algún chantaje»[38], afirmó. No hacía falta que Nadal explicara a quién se refería. El 13 de febrero de 1995, Javier de la Rosa había concluido su primera estancia en la prisión. Y salió de la cárcel dispuesto a exigir a todos aquellos que consideraba en deuda con él que le pagaran los favores del pasado.


  DOSSIER DE DESPEDIDA


  La década de 1990 fue en toda España, pero especialmente en Barcelona, el marco ideal para el desarrollo de una particular industria: el tráfico de dossieres. El hecho de que un personaje singularmente siniestro como Javier de la Rosa tuviera su cuartel general en la capital catalana atrajo a espías de casi todas las procedencias, unas veces en misión oficial y otras, la mayoría, dispuestos a vender sus servicios al mejor postor. Espías —durmientes [39] o completamente en activo—, que figuraban en la nómina del Cesid; kas que habían abandonado la Casa tras sentirse especialmente agraviados por el entonces director general, el teniente general Emilio Alonso Manglano, un militar experto en inteligencia que acabaría siendo el brazo derecho de Narcís Serra; antiguos miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil; ex agentes del Mossad, detectives privados y periodistas sin escrúpulos competían por conseguir documentación comprometedora de destacadas personalidades del mundo de los negocios y de la política. En 1990, el mayor de los hijos de Jordi Pujol y Marta Ferrusola, Jordi Pujol Ferrusola, tenía treinta y dos años, había hecho el rodaje en diferentes aventuras empresariales de éxito desigual y empezaba a ambicionar una carrera política acorde con el apellido que llevaba con orgullo. No tardó en intentar, esta vez con éxito, influir tanto como le fuera posible en la vida interna de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), el partido fundado por su padre en noviembre de 1974 y que le había servido para alcanzar la presidencia de la Generalitat, en la que llevaba instalado una década.


  Jordi Pujol Ferrusola pronto se mostraría como un catalanista mucho más esencialista que su padre. En aquellos primeros años de la década de 1990 aún no había aprendido hasta qué punto es importante la discreción si uno no quiere concitar los ataques de sus enemigos, sean políticos o financieros. El primogénito de los Pujol Ferrusola se exhibía jugando al rugby y participaba en tertulias de carácter político en la emisora pública del gobierno de su padre, Catalunya Ràdio.


  Cuando Miquel Roca echó un pulso con Jordi Pujol a finales de 1992[40], el mayor de los Pujol Ferrusola consideró que había llegado el momento de intervenir en la administración de Convergència y de ayudar a su padre a bloquear las pretensiones de aquellos que creían que podían tomar decisiones al margen del líder indiscutible del partido y del país.


  No sabía hasta qué punto su victoria en la lucha contra Roca acabaría volviéndose contra él. Jordi Pujol Ferrusola había saltado al ruedo de la política prácticamente sin red. Si hasta ese momento su padre se había mostrado imbatible electoralmente y no sólo invulnerable a las adversidades, sino que había sido capaz de utilizarlas en su favor —de hecho, el caso Banca Catalana no había hecho sino acrecentar la identificación entre Jordi Pujol y Cataluña y había dado al president argumentos de peso para su tradicional discurso victimista—, la irrupción en la política del mayor de los hijos de Jordi Pujol y Marta Ferrusola atrajo enseguida las miradas de los adversarios de Pujol, que no sólo erran políticos. En doce años en el poder el president se había ganado no pocos enemigos.


  En 1992 se abrió la veda para la caza de informaciones confidenciales sobre las actividades económicas de los hijos de Jordi Pujol. Por primera vez, el invencible dirigente nacionalista pareció tener un punto débil, un secreto cuyo descubrimiento lograría, por fin, erosionarle: las dudosas actividades políticas y mercantiles de sus hijos. El 27 de septiembre de 1992, El Periódico de Catalunya publicó un amplio reportaje, firmado por Salvador Sabrià, titulado «La irrupción del “hereu” Pujol. El hijo mayor del “president” avala una enmienda al congreso de CDC contraria a las tesis de Miquel Roca». El reportaje sostenía lo siguiente:


  
    Las discrepancias de Pujol [Jordi Pujol Ferrusola] con Roca vienen de lejos y no se refieren sólo a cuestiones políticas. Se alinea con los sectores nacionalistas más radicales de Convergència, de forma que está más próximo a las tesis independentistas que al pragmatismo de Roca. Para decirlo de otra manera, Pujol «junior» tiene muchos amigos entre quienes consideran a Roca «un traidor a la causa».


    Ligado a grupos de su partido que combinan nacionalismo y catolicismo, Jordi Pujol Ferrusola fue uno de los fundadores de los Grups d'Estudis Nacionalistes, cuyo máximo inspirador era Raimon Galí. El nexo entre religión y nacionalismo le relacionó también con el ex conseller de Agricultura Josep Miró i Ardèvol […] Coincidieron en las campañas a favor del Comité Olímpic de Catalunya y «freedom for Catalonia».

  


  Aquel reportaje de Salvador Sabrià y algunas de las informaciones que publicó el periodista Xavier Horcajo en Diario 16 iban a servir de base al contenido de buena parte de los artículos que se publicarían sobre los negocios de la familia Pujol durante los siguientes doce años. El reportaje de El Periódico aportaba información de carácter personal: «Deportista nato, fue capitán del equipo de rugby de Barcelona, con el que se proclamó campeón de la Copa del Rey en 1983. Amante de los riesgos, no dudó en realizar un curso de parapente en Queralbs, donde veranea su familia. En 1986 se casó con Mercè Gironès Riera, militante de base de CDC en el barrio barcelonés de Sarrià». Pero más importantes que esas pinceladas sobre su vida personal, eran las revelaciones sobre las actividades mercantiles de Jordi Pujol Ferrusola:


  
    El joven Pujol ha estado muy vinculado desde sus inicios profesionales al ex secretario general de la presidencia de la Generalitat Lluís Prenafeta, cuyas discrepancias con Miquel Roca ya fueron una constante durante su permanencia en el Govern.


    Uno de los primeros empleos del «hereu» Pujol fue la empresa Tipel, de la familia Prenafeta. Desarrolló su labor en el departamento de comercialización internacional, bajo las órdenes de Artur Mas ([entonces] portavoz de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona). En aquella época, se convirtió en un viajero empedernido y recorrió treinta y siete países en dos años […] En 1987, con motivo de unas ampliaciones de capital de la empresa José Ferrusola S.A. —propiedad del cuñado del president[41]— que se hicieron con dinero parcialmente procedente de la familia Prenafeta, la entidad pasó a llamarse Geset Afers S.A., y Pujol II [sic] entró en el consejo de administración […] En 1990 Pujol Ferrusola constituyó con unos amigos la sociedad Hot Line Computer S.A., dedicada a la informática, ocupando el cargo de consejero delegado. El hijo del president ha realizado también trabajos como intermediario en operaciones inmobiliarias y labores de asesor en algunas empresas de servicios, como Caprabo.

  


  Además, el artículo en cuestión detallaba quiénes eran en el partido y en la administración catalana los hombres de confianza del hijo mayor de Jordi Pujol. Aparte del que había sido su jefe en Tipel, Artur Mas, por entonces portavoz del grupo municipal de CiU en el ayuntamiento de Barcelona, el reportaje señalaba a Felip Puig, en aquel momento secretario general del Departament de Benestar Social tras haber ocupado el cargo de director general de ADIGSA, y a Sergi Loghney, un compañero de su época de jugador de rugby que llegaría a convertirse en jefe del servicio de protocolo de la Generalitat y hombre de máxima confianza del president.


  A la vista de estos datos no es extraño que en enero de 2002 Artur Mas fuera designado conseller en cap y candidato de CiU a la presidencia de la Generalitat en las elecciones que se celebrarían el 16 de noviembre de 2003. Y que más tarde, después de que CiU perdiera el poder en la Generalitat, el décimo tercer Congreso de CDC, celebrado entre el 9 y el 11 de julio de 2004, ratificara a Mas como secretario general del partido y consagrara a Felip Puig como el más influyente de los seis vicesecretarios de la formación, bajo la atenta mirada de Oriol, el hermano Pujol Ferrusola que seguía dedicándose a la política, designado a su vez secretario ejecutivo de estudios y programas.


  Según algunos de los más veteranos dirigentes pujolistas la pugna entre Jordi Pujol Ferrusola y Miquel Roca tenía motivos distintos de los estrictamente ideológicos. En su calidad de secretario general del partido, Roca era encargado de la financiación de Convergència. Se había convertido en un interlocutor privilegiado del mundo empresarial y financiero de Barcelona, que encontraba en el secretario general de CDC el mediador perfecto entre el partido y los representantes de las empresas, ya fueran multinacionales o tradicionales compañías familiares catalanas. Ejercía a la perfección el trabajo de lobbista como presidente del grupo parlamentario de CiU en el Congreso de los Diputados y, en más de un aspecto, su labor era más apreciada por la burguesía catalana que la del propio Pujol. El hijo mayor del president, según esta versión, se sentía especialmente a disgusto con esta situación, y en su calidad de «hijo del patrón» empezó a exigir el derecho a controlar las finanzas de Convergència y a tratar con los empresarios que engrasaban con sus aportaciones la maquinaria creada por Pujol para servirle electoralmente. Fuera cual fuese la causa de la pugna entre Roca y Pujol Ferrusola, lo cierto es que coincidió con la aparición de las primeras informaciones periodísticas sobre las actividades públicas y privadas de la familia presidencial. Una coincidencia que no pasó por alto Jordi Pujol, que nunca perdonaría a Roca —a quien atribuye sin dudarlo las filtraciones de las informaciones periodísticas—, haber abierto la veda de la caza de sus hijos. Pujol sabía que, una vez puesta en circulación la información, se mantendría latente para desgastarle políticamente, siempre que sus adversarios lo consideraran necesario.


  La legión de profesionales del comercio de dossieres y buena parte de los periodistas de todas las redacciones de Barcelona se esforzaron en conseguir datos sobre las finanzas del clan Pujol Ferrusola, y se sintieron especialmente atraídos por el aspecto turbio de los negocios del mayor de los hijos de la familia. La fiebre por obtener dossieres acerca de los hijos de Pujol y sobre todo acerca de Jordi Pujol Ferrusola alcanzaría su punto álgido a medida que se aproximaba el ecuador de la década de 1990, pero particularmente en 1994. En mayo de ese año trascendió que el titular del Juzgado de Primera Instacia número 12 de Barcelona había ordenado el arresto de Jordi Pujol Ferrusola y del resto de consejeros de Hot Line Computer por la quiebra de la compañía[42]. Aunque el asunto era menor —el juez estableció en el auto que el «arresto podrá excusarse si los administradores presentan la fianza de cien mil pesetas en metálico» y la «pieza separada de responsabilidad» de los administradores en la quiebra de Hot Line acabaría por resolverse sin mayores consecuencias—, añadió una nueva línea a la larga lista de actividades cuestionables del hereu del president, que sería enumerada por los medios críticos cada vez que hubiera una buena excusa. Además el asunto revelaba que entre los adversarios de Jordi Pujol las espadas seguían en alto y que habían declarado pieza de caza mayor al primogénito de quien los servicios españoles de inteligencia habían bautizado como el León. Por si a los Pujol Ferrusola no les había quedado claro que las actividades de los cachorros de la familia estaban siendo controladas de cerca por todos los observadores y, especialmente, por la prensa crítica con la gestión del president, en agosto de 1994 hubo un nuevo escándalo relacionado con las actividades comerciales de uno de sus miembros.


  El día 17 la sección de España de Diario 16 apareció encabezada con el siguiente titular: «Un hijo de Pujol es apoderado de una empresa con adjudicaciones de la Generalitat y comarcas de CiU». Esta vez no se trataba del primogénito de los Pujol Ferrusola, sino de su hermano Pere. La noticia, redactada por Xavier Horcajo, revelaba que la firma Entorn S.L. d'Enginyeria i Serveis, promovida por el empresario y amigo de Pujol Carles Sumarroca, y cuya gestión estaba a cargo de Pere Pujol Ferrusola y de uno de los hijos de Sumarroca, Albert, había recibido encargos del Departament de Medi Ambient de la Generalitat y de diversos consejos comarcales catalanes controlados por CiU, con contratos por valor de setenta millones de pesetas de la época. Buena parte de las adjudicaciones habían sido otorgadas a Entorn por designación directa, sin que mediara ningún concurso público.


  En plena sequía informativa propia de agosto, y a algo más de un año de las próximas elecciones autonómicas, en esa ocasión todos los grupos de la oposición política reaccionaron pidiendo investigaciones, luz y taquígrafos sobre las contratas adjudicadas a Entorn por administradores públicos de Convergència i Unió. El partido Popular, presidido entonces en Cataluña por Aleix Vidad-Quadras y que aún no se había convertido en socio privilegiado de CiU, llegó a pedir la dimisión del propio Pujol. Ni el president, ni CiU, ni la administración catalana reaccionaron, aunque tomaron buena nota de que la caza había dejado de estar restringida a Jordi Pujol Ferrusola y afectaba a todos los hermanos.


  Pero la gota que colmaría el vaso llegó en diciembre de 1994. El semanario satírico El Triangle, cuyas revelaciones sobre algunas conversaciones telefónicas del entonces conseller de Política Territorial i Obres Públiques, Josep Maria Cullell, provocarían la primera dimisión de un conseller de Pujol por un asunto relacionado con la corrupción, está dirigido desde su fundación por Jaume Reixach, uno de los biógrafos más pertinazmente críticos de Jordi Pujol[43].


  El Triangle estaba en el origen de algunas de las informaciones sobre la familia del president y se había hecho eco de la mayoría de las revelaciones sobre las actividades mercantiles de los miembros de la familia Pujol Ferrusola de una forma despiadada y llamativa, aunque no siempre del todo ortodoxa. En noviembre de 1994, el periodista José Díaz Herrera, que por aquel entonces trabajaba para la revista Época, decidió hacer una incursión en Barcelona atraído por el continuo runrún sobre la familia del presidente de la Generalitat. Forastero en la capital catalana y sin demasiadas fuentes sobre la cuestión de su agenda, Díaz Herrera decidió pedir consejo profesional a Reixach. Ambos periodistas sintonizaron enseguida y Díaz Herrera acabó por instalarse durante unas semanas en la redacción de El Triangle, donde documentó en todo lo publicado por el semanario satírico a lo largo de su historia sobre la familia Pujol Ferrusola. El resultado es un amplio reportaje publicado por Época en diciembre de 1994 y titulado «Los negocios de los hijos de Pujol». El estilo de Díaz Herrera, y el de su revista, tienen poco que ver con los modos, entre florentinos y versallescos, de la prensa de Barcelona. El periodista madrileño no se sumaba a los estoques de fino estilista que hasta ese momento habían hecho sólo pequeños cortes en la dura piel de Jordi Pujol. Los reportajes de Díaz Herrera son al periodismo de análisis lo que las armas de destrucción masiva a la estrategia militar. Si hasta ese momento los periodistas de Barcelona que habían seguido las actividades públicas y privadas de los hijos del matrimonio Pujol Ferrusola se habían limitado a aportar datos y a dejar los juicios de valor a las fuentes de la oposición que podían ser identificadas con nombres y apellidos, no ocurrió lo mismo con la revista Época. Los juicios de valor iban a formar parte sustancial del reportaje de Díaz Herrera, ya que buena parte de la información que aportaba ya había sido publicada. El reportaje levantó ampollas en el Palau de la Generalitat; era la primera vez que un medio editado en Madrid y distribuido por toda España hacía afirmaciones como las siguientes:


  
    La familia del presidente de la Generalitat [sic] podría estar aprovechando la influencia de su apellido para realizar negocios o como puente en las relaciones de algunas empresas con las instituciones catalanas […]. Comienza a ser un secreto a voces en determinados círculos catalanes que contratar los servicios de alguna de las empresas en las que participan los vástagos del presidente acelera los plazos y allana las dificultades en las relaciones con las consejerías de mayor peso económico de la Generalitat […] ya no se sabe cuál es el límite entre lo público y lo privado al referirse a la familia de Jordi Pujol.

  


  Aunque las anteriores publicaciones habían insinuado algo así de forma evidente, era la primera ocasión en que las actividades mercantiles de los hermanos Pujol Ferrusola eran etiquetadas de tráfico de influencias. El reportaje de Díaz Herrera, además señalaba a la esposa del president, Marta Ferrusola, como la matriarca del clan en todo lo referente a actividades empresariales o financieras. Las actividades de la floristería de Marta Ferrusola, Hidroplant, se relacionaban con las de sus hijos. Además, se sostenía que todos y cada uno de los hermanos Pujol Ferrusola desarrollaban actividades de dudosa catadura moral respaldados por el dinero de la administración catalana. Se relacionaba a Jordi Pujol Ferrusola con Manuel Prado y Colón de Carvajal y Enrique Sarasola, así como con Juan Antonio Samaranch Salisachs, el hereu del entonces presidente del Comité Olímpico Internacional (COI) y de la Caixa d'Estalvis i Pensions de Barcelona, Juan Antonio Samaranch; asimismo se le vinculaba a Javier de la Rosa y al patrón de Casinos de Catalunya-Inverama, Artur Suqué; también relacionaba a la esposa de Jordi Pujol Ferrusola, Mercè Gironès, con el que más tarde sería secretario general de CDC, Pere Esteve, a través de las empresas Servi-Cataluña y Clunia Distribución.


  El reportaje resumía las recientes informaciones sobre las adjudicaciones a la empresa de Pere Pujol, Entorn S.L., y recogía lo que ya estaba siendo causa de preocupación en algunos ambientes financieros de Barcelona, las relaciones del segundo de los hijos varones del president, Josep, con el heterodoxo hombre de negocios hispano-texano John Rosillo. Díaz Herrera afirmaba también que las actividades de danza de la más joven de las chicas Pujol Ferrusola, Mireia, habían sido mantenidas con ayudas públicas de la Generalitat. También posaba la mirada sobre las ocupaciones del que al final sería el único de los hermanos del clan que se dedicaría a la política. Oriol Pujol:


  
    Las cosas tampoco parecen haberle ido mal a Oriol Pujol Ferrusola, quinto hijo del honorable, veterinario y master en economía y dirección de empresas por el Instituto de Estudios Superiores de la Empresa (IESE), regentado por profesionales próximos al Opus Dei. En 1991, con veinticuatro años, fue nombrado jefe del gabinete jurídico de la Presidencia de la Generalitat. El hecho de que careciera de estudios de Derecho no constituyó problema alguno. Le crearon una subdirección general ad hoc para pagarle un buen sueldo […], asegura Jaume Reixach, director del semanario satírico Triangle.

  


  El reportaje publicado por Época logró que por primera vez Jordi Pujol y sus colaboradores perdieran la paciencia, especialmente porque Díaz Herrera había consultado las fuentes oficiales del Palau de la Generalitat aunque, según indicaba el periodista en su reportaje, esa versión oficial no se había incluido en el texto porque llegó después de que se cerrara la edición. Abogados próximos a la familia Pujol Ferrusola expresaron su «tremendo malestar» a los directivos de Época y aprovecharon algunas lagunas contenidas en la información para amenazar con acciones legales. Es difícil esclarecer si los representantes de la familia presidencial lograron amedrentar a los directivos de la revista, dirigida entonces por Jaime Campmany. Pero lo cierto es que Época no volvería a ocuparse del asunto. Aunque uno de los motivos fundamentales de esta falta de noticias fue la misma actitud de los miembros del clan Pujol Ferrusola, que habían tomado buena nota de que sus actividades comerciales estaban siendo observadas por la prensa y desarrollaron mecanismos que les permitieran pasar desapercibidos en sus negocios. A partir de aquel momento, las historias sobre los hermanos Pujol Ferrusola en los medios de comunicación serían esporádicas.


  Un e-mail valorado en cinco millones


  Jordi Pujol Ferrusola había descubierto hasta qué punto sus actividades comerciales resultaban atractivas para la prensa de Barcelona y de Madrid. A partir de 1995, Jordi Pujol Ferrusola lograría en gran medida que sus negocios, que habían experimentado una notable mejoría, pasaran desapercibidos. Sólo los flecos de sus primeras actividades comerciales, como la cementera que había puesto en marcha junto al empresario próximo a CiU Rafael Español, Reverté Eurocalci, o la suspensión de pagos de Natural Stone, una empresa auxiliar de la construcción en la que participó junto a su esposa, Mercè Gironès, llegaron a conocimiento de los medios de comunicación. Desde la publicación del reportaje de Época, las apariciones de Jordi Pujol Ferrusola en la prensa se limitaron a su condición de miembro de uno de los equipos que participaban en el rally París-Dakar. Sólo una funesta casualidad permitió que en 1997 el diario El Mundo descubriera que su elevado nivel de ingresos le permitía conducir un exclusivo Lamborghini de su propiedad. Pues era difícil que Jordi Pujol Ferrusola previera que en una ocasión en que sacó a pasear su lujoso deportivo y paró a repostar en una gasolinera, se detendría junto a él una redactora del rotativo, que lo reconoció y tomó nota de la matrícula del coche. Sólo la crisis por la que atravesaba su matrimonio con Mercè Gironès en 1998 amenazaba con abrir una brecha en el muro de silencio que Jordi Pujol Ferrusola había construido en torno a sus actividades económicas. Aquel año, los insistentes rumores sobre la ruptura del matrimonio Pujol-Gironès acabaron convirtiéndose en una leyenda urbana que aseguraba que la esposa del hijo mayor del presidente de la Generalitat había iniciado los trámites de divorcio y que una de sus bazas para obtener un buen convenio de separación era una conversación que había mantenido con el entonces director de El Mundo en Cataluña, Albert Montagut, al que le había prometido abundante material informativo sobre los negocios de su marido. En realidad, la única conversación que mantuvieron Albert Montagut y Mercè Gironès tuvo lugar después de que se extendiera el rumor y a iniciativa de la que seguiría siendo esposa de Jordi Pujol Ferrusola. Gironès, preocupada por la insistencia de los rumores, se puso en contacto telefónico con Montagut, quien desmintió a la nuera del president que él o sus reporteros tuvieran relación alguna con el rumor ni hubieran mantenido contactos que pudieran haber provocado su difusión.


  Superada la crisis matrimonial, Jordi Pujol Ferrusola volvió al cómodo anonimato en el que había situado sus negocios privados, mientras mantenía completamente intacta su influencia sobre el partido de su padre a través de sus hombres de confianza. Algunos de sus hermanos, como Josep, Pere y Marta no eran tan prudentes y periódicamente daban un disgusto a los colaboradores de Pujol cuando sus actividades empresariales trascendían a la opinión pública. Oriol, por su parte, ha seguido en la carrera política y actualmente es uno de los principales dirigentes de CDC, mientras que Oleguer se ha instalado en Madrid, donde al parecer se ha olvidado de su activismo independentista.


  La capacidad de Jordi Pujol Ferrusola para apartarse de las primeras páginas de los periódicos ha sido ejemplar y sus actividades, centradas en la mediación financiera a través del despacho situado en el número 55 de la céntrica Rambla de Catalunya rara vez han dado que hablar. Por esa razón resultó una desagradable y desconcertante sorpresa lo que ocurrió durante las dos semanas previas a las elecciones autonómicas del 16 de noviembre de 2003, las primeras en las que Jordi Pujol no era el candidato de CiU a la presidencia de la Generalitat. Los más influyentes despachos profesionales de Barcelona y Madrid y las redacciones de los principales periódicos recibieron en aquellas fechas un misterioso mensaje por correo electrónico desde una dirección gratuita y anónima que anunciaba jugosas revelaciones sobre las actividades mercantiles de Jordi Pujol Ferrusola, colgadas en un enlace en Internet. Los que entonces conocían realmente las actividades comerciales de Jordi Pujol Ferrusola aseguran que la mayor parte de las informaciones contenidas en aquel dossier de despedida al presidente Pujol eran un conjunto de refritos de informaciones aparecidas en la prensa años atrás, combinados con bulos o leyendas urbanas como la que atribuye al hijo mayor de Pujol la propiedad de un paquete de acciones de control del conocido club de rugby francés USAP de Perpiñán, relación por la que se explica el hecho de que la televisión pública catalana siguiera, durante los últimos años de Pujol en el Palau de la Generalitat, con especial atención las actividades deportivas de este equipo.


  Algunos de los periodistas que intentaron desentrañar la madeja y tirar del hilo hasta alcanzar a los redactores del documento se encontraron con una barrera más que cuestionable: para obtener la documentación en la que los responsables de la confección del dossier habían basado la información difundida a través de Internet debían abonar la nada desdeñable cantidad de treinta mil euros, cinco millones de las antiguas pesetas.


  Abogados próximos a Jordi Pujol Ferrusola confirmaron a los autores hasta qué punto había desconcertado el dossier al primogénito del president, en especial porque si, como todo parecía indicar, se trataba de una operación realizada por mercenarios de la información, era muy extraño que no se hubieran puesto en contacto con Pujol Ferrusola para ofrecerle la compra del dossier antes de hacerlo público de forma restringida. Nadie picó, ni un solo diario hizo ningún intento de comprar la documentación. No faltan quienes atribuyen la operación a antiguos enemigos internos de Jordi Pujol Ferrusola, que pretendían dejar claro a la nueva dirección de CiU que seguían vivos. El ex secretario general de Presidència de la Generalitat, Lluís Prenafeta —uno de los protectores empresariales de Jordi Pujol Ferrusola en sus inicios en el mundo de los negocios y que acabó profundamente enemistado con el primogénito de quien fue su patrón durante diez años—, descarta que haya algún militante o dirigente de CDC que tenga algo que ver con la difusión del dossier.


  Una mansión en Pedralbes


  Aquella última operación de acoso a la familia Pujol Ferrusola para perjudicar los intereses electorales de CiU fue un fracaso relativo. La información contenida en el dossier no fue publicada por ningún medio de comunicación, aunque la mayoría de los destinatarios del correo electrónico encajaban en el perfil de lo que habitualmente se considera un líder de opinión y, al fin y al cabo, la formación de Pujol perdió el gobierno de la Generalitat en las elecciones del 16 de noviembre de 2003 a pesar de haber conseguido más escaños que ninguna otra. En cualquier caso, constituye una prueba de hasta qué punto suscita interés todo lo que esté relacionado con las actividades de los hijos de Jordi Pujol. Incluso meses después de las elecciones y con CiU en la oposición al tripartito que gobierna la Generalitat —PSC, ERC e ICV— seguían resultando atractivas. Entre enero y febrero de 2004, algunos miembros de la comunidad empresarial de Barcelona contemplaron atónitos una curiosa operación inmobiliaria atribuida a Jordi Pujol Ferrusola. Según esta versión, el primogénito de Pujol se encaprichó de una lujosa mansión en el carrer Moneders del exclusivo barrio barcelonés de Pedralbes. Construida en 1991 en una finca de 1.359 metros cuadrados, la casa en cuestión ocupa una superficie de 335 metros cuadrados y consta de tres pisos. El anterior propietario acordó vender la propiedad a una conocida familia del mundo de los negocios portuarios de Barcelona, que en el pasado había tenido tratos con Jordi Pujol Ferrusola.


  Una carta anónima remitida a la redacción de El Mundo en febrero de 2004 aseguraba que Jordi Pujol Ferrusola, decidido a hacerse con la propiedad de la finca, ofrecía a su anterior propietario tres millones seiscientos mil euros (seiscientos millones de las antiguas pesetas). El vendedor no se lo pensó dos veces y aceptó la oferta del mayor de los hermanos Pujol Ferrusola. Sin embargo, el acuerdo con la otra parte interesada se había establecido por escrito y los pretendientes amenazaban a Jordi Pujol Ferrusola con una demanda civil si no les compensaba por los perjuicios que les había ocasionado. Finalmente, Jordi Pujol Ferrusola les compensó con una cantidad no inferior a trescientos mil euros.


  La descripción que hace la carta de la finca es extremadamente precisa y coincide hasta en los últimos detalles con la información que figura en el Registro de la Propiedad. La finca, no obstante, está registrada a nombre de Josep Lluís Perelló Molné, hijo de quien fue presidente del Reial Club Deportiu Espanyol, Francesc Perelló, y actual vicepresidente de la misma entidad, y no hay ningún indicio en los registros públicos de que haya podido vender su casa a Jordi Pujol Ferrusola. No sólo no hay ninguna anotación registral, sino que todos los contratos de suministro —agua, gas, luz y teléfono— figuran a nombre de Perelló Molné.


  UNA PERSONALIDAD COMPLEJA


  No es casual que la fascinación por el entorno de Jordi Pujol y en especial por las actividades presuntamente comprometedoras de sus hijos se desatara a partir de 1992. Ese año Jordi Pujol logró el respaldo de las urnas por cuarta vez consecutiva así como su tercera mayoría absoluta —también consecutiva, aunque sería la última— en el Parlament de Catalunya. Raimon Obiols, candidato del principal partido de la oposición y primer secretario del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC), había fracasado por tercera vez en su intento de desalojar a Pujol de la presidencia de la Generalitat. Para cualquier observador resultaba evidente que Obiols jamás sería el inquilino de la Casa dels Canonges, la residencia oficial del presidente de la Generalitat. Los socialistas asistían con frustración a la paradoja de que sus candidatos se alzaran una y otra vez con la victoria en las principales ciudades en las elecciones municipales y arrasaran en las elecciones generales, y que Pujol les derrotara repetidamente en los comicios autonómicos. Eran conscientes de que el único hombre en sus filas con posibilidades de éxito en un enfrentamiento electoral con Pujol era el entonces alcalde de Barcelona, Pasqual Maragall, para quien no parecían tener un recambio que les garantizara el mantenimiento de la capital catalana.


  La especial atención que merecían los miembros del clan Pujol Ferrusola se debía en buena medida a las luchas internas en el seno de Convergència i Unió entre los que se consideraban con derecho a suceder a un Pujol que seguía estando completamente en forma, pero también obedecía al hartazgo de una parte de la sociedad catalana que veía a Pujol como un presidente incómodo pero imbatible en las urnas ante la incapacidad de la oposición de ofrecer alternativas atractivas. De hecho, en las dos siguientes citas con las urnas, Pujol volvería a triunfar, aunque en la última, ante Pasqual Maragall, perdió por el número de votos. El presidente Pujol logró jubilarse de la vida política invicto tras una permanencia muy poco usual en la Europa democrática: veintitrés años y seis meses como presidente de un gobierno.


  Odiado o querido, pero sobre todo respetado, Pujol, un géminis nacido el 9 de junio de 1930, logró nada menos que seis victorias en las urnas, una marca que le convirtió en el político con poder de más larga andadura de la transición democrática española. Su virtud: hacerse imprescindible. Incluso sus adversarios le reconocen su innegable talla política. Algunos valoran más su dimensión de político español —su contribución a la transición, a la gobernabilidad y a la normalización de la alternancia PP-PSOE— que su gestión al frente de la Generalitat desde 1980. Pero ¿por qué resulta tan fascinante la figura de Jordi Pujol? ¿Un gran pragmatismo trufado por un puñado de principios nacionalistas que su persona hace creíbles? Sólo así puede explicarse que su partido aceptase sin rechistar el pacto con el PP de 1996, o que callase ante lo que para un nacionalista catalán resulta de difícil digestión: votar a favor del Plan Hidrológico Nacional, lo que para algunos convergentes supuso «vender un trozo de territorio a cambio del apoyo del Partido Popular». ¿Su acierto? La infalibilidad de su olfato político, que le ha permitido elevar la táctica a virtud teologal. Y es ahí donde ha mostrado su talla política.


  Con Pujol no se puede planificar; pide opiniones, escucha, pero pocas veces dialoga y explica qué va a hacer. Luego hace lo que él cree oportuno, y siempre acierta. Así se comportaba de puertas adentro del Palau de la Generalitat y de su partido. Él ha sido el arquitecto de la Cataluña autonómica, y sus sucesores encontrarán el listón muy alto. Quienes le conocen de cerca le admiran por sus virtudes políticas, aunque reconocen que tiene un trato áspero. Para los catalanes es un riguroso padre que suscita amor o temor, pero al que se respeta.


  Heribert Barrera, ex secretario general de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), y uno de los artífices del hecho de que Pujol lograra sacar adelante su gobierno minoritario en su primera legislatura como presidente de la Generalitat, no alberga ninguna duda: Pujol es «un patriota que deberá sentir una cierta frustración cuando repare en que ha fracasado en la mayor parte de sus objetivos políticos»[44].


  Fueron pocos, muy pocos, quienes durante los más de veintitrés años de Pujol en el gobierno de la Generalitat cuestionaron a un presidente capaz de atraerse tanto el voto del empresario temeroso de la izquierda como el del nacionalista con fe en el futuro soberanista, pasando por el del inmigrante ansioso por integrarse. Tiene Cataluña y a sus habitantes en la cabeza. En sus visitas, y sin necesidad de leer informes, recuerda los problemas y reconoce el territorio que ha recorrido palmo a palmo y cuyos habitantes conoce muy bien. Por todo ello le rodea un aura en la que resulta difícil distinguir dónde acaba la infalibilidad y dónde comienza el ojo orweliano de Gran Hermano. Eso al menos debió de pensar un agricultor que en abril de 1989, en contra de lo dispuesto por la Generalitat, quemaba rastrojos en la Vall d'en Bas, cerca de Olot (Girona). Pujol, que se desplazaba por la zona en helicóptero, vio la columna de humo que se levantaba hacia el cielo. «¡Baje!», ordenó al piloto. El helicóptero aterrizó en mitad del campo. Y ante el estupor del incrédulo y transgresor payés, del interior del aparato salió un despeinado Jordi Pujol dando órdenes: «¡Haga el favor de apagar esto!»[45].


  En el imaginario catalán también hallará acomodo en hornacina preferente esa imagen del Pujol capaz de pasearse por el cinturón de Barcelona, por el barrio de Sant Cosme del Prat de Llobregat, que vive el azote de la heroína, y alabar las virtudes de la tradición de barrer aceras ante una ciudadana que lo hacía sorteando jeringuillas. O la imagen de Pujol que en 1988, al recibir una pedrada en el coche en Santa Coloma de Gramanet mientras viajaba también por el cinturón de Barcelona, hizo parar el vehículo en seco y plantó cara al agresor. O la del político que en esta misma localidad, en mayo de 1993, pidió prestado el megáfono de los centenares de personas que se manifestaban contra él para pedir la supresión de las tasas que gravaban el consumo de agua y montó un improvisado mitin sobre las virtudes cívicas de los impuestos. Las anécdotas de la vida presidencial son innumerables, y siempre dejan ese sabor agridulce propio de un entrañable padre punitivo.


  Ese Pujol tan entrañable lleva adosado otro irascible que resulta menos visible. Se trata de ese Pujol que, en junio de 1993, tiró al suelo una placa conmemorativa que el alcalde socialista de L'Hospitalet de Llobregat se negó a aceptar al considerarla partidista. O es ese Pujol que, como recuerda su ex jefe de prensa Ramon Pedrós, hace vibrar a un auditorio y luego sale ensimismado, camino del coche oficial, arrollando a quien encuentra a su paso. O ese que tiene la costumbre de examinar si su interlocutor ocasional está a la altura de las circunstancias y menosprecia a aquellos —incluidos los miembros de su gobierno— que no merecen su respeto intelectual.


  El concepto que el ex presidente de la Generalitat tiene de algunos usos sociales le pondrían muy difícil aprobar en urbanidad. No es extraño que empiece a comer antes de que quienes comparten mesa con él hayan sido servidos o que utilice el tenedor para rascarse la nuca. Es difícil que aprecie la sofisticación en la mesa: para Pujol una buena comida es un arroz a la cubana regado con vino de mesa[46]. En 1975, en plena campaña de presentación como banquero transmutado en líder político, dejó atónitos a los empresarios que acudieron a una cena con el futuro presidente de la Generalitat al pedir al camarero que le trajera un plato que a buen seguro no figuraba en la carta del selecto restaurante Reno de Barcelona: huevos fritos con patatas fritas. En los últimos tiempos, Pujol parecía haber mejorado sus gustos en la mesa; a los comensales que fueron desfilando por la Casa dels Canonges durante sus últimos meses de mandato, en lugar de los tradicionales macarrones gratinados, les ofrecía garbanzos con gambas o judías salteadas con cigalas. Los que esperaran encontrar un gourmet en el president se llevaron con toda seguridad una decepción al comprobar que la máxima exquisitez que Pujol tolera en la cocina es la combinación de legumbres con mariscos.


  Uno de los secretos de su éxito es sin duda su precoz entrega al proyecto de construir Cataluña. Entre los personajes entrevistados para este libro, sólo uno, el cuñado de Pujol, Francesc Cabana i Vancells, sostiene que la Banca Catalana que creó el ex presidente de la Generalitat era un banco convencional. Todos los demás sostienen que Banca Catalana era una singular estructura bancaria al servicio de un líder político al que el régimen franquista impedía concurrir a las urnas; todos coinciden con el diagnóstico del doctor Culla según el cual Pujol, en Banca Catalana, «construyó un protogobierno de la Generalitat». Prueba de ello es la vida frugal que llevaba mientras fue máximo ejecutivo de Banca Catalana. Para el matrimonio Pujol-Ferrusola, la idea de salir a cenar se limitaba a consumir unas pizzas y unas Coca-Colas en el desaparecido restaurante Tropeziens, en el Passeig de Gràcia de Barcelona, frente a su despacho de Banca Catalana.


  Su condición de outsider quedó clara en las semanas previas a su primera campaña como candidato a la presidencia de la Generalitat. Uno de los más exquisitos dirigentes de Convergència, Macià Alavedra, había organizado un viaje del candidato nacionalista a París para que se entrevistara con diversos políticos franceses. Alavedra, amante de la buena mesa y buen conocedor de París, donde pasó parte de su juventud, eligió para la ocasión el restaurante Au Pactole, uno de los clásicos del parisino Boulevard Saint Germain, en el barrio latino. Un sorprendido Alavedra fue tomado del brazo por Pujol quien, ostensiblemente, se había visto abrumado por el lujo ampuloso, la ostentación y la lista de precios del local. El futuro «superconseller» de Pujol fue interrogado inquisitivamente: «Macià, ¿estás seguro de que podemos permitirnos esto? ¿No estaremos reventando la campaña antes de empezar?»[47].


  Sin embargo, y pese a que sus modos en la mesa no han mejorado, Pujol es capaz de hallar el tono justo para meterse al público en el bolsillo; fracasa, en cambio, en su búsqueda de la cordialidad en las distancias cortas, donde su sequedad acorta los diálogos. Ello obedece a que el presidente catalán ha situado la épica, una virtud nacionalista como alejada de la ironía, como primer criterio estético, y eso sólo surte efecto con las masas. Pujol ejerce sus innegables dotes de seducción sobre el gran público, pero también sabe individualizarlas cuando el destinatario es una mujer. Forma parte de la leyenda que era más fácil hallar un hueco en la agenda presidencial siendo mujer que hombre. Así, por ejemplo, algunas entrevistas rechazadas durante años por el presidente de la Generalitat se llevaron a cabo después de que Pujol echara un vistazo a la periodista, estratégicamente apostada al paso de la comitiva gracias a la complicidad de algún jefe de prensa. Ése es el Pujol más humano, el que menos trasciende a los medios de comunicación, el que guarda en su disco duro los rasgos de una periodista que ha visto por vez primera en una rueda de prensa y la reconoce si vuelve a coincidir con ella. En los últimos años, el interés de Pujol por el atractivo del género femenino parece haber aumentado. Buenos conocedores del ex presidente aseguran que, además, se regocija ante la sorpresa ajena por su interés en algo tan aparentemente mundano. Se trata de un interés que Pujol ha mantenido oculto durante la mayor parte de su vida y ha dado lugar a todo tipo de especulaciones, desde los que atribuyen su aparente estoicismo al catolicismo militante inculcado por su madre, a los que aseguran que su discreción extrema es la antítesis del público y entusiasta interés que su padre siempre mostró por las mujeres.


  Habitualmente despeinado, la leyenda asegura que, durante años, sus colaboradores tenían que colar de rondón al peluquero Pascual Iranzo en el despacho de Pujol, que, si no era cazado in fraganti, rechazaba perder su tiempo en cuestiones tan prosaicas como un corte de pelo. Pero si el propio Pujol llama la atención sobre su frugalidad, no ocurre lo mismo con los integrantes de su núcleo familiar más próximo, que han demostrado dificultades para establecer fronteras entre lo público y lo privado. Es precisamente en ese terreno indeterminado donde cuatro de los siete hijos del presidente de la Generalitat —Jordi, Marta, Pere y Josep, por orden de mayor a menor— han realizado buena parte de sus negocios. «¿Ustedes no invitarían a un hijo suyo a subir en un coche oficial o a compartir su mesa?», recriminó Pujol a los periodistas cuando, a finales de 1997, dos de sus siete hijos —Marta y Pere— se vieron involucrados en una gira por diversos países del Cono Sur americano[48].


  Ocurre que Pujol, según cuentan personas de su entorno, ha sido un hombre muy indulgente con las actividades de sus hijos, a los que apenas ha visto crecer. Cuando Pujol fue detenido y encarcelado en 1960 sus dos hijos mayores, Jordi y Marta, tenían dos años y seis meses respectivamente. Los hijos mayores de Pujol vieron cómo la vocación política de su padre se anteponía a la familiar, algo que no ha dejado de suceder. Los hijos han crecido con una figura paterna difuminada, más próxima a los cánones maquiavélicos que a los freudianos. Marta Ferrusola ha dedicado cerca de medio siglo de matrimonio a la protección de sus hijos, mientras que Jordi Pujol, sólo tenía ojos para gobernar Cataluña. El nacionalismo ha sido el rosario de la familia de los Pujol Ferrusola. Con esa comunión de ideas, los hijos del presidente de la Generalitat se han convertido en una especie de ejecutiva en la sombra de Convergència; sus actividades han encontrado siempre la solícita protección materna de Marta Ferrusola y la receptividad obligada del líder. Una familia a caballo entre los negocios y la política contiene todos los ingredientes para un guión.


  Pujol es un católico formado ideológicamente a contracorriente de la moda marxista de la primera mitad del siglo XX. No obstante, entre sus colaboradores más próximos existe la convicción de que en los últimos años el pragmatismo y las decepciones sufridas a causa de las relaciones entre el gobierno de la Generalitat y el Vaticano han apartado a Pujol de las profundas convicciones religiosas de las que había hecho gala en su juventud.


  La coyuntura mundial ha sido uno de los elementos que más le han interesado y su opinión es tenida en cuenta en centros de decisión europeos, porque Pujol conoce de primera mano los problemas. El presidente de la Generalitat domina seis idiomas, ha realizado unos doscientos cincuenta viajes al extranjero —lo que equivale a más de cuarenta y cinco vueltas al mundo—, y todo eso debe embutirlo en un traje a todas luces pequeño: el de presidente de una comunidad autónoma española. Su voluntad por potenciar la imagen exterior de Cataluña como herramienta de reconocimiento ha chocado con la falta de la tribuna que le correspondería si Cataluña tuviera Estado propio.


  Es conocida también su afición a que los periodistas en las ruedas de prensa le hicieran preguntas previamente sugeridas. Los «discos solicitados» eran habituales y bien recibidos, mientras que las que no le interesaban eran despachadas con el habitual «avui no toca» («hoy no toca»). La frenética actividad de Pujol hace difícil imaginárselo como honorable jubilado. Él está en forma. Y en los últimos años ha tenido que morderse la lengua en más de una ocasión para no robar protagonismo a su delfín, Artur Mas. Se va y a CiU no le queda una herencia fácil. Desaparece su principal activo y su cerebro de los últimos veinticinco años. Porque Pujol, enfundado en su traje de nacionalista acreditado, ha maniobrado como un gran pragmático: primero pacto con el PSOE y luego con el PP; durante veintitrés años ha convertido el regateo negociador con el gobierno central en su modus operandi; ha mantenido el partido compacto, ha nombrado sucesor sin romper con Unió Democràtica e incluso consiguió ser elegido presidente de la Generalitat en 1999 con los votos del PP, la bestia negra de los nacionalistas. Sus fórmulas de alquimia política han funcionado sin levantar ninguna sobra de herejía, ni siquiera de pecado.
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  La forja de un mito


  Pujol siempre tuvo una posición de ventaja respecto a sus adversarios: era el único político que quería ser presidente de Cataluña, fuera cual fuera el futuro del país, desde la preadolescencia. Y se había estado preparando para ello desde entonces. Todas las actividades de su vida, incluida, y especialmente Banca Catalana, estaban encaminadas a lograr ese objetivo. En una ocasión le pregunté: «President, ¿siempre se ha visto a sí mismo como presidente de Cataluña?». Y me contestó: «No, sólo como presidente, no; tal vez como vicepresidente».


  
    JOAN B. CULLA I CLARÀ,


    durante una entrevista con los autores

  


  En 1930 la humanidad vivía acontecimientos de enorme trascendencia; era uno de los momentos clave del siglo XX, tanto en la escena internacional como en la española. En febrero el dictador Miguel Primo de Rivera abandonó España en dirección a París. Una semana después, el astrónomo Tombaugh certificó la existencia del planeta Plutón, que había sido postulada quince años antes por los estadounidenses Pickering y Lowell. Con ese descubrimiento se completó el conocimiento del sistema solar. Durante ese año, se publicó El halcón maltés de Dashiell Hammett, Poeta en Nueva York de Federico García Lorca y San Manuel Bueno Mártir de Miguel de Unamuno; y falleció Arthur Conan Doyle, el creador de Sherlock Holmes. En estados Unidos ya se apreciaban los síntomas de una de las mayores crisis del capitalismo. El crack bursátil de septiembre 1929 empezó a hacer mella y el presidente Franklin D. Roosevelt propugnó el New Deal. A pesar de los problemas económicos, el aviador Charles Lindbergh se atrevió a cruzar el Atlántico a bordo de un avión. En España, tras la salida de Primo de Rivera, los partidos republicanos firmaron el Pacto de San Sebastián, que trajo la Segunda República ocho meses después.


  Pero nada de esto preocupaba a Maria Soley, una joven de diecinueve años, hija de un agricultor de Premià y casada con Florenci Pujol Brugat. A la una de la madrugada del 9 de junio de 1930, en Barcelona, dio a luz a su hijo primogénito, al que bautizaron con el nombre de Jordi, el patrón de Cataluña, aunque en el Registro Civil fue inscrito como Jorge Juan Ramiro. Maria y Florenci se habían conocido de una de las maneras más habituales de la época; mientras oían misa de 12 en el Santuari de la Cisa, en Premià de Dalt, localidad con la que Pujol siempre mantendría una relación muy especial: en la masía de los abuelos maternos pasaría largas temporadas veraniegas durante su infancia.


  DARNIUS QUEDA MUY LEJOS


  Los orígenes más inmediatos de la familia Pujol se encuentran en Darnius, una pequeña localidad del Alt Empordà. Cuando Jordi nació, Florenci, hijo de Ramon y Concepció, tenía veintitrés años. Ramon era un fabricante de tapones de corcho arruinado. Los abuelos maternos, Joan y Maria, eran payeses de Premiá. Florenci y Maria tuvieron tres hijos: Jordi, Joan y Maria. Joan falleció al poco tiempo de nacer.


  El propio Jordi Pujol, ya presidente de la Generalitat, siempre recordaba los orígenes de su familia paterna, que emigró del lejano Empordà al Maresme en busca de una nueva oportunidad. Corría el año 1917, y Cataluña atravesaba una situación económica difícil, y más aún los Pujol, después de sufrir la quiebra de su fábrica de corcho. Cuando los Pujol llegaron a Premiá procedentes de su Darnius natal se estaba produciendo una de las primeras grandes oleadas migratorias del siglo XX a Cataluña, sobre todo desde Murcia. La construcción del metro reclamaba abundante mano de obra, así como las industrias textiles que trabajaban a pleno rendimiento para proveer a las necesidades de los países en guerra. Era la época en que el barrio de la Torrassa de L'Hospitalet, por ejemplo, se conocía como la «Murcia chica».


  El niño Jordi se crió en un ambiente de catalanidad de una familia apegada a la tierra. Después del trauma que les supuso la muerte del segundo de sus hijos, Joan, cuando apenas contaba con unos meses de vida, los padres se apresuraron a decidirse por la educación de Jordi.


  En el primer tercio del siglo XX, la educación en Cataluña estaba, mayoritariamente, en manos de instituciones religiosas. Aunque los Pujol Soley eran católicos practicantes, Florenci prefería una educación laica para su hijo mayor; en cambio Maria, piadosa e hija de campesinos, deseaba una educación religiosa para su primer vástago. Al final se impuso la idea del padre y Jordi, con poco más de cinco años, entró a estudiar en el prestigioso Colegio Alemán al empezar el curso 1935-1936, pese al ambiente pronazi que se vivía entonces en aquel centro escolar con el que su padre no comulgaba en absoluto. De hecho, uno de sus hermanos, Narcís, fue encarcelado en 1939 por su pertenencia a Esquerra Republicana de Catalunya.


  Pero el Colegio Alemán era, por encima de todo, una escuela de élite. Para Florenci Pujol, que había pasado de ser el hijo de un fabricante de tapones arruinado de Darnius a poder permitirse el lujo de que su hijo estudiara con los vástagos de las buenas familias de Barcelona, ello estaba por encima de la ideología.


  Primogénito del botones


  La figura del padre siempre ha sido muy importante para Jordi Pujol. Florenci Pujol Brugat, un catalanista de Esquerra Republicana de Catalunya y a la vez católico practicante que había visto cómo su familia se arruinaba, era un hombre que se había hecho a sí mismo. Empezó a trabajar a los diecisiete años como mozo de los recados en una empresa textil, pero como no tenía suficiente, se despidió y se fue a engrosar las filas de la Banca Marsans como botones, Pronto ascendió. Era un triunfador y estaba especialmente dotado para las finanzas. Tras ocupar diversas responsabilidades en el banco, se hizo con un puesto en la mesa de tesorería. Así accedió al mundo de la mediación financiera y vio cómo las grandes fortunas se hacían aún más grandes.


  Decidió que tenía ganas de prosperar y a los veintiún años dejó el banco para establecerse por su cuenta. Sería bolsista hasta 1960. Junto a su socio, Moisés Tennembaum, trabajó en el Bolsín del carrer Amigó de Barcelona, una entidad paralela a la oficial. Allí, Florenci, «el Pujolet de la Borsa», como se le conocía en el ambiente, era el número uno. Su facilidad para recordar de memoria las operaciones lo hacía imprescindible; era a la vez un hombre simpático y alegre. Aparte del Bolsín, trabajaba con el tratante de diamantes Tennembaum en una oficina de cambio de moneda situada al final de la Rambla. Años más tarde, esta ocupación le daría quebraderos de cabeza, ya que en la dictadura franquista no estaba bien visto el cambio de divisas.


  Además, Florenci realizó buenos negocios al facilitar transacciones comerciales en los muelles. Incluso algunos de sus enemigos lo han tachado de estraperlista de los productos de primera necesidad en una sociedad que sufría una profunda escasez; es probable que traficara con productos agrícolas, a los que no tendría dificultad en acceder ya que los padres de su esposa eran campesinos y podían dedicar una parte de las cosechas a la venta.


  Fuera como fuese, la economía familiar de los Pujol Soley iba viento en popa y eso permitió a Jordi Pujol codearse con lo más granado de los herederos de la burguesía barcelonesa, a pesar de que su padre, en un sentido estricto, no dejaba de ser un nuevo rico. No obstante, la Guerra Civil trunca los estudios de Jordi. Si cuando en 1935 ingresó en la Deutsche Schule de Barcelona —fundada en 1894—, el nazismo era la doctrina dominante, al finalizar la Guerra Civil en 1939, momento de su reingreso, todavía lo era más. El pequeño Jordi vivió el conflicto fratricida en Premià de Dalt, en la masía de sus abuelos maternos, donde, a diferencia de muchos otros niños de la época, no pasó hambre. El 1 de septiembre de 1939 estalló la Segunda Guerra Mundial cuando las tropas alemanas de Adolf Hitler invadieron Polonia. Jordi estudiaba en aquel ambiente germanófilo, lo que favoreció, entre otros aspectos, su interés por los idiomas.


  En las aulas de esta escuela de élite de Barcelona también tuvo ocasión de fomentar la amistad con, entre otros, Artur Suqué, que con los años se convertiría en el patrón de Inverama-Casinos de Catalunya y a quien Pujol recurriría en momentos difíciles como, por ejemplo, cuando necesitaba dinero para pagar nóminas en El Correo Catalán o cuando tuvo que cerrar este periódico. Desde Casinos de Catalunya, Suqué financiaría CDC, según consta en el auto judicial del juez instructor que, paradójicamente, acabó archivando la instigación. Otros compañeros de escuela fueron Eusebio Bertrand, José María Francés, Domènec Riera y Lluís Miracle[1].


  A pesar de que en las paredes del centro escolar colgaban las fotografías de Adolf Hitler y Francisco Franco, Jordi vivía un ambiente muy distinto en su casa. El profesor Joan B. Culla describe la siguiente escena infantil de Jordi[2]:


  
    Premià de Dalt, 27 de enero de 1939. Al día siguiente de la ocupación de Barcelona, las tropas franquistas se disponen a liberar también este pueblo del Maresme, y la chiquillería corre a contemplar a los soldados y las banderas. Uno de esos niños —Jordi Pujol, ochos años— se ha apostado frente a la casa familiar para ver pasar a la tropa cuando oye golpes en el cristal de una de las ventanas y ve al padre, Florenci, que con un gesto conminatorio le ordena entrar en casa y renunciar al espectáculo marcial. El niño obedece, y recibe con el episodio una primera lección política: los que entran victoriosos no son los suyos; aquel día, los Pujol no tienen nada que celebrar.


    La familia, en efecto, no forma parte de los vencedores de la Guerra Civil, aunque tampoco de los vencidos en el sentido estricto. Si el abuelo materno había sido alcalde de Premià de Dalt por la Lliga, el padre se ha movido en la órbita de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) y ello le llevará a un proceso de depuración, mientras dos de sus hermanos conocen brevemente el exilio o la cárcel; pero todo ello no es comparable con el apocalipsis de detenciones, fusilamientos y otras formas de represión que se abaten sobre la izquierda obrera y popular en sus diversas ramas ideológicas.


    Al final de la Guerra Civil, pues, los Pujol pertenecen más bien a aquella franja central de la sociedad catalana, a aquellas capas medias y menestrales que, como católicas y acomodadas, se sienten liberadas de la persecución anticlerical y de las penurias materiales de los treinta meses de guerra, pero que, como catalanas y catalanistas, se descubren muy pronto ocupadas por un poder foráneo y totalitario que niega, persigue y quiere borrar cualquier signo de la identidad colectiva: la lengua, la cultura, las instituciones de autogobierno…


    Será la generación joven de esas clases medias católicas —los que, como Pujol, no han experimentado de forma directa el trauma de la guerra— la que, a lo largo de los años cuarenta, irá evolucionando, respecto a la dictadura, de una actitud distante y fría a un juicio muy crítico, y desde el juicio crítico hasta el compromiso antifranquista.

  


  A pesar de que la Guerra Civil y la posguerra traen hambre y penurias, el propio Jordi Pujol siempre ha reconocido que su familia, a diferencia de muchas otras, no pasó demasiadas privaciones. Las familias campesinas, como la de su madre, siempre obtenían del campo algo para comer.


  LA REVELACIÓN


  A pesar de la clara militancia hitleriana del Colegio Alemán, Pujol nunca participó de las celebraciones pronazis de la institución. La educación de este centro, basada en una estricta disciplina, favorecía que los estudiantes sacaran buenas notas, excepto en gimnasia y música —a diferencia de la mayoría de sus compañeros, Pujol no lo conseguía—, pero dejaba resquicios para que un precoz Pujol empezara a ejercer su magisterio de líder nacionalista. Cuando un profesor obligó a los alumnos a traducir su nombre al alemán, Pujol decidió sustituir el Jorge que figuraba como su nombre oficial por Jordi en lugar de Georg. La influencia de su tío Narcís, que poco antes había abandonado la prisión y se había instalado con los Pujol Soley, se hacía notar. Durante algún tiempo el pequeño Jordi tuvo que compartir cama con Narcís Pujol[3], que se convertiría en su héroe.


  Catalanista e independentista, estuvo en la cárcel tras la Guerra Civil por militar en ERC después de haber participado en Estat Català, el partido independentista más radical. Una escisión izquierdista contribuyó a fundar el Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC) en 1936; otra, independentista furibunda, tenía posiciones fascistoides; y la tercera opción se mantuvo fiel a los postulados de Francesc Macià, el primer presidente de la Generalitat republicana e ingresó en ERC. Esta última opción fue la que eligió Narcís Pujol Brugat.


  Narcís Pujol, el libertad. Tagamanent


  Cuando Jordi tenía aún nueve años, con la Guerra Civil recién terminada, hizo una excursión con su tío Narcís y un amigo de éste, Feliu Vila. Subieron al monte Tagamanent, de 1.055 metros de altitud. «Mi programa, mi programa hombre, el programa de mi vida, es este que se inicia al pie del Tagamanent»[4].


  Según explica el mismo Pujol en el prólogo de ese libro, la revelación llegó cuando se encontró con un paisaje infernal:


  
    Me explicaban, mientras subíamos, que en la cima había un par de casas de payés, y una iglesia y una era. Pero cuando llegamos lo encontramos todo destruido: destruida la iglesia, las paredes llenas de pintadas; las masías estaban abandonadas; las puertas y las ventanas estaban abiertas de par en par, con los postigos arrancados y las celosías reventadas; la era estaba rajada; el techo de los establos estaba hundido; y un aire de triste abandono lo dominaba todo. A aquellos dos hombres que me acompañaban [su tío Narcís y el amigo de éste] les abrumó el espectáculo, y les recuerdo de pie, en el umbral de la iglesia, trasladando a toda Cataluña la impresión de la derrota, de desánimo y destrucción que el Tagamanent les producía y que, por otro lado, ellos debían de llevar a sus entrañas. «Cuántos años deberán pasar antes de que hayamos podido reconstruir todo esto. Antes de que hayamos podido reconstruir el país».

  


  En uno de sus últimos actos como presidente de la Generalitat, al referirse a aquel escrito de años atrás, afirmó:


  
    Ya hemos bajado de la montaña donde contemplábamos el pueblo anegado. Ya hemos restaurado las casas y rehecho el camino. Ya hemos ido a honrar a los muertos al cementerio. Ahora, de este pueblo nuestro, recuperado, hemos hecho un gran pueblo. No grande por su dimensión. Grande por su calidad, por progreso; grande, sobre todo, por humanidad. Grande por fidelidad a lo que siempre ha sido. Grande por su generosidad. Grande por su magnanimidad y por su noble ambición.

  


  Esta reflexión data del 23 de octubre de 2003 y fue pronunciada ante los militantes de CiU en un acto electoral. Habían pasado más de sesenta años y el trabajo de reconstrucción que se había propuesto cuando ascendió al Tagamanent ya estaba realizado. Si entonces la constatación había sido «cuántos años deberán pasar antes de que hayamos podido reconstruir todo esto», el 23 de octubre de 2003 Pujol daba por completada su promesa: «Ya hemos restaurado las casas y rehecho los caminos».


  Uno de los peores momentos de la vida de Jordi Pujol fue la muerte de su padre en 1980, sólo unos meses después de conseguir la victoria en las elecciones a la presidencia de la Generalitat. Nunca había interrumpido sus actividades políticas como lo hizo en aquellos momentos, abatido por el peso de la ausencia de Florenci Pujol en su vida. Reservado y muy celoso de su intimidad, siempre ha atribuido la construcción de su carácter a los autores que lo fascinaron cuando era joven, pero sólo la influencia de dos hombres, los hermanos Florenci y Narcís Pujol Brugat, explica la complejidad de su carácter. Idealista y esencialista hasta límites desconocidos (nunca ha puesto techo a sus reivindicaciones nacionalistas), es capaz de transmutarse en un pragmático maquiavélico al servicio de la eficacia (no siempre de la eficiencia) y de aparcar, aparentemente, toda la carga ideológica para conseguir sus objetivos más inmediatos.


  Adiós al Colegio Alemán


  A consecuencia de la derrota de los nazis en la Segunda Guerra Mundial, el Colegio Alemán de Barcelona cerró sus puertas sin que el joven Jordi hubiera terminado sus estudios. En 1945 aún le faltaban los dos últimos cursos de bachillerato. Se matriculó en la academia Pérez Iborra, que era un centro con fama de duro e hizo los dos cursos en un solo año. Además, en verano preparó el examen de Estado (equivalente a la selectividad actual) y lo aprobó con premio extraordinario.


  Se matriculó en Medicina, aunque a él le gustaba la historia. Muchos piensan que Jordi Pujol es un historiador frustrado, pero también un periodista frustrado, un economista frustrado, un geógrafo frustrado… Dedicaba su tiempo libre, fundamentalmente, a prepararse para ser presidente de Cataluña, pero también a dar clases a alumnos que le eran remitidos por la academia Pérez Iborra, a estudiar catalán y a hacer excursiones, así como a leer filosofía política, sobre todo la del personalismo cristiano francés. Cuando Jordi Pujol inició la carrera de medicina tenía dieciséis años.


  Aunque Pujol es una año más joven que Antoni Gutiérrez Díaz (nacido en Premià de Mar), el futuro presidente iba un curso por delante. Con el tiempo, Gutiérrez Díaz llegaría a secretario general del PSUC y sería uno de los adversarios políticos de Pujol. Ambos coincidirían en el primer gobierno Tarradellas. El Guti, que ya en aquella época participaba en la oposición democrática al franquismo en la Facultad de Medicina, recuerda que durante los estudios universitarios en las aulas del Hospital Clínic no tenían mucho contacto. «Creo que sólo hizo la carrera para tener el título, no para ejercer»[5]. El antiguo dirigente comunista rememora que Pujol hizo de interno del profesor García-Valdecasas, cuyo adjunto era Josep Laporte. Con los años, García-Valdecasas sería rector de la Universidad de Barcelona (recordado por su dura represión a los estudiantes). El profesor García Valdecasas es padre de la ex ministra del Partido Popular Julia García-Valdecasas, mientras que Laporte sería conseller de Sanitat (1980-1988) y de Ensenyament (1988-1992) con Pujol, primero como independiente y después ya como militante de CDC. Al final del franquismo, Laporte era considerado como uno de los «amigos» del PSUC.


  A Pujol no le gustaba la medicina. Nunca pensó en ejercer de médico y justo al finalizar la carrera entró a trabajar como gerente de Laboratorios Martín Cuatrecasas, más tarde Laboratorios Fides, de los que su padre, Florenci, había comprado una importante participación de acciones.


  Cuando Pujol tenía diecisiete años conoció a un cura, Pere Llumà Viladrich, que en los años de la República había sido consiliario de la Federació de Joves Cristians de Catalunya (FEJOCC) (los «fejocistes»), una entidad con fuertes vinculaciones ideológicas con Unió Democràtica de Catalunya (UDC). En Jordi Pujol, un polític per a un poble, Albert Manent recuerda que el joven Jordi ya destacaba por sus dotes de liderazgo. Llegó a ser uno de los cofrades mayores de la Confraría de la Mare de Déu de Montserrat de las Escoles Virtèlia, herederas del espíritu de la Escola Blanquerna, que había constituido un ejemplo de pedagogía moderna y de formación nacional catalana durante la República. En la cofradía, Jordi Pujol coincidió, entre otros, con quien sería su sucesor en la presidencia de la Generalitat, Pasqual Maragall, doce años más joven que él.


  DIOS, PATRIA, FAMILIA


  A los veinte años, Pujol se refugió en la fe católica. Vinculado al Grup Torras i Bages, nombrado así en honor del obispo que lanzó la lapidaria frase: «Cataluña será cristiana o no será», empezó a sentir la llamada mística de Dios. Incluso tuvo una época de fascinación por Josemaría Escrivá de Balaguer y su obra Camino; a su posterior ceremonia de canonización celebrada por Juan Pablo II en Roma acudiría Marta Ferrusola. La simpatía por Escrivá y el Opus Dei decaería con el paso del tiempo, pero durante su servicio militar en Segovia estuvo a punto de formar en sus filas. Posteriormente, sobre todo cuando estuvo preso en Torrero, se desencantó al buscar el apoyo de destacadas personalidades de la Obra y no obtener ninguna respuesta.


  Pero si en algún momento le pasó por la cabeza hacerse cura, la idea se esfumó cuando en sus actividades en la Cofraria Virtèlia conoció a una joven alta y espigada, hija de unos tenderos del Eixample de Barcelona, llamada Marta Ferrusola.


  La Confraria Mare de Déu de Montserrat de Virtèlia era una entidad vinculada a las Escoles Virtèlia, centro en el que estudiaron Pasqual Maragall, Miquel Roca o Federico Mayor Zaragoza. Las Escoles Virtèlia eran un centro de enseñanza para la clase media-alta de Barcelona creado en 1939 sobre los cimientos de la republicana Escola Blanquerna y combinaba la educación religiosa con el catalanismo. Aunque la cofradía estaba íntimamente ligada a la escuela, no sólo la integraban los alumnos, sino que estaba abierta a otros jóvenes, como Pujol y Marta Ferrusola. La cofradía se creó el 27 de abril de 1944, día de la advocación de la Virgen de Montserrat, y la abadía benedictina estaba al tanto de lo que se cocía. El primer cofrade mayor fue Antoni Maria Badia i Margarit, eminente filólogo que entre 1978 y 1986 sería rector de la Universitat de Barcelona. Jordi Pujol también ocuparía ese cargo, que no abandonaría hasta 1955, época en que vislumbraba otra actividad: la política. En su claro camino hacia la política sólo tuvo un momento de duda: el servicio militar; durante su periodo de alférez de complemento en Segovia, flirteó con la idea de incorporarse a la milicia. Desde que era adolescente, le gustaba estar presente en los centros de decisión, en los lugares desde los que se pudiera contribuir a modificar la orientación de la historia. En aquellos años de posguerra, el franquismo abolió la división de poderes que, hacía cerca de dos siglos, había dibujado el barón de Montesquieu. Los únicos tres estamentos capaces de incidir en la vida cotidiana eran el financiero, el eclesiástico y el militar. Pujol fue tentado por los tres. Acabó en la banca, después de haber pensado seriamente en el sacerdocio y no sin haber cumplido con anterioridad el servicio militar en Segovia como alférez de complemento, momento en el que se sintió fascinado por el uniforme[6]. Cuando fue juzgado por «els fets de Palau», este hecho no le libraría de recibir un trato especialmente duro, que obedeció precisamente a su condición de oficial en la reserva. Por otra parte, esta fascinación explica también la actitud de Pujol durante la fatídica noche del 23 de febrero de 1981, cuando se mostró dispuesto a presentar batalla a los sediciosos que pudieran asaltar el Palau de la Generalitat, siempre que no llevaran puesto el uniforme militar.


  Virtèlia y Marta Ferrusola


  Aquella joven alta y espigada, que también acudía a las actividades de Virtèlia, era Marta Ferrusola, que había simpatizado con Maria Pujol, de su misma edad y hermana pequeña de Jordi Pujol. Aunque los estudios eran diferentes para chicos y chicas, después compartían los ratos de ocio. Jordi se había fijado en Marta, y como iba a buscar a su hermana Maria, tenía la excusa perfecta para entablar conversación con la joven, que no estaba convencida. Tenía claro que el hombre con quien se casase no sería médico, no sería más bajo que ella y no se llamaría Jordi. Pujol lo tenía crudo. Aunque había cierta atracción, el joven pretendiente no paraba de hablar de libros. Incluso aprovechó un viaje de la joven a París y Bruselas para encargarle una larga lista de libros. Finalmente, una tarde de marzo, Jordi se declaró a Marta. También le confesó que debería compartir su amor con Cataluña: no la engañó. Antes de casarse, Jordi tuvo que pasar una prueba que le preparó su futuro suegro, Josep Ferrusola: esquiar. La voluntad de conseguir a Marta hizo que se calzara unos esquís y bajara una de las pistas de la Molina[7]. Sería la primera y la última vez. Al contrario que a su esposa, a Jordi Pujol no le ha seducido nunca la práctica del deporte. Jordi y Marta se casaron el 4 de junio de 1956 en Montserrat. Celebró el enlace el abad Aureli Maria Escarré y celebró la misa Pere Llumà, un cura democristiano y profundamente nacionalista. En el discurso posterior al banquete, Pujol volvió a dejar claros sus dos amores: Cataluña y Marta, por este orden.


  El Grup Torras i Bages y CC


  Jordi Pujol tenía muy claro hacia dónde dirigir sus pasos. Con apenas dieciséis años y recién ingresado en la facultad de medicina, se vinculó a ambientes antifranquistas desde las posiciones católicas y catalanistas del Grup Torras i Bages (colectivo al que se integró en 1946). Pujol participó de las actividades del grupo, en las que coincidió con otros jóvenes estudiantes, todos ellos procedentes de familias de tradición católica y catalanista. Esas actividades eran más testimoniales que de resistencia, como la colocación de una gran bandera catalana en la montaña de Sant Pere Màrtir (cerca del Tibidabo) el día de la celebración en la Diagonal de Barcelona de la misa principal del Congreso Eucarístico, en 1952. Entre estos jóvenes se encontraban Jordi Pujol, Joan Reventós, que actuaba de coordinador de la acción, y Anton Cañellas (futuro dirigente democristiano y síndic de Greuges entre 1993 y 2004). El grupo entró en crisis en 1951, tras la detención de algunos de sus componentes y dos años más tarde las actividades se debilitaron, ya que los de mayor edad habían abandonado la universidad y se habían comprometido políticamente. Ese fue el caso, por ejemplo, de Reventós, que inició por entonces su militancia clandestina en el Moviment Socialista de Catalunya.


  En aquella época Pujol estaba imbuido de una profunda religiosidad, fruto de su amistad con el padre Llumà. En 1954, junto a otros inquietos jóvenes, ya formaba parte de CC. Nunca ha quedado claro qué significaban en realidad aquellas siglas, aunque todo parece indicar que era Crist i Catalunya, así ha quedado para la posteridad. «CC no quería decir nada, pero lo bautizaron con muchos nombres: Cristians Catalans, Catòlics Catalans, Crist i Catalunya…»[8]. En el mismo libro, editado por el periodista Josep Faulí, Pujol también dice: «Fue Frederic Roda quien inventó el nombre sin significado de CC, pero católicos catalanes son dos palabras que ligaban muy bien con muchas de las cosas que hacía la gente del CC».


  El ideólogo de CC fue Raimonn Galí, hijo del pedagogo renovador Alexandre Galí, el fundador de la Escola Blanquerna. Raimon Galí había colaborado con la Escola de Guerra de la Generalitat republicana y se había exiliado a México en 1939 (al igual que su padre, que se había exiliado en Toulouse), y ejerció su liderazgo intelectual entre los jóvenes católicos que se agrupaban alrededor de Pujol. Además, Raimon Galí fue el encargado de redactar el texto fundacional de CC, que se discutió en el domicilio de Jaume Carner, donde se celebraban casi todas las reuniones de este grupo de católicos catalanistas. El ex presidente de Cataluña hace la siguiente reflexión sobre sus maestros en filosofía: «Pèguy y Bergson era los maestros del pensamiento del CC, porque Péguy viene de Bergson y el CC es todo Péguy, ya que el CC es Galí, y Galí es todo Péguy»[9]. En CC, el joven activista Jordi compartiría avatares con, entre otros, Xavier Muñoz Pujol, Jaume Casajoana, Antoni Comas, Carles Munné, Josep Espar Ticó y mosén Josep M. Ballarín.


  Xavier Muñoz, que en 1962 abandonaría CC y se acercaría a postulados socialdemócratas (llegaría a ser concejal de Barcelona con el socialista Pasqual Maragall), retrata así a Pujol en 1958: «Su proyecto político, globalmente llamado Cataluña, es también su obra, que, por otro lado, no le gusta compartir con nadie más»[10]. En otro momento de sus memorias Muñoz afirma: «Jordi Pujol tenía el corazón en su carrera; el resto, sin ser falso, era accesorio».


  El objetivo de CC era convertirse en escuela para la formación de personas «vertebradas, duras, sinceras y operantes», según se afirmaba en sus documentos internos.


  La época de Pujol en CC es la época de la formación intelectual, pero también de las primeras actividades para conocer Cataluña. El maestro más influyente fue Galí, pero Josep Benet y Joan Sales (editor y autor de una novela sobre la Guerra Civil, Incerta glòria, injustamente olvidada) también gozaron de cierta ascendencia sobre el joven Pujol. Se trataba de una militancia clandestina de inspiración nacionalista y cristiana. Jordi leía con fruición y asimilaba la geografía y la historia catalana y universal (Ferran Soldevila, Pierre Vilar y Jaume Vicens Vives se encuentran entre los autores favoritos de un historiador frustrado). Y sobre la geografía no se limitaba a la lectura de libros; con su coche, el mítico Renault 4/4, y acompañado de su familia recorrería Cataluña pueblo a pueblo. Aquellas excursiones serían vitales cuando creara CDC, ya que años atrás ya había contactado con los dirigentes cívicos comarcales que pensaban de una manera parecida a la suya. No obstante, se encontraba con algún que otro percance. Hubo un falangista a ultranza que hasta llegó a desenfundar la pistola para expulsar de su pueblo al joven nacionalista. Años después, este mismo personaje sería alcalde de CiU y el máximo dirigente local de CDC de su localidad. No es el único caso que un dirigente franquista pasaba a ocupar el mismo cargo con CiU.


  Quizá el más emblemático sea Josep Gomis. De alcalde franquista llegó a conseller de Governació y delegado de la Generalitat en Madrid. Incluso, cuando era conseller, ejerció de presidente de la Generalitat en funciones debido a los viajes al extranjero de Pujol. Un gran cambio.


  En cuanto a la ideología política, Pujol recibió una enorme influencia de grandes teóricos de la democracia cristina europea, vinculados al personalismo comunitarista y la revista católica francesa Espirit: Charles Péguy, Emmanuel Mounier, Jacques Maritain, Antoine de Saint-Exupéry, Henri Bergson y Nikos Kazantzakis. Sobre Mounier, Pujol llegaría a escribir:


  
    He encontrado con mis orígenes cristianos, con mis concepciones nacionalistas, con mis concepciones europeístas y con nuestro sistema occidental de valores, el que ha dado a Europa el Estado del bienestar. Entroncado con todo esto, en un momento determinado, me pareció que el personalismo de Mounier me podía permitir continuar siendo todas estas cosas: cristiano, nacionalista, europeísta, partidario del sistema occidental, partidario de los derechos humanos… Y que me lo podía permitir sin caer en los excesos, porque siempre tendría esta manera de freno, de toque de atención, de luz de alarma,, que sería el predominio, la prioridad absoluta de la persona[11].

  


  Sobre Péguy, otro de sus maestros, Pujol escribió: «Es el hombre que, partiendo de Bergson, ha escrito las páginas más admirables y más exactas sobre la naturaleza del tiempo pasado y del tiempo futuro; el hombre que, con Bergson, ha sustituido la estéril mentalidad del presente como pasado por la fecunda mentalidad del presente como futuro»[12]. Finalmente, sobre Henri Bergson afirma: «El hombre que fue capaz de liberarnos de una gran trampa, que consistía en pensar en términos consumados, en términos de hecho, de historia y de inventario, y no en términos de creación. El hombre que fue capaz de hacernos andar en la dirección creadora y no del conocimiento clasificador, que son dos direcciones si se quiere complementarias, pero diametralmente opuestas»[13].


  Pujol leía toda la prensa europea que podía, gracias a su dominio del alemán y del francés, idiomas aprendidos en su etapa escolar. El inglés vendría más tarde, así como el italiano, que él mismo reconoce que lo aprendió leyendo La Reppublica.


  Otra de sus preocupaciones intelectuales de joven fue la demografía y los efectos de la inmigración. Leía y seguía de cerca todo lo que se publicaba sobre estos aspectos: en su juventud, Josep Antoni Vandellós y Paco Candel. En los últimos años ha leído la obra de Sami Naïr y Anna Cabré. En cuanto a la inmigración, el joven Pujol quería conocer las causas que provocaban el éxodo hacia Cataluña. Ni corto ni perezoso, se subió a una moto de la marca Lube y recorrió Andalucía y Extremadura. Aquel viaje le permitiría, años después, reflexionar de primera mano sobre el fenómeno de la inmigración: primero, de la que llegaba a Cataluña desde el sur de España; años más tarde, de la que llega a Cataluña desde África.


  MARTIRIO


  Jordi Pujol ya era un destacado militante de un grupo de oposición al franquismo cuando conoció a la joven Marta Ferrusola. El día de su boda en Montserrat y ante el abad Escarré, Pujol le reiteró a la que sería su esposa que no ella era su único amor: Cataluña estaba por encima de la familia. La joven Marta pronto tuvo ocasión de comprobarlo: ya con dos hijos, Jordi y Marta, Pujol pagaría con la cárcel su lucha antifranquista.


  Todo empezó en una misa de doce en la iglesia Sant Ildefons de la Travessera de Gràcia de Barcelona, cerca del domicilio de Luis de Galinsoga, director de La Vanguardia Española y hagiógrafo del dictador, al que había calificado de «vigía de Occidente». Galinsoga, que una semana antes había oído misa en la misma iglesia, irrumpió en la sacristía después de la celebración para protestar porque el cura había hecho la homilía en catalán: «¡Los catalanes son una mierda!», afirmó Galinsoga, quien dejó una tarjeta suya de visita al capellán.


  El conflicto había comenzado a gestarse una semana antes cuando el 14 de junio de 1959 el hagiógrafo del dictador acudió a la misa de las nueve (una de las dos en las que el rector de la parroquia, mosén Joan Seguer, hacía el sermón y las oraciones del pueblo en catalán, ya que la misa, en aquella época, se decía en latín). El 21 de junio, festividad de San Luis Gonzaga y día de su onomástica, Luis de Galinsoga volvió al lugar. Su intención estaba clara: había dejado el coche con las puertas abiertas y se había colocado en los bancos del final. Cuando el rector inició la prédica en catalán, Galinsoga se levantó ostensiblemente y se dirigió a la sacristía, donde se encontró al sacristán, Antonio, y al cura Luis Gómez Rubiera, alférez provisional e hijo del director de Altos Hornos de Vizcaya, que murió asesinado el mismo día de 1936 que José Calvo Sotelo.


  «¡Todos los catalanes son una mierda!»


  Galinsoga se fue directo al sacristán, al que confundió con un cura, ya que iba vestido con sotana[14].


  —Vengo a protestar porque se dice la misa en catalán —empezó a decir el periodista.


  —Usted perdone, pero aquí, como en todas partes, la misma se dice en latín —contestó el sacristán con su marcado acento andaluz.


  El cura Luis Gómez, que estaba leyendo el periódico, se levantó para ver qué era aquel alboroto. Se presentó como capellán de la parroquia e invitó a Galinsoga a hablar con él:


  —Vengo a protestar porque es intolerable que se predique en catalán —repitió Galinsoga.


  —Mire usted —respondió el cura—, he predicado en castellano en la misa anterior, y en las otras misas se predica también castellano. Pero esta misa parroquial celebrada por el párroco y con participación de los feligreses tiene sermón en catalán, porque todos los que asisten a ella son catalanes y han pedido que se les predique en catalán. Yo soy castellano, pero me parece lógico que en esta misa el sermón sea en catalán —explicó el cura que había sido alférez provisional en el ejército franquista.


  A lo que Galinsoga replicó:


  ¡Pues diga usted a ese señor, y a todos sus feligreses que son una mierda!


  Ante la protesta del cura por la mala educación del periodista, Galinsoga tiró su tarjeta sobre una mesa e hizo gala de prepotencia de jerarca del régimen al decir:


  —No sabe usted con quién está hablando.


  Salió de la sacristía refunfuñando «¡Catalanes de mierda!», y una señora lo increpó:


  —Pero qué está diciendo, grosero.


  —¡Que todos los catalanes son una mierda! —gritó fuerte y claro. El párroco decidió denunciar los hechos pero el Obispado le disuadió, por lo que en lugar de eso envió una carta a Galinsoga fechada el 25 de junio y reproducida en el trabajo monográfico de Joan Crexell sobre estos hechos:


  
    El pasado domingo día 21, mientras se celebraba en esta iglesia la misa parroquial, se presentó en la sacristía un individuo que utilizando esta tarjeta que lleva el nombre de V.S., y que le adjunto, en forma incorrecta y grosera se permitió proferir unas frases soeces contra el infrascrito y contra sus feligreses. Como debe tratarse, indudablemente, de un caso de suplantación de personalidad, pongo el hecho en conocimiento de V.S., para que pueda tomar las medidas pertinentes y evitar en lo sucesivo que ocurran escenas de esta índole que podrían redundar en menoscabo de la fama, honorabilidad y caballerosidad que goza V.S. entre los ciudadanos de Barcelona[15].

  


  Galinsoga, seguro de sí mismo, remitió una misiva de respuesta en la que reconocía haber sido la persona que había irrumpido en la sacristía y afirmaba que su comportamiento no había sido ni «soez» ni «grosero», sino que había actuado de aquella manera ante la «indignación» que sentía al oír predicar en catalán. El cura, mosén Seguer, le envió una segunda carta para recordarle al periodista que las celebraciones eucarísticas en catalán estaban reconocidas por las autoridades eclesiásticas y que esta manera de proceder no significa un «menoscabo» para el castellano.


  El párroco incluso se permitía recomendar a Galinsoga que acudiera a la misa de las ocho de la mañana, «explicada en castellano con varios cánticos y oirá el padrenuestro en tono mozárabe que es una pura delicia»[16]. Galinsoga no contestó a la segunda carta del cura.


  Los hechos empezarían a conocerse muy lentamente. Tras el verano, comenzaron a circular de forma clandestina las tres cartas, las dos del párroco y la del periodista. La parroquia recibió numerosas consultas de feligreses, incluido Pujol, sobre si era cierto lo que se comentaba. El párroco certificó la autenticidad de las cartas, así como el rifirrafe con el todopoderoso periodista.


  Fue entonces cuando se inició la gestación de una campaña ciudadana en contra de La Vanguardia Española. Gente de CC, con Pujol al frente, pero también con otros grupos católicos, empezaron a movilizarse. El jefe del operativo era el activista de CC Jaume Casajoana, futuro fundador de CDC. Se esparcieron ejemplares del diario rotos, que se habían comprado a un trapero, por todas las calles céntricas de Barcelona; se escribieron cartas a los anunciantes en las que se explicaban los hechos y se instaba a un boicot, así como se exigía a los suscriptores a darse de baja hasta que Galinsoga fuera destituido.


  El grupo contactó con Francesc Pizón, propietario de una imprenta en el carrer Viladomat de Barcelona. Pizón, que ya había trabajado para la resistencia durante la dictadura de Miguel Primo de Rivera, seguía haciéndolo bajo el franquismo. Gracias a las muchas precauciones que tomaba, como avisar al sereno de que trabajaría toda la noche por tener trabajo atrasado, nunca había sido detenido. Así, nadie recelaba de él. Actuaría así hasta que fue detenido junto con Jordi Pujol en 1960.


  El primer texto que salió de la imprenta de Pizón de forma clandestina fue el que llevaba el título de Tost ells catalans són una merda! (¡Todos los catalanes son una mierda!). Este escrito que, como todos los de esta serie, había sido redactado a mano por Pujol y pasado a máquina por Marta Ferrusola, contaba la historia de lo sucedido. Los posteriores fueron los que decretaron el boicot y los que apelaban a la «dignidad», por lo que se instaba al propietario de La Vanguardia Española, el conde de Godó, a despedir a Galinsoga.


  Cada vez había más gente que conocía los hechos de la parroquia de Sant Ildefons. Incluso empezaron a aparecer pintadas en el Passeig de Gràcia con un lacónico «Visca Catalunya!».


  Tratando de conseguir la complicidad de los lectores del diario que dirigía, el 19 de enero de 1960 Galinsoga publicó un artículo en el que pregonaba su afecto y su servicio a Cataluña desde que en 1917 asistió a una reunión de la Mancomunitat, presidida ya por Josep Puig i Cadafalch. Ya no había nada que hacer. Días antes grupos de acción coordinados por Xavier Polo (posterior fundador de CDC), había atacado con adoquines la sede social de La Vanguardia del carrer Pelai 28, hecho que provocó bravuconadas tanto de Galinsoga como de su subdirector, Eduardo Palacio, quienes se mostraron dispuestos a empuñar las armas[17]. A pesar de que en el artículo del 19 de enero Galinsoga se autodefinía como defensor del catalanismo de Francesc Cambó, pese a que aseguraba que desde la dirección del diario trabajaba en el «cultivo cariñoso, atento y celosísimo de las mil actividades que en esta ciudad y en esta región se despliegan y que han sido recogidas en el periódico bajo mi dirección directa y personal»[18], no consiguió su objetivo. Persistieron las bajas de suscriptores y de anunciantes. Algunos de estos últimos se dirigieron directamente al conde de Godó y declararon que dejarían de anunciarse en el periódico hasta la salida de Galinsoga, pues no querían ser impopulares.


  El director fascista de La Vanguardia Española tenía los días contados. El 28 de diciembre, el editor se dirigió a las autoridades franquistas para solicitar el relevo. Entonces, era el Consejo de Ministros de Franco el que nombraba a los directores de los grandes periódicos y, a menudo, a espaldas de los propietarios.


  La campaña resultaría un éxito, ya que Galinsoga fue reemplazado el 5 de febrero por Manuel Aznar Zubigaray, el abuelo de José María Aznar, quien ya había dirigido el diario durante unos días tras la entrada de las tropas franquistas en Barcelona en enero de 1939. El cese de Galinsoga pasó a ser noticia en medios extranjeros, como en The Times de Londres, que el 8 de febrero de 1960 cubrió la información y la complementó explicando una acción de propaganda del grupo dirigido por Casajoana, quien, con Xavier Polo y Lluís M. Sunyer, había repartido la respuesta clandestina al artículo defensivo de Galinsoga desde el gallinero del Liceo, teatro en que en aquel momento estaba programada la ópera Fidelio, de Beethoven.


  El final de Galinsoga como director de La Vanguardia Española se inició un día antes de su cese gubernamental, cuando el conde de Godó envió una carta al ministro de Información y Turismo, Gabriel Arias-Salgado, para quejarse de que, si bien el ministerio no había rechazado su propuesta de destitución de Galinsoga del 28 de diciembre, tampoco la había aprobado. Para redactar el texto de la carta, Godó recibió el asesoramiento del catedrático de Derecho Administrativo Manuel Ballvé.


  Finalmente, el Consejo de Ministros del 5 de febrero trató el afer Galinsoga. Fue el ministro catalán sin cartera Pedro Gual Villalbí quien, ante los ataques que recibía (la oposición democrática había hecho correr que el único apoyo a Galinsoga en el Consejo de Ministros provenía de él), planteó la cuestión junto con el ministro de Gobernación, Camilo Alonso Vega. Aunque los ministros eran favorables a la destitución, faltaba el plácet del dictador. Galinsoga había ido a El Pardo a ver a su hagiografiado, por lo que nadie quería dar el primer paso. Franco fue lacónico y directo: no había problema; se aceptaba la dimisión que había presentado Galinsoga. Naturalmente, Galinsoga no había presentado dimisión alguna y el ministro Arias Salgado le había prometido que no sería destituido[19].


  El domingo 7 de febrero, el nombre de Galinsoga ya había desaparecido de la mancheta de La Vanguardia Española. Aunque la manifestación convocada a la salida del partido del Barça pidiendo la dimisión de Galinsoga ya no tenía sentido, se realizó igualmente, pero para celebrarla. La mañana de aquel domingo de febrero había llegado a Barcelona Alonso Vega, el temido militar que ocupaba el Ministerio de Gobernación. La tirada del diario se había reducido en treinta mil ejemplares y el conde de Godó había perdido un millón y medio de pesetas de la época[20]. La salida de Galinsoga fue una victoria de la oposición democrática, ya que en la campaña no sólo habían participado los grupos cercanos a Pujol, aunque éstos fueron los más activos en su inicio.


  Luis Martínez Galinsoga había nacido en Cartagena en 1891. En junio de 1959, cuando profirió su frase «los catalanes son una mierda», compaginaba la dirección de La Vanguardia Española con los cargos de procurador en Cortes y delegado especial del Gobierno en el Consorcio de la Zona Franca. Había sido nombrado director de La Vanguardia Española el 1 de mayo de 1939 por Ramón Serrano Súñer. En el momento de acceder a la dirección del diario de la familia Godó dirigía ABC de Sevilla y hasta el 20 de junio de 1936 había sido el director de ABC de Madrid. Junto con el primo del dictador, Franciso Franco Salgado, era el autor de Centinela de Occidente, una hagiografía del dictador. Galinsoga falleció en Madrid en 1967.


  «Us presentem el general Franco»


  Ante los últimos acontecimientos en Cataluña (huelga de tranvías, campaña contra Galinsoga…) el gobierno franquista preparó unos jornadas, conocidas como «Operación Cataluña», durante las que el ejecutivo preveía incluso reunirse en Barcelona. Este lavado de imagen consistía en ceder al ayuntamiento de Barcelona el castillo de Montjuïc, dotar a Barcelona de una carta municipal y permitir la compilación del derecho civil catalán. En los ambientes del régimen la idea sería conocida como las tres ces, por el castillo, la carta y el [derecho] civil. Estas tres medidas fueron negociadas directamente por José María de Porcioles, el alcalde de Barcelona y notario que se había iniciado en la política de la mano de Francesc Cambó durante la República. Porcioles, que había trabajado de espaldas a los otros jerarcas de la dictadura, tenía preparada toda una serie de actos.


  Así, el Primero de Mayo, festividad de San José Obrero durante el franquismo, el campo del Barça sustituyó al tradicional Santiago Bernabéu como escenario de la demostración gimnástica de los sindicatos verticales. El régimen vendió el acto como un homenaje de todas las regiones españolas a Cataluña. Incluso permitió que se bailara una sardana ante el general Franco, quien presidía la celebración acompañado de miles de jerifaltes del Movimiento. En esta primera etapa las jornadas del dictador en Barcelona concluyeron, el 8 de mayo, con un desfile militar en conmemoración de la victoria de las tropas fascistas. Días más tarde, el 14 de mayo, Franco visitó Montserrat, donde entró en la abadía benedictina bajo palio (un honor reservado a las grandes dignidades eclesiásticas) acompañado del abad Escarré, quien, por su parte, toleraba e, incluso, alentaba, actividades contra el régimen, aunque en cierta manera estaba agradecido a Franco por haber finalizado con la persecución religiosa por parte de los grupos de extrema izquierda durante la República. Finalmente, el viernes 20 de mayo, Franco presidió el Consejo de Ministros en el palacio de Pedralbes. Estaba en Plena ebullición la «Operación Cataluña» pergeñada por Porcioles, por lo que el gobernador civil, Felipe Acedo Colunga, se sintió marginado y se quejó a El Pardo.


  Aquel mes de mayo, era además el centenario del nacimiento del poeta Joan Maragall, y para celebrarlo, se había organizado un concierto de homenaje del Orfeó Català. Entre las letras de algunas canciones del abuelo de Pasqual Maragall destacaba «El cant de la senyera», el himno del orfeón. Hacía tiempo, desde el final de la Guerra Civil, que esta canción había sido autorizada con la condición de que no se cantara ni al comienzo ni al final de la actuación. Con la «Operación Cataluña» en marcha, los ministros, con Franco al frente, habían previsto asistir al concierto, pero el gobernador civil decidió prohibir «El cant de la senyera» cuando los programas ya estaban impresos. En ausencia de Félix Millet Maristany (ex director del diario católico El Matí y vinculado a los democristianos catalanes como ex presidente de la Federació de Joves Cristians de Catalunya, los fejocistes), el presidente en funciones del Orfeó Ramón Guardans, yerno de Cambó, había pactado que se interpretara «El cant de la senyera» al inicio de la tercera parte para cumplir con la ridícula imposición de programarlo en medio del concierto. La gente del CC, junto a otros grupos catalanistas, decidieron desplegar una gran bandera catalana cuando el Orfeó entonara la composición: era su manera de hacer resistencia patriótica. Pero como Acedo Colunga, más franquista que Franco, decidió prohibir esa canción tres días antes del concierto, los jóvenes activistas se vieron obligados a cambiar su acción de protesta. Así, decidieron que cuando llegara el momento que estaba programado cantar el himno del Orfeó Català, se levantarían y lo cantarían ellos. Antes, no obstante, tenían que enseñar la letra a muchos de los asistentes, que, tras los años de prohibición desconocían la canción por completo: «Al damunt dels nostres cants, /aixequem una senyera / que ens farà més triomfants…»[21], empieza el cántico del poeta Maragall.


  Cuando llegó el momento previsto, el peletero Josep Espar Ticó, situado en una de las primeras filas de la platea, fue uno de los primeros en levantarse y entonar el himno a pleno pulmón. Le siguieron decenas de jóvenes así como miembros de la coral. La policía secreta, apostada en todas las puertas, empezó a detener a la gente. Espar, por su parte, utilizando sus largos brazos como molinillos, se libró de las esposas y salió corriendo del Palau de la Música Catalana, bautizado por el franquismo como Palacio de la Música. El alboroto en el edificio modernista de Lluís Domènech i Montaner era considerable. El grupo activista consiguió ejecutar su acción con éxito, aunque sólo estuvieran presentes un par de ministros, ya que Franco, al final, no había acudido a la cita, al igual que el grueso de los jerarcas del régimen. La misma noche del 20 de mayo de 1960 fueron detenidos diversos jóvenes. Los secretas que estaban apostados fueron apresando a los que habían visto cantar el himno del Orfeó Català o bien llevaban la letra de la canción mecanografiada en un bolsillo. Uno de los detenidos, en plena Via Laietana, era Jaume Casajoana, quien iba a ser interrogado y apalizado por el temible torturador Vicente Juan Creix.


  Paralelamente, circula entre los resistentes un panfleto, redactado por Jordi Pujol y pasado a máquina por Marta Ferrusola, que bajo el título de Us presentem el general Franco (Os presentamos al general Franco) hacía un retrato del dictador. El impresor era Francesc Pizón, acostumbrado a trabajar para la clandestinidad. Tras «els fets de Palau», y después de torturar a algunos de los detenidos, sobre todo a Casajoana, la policía pronto conocería la identidad del autor del panfleto.


  Detención y consejo de guerra


  La Brigada Político-Social dirigida por Juan Creix detuvo a Pujol en su casa la madrugada del 22 de mayo, el día que su hija Marta cumplía seis meses. Ya sabía que le seguían la pista, pero iba a dormir a su domicilio igualmente; tenía la esperanza de que quizá, por el hecho de ser banquero, no irían a buscarlo, pero fuera como fuese decidió correr el riesgo. Aquella tarde habló con distintos amigos, entre ellos Anton Cañellas y Xavier Muñoz, quienes le recomendaron que se escondiera, e incluso ya le habían buscado un lugar donde pasar unas cuantas noches. Tras ser trasladados a los lúgubres calabozos de la Jefatura Superior de Policía, Pujol y Pizón fueron acusados de instigar tanto la campaña contra Galinsoga como la protesta contra la prohibición de «El cant de la senyera».


  
    Aquella misma noche me apalizaron durante unas cuantas horas. Vinieron a casa cuando debían de ser las dos y, de hecho, a las tres ya estábamos allí abajo, y hasta las seis o las siete estuve sometido a esta, digamos, función, que es un poco molesta, y que debía terminar hacia las siete y media. ¡Bien! No estoy descontento de mi actuación, porque allí realmente habrían podido salir muchas cosas y, ya sea por acierto mío o por cansancio de ellos, por suerte o por astucia, aguanté, no todo lo que me habría gustado aguantar, pero creo que fue mucho. El caso es que los únicos que fuimos a prisión fuimos el impresor y yo; toda la otra gente, los compañeros, el CC (que no estaba vinculado directamente, pero sí bastantes de sus miembros) quedaron al margen. Después me volvieron a llamar, pero nada: la cosa tuvo un desenlace digamos barato[22].

  


  Así explicaría Jordi Pujol años más tarde cómo fue su detención. Antes que él, por los calabozos habían pasado centenares de jóvenes, obreros, mujeres… y por las manos de Vicente Joan Creix, un torturador implacable con los opositores al régimen. Y tras Pujol seguirían pasando… El futuro presidente de la Generalitat fue torturado, como era habitual en la dictadura, en aquellos sótanos. Cuando los policías metieron en la misma celda a Casajoana, Pujol y Pizón, el primero de ellos pudo observar la hinchazón y los moratones en las nalgas, pies y espaldas de su amigo Pujol. Casajoana también había sido torturado y Pujol nunca le recriminó que hubiera dado su nombre. Casajoana fue liberado horas después y se refugió en el monasterio de Montserrat, que dirigía con mano de hierro el abad Escarré, el mismo que había entrado con el dictador dentro de la basílica hacía solo unas semanas bajo palio.


  El padre de Jordi Pujol, Florenci, llegó a demandar judicialmente a Juan Creix por las torturas aplicadas a su hijo. Como era de prever, la denuncia no prosperó. Los malos tratos y la tortura formaban parte del sistema dictatorial así como los mismos jueces. Los militares llevaron a Pujol y al impresor a un consejo de guerra. Era el 13 de junio de 1960 y hacía pocos días que Jordi Pujol había cumplido treinta años. La sala de justicia del Gobierno Militar estaba repleta. Había muchos militares, pero también algún periodista como Joan Anton Benach, que memorizaba lo que pasaba allí dentro para poder explicarlo en publicaciones no oficiales; el cura Josep María Bardés, junto a una veintena de sacerdotes, también se había hecho con un sitio en la sala. También estaba el escritor Baltasar Porcel, que no hacía mucho que se había instalado en Barcelona, concretamente en el domicilio de Joan Triadú, así como los cónsules de Estados Unidos y Francia y el vicecónsul británico. Todos ellos fueron testigos de excepción del alegato final de Pujol. Florenci se había movido con rapidez e intentaba salvar a su hijo de la cárcel, pero no sería posible.


  La esposa y el padre del joven activista hicieron todo lo posible para que Pujol no fuera condenado. No era comunista, ni mucho menos; era un hombre de orden y un banquero. Hacía un año que Florenci había comprado la pequeña Banca Dorca Olot. La compra fue posible gracias a la confianza que sentían hacia Florenci —que hasta entonces se ganaba la vida como agente de cambio y bolsa—, personas como Jaume Carner (nieto de un ministro de Hacienda de la República y primo de un viejo conocido de Pujol, Joan Reventós); Antoni Rosell y su hijo Martí (industriales textiles); Moisés David Tennembaum (un joyero tratante de diamantes de origen polaco, socio de Florenci en la oficina de cambio de divisas); Ramon Miquel Ballart (ejecutivo de una empresa química y posterior fundador de una empresa de alimentación); Lluís Monserrat (comerciante de productos agrícolas) y Francesc Cabana (economista y cuñado de Jordi Pujol). Pero las autoridades franquistas estaban decididas a hacer pagar la osadía del joven católico, hombre de orden y banquero, pero al fin y al cabo un demócrata y nacionalista catalán.


  La dictadura no perdonaba que un católico no estuviera de acuerdo con el régimen, basado en el nacionalcatolicismo. Asimismo, la Brigada Político-Social ya sabía que Pujol era el autor del folleto Us presentem el general Franco, donde realizaba un despiadado retrato del dictador. Su joven esposa, Marta, lo había mecanografiado, pues ya entonces Pujol era torpe con las máquinas, como demostraría más tarde con cualquier aparato electrodoméstico, por pequeño que fuera. Pizón era el responsable de la impresión del documento.


  En el panfleto Us presentem el general Franco, fechado el 15 de abril de 1960, aparece un gobernante que niega las libertades más elementales. Se inicia con una pregunta de Galinsoga a Franco, sacada de una entrevista del entonces director de La Vanguardia Española:


  —¿Irá su excelencia pronto a Barcelona?


  —Eso espero, si en la primavera las ocupaciones me lo permiten[23].


  En un folio plegado verticalmente por la mitad, Pujol escribe que Franco es el representante de la negación de las libertades políticas, sociales, sindicales, intelectuales, culturales, religiosas… Finaliza calificando al dictador de «opresor» y «corrupto».


  
    La falta de libertad es absoluta. Y sólo es atenuada por el estado de corrupción en que vivimos. El general Franco, el hombre que pronto vendrá a Barcelona, ha elegido como instrumento de gobierno la corrupción. Ha favorecido la corrupción. Sabe que un país podrido es fácil de dominar, que un hombre comprometido por hechos de corrupción económica o administrativa es un hombre prisionero. Por eso el Régimen ha fomentado la inmoralidad de la vida pública y económica. Como se hace en ciertas profesiones indignas, el Régimen procura que todo el mundo esté enfangado, todo el mundo comprometido. El hombre que pronto vendrá a Barcelona, además de un OPRESOR, ES UN CORRUPTOR[24].

  


  El consejo de guerra fue típico de la dictadura franquista, donde el acusado no tenía garantía jurídica alguna. Además, Pujol era alférez de complemento en la reserva, condición que podía ampliar la pena impuesta. Aun así, Pujol preparó un discurso claramente catalanista y democrático para el último día del juicio. Antes, no obstante, pidió permiso a Marta. Ella sabía que se había casado con Cataluña, y que no podía hacer nada; de modo que dejó que su marido pronunciara el alegato final. El abogado defensor, Salvador Casanovas, también conocía la orientación del discurso. Pujol parecía dirigirse más a un auditorio de parlamentarios que a un tribunal militar. Ésta era su estrategia, aunque sabía que representaría la condena definitiva, a pesar de las gestiones que habían realizado su padre y otros conocidos con los cónsules de países democráticos. En cambio, antiguos compañeros de cuitas místico-religiosas, como miembros destacados del Opus Dei, no movieron ni un dedo por el joven banquero nacionalista. Pujol terminó proclamando:


  
    Mi posición no es «anti», no es la negación, sino que me afirmo en mi profunda catalanidad, y afirmo que soy partidario de una mayor libertad, de una mayor libertad política, y de una auténtica libertad sindical, y de una mayor libertad cultural[25].

  


  Ante el gobernador militar de Barcelona el activista antifranquista resumiría su escrito contra la visita del general Franco y cuando el presidente del tribunal le preguntó si incluía los insultos al jefe del Estado, Pujol hizo una última y concisa intervención:


  —No, señor presidente, esto no lo incluyo[26].


  Antes de un mes, el tribunal hizo pública la sentencia:


  
    El consejo de guerra de oficiales generales falla que debe condenar y condena al procesado en estos autos, alférez de complemento de infantería, en situación de licenciado, don Jorge Pujol Soley, como autor responsable del delito de rebelión antes tipificado, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a la pena de siete años de prisión, con la accesoria común de suspensión de todo cargo público, profesión u oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, además de la específica de separación de servicio[27].

  


  Al impresor Pizón se lo condenó a tres años de prisión.


  La entrada en la cárcel de Pujol desencadenó una fuerte campaña para pedir su libertad. Incluso hubo manifestaciones en algunas capitales europeas: la de Roma, por ejemplo, fue organizada por los democristianos, con Cañellas al frente, gracias a sus contactos con la democracia cristiana italiana y El Vaticano[28]. Pero en la campaña no sólo participaban sus compañeros nacionalistas, sino que lo hacían todos los grupos de la oposición democrática, incluidos los comunistas, quienes llenaron las paredes con una simple frase: «JP, llibertat». Además, empezó a fraguarse la identificación de Pujol con Cataluña, cuando sus correligionarios de CC —muchos de los cuales encontraría después en CDC— realizaron pintadas con el lema: «Pujol = Catalunya» (algunos dirigentes de otras formaciones políticas clandestinas se sintieron molestos ante esa identificación). Uno de los hombres más activos fue Xavier Polo, quien durante seis meses no durmió los jueves para ir a hacer pintadas reclamando la libertad de su líder.


  Otra movilización partió de los compañeros médicos, aunque muchos de ellos ya estaban vinculados al clandestino PSUC, como los pediatras Gutiérrez Díaz y Joaquim Ramis Coris. Por Navidad compraron para el activista en prisión un libro que fue firmado por los facultativos en señal de solidaridad. No obstante, el decano del Colegio de Médicos de la época se escudó en que Jordi Pujol no estaba colegiado y, así, no se comprometió ante las autoridades franquistas estampando su firma[29].


  Pero las acciones de solidaridad habían empezado mucho antes. El 4 de junio, cuando Pujol y Pizón aún esperaban el consejo de guerra, empezó a elaborarse un manifiesto contra la tortura que fue entregado el 2 de julio a la Audiencia Territorial de Barcelona, el máximo estamento judicial en la provincia. Por primera vez, muchas personas se animaron a dar la cara contra la dictadura y pusieron sus nombres y apellidos al final del manifiesto. Esta acción les costó tener que ir a declarar ante el presidente de la Audiencia, y unos pocos tuvieron que padecer un juicio en el Tribunal de Orden Público (TOP) por propaganda ilegal. Al final, fueron absueltos. Entre los firmantes figuraban: Ana María Matute (escritora); José Agustín Goytisolo (escritor); Joan Triadú (pedagogo y amigo de Pujol); Maurici Serrahima (escritor, fundador de UDC); Josep Maria Castellet (escritor y editor); Alexandre Cirici (crítico de arte y más tarde senador socialista); Josep Dalmau (religioso); Josep Bigordà (religioso); José María Valverde (escritor); Antoni Maria Badia i Margarit (filólogo); Armand de Fluvià (heraldista); Manuel Jiménez de Parga (catedrático de derecho político y más tarde presidente del Tribunal Constitucional con el PP en el gobierno); Jordi Maragall (filósofo y padre de Pasqual Maragall, más tarde senador socialista); Antoni de Senillosa (abogado, más tarde diputado de Coalición Democrática de Manuel Fraga); Francesc Vila Abadal (dirigente socialista en la clandestinidad); Jaume Nualart (compañero de Pujol en CC); Alfonso Carlos Comín (editor y posterior dirigente del PSUC y el PCE); Albert Fina (abogado); y Francesc Cabana (economista y cuñado de Pujol). El último párrafo del manifiesto pretendía tocar la fibra sensible de la justicia de la dictadura:


  
    En defensa de los hombres que habitan nuestro país, por el buen nombre de España, por su prestigio, y sobre todo, por el espíritu cristiano que tiene que informar nuestra sociedad, dirigimos a V.E. este escrito, con la plena seguridad que los organismos judiciales de España —haciendo honor a una secular tradición de honradez y equidad— sabrán tomar las medidas pertinentes para evitar que en adelante se repitan los hechos expuestos y no sea violado el Estado de Derecho[30].

  


  Pero no sólo fue un manifiesto de intelectuales y profesionales. El Colegio de Abogados de Barcelona envió el 31 de mayo un escrito a la fiscalía, en el que denunciaba los insultos, malos tratos y torturas y exigía la depuración de responsabilidades. El escrito del Colegio de Abogados incluía la querella criminal presentada por Florenci Pujol contra el torturador Juan Creix y adjuntaba también las declaraciones de algunos detenidos. Este escrito fue entregado el mismo día que empezó el consejo de guerra.


  Preso y médico en Torrero


  Tras el consejo de guerra y la lectura del veredicto, Pujol fue condenado y enviado a la cárcel de Torrero, Zaragoza, donde permaneció entre junio de 1960 y noviembre de 1962, momento en que debía trasladarse a vivir a Girona en virtud de la orden de confinamiento que duraría hasta julio de 1963. Aunque Pujol se había licenciado en medicina, sólo ejerció de médico durante su estancia en la cárcel. Nunca había pensado en la práctica de la medicina y así se lo comunicó al director del centro penitenciario. No obstante, fue destinado a la enfermería. Otros detenidos por sus actividades contra la dictadura no tuvieron tanta suerte, a pesar de ser también médicos. Aunque se vio obligado a ejercer de médico, a Pujol nunca le ha interesado la práctica de la profesión; por ello, ni sus mejores amigos ni sus familiares dejarían su salud en manos de Pujol, ni antes ni ahora, tal como confiesan con una leve sonrisa.


  En la cárcel, Pujol también aprovechó para leer y escribir. En 1978, Pujol publicó Des dels turons a l'altra banda del riu, una recopilación de sus reflexiones en la celda de Torrero. Su cuñado, Francesc Cabana, con quien colaboraría codo con codo en Banca Catalana, recuerda que sólo el padre y la esposa tenían permiso para visitarlo en la cárcel, cosa que hacían todos los fines de semana, y le llevaban comida que Pujol repartía generosamente con otros prisioneros. Aún así los dos hijos mayores, Jordi y Marta, pudieron ver a su padre en alguna ocasión con motivo de la festividad de la Merced, patrona de los prisioneros. Cabana también recuerda el día en que Jordi Pujol salió de la cárcel. Paseando por Zaragoza con toda la familia antes de ir a Girona, Pujol fue saludando a diferentes personas. Uno era un estafador, otro un atracador…[31] En Torrero había sido el médico y, como tal, trataba a decenas de internos, pero también a reos que iban a trasladar a otras cárceles, como los comunistas catalanes, a quienes llevaban a Burgos o a Santander preferentemente.


  Tras la salida de la cárcel gracias a dos indultos generales, Jordi Pujol y su esposa Marta, junto a sus dos hijos, se establecieron obligatoriamente en Girona. Allí vivieron nueve meses, primero, en el hotel Peninsular, después en casa de una parienta lejana de Pujol y al final de su estancia en un piso alquilado en la judería, en el carrer Portal Nou. La familia Pujol-Ferrusola no se integró nunca en la sociedad de Girona; Jordi Pujol sólo pensaba en regresar a Barcelona para dedicarse a la gerencia de los laboratorios Fides y a Banca Catalana. A pesar de todo, mantuvo contactos con algunas personas, como con la familia Nadal-Farreras, cuyo hijo Joaquim sería alcalde de Girona, candidato a la presidencia de la Generalitat por el PSC en 1995 —las primeras en las que el carismático líder nacionalista perdió la mayoría absoluta desde 1984—, y conseller de la Política Territorial y portavoz del gobierno de Maragall en diciembre de 2003. Asimismo, Pujol mantenía largas charlas sobre historia —una de sus mayores pasiones después de la política—, con el historiador Santiago Sobrequés, padre del también historiador Jaume Sobrequés, que fue portavoz del PSC y al que Pujol nombró director del Museu de Història de Catalunya. A pesar de que Pujol tenía prohibido residir en Barcelona y debía presentarse periódicamente en el Gobierno Civil, la familia viajaba por toda Cataluña, sobre todo los fines de semana. La estancia en prisión le había cambiado el carácter. Ya casado y con dos hijos (después vendrían cinco más), se volvió más introvertido, más huraño, más distante, más duro, más autoritario. Pujol continuaba trabajando incansablemente en conocer Cataluña, y visitaba uno por uno todos los pueblos, por pequeños que fueran. Después, como presidente de la Generalitat, repetiría la misma operación. Tras veintitrés años en el cargo, finalizaría su periplo viajero por el interior de Cataluña con el único pueblo que le faltaba: Baldomar, en Noguera. Entonces ya había cumplido su propósito: reconstruir la Cataluña que vio destrozada en su excursión infantil al monte Tagamanent.


  En Girona, los días que no viajaba, Jordi leía y escribía y Marta cuidaba de la casa y los hijos, aparte de pasar a máquina los numerosos escritos de su marido. Con el conocimiento sobre el terreno fue tomando ventaja a cualquiera de sus futuros adversarios políticos: nadie sabría más que él, pero, además, pudo presenciar la transformación de Cataluña.


  A su regreso a Barcelona, su despacho en Banca Catalana o en los laboratorios pasó a ser el centro de operaciones. Allí recibía a mucha gente; políticos, empresarios, gente de la cultura… Concedía créditos y conspiraba políticamente. El «fer país» que se había propuesto desde la banca también era política y los réditos los obtendría en 1980. «Quería un instrumento económico que le permitiera hacer política», afirma Gutiérrez Díaz[32].


  En cambio, Pujol, afirma: «Mi objetivo era hacer un banco catalán importante que fuera un gran banco español. Catalán quería decir: 1. Con sede en Cataluña. 2. Con presencia muy importante de capital catalán. 3. Con mentalidad muy de aquí [Cataluña]»[33]. Y añade: «Procuramos hacer antes que nada un banco de verdad, un banco completo, un banco abierto a las necesidades del país. Procuramos crecer rápidamente y que Banca Catalana fuera un banco de proyección y presencia españolas importante. Esta política era mal vista desde el gobierno, que llegó a prohibirnos durante unos años que nos estableciéramos en Madrid. La otra línea de actuación que finalmente perjudicó a Banca Catalana fue el deseo de llevar a cabo una política industrial»[34].
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  Todo por Cataluña: Banca Catalana


  La gran Banca española se reservaba la capital para ella de una manera tremendamente evidente. En seis años de Planes de Expansión sólo se había autorizado la presencia de un banco nuevo, mientras que se abrieron treinta o cuarenta agencias urbanas de los bancos ya establecidos. [Madrid] Era la capital de provincia que había recibido menos bancos, un hecho absurdo y contradictorio con el fuerte crecimiento demográfico y económico de la capital.


  
    FRANCESC CABANA I VANCELLS,


    Banca Catalana, diari personal

  


  «Fer país». Ése era el objetivo fundacional de la Banca Catalana de Jordi Pujol, a pesar de que los verdaderos impulsores del banco, el padre de Pujol, Florenci Pujol Brugat, y su socio, el financiero y tratante de diamantes Moisés David Tennembaum, tenían una amplia experiencia en realizar inversiones exitosas y no parece que estuvieran dispuestos a arriesgar su patrimonio por la causa que ha marcado la vida del ex presidente de la Generalitat: situarse en el lugar de máximo poder político posible para pilotar el proceso de reconstrucción nacional de Cataluña. Pero ¿fue Jordi Pujol alguna vez un banquero? Técnicamente, la noche del 22 de mayo de 1960, cuando Jordi Pujol fue detenido como principal instigador de «els fets del Palau», el abyecto comisario Vicente Juan Creix, el temido torturador de la Brigada Político-Social de Barcelona, apaleó y maltrató a un banquero. Si no le hubieran detenido por los episodios de mayo de 1960, Pujol podría haber pasado por un activista perdido para la causa que, abrumado por las responsabilidades familiares, decide, centrarse en los negocios, crear un banco con sede en Barcelona desde el que seguir con la tradición iniciada por su padre: ganar dinero a espuertas. Pero Pujol nunca dejó de ser un agitador, y se iba a convertir en un agitador al frente de un banco. Banca Catalana fue la plataforma desde la que financiar los proyectos necesarios para que desaparecido el dictador, Cataluña tuviera los instrumentos civiles imprescindibles para que sólo los catalanes —eso sí, los que compartieran la visión de la Cataluña de Pujol— decidieran sobre su futuro. Prueba de su condición de agitador es que en 1966, ya en libertad y desde su despacho de consejero delegado de facto de Banca Catalana —se había reincorporado al consejo de administración de la entidad en 1965 con claras atribuciones ejecutivas, aunque no aparecería en público como consejero ejecutivo hasta la junta de accionistas de 1973— fue el principal instigador de la campaña «Volem bisbes catalans», que nació en respuesta a la designación ese año del obispo de Astorga, Marcelo González Martín[1], como arzobispo de Barcelona. La campaña se prolongaría durante los cinco años de ministerio de González Martín y, aparentemente, surtió efecto, porque el Vaticano designó para sustituirle a monseñor Narcís Jubany, un prelado aperturista, poco apegado al régimen de Franco y sospechoso de catalanista.


  Pujol contaba para su proyecto en Banca Catalana con el apoyo financiero imprescindible de su padre y de la familia Tennembaum. Pero logró rodearse de algunos de los miembros más jóvenes de una parte de la burguesía barcelonesa que, desde ese momento, se convertirían en sus compañeros de viaje durante toda la vida. No representaban, como se ha dicho falsamente, toda la burguesía catalana, pero sí a un grupo particularmente activo de la misma, el nacionalista, que intentó encabezar otros sectores empresariales. Cuando empezaron, hace cincuenta años, frisaban la treintena, y casi nadie daba un duro por ellos. Cuando los aventureros de Banca Catalana empezaron a fraguar sus planes, a mediados de la década de 1950, había poca gente que considerara a la burguesía catalana una clase emprendedora.


  Y, sin embargo, aquellos años registraron una alta ebullición, sobre todo generacional. Distintos grupos crearon o transformaron bancos; Jaume Castell y sus amigos de El Pardo, el Banco de Madrid (1954); José María de Porcioles y su grupo familiar-municipal, el Banco Condal (1975); Laureano López Rodó y el grupo opusdeísta, el Banco Atlántico (1961); y Pere Durán, que transformó el industrial-financiero del Hispano y el Urquijo (1961).


  Pujol siempre se ha sentido dolido por la actitud que mostraron las grandes familias de Barcelona ente el proyecto de Banca Catalana. Prácticamente ninguna de ellas se implicó en él, a pesar de que sí que lo hicieron en algunas de las aventuras bancarias que se dieron en Cataluña de la década de 1950 y 1960. Muchos fueron llamados y muy pocos elegidos. Pero nadie tuvo la exclusiva de la iniciativa económico-financiera. Eso sí, el proyecto de aquellos jóvenes de treinta años tuvo, a diferencia de los demás, un cimiento insólito: el patriótico-financiero: «Nosotros pretendíamos subsanar, al menos en parte, el déficit bancario de Cataluña, crear un instrumento financiero al servicio de Cataluña», explica Francesc Cabana[2], uno de sus principales promotores. Con más plasticidad, el padre de la criatura, Jordi Pujol explicaba a un biógrafo independiente, Rafael Wirth: «El hecho de que yo, en el año 1959, me metiera en una cosa para la que no parecía llamado, que era la banca, venía determinado por una acción de servicio».


  Era una idea antigua que el propio Pujol retomaría en su panfleto Fer poble, fer Catalunya (Hacer pueblo, hacer Cataluña), de 1958, meses antes de comprar la Banca Dorca: «Sin banca, un país no tiene posibilidad de crear grandes empresas, nuevas fuentes de riqueza importantes. Cataluña vivirá siempre a precario mientras no resuelva este problema». Patriotismos aparte, afloraba el culto del dinero. En un escrito de prisión de 1961, el banquero encarcelado por antifranquista censuraba a los burgueses de la anterior generación y entonaba a sensu contrario el elogio del lucro: «Ahora ya sabemos que aquellos hombrecillos ni son hombres de carácter ni hombres valientes ni auténticos dirigentes, y no se pueden convertir ni en santos ni en héroes ni en confesores. Lo sabemos —remachaba la invectiva— porque no son capaces de amasar dinero, de amasar mucho dinero, muchas pesetas, de crearse una auténtica fuerza económica»


  Aquellos chalados de las ideas catalanistas se montaron en el loco cacharro de la Banca Dorca, de Olot. Un desvencijado y débil cacharro que tenía nueve empleados, unos depósitos de cuarenta y seis millones de pesetas y un capital desembolsado de tan sólo dos, y que en 1982 y 1983, al final de su meteórica aventura, ya como grupo Catalana, llegaría a necesitar de las arcas públicas una inyección de más de trescientos mil millones.


  La compra se realizó el 18 de marzo de 1959, por el tozudo empeño personal de Jordi Pujol, con el dinero aportado en su mayor parte por su padre. El alma del grupo fundador estaba compuesta por un reducido núcleo familiar: Jordi Pujol, Francesc Cabana, Jaume Carner y algunos amigos. Ellos iniciarían la época romántica del banco. No tenían aún oficina en Barcelona, y Cabana acudía en su moto a recoger las remesas a los domicilios de los clientes, que se trasladaban desde Barcelona a la sede de Olot.


  Ya en 1960 la Dorca se instaló en la capital catalana, en el quinto piso del número 288 del carrer Provença, antigua oficina de la Banca López Quesada. El ascensor apenas funcionaba, los clientes subían a pie o eran atendidos en una mesa-camilla en la portería y los tres empleados compartían el teléfono (mediante un empalme ilegal) con el vecino consulado de Turquía).


  Gobernaban la empresa, como gerentes, el joven médico Jordi Pujol, de veintinueve años, y su cuñado, futuro historiador económico y archivo viviente del grupo Francesc Cabana, de veinticinco años, casado con Maria Pujol. El presidente —hasta 1979— era Jaume Carner, quien aportaba al equipo el prestigio político catalanista (era nieto del Carner que fue ministro de Hacienda en la Segunda República), y la imagen de solidez económica (ya que era el hombre fuerte de la importante azucarera Compañía de Industrias Agrícolas, CIA, fundada por sus ancestros), al tiempo que, por su carácter, no se inmiscuía en tareas ejecutivas.


  Pronto, en 1965, pasados ya los primeros tiempos heroicos, Carner traería a un «hermano», si bien no de sangre: Raimon Carrasco, hijo del líder democristiano Manuel Carrasco, fusilado por Franco en 1937, y al que los Carner habían proahijado. En 1959 Raimon había entrado en la Compañía de Industrias Agrícolas (CIA) como director comercial de la mano del presidente de Catalana; sería director general del banco desde 1966 hasta 1973, consejero hasta 1979 y después presidente en sustitución de su amigo Carner.


  Todo grupo fundacional necesita, aunque no tenga licenciados en derecho, un abogado en activo. En el equipo familiar inicial, además de Pujol, Cabana y Carrasco, destacaba el letrado Salvador Casanovas, que tenía treinta y un años en 1959 y defendió a Pujol cuando éste fue procesado poco después en consejo de guerra. Casanovas se dedicó a sus negocios financieros y fundó en 1962 Barcelonesa de Financiación. Seis años después sería el hombre del grupo en el Banco de Barcelona (antes, Banco de la Propiedad) cuando Catalana compró un paquete del Barcelona en una de sus clásicas operaciones de expansión a saltos, consistentes en la absorción de otras entidades y compras de participaciones. Este férreo núcleo familiar, generacional y espiritual, se completó con algunos añadidos, empresarios pequeños o medianos, de más edad, que no dieron la espalda a los banqueros nacionalistas y participaron como accionistas en la aventura: Martí Rosell, industrial del textil de Terrasa (del subsector de las medias), y desde 1966 consejero de Banca Catalana; Lluís Montserrat y Ramon Miquel. Lluís Montserrat, comerciante de piensos con puesto en la Lonja y amigo de Carner por sus relaciones con la CIA, llegó a vicepresidente del Banco de Expansión Comercial, otra de las marcas que compraría Catalana a partir de 1966 en su crecimiento sincopado, y luego fue consejero de la casa madre al absorber ésta en 1972 el pequeño Expansión. Ramon Miquel Ballart, de Figueres, pequeño empresario de comercialización de productos alimenticios, cerraba la terna de estos empresarios.


  ¿Estaban todos esos empresarios de acuerdo con Pujol en su objetivo fundacional o pretendían sólo ganar dinero amparados por la figura del líder antifranquista cuyos compromisos políticos y sociales iban a servir en el futuro de cobertura para los episodios de mala gestión, cuando no de administración fraudulenta? Los fiscales Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena, en su escrito de querella contra los ex administradores de Banca Catalana de junio de 1984 parecen tenerlo muy claro:


  
    A partir de una fecha no precisada de 1968, los entonces administradores y directivos de Banca Catalana S.A., quebrantando conscientemente el deber de llevar a cabo una administración diligente y leal de los intereses y bienes que les habían sido encomendados por los titulares de la sociedad, y con manifiesto abuso de la confianza depositada en ellos, con el fin fundamental de alcanzar beneficios económicos propios y de terceros ajenos al banco —algunos de los cuales estaban vinculados a los citados administradores—, acordaron comenzar un conjunto de operaciones que desde entonces, y de manera constante que no habría de ser interrumpida en el futuro, estarían orientadas a detraer parte de los fondos sociales […] para disponer de ellos como si fueran propios, y por tanto con un manifiesto abuso de sus facultades de dirección y gestión, una disposición que, como se verá luego, llegaría a causar un gravísimo perjuicio económico.

  


  Cuando en noviembre de 1986 la Audiencia de Barcelona exoneró a Pujol y emitió su célebre «auto de no procesamiento» argumentó su decisión de exculpar al presidente de la Generalitat del presunto delito de apropiación indebida basándose en la inexistencia de voluntad de apropiarse de fondos y por la falta de pruebas de que hubiera incorporado a su patrimonio personal bienes procedentes de la entidad. El auto también exculpaba a Pujol (aforado entonces debido a su cargo) de los delitos de falsedad en los balances, por considerar que este hecho ya había prescrito, y de maquinación para alterar el precio de las cosas, por no darse, en opinión de los magistrados, los elementos constitutivos de esta infracción. Pero fue precisamente durante sus gestión al frente de Banca Catalana cuando Pujol empezó a demostrar que si conocía las fronteras entre lo público y lo privado no le importaba en absoluto; y no porque se enriqueciera, sino porque utilizó los fondos del banco para la financiación de proyectos al servicio de su programa nacionalista, de los que no siempre tenían conocimiento los accionistas (los minoritarios, por su puesto, pues los mayoritarios siempre fueron él mismo, su padre, David Tennembaum y los jóvenes cachorros nacionalistas que le acompañaron en la aventura prácticamente desde el principio).


  EL «PUJOLET DE LA BORSA»


  «Mi hijo quiere comprar una banco», le comento Florenci Pujol a Joaquim Dorca mientras transcurría una de las ruidosas sesiones de la Bolsa barcelonesa de finales de la década de 1950. «Si quiere le vendo el de mi familia», le contestó su interlocutor. De este modo tan simple se realizó una operación que, con el tiempo, iba a ocupar el primer plano de la actualidad catalana y española[3].


  Dorca y Compañía había nacido en Olot (Girona) en 1904, cuando su dos fundadores, Salvador Dorca y Jordi Bracons, iniciaron su andadura por el complejo mundo de las finanzas con un capital de doce mil pesetas. Más tarde, tras una reducción de capital a ocho mil pesetas por la muerte de Bracons, la familia Dorca pasaría a controlar de forma absoluta el pequeño banco. Salvador Dorca falleció el 5 de enero de 1927 y la sociedad pasó a manos de sus cuatro hijos: Joan, Alfred, Claudi e Irene, aunque esta última optaría finalmente por retirarse. Por hacerlo cobró 31.250 pesetas.


  El 22 de abril de 1947 con la pertinente autorización del Ministerio de Hacienda se adoptó el nombre de Banca Dorca S.A. Para entonces, el capital social ascendía ya a cuatro millones de pesetas, aunque sólo dos de ellos constaban como desembolsados, y habría cuarenta y seis millones de pesetas en depósitos de clientes. Alfred, Claudi y Joan Dorca se repartían las acciones, los cargos y las responsabilidades, pero todos ellos disponían paralelamente de otros negocios, y la banca, con su rutina y su escaso movimiento, les aburría. Por ello, el Banco Español de Crédito (Banesto), del que los Dorca actuaban como corresponsales en Olot y que conocía la voluntad de los hijos de Salvador Dorca de quitarse de encima la ficha bancaria había intentado ya comprarles el negocio. La primera oferta firme de Banesto llegó inmediatamente después de la Guerra Civil, mientras Jordi Pujol ascendía al Tagamanent en compañía de su tío Narcís y le era revelada su misión de recuperar Cataluña de la ruina nacional en que la había convertido la contienda y que el franquismo acrecentaría con saña. El criterio contrapuesto de los hermanos Dorca y el escaso aliciente de las condiciones que quería imponer Banesto dejaron en suspenso el proyecto. En 1959, sin embargo, la decisión de vender la Banca Dorca parecía definitivamente arraigada entre los hermanos propietarios y Banesto presentó nuevamente una oferta de compra. Contra ella tendría que competir la oferta de los Pujol, formulada a partir de la conversación entre Florenci Pujol y Joaquim Dorca en el bolsín barcelonés.


  El hecho de que fuera Banesto y no otra entidad la interesada en la compra de la Banca Dorca era un acicate para Jordi Pujol. En su voluntad de hacerse con el control de un banco, el futuro presidente de la Generalitat se había fijado en Banesto, precisamente como modelo de institución financiera para dotar a Cataluña de un instrumento que retuviera y fomentara la formación de capitales.


  «Como Banesto, pero en pequeño»


  «“He llegado a la conclusión de que debería fundar un banco, un banco como Banesto en pequeño”, le dije. Entonces, Jaume Vicens Vives me respondió: “Fúndelo, tire usted adelante”». Fue el 9 de junio de 1980, en el acto de homenaje organizado por el Círculo de Economía de Barcelona para celebrar el vigésimo aniversario de la muerte del historiador, cuando Jordi Pujol evocó esta conversación. Pujol reveló también cómo se mofaban de él muchas personas cuando les explicaba sus proyectos financieros: «Entonces todos se reían y me preguntaban si el banco tenía que ser de hierro o de los que están en la calle»[4].


  Pero no todos se reían. Entre los que tomaron en serio el proyecto de Pujol, además de Vicens Vives, se encontraban algunas de las personalidades que más influencia intelectual tenían sobre el joven empresario-activista. En sus escritos fechados en 1958, Pujol ya deja muy clara su profunda preocupación por la falta de instituciones financieras. En Què necessita Catalunya afirmaba, en una sorprendente reivindicación de una banca de carácter socialdemócrata:


  
    En el orden bancario estamos a cero. Y eso es muy grave por dos razones. En primer lugar, porque la Banca es el instrumento de regularización de la riqueza: permite hacer una buena distribución del dinero. Sin ella, un país, incluso rico, es como las comarcas del régimen de lluvias torrenciales en las que el agua, por falta de obras de retención y de regulación, o se pierde o va a beneficiar a unas tierras más lejanas. Sin Banca, un país no tiene posibilidades de crear grandes empresas, nuevas fuentes de riqueza. Cataluña vivirá siempre en precario en el orden económico mientras no se resuelva este problema de la Banca y de la falta de alta finanza. Vivirá siempre en el peligro de ver caer sus mejores creaciones industriales y comerciales en manos forasteras. Vivirá siempre en peligro de colonización […] La otra razón es que la Banca constituye el plano más alto de la actividad económica, el punto al que un pueblo debe llegar si no quiere que su visión del mundo quede en este sentido cercenada. Un pueblo podrá nacionalizar la Banca o la podrá tener privada. Ésa es otra cuestión. Lo que necesita, de un modo u otro, es tener Banca. Y Cataluña —esto ahora puede parecer quimérico, pero hay que ir en esa dirección y algo puede llegar a hacerse—, Cataluña, que ahora arrancará de cero, de un modo u otro, tiene que rehacer al máximo grado posible su Banca.

  


  Raimon Galí, fue uno de los primeros en conocer los planes de Pujol. En la biblioteca del domicilio particular de los Galí, un Pujol de grave semblante le preguntó a bocajarro[5]:


  —¿Qué piensas de la creación de una banca?


  —¿Está en tu mano, o haces la pregunta genérica sobre su conveniencia?


  —Está en mi mano —respondió muy serio Pujol.


  —¡Adelante! —respondió su mentor.


  Neobacitrín


  La carrera que iniciaron Florenci Pujol y David Tennembaum para hacerse con el control de la Banca Dorca, una entidad que había vivido sus cincuenta y cinco años de historia sin más sobresaltos que los fallecimientos de sus fundadores y con unos escasos nueve empleados provistos de los tradicionales manguitos y viseras, no se debía sólo a la voluntad de unos padres solícitos interesados en conceder su capricho al hijo mayor del primero. Para Pujol Brugat y Tennembaum la idea del futuro presidente de la Generalitat les abría la puerta a nuevos caminos por los que podrían emprender excelentes negocios.


  La profunda obsesión de Jordi Pujol y su carácter introvertido e idealista no le incapacitaban a ojos de su padre para el mundo de los negocios, aunque Florenci siempre respetó las pretensiones políticas de su hijo. Cuando Pujol convenció a su padre para comprar un banco, Florenci Pujol presidía Laboratorios Martín Cuatrecases (Fides), una aventura en la que le acompañaban uno de sus amigos de la Bolsa, Josep Maria Bellido, y su inseparable David Tannembaum. En Fides participarían algunas de las personas que desempeñaron también cargos en Banca Catalana, como Antoni Rosell Ballester, Salvador Casanovas Martí o Ferran Ariño Barberà. Fides fue la única experiencia profesional de Jordi Pujol —al margen de su ejercicio como galeno en la cárcel del Torrero— en la que pudo poner en práctica lo que había aprendido en la facultad de medicina, si no como médico, al menos como farmacólogo. Antoni Gutiérrez Díaz, ex secretario general del PSUC, médico como Pujol, y compañero de facultad (aunque iba un curso por delante) asegura que el único interés del futuro presidente de la Generalitat por los estudios de medicina era «que su familia había adquirido recientemente unos laboratorios farmacéuticos y necesitaban que Pujol se licenciara para poderlos gestionar». Pujol fue consejero delegado de Fides hasta 1977. Su ejercicio al frente de los laboratorios contradice la fama de mal gestor que siempre ha acompañado a Pujol y bastó para convencer a su padre de embarcarse en la aventura de Banca Catalana. Florenci Pujol había perdido varios millones en los laboratorios y se mostraba reacio a hacer nuevas inversiones. Pero Jordi Pujol supo insistir lo suficiente para obtener las cincuenta mil pesetas necesarias —y que su padre al principio le negaba— para desarrollar un nuevo producto, el Neobacitrín, que acabaría siendo un éxito considerable y permitió a Fides superar las pérdidas.


  Un golpe de efecto que convenció a Florenci Pujol de que su hijo tenía olfato para los negocios. Decidido ya a sacar adelante el proyecto de Jordi Pujol, Florenci —que moriría en 1980 sin saber cómo acabaría la aventura de Banca Catalana— era consciente de que no había tiempo que perder.


  Las dos piezas que había más a tiro eran dos pequeñas bancas gerundenses de carácter local, la de Salvador Carrera Fillet, de Ribes de Freser, y la de los Dorca, de Olot. Como aún no se había liberalizado el sistema bancario y no se podían registrar nuevas empresas, la única vía para entrar en el sector era la adquisición de un banco ya existente. La familia Dorca ponía menos trabas para quitarse de encima su pequeño banco que los Carrera, por lo que todos los esfuerzos del grupo de Pujol se dirigieron al banco de Olot. El buen hacer de Joaquim Dorca, que corrió paralelo a las gestiones que sus familiares hacían con los directivos de Banesto, acabaría llevando la Banca Dorca a manos de su amigo Florenci Pujol. Curiosamente, una vez cerrada la operación se haría firme económicamente a través de la cuenta corriente que la Banca Dorca tenía en el propio Banesto, en su sede central en Barcelona.


  El núcleo inicial que en la junta de accionistas celebrada el 18 de marzo de 1959 compró las cuatrocientas acciones de los hermanos Dorca estaba compuesto por personas muy próximas a Jordi Pujol. Esta primera lista de accionistas la integraban Jaume Carner Suñol, Enric Gabarró Samsó, Màrius Almirall Rovira, Francesc Cabana Vancells, Francesc Veciana Fornoll, Martí Rosell Barbé, Antoni Rosell Ballester, Francesc Recasens Musté, Lluís Montserrat Navarro, Josep Maria Miró Boronat y Salvador Casanovas Martí, además del propio Jordi Pujol. Pero la parte del león se la repartían Maria Soley Mas y Ruth Kischner Komer, esposas de Florenci Pujol y de David Tennembaum, respectivamente (ocupaban el puesto de sus maridos, que habían sido inhabilitados por las autoridades monetarias para el ejercicio de la banca por un asunto de tráfico de divisas[6]).


  Tras la junta de accionistas, el 28 de abril de 1959 se constituyó el nuevo consejo de administración. A los treinta y cuatro años, Jaume Carner quedó designado como el primer presidente de la nueva etapa. Francesc Cabana, con veinticuatro años, era el más joven del equipo y empezaba una larga trayectoria como secretario de la entidad. A Jordi Pujol le faltaban menos de dos meses para cumplir veintinueve años cuando fue designado gerente. Un equipo joven en el que todo quedaba en familia. Francesc Cabana era abogado y tenía tres años de experiencia como ayudante de un agente de cambio y bolsa. Ingresó en el grupo familiar de los Pujol al casarse con Maria Pujol, hermana de Jordi. Jaume Carner Suñol debió su designación como presidente no sólo a su paquete de acciones y al prestigio de su abuelo como ministros de la República, si no a su matrimonio con Maria Lourdes Cabana, hermana de Francesc Cabana. Carner pasaría a la historia como el único de los administradores de Banca Catalana que de forma acreditada se apropió de dinero del banco en beneficio propio.


  El «regalo» del régimen


  Todo había salido a pedir de boca, pero no tardaría en truncarse. El 22 de mayo de 1960, cuando hacía poco más de un año que el clan Pujol había conseguido el control de la pequeña Banca Dorca para convertirla en Banca Catalana, el régimen detuvo a Jordi, el alma de la entidad, por «els fets de Palau». Su encarcelamiento y posterior destierro iban a dejar huérfanos a los directivos de Banca Catalana que habían decidido embarcarse en el proyecto junto a él. Hasta 1965, los hombres de Pujol administraron Dorca-Catalana como pudieron, y, a menudo obstaculizados por algunos accionistas minoritarios. Pujol tuvo que ser sustituido en el consejo por Antoni Rosell y por el editor Víctor Seix. Además, tanto Florenci Pujol —que se había incorporado al consejo tras ser rehabilitado por el asunto del tráfico de divisas— como Francesc Cabana tuvieron que dejar sus cargos el 2 de junio de 1961 por su vinculación familiar con el condenado Jordi Pujol.


  Aun así, Francesc Cabana asumió durante la primera etapa de la ausencia de su cuñado las funciones gerenciales que Jordi Pujol había tenido encomendadas. La motocicleta con la que recorrió Cataluña a lo largo y ancho de su geografía recogiendo nuevos contacorrentistas no tardaría en hacerse popular. Además, Cabana debía buscar local en Barcelona. Era evidente que las oficinas en el carrer Provença de la Banca López Quesada no reunían las condiciones. Tras varios intentos fallidos, logró habilitar una oficina en el número 615 de la Gran Vía de les Corts Catalanes —por aquel entonces recibía el nombre oficial de Avenida José Antonio Primo de Rivera—, entre el Passeig de Gràcia y la Via Laietana. Aquella sede permitió atender a los clientes con mayor dignidad y mejorar la imagen de la entidad, pero el objetivo último del nuevo local no era otro que tenerlo todo preparado para cuando Jordi Pujol pudiera reincorporarse a su puesto. El local de la Gran Vía no era excesivamente grande y, cuando el negocio empezó a crecer, con Pujol aún desterrado en Girona, se habilitaron unos despachos frente a él. Debían albergar las dependencias de propio Pujol y el servicio de estudios. Jaume Carner aún tardaría un tiempo en conseguir su propio despacho.


  Tan importante como la sede iba a ser el nombre. La denominación Banca Dorca estuvo condenada a muerte desde el mismo momento en que Jordi Pujol se convirtió en el alma de la entidad. Sobre las puertas del local de la Gran Vía de Barcelona ya figuraba la nueva denominación comercial del Banco: Banca Catalana, adquirida tras una resolución favorable de la Dirección General de Banca y Bolsa del 2 de mayo de 1961. El nombre había sido una incógnita durante mucho tiempo; se barajaron algunas posibilidades que fueron presentadas al Ministerio de Hacienda. La propuesta inicial de Banco Comercial de Cataluña fue rechazada por las autoridades del régimen, pues consideraban que era un nombre demasiado agresivo e inadecuado para las dimensiones del banco.


  Joan Baptista Cendrós —un barbero del barrio de Sants que se había convertido en multimillonario perfumista gracias a su loción Floïd y era furibundo independentista— y Antoni Rosell fueron los encargados de negociar en Madrid la nueva denominación, y, repasando nombres de entidades extranjeras, se inspiraron en la Société de Banque Suïsse para proponer el nombre de Sociedad de Banca Catalana. Con esa propuesta, Cendrós y Rosell volvieron al Ministerio de Hacienda, ambos como miembros del consejo de administración. Al máximo dirigente del Negociado de Registros le gustó la idea, pero les indicó que la necesidad de añadir las iniciales S.A. tras el nombre de cualquier banco haría aparecer dos veces la palabra «sociedad» en la denominación completa: Sociedad de Banca Catalana, Sociedad Anónima. «¿Por qué no lo dejaban en Banca Catalana S.A., a secas?», les inquirió. Cendrós y Rosell, que no daban crédito a sus oídos, aceptaron encantados. Para su sorpresa, quien pondría reparos posteriormente a la denominación elegida sería el propio Jordi Pujol desde la cárcel. Consideraba que había sido un paso excesivamente osado y que ponía a la nueva entidad en el disparadero. Pero ya era un hecho consumado, tanto, que de nada serviría el telegrama que recibieron en la sede de la nueva Banca Catalana días más tarde, en el que el Ministerio de Hacienda anulaba la concesión del nombre. Los nuevos directivos contestaron que ya le habían dado de alta en el Registro Mercantil y solicitaron, con cierta sorna, nuevas instrucciones. No las hubo.


  A por la burguesía


  La carrera de absorciones bancarias y de nuevas iniciativas —que en los primeros años de la década de 1980 llegaría a configurar un amplio grupo de siete bancos y cerca de doscientas filiales— fue también una carrera para atraer a las propias posiciones e incorporar al equipo a otros sectores de la burguesía. Así, es de destacar la presencia de algunos representantes de esa rancia burguesía: Oleguer Soldevila, Andreu Ribera Rovira y Joan Casabancas. Soldevila, propietario de siete empresas de hilaturas que formaban el grupo Mitasa, el más importante del sector; del hotel Majestic y de otras empresas agrícolas y de electrónica, y cercano al Opus Dei, se integró en el grupo a través del Banco Industrial de Cataluña (BIC), una iniciativa bancaria originalmente compartida por el Comercial Transatlántico, el Sabadell y Banca Catalana, que acabaría en manos de esta última con la intención convicta de suplir la inexistencia de un «INI catalán».


  El BIC fue encabezado en sus últimos años por Ribera Rovira, quien ya era accionista de Banca Catalana desde 1960. El presidente de Metales y Platerías Ribera, fabricante de cartuchos para el Ejército, fue el empresario vinculado a Banca Catalana más cercano al régimen de Franco: presidente de la Cámara de Comercio y de la Feria de Barcelona, concejal con Porcioles, y el representante de Laureano López-Rodó en su tierra, en Barcelona.


  Otro magnate de la industria incorporado fue Casablancas, hijo del mítico Ferran Casablancas, hilador de Sabadell e inventor del mecanismo de grandes estirajes. Casablancas fue el hombre representativo en el Banco Mercantil de Manresa, en el que Banca Catalana puso su pica en 1967, y patrocinó su absorción definitiva en 1980.


  Cuando Pujol se reincorporó a sus obligaciones de banquero-activista en 1965, todo estaba ya preparado para el gran salto.


  UNA EXPANSIÓN PARA «FER PAÍS»


  Su idea mesiánica de construir «algo más que un banco» llevó a Pujol a una fuerte expansión bancaria por absorción o participación y a asumir enormes riesgos en créditos y en propiedades en un centenar de empresas inmobiliarias e industriales que no podían hacer frente a sus gastos financieros. Como el caso de Rumasa y de tantos otros a partir de 1978, cuando los tipos de interés al alza se cruzaron con la inflación a la baja, las empresas no pudieron hacer frente a sus compromisos financieros. Los siete bancos del grupo —Catalana, Industrial de Cataluña, Industrial del Mediterráneo, Barcelona, Gerona, Crédito e Inversiones y Alicante— anotaban intereses nunca cobrados o concedían nuevos créditos para poder cobrar los intereses de los anteriores, y así sus créditos no producían la rentabilidad necesaria para pagar el interés de sus depósitos.


  El grupo Banca Catalana llegó a participar en siete sociedades que facturaban en torno a los diez mil millones de pesetas de 1982: Explasa, Torras Herrería, Corberó, Roca Radiadores, Aiscondel, Montefibre y Nurel. Otras grandes empresas con instalaciones en Cataluña tenían el poder decisorio final en la sede del Instituto Nacional de Industria (INI) de la madrileña plaza de Salamanca (Seat, La Maquinista y Enher) o en los edificios centrales de las grandes multinacionales (Motor Ibérica, Bayer Hispania, Basf, Hoechst, Nestlé, La Seda de Barcelona e Hispano Olivetti), Quedaba un último grupo de grandes firmas (Fecsa, Cooperativa Agropecuaria de Guissona, Codorníu, Cervezas San Miguel, Catalana de Gas, Hidroeléctrica de Cataluña, Focsa, Cros, Térmicas del Besós, Asland, Camp, Compañía de Industrias Agrícolas, Catalana de Occidente y Nutrexpa), en su mayoría autóctonas, si bien el control de algunas estaba mediatizado por importantes participaciones de la gran banca española.


  Pero no todas las inversiones industriales de Banca Catalana estaban en lo más alto de las listas de mejores empresas. Una de las inversiones irregulares más gravosas para la entidad realizadas a través de Banca Catalana entre 1974 y 1976 fue la adquisición de acciones de la urbanización de Montigalà, por un valor total de 195 millones; la mayor parte de estos títulos se adquirió a través del Banco de Alicante. Banca Catalana llegó a poseer el 45 por ciento de las acciones, que al producirse la crisis de la entidad pasó también al Fondo de Garantía de Depósitos.


  Montigalà ocupaba una extensión de 195 hectáreas, situada entre los municipios de Badalona y Santa Coloma de Gramanet, en el cinturón industrial de Barcelona. El proyecto, que contaba con el beneplácito del Ministerio de la Vivienda, significaba la construcción de trece mil pisos, que alojarían a cincuenta mil personas. Se aseguró que se trataría de una ciudad modélica, que tomaría como referencia a Tapiola, ciudad residencial próxima a Helsinki (Finlandia), donde diez mil habitantes ocupan doscientas cincuenta hectáreas. La oposición de los consistorios afectados por la urbanización y la crisis de Banca Catalana hicieron fracasar el proyecto.


  En 1976 Pujol promovió la compra de trece millones en acciones de Infraestructuras Sociedad Anónima. Esta empresa llegó a poseer el 58 por ciento de la firma Túneles y Autopistas de Barcelona Sociedad Anónima, que se quedó con la concesión oficial de la construcción de los tres túneles que debían romper la muralla de la sierra de Collserola, permitiendo así la comunicación directa entre Barcelona y la comarca del Vallés. Diferentes problemas económicos, sociales y estructurales, así como diversas protestas ciudadanas, provocaron la paralización del proyecto.


  Pujol promovió también la compra de acciones de la Sociedad Anónima Grupo Alimenticio, que en 1974 supuso un desembolso de cien millones de pesetas. En 1975 compró otros cien millones de la sociedad Cervezas de Barcelona Sociedad Anónima (Cerbasa), que comercializaba los productos bajo la marca Moritz. Esta firma cerró antes de la crisis del banco, entre las protestas y encierros de sus trabajadores.


  Inversiones ruinosas


  La crisis de Banca Catalana tiene su origen en las participaciones industriales de su grupo, en la improductividad de muchos de sus activos inmobiliarios y de la discutible gestión técnica de sus directivos. Viene de lejos, del mismo momento en que la crisis económica general producida por el cambio energético de 1973 repercutió en la industria y en el sector inmobiliario. Mientras la economía mundial iniciaba una ola recesiva, los rectores de Banca Catalana seguían apostando fuerte por la industria en que participaban y, lo que era más arriesgado, absorbían otros bancos catalanes en dificultades, algunos de ellos a petición del mismo Banco de España


  La cifra creciente de pérdidas les obligó, como a Ruiz-Mateos, a sumergirse, comprando y dando créditos mediante fiduciarios y sociedades instrumentales, y a «cabalgar a lomos del tigre», según la expresión clásica del profesor Samuelson. Hasta mayo de 1982 esta huida hacia adelante no fue detectada por el Banco de España que, muy al contrario, la alentó en más de una ocasión, por ejemplo, cuando les adjudicó la propiedad y gestión del Banco Industrial del Mediterráneo, el único en la historia de la crisis que ha necesitado ser saneado y vendido por dos veces a través del Fondo de Garantía de Depósitos. Por otra parte, la urgencia creciente de captar pasivo, cada vez más caro cuanto más necesario se hacía, y la desconfianza y encarecimiento del mercado interbancario les llevó a generalizar el pago de extratipos (tipos de interés superiores a los autorizados), práctica prohibida pero bastante común en toda la banca española. El pago de extratipos lleva aparejada automáticamente la falsedad en los documentos contables, en la cual incurría, al igual que Banca Catalana, el 90 por ciento de la banca española, incluida la más selecta. «Si ha habido un banco donde nunca hubo ánimo de lucro, éste ha sido Banca Catalana —ha declarado uno de los antiguos gestores—. Lo que hacíamos no eran actos caritativos —añade la misma fuente—, sino saltos de trapecio sin red para salvar industrias catalanas». El propio ex vicepresidente de Banca Catalana, Francesc Cabana, pensando más en Cataluña que en la rentabilidad bancaria, escribió tras la crisis de su grupo que «la idea de Banca Catalana era buena y sigue siendo buena, pues el fracaso de un equipo no ha de suponer el fracaso de una idea empresarial».


  Sin embargo, las acciones dirigidas al fomento de la industria catalana no fueron, al parecer, suficientemente agradecidas ni recompensadas por los clientes de Banca Catalana, quienes, a partir del 11 de junio de 1982, decidieron vaciar, de manera lenta pero implacable, sus cuentas corrientes, y no por ventanilla, sino por cámara de compensación, ingresando sus talones en otras entidades financieras.


  Mecenas clandestino


  Las inversiones industriales no fueron las únicas que acabarían generando pérdidas para el banco de Jordi Pujol. Banca Catalana no sirvió sólo para contribuir a la reconstrucción de Cataluña haciendo banca y financiando proyectos industriales y empresas del país. Lo que apartaba a Pujol del estereotipo del banquero convencional y le entroncaba con el de agitador catalanista fue la actividad de mecenazgo que desarrolló mientras estuvo al frente de los destinos del banco que había creado. Gracias a esa actividad —situada en la frontera entre su función institucional como banquero y su actividad personal— Pujol se convirtió en una referencia para la oposición antifranquista. A su despacho de Banca Catalana acudían habitualmente aquellos que necesitaban financiar proyectos destinados a la sociedad civil que aprovechaban las condiciones de tímida apertura de la dictadura para crear el clima necesario para el advenimiento de la democracia.


  Para muchos antifranquistas y catalanistas de la época, Jordi Pujol se había convertido en un hombre que debía tenerse en cuenta «porque movía dinero, porque podía financiar muchas empresas que no habrían obtenido ni una peseta de los canales bancarios normales. Cuando alguien, durante la dictadura, pedía dinero a Pujol, no pensaba de dónde salía el dinero. Jordi Pujol tenía un banco y, por tanto, se daba por supuesto que contaba con mecanismos financieros suficientes. Podía suponerse que Pujol dedicaba el dinero que ganaba personalmente a fomentar las actividades culturales, políticas y sindicales a favor de la democracia y de las libertades de Catalunya. Podía suponerse también que Banca Catalana disponía de fondos especialmente destinados a estas actividades, aunque esto último nunca se reflejó en ninguna de las contabilidades»[7].


  El instrumento más destacado en la cuestión de los mecenazgos fue sin duda Òmnium Cultural, una entidad que se confundía con la propia Banca Catalana. Se constituyó al mismo tiempo que el banco y era público y notorio que todo aquel que necesitara subvenciones para actividades opuestas al régimen de Franco podía acudir a Òmnium. El secretario de Òmnium no era otro que Joan B. Cendrós, colaborador de primera hora de Pujol en el mundo de las finanzas y responsable de que el banco de Pujol se llamara precisamente Banca Catalana. Jaume Carner era presidente del banco y vocal de Òmnium. Lluís Carulla, fundador y factótum de Gallina Blanca-Avecrem, e impulsor de la Fundació Jaume I, fue otro de los más destacados impulsores de la asociación, que, en 1978, contaba nada menos que con veinte mil socios.


  Sin embargo, había un hombre encargado del talonario personal que estaba desvinculado de Òmnium y que tenía un papel destacado en la distribución de fondos para actos de resistencia. Se llamaba Joan Garcia Grau y había sido delegado de Òmnium Cultural en Montevideo. Garcia Grau estaba emparentado con el secretario personal de Cendrós, quien le propuso un empleo en Banca Catalana. Estrechamente vinculado a los movimientos izquierdistas latinoamericanos, Garcia Grau rechazó la oferta, que no consideraba compatible con sus ideas.


  Cuando se presentó a un puesto de trabajo en Catalana de Cobros y Factoring, no podía sospechar que estaba, en realidad entrando por otra puerta al grupo empresarial de Jordi Pujol. Apenas llevaba un par de días en el puesto cuando recibió la visita de Francesc Cabana y del jefe de personal del banco y de este modo descubrió que la compañía era una filial de Banca Catalana; tenían un mensaje para él: Jordi Pujol quería verle.


  El que sería más tarde presidente de la Generalitat ofreció a Garcia Grau un puesto en el servicio de estudios de la entidad, aunque según le confesó, el departamento tenía muy poco de servicio de estudios: «En realidad es una oficina política»[8]. A partir de aquel momento, Garcia Grau se convirtió en el custodio del talonario de cheques de Pujol, consignado a la cuenta personal del propio gerente de Banca Catalana. Con esos fondos, debía atender y ayudar financieramente a las personas que pedían dinero para las tareas más distintas. Cuando los socialistas pidieron la dimisión del presidente catalán por su relación con el hundimiento de Banca Catalana, Pujol replicó que debían andar con tiento si no querían que el asunto se volviera en su contra. Garcia Grau tenía claro que se refería a los resguardos del talonario de cheques que él mismo había administrado, y que Pujol guardaba personalmente.


  Entre las obras de mecenazgo más significativas financiadas por Pujol —o por Banca Catalana, o por ambos— figura la Gran Enciclopèdia Catalana. En un intento de emular la Enciclopedia Británica, un grupo de escritores, periodistas e intelectuales del más diverso pelaje, capitaneados por el que sería primer conseller de Cultura de Pujol, Max Canher, creó una monumental organización para lanzar la obra de referencia definitiva en catalán. Aunque finalmente sería rentable, los costes obligaron a detener la enciclopedia cuando acababa de publicarse el primer volumen. Pujol acudió al rescate. Pero, poco tiempo después, la publicación tuvo que volver a interrumpirse. Pujol no dudó y ordenó a sus hombres de Catalana que impusieran un duro plan de ajuste que hiciera viable el proyecto. La indignación de buena parte de la plantilla periodística de aquella casa trajo consigo la paradoja de que Pujol se viera comparado con una de sus bestias negras, Luis de Galinsoga. En la mayoría de los casos en los que Pujol comprometió su dinero o el de Banca Catalana —resulta difícil determinar dónde terminaba uno y empezaba el otro—, siempre intentó imponer su criterio, ya fuera de gestión empresarial, ya fuese ideológico. Cuando esos criterios no se seguían, la relación terminaba o los hombres de Banca Catalana enviaban a un cirujano de hierro a extirpar los tumores.


  Un buen ejemplo de ello es el caso del Centro de Estudios de Planificación (CEP), en el que tres economistas, Josep Maria Bricall, Lourdes Beneria y Josep Grifoll, solicitaron ayuda a Pujol a través de Òmnium Cultural para hacer un trabajo de planificación económica. La ayuda llegó, aunque no como esperaban: no había dinero. Sin embargo, Pujol ofreció a Bricall los locales en los que Garcia Grau coordinaba su oficina política bajo la cobertura de un servicio de estudios. La ideología progresista de Bricall y, sobre todo, su estrecha relación con el entonces presidente de la Generalitat en el exilio, Josep Tarradellas, acabaría por minar la relación. Al final, tras una tormentosa discusión, Bricall se llevó su centro de estudios a otros locales, pero Pujol intentó retener para Catalana las siglas del CEP.


  Más tarde, Bricall, que en 1984 se presentó a diputado en el Parlament de Catalunya en las listas de los socialistas catalanes, instaría a los fiscales al querellarse contra Pujol. Pero en este caso, Bricall reprochaba a Pujol haber hecho unas declaraciones en las que aseguraba que el economista apadrinado por Tarradellas había recibido ayudas económicas procedentes del gobierno de la Generalitat. Un extremo que Bricall estaba dispuesto a desmentir con toda la vehemencia necesaria, incluso ante los tribunales.


  El doctor Culla sostiene que en algunos de aquellos ajustes se encuentra el origen de la hostilidad que durante mucho tiempo una parte importante de la clase periodística ha profesado a Pujol[9]. Muchos de los despedidos de Enciclopèdia Catalana acabarían engrosando las redacciones de los nuevos diarios nacidos en Barcelona durante la Transición.


  Sólo en una ocasión respetó Pujol las tendencias ideológicas de los beneficiarios de sus ayudas desinteresadas. El futuro presidente de la Generalitat se decidió a apoyar la creación de la escuela para la formación de profesorado Rosa Sensat. Además de los ingresos generados por las tarifas del centro, la escuela necesitaba otras fuentes de financiación. Hubo algunas personas que aportaron su ayuda, entre ellas la más importante fue Jordi Pujol. A los responsables de Rosa Sensat nunca les constó que Banca Catalana hubiera participado directamente en alguna de aquellas donaciones, aunque intuían que Pujol utilizaba su posición al frente del banco para conseguir el dinero que necesitaba. El mecanismo era doble: pedir directamente a algunos clientes su apoyo a aquellas actividades o facilitar créditos a empresarios solventes para que éstos pudieran destinar el dinero a las actividades sugeridas por Pujol.


  Pujol consideraba a los profesores de Rosa Sensat personas de izquierdas y poco religiosas, pero no intentó influir con su dinero en la línea ideológica de la institución. Aunque eso sí, sacó a sus hijos del colegio donde iban cuando descubrió que los profesores procedían de la escuela de Rosa Sensat. Y finalmente, la incompatibilidad ideológica le llevó a desvincularse completamente del proyecto en 1970.


  El pobre Jaume Carner


  La última y decisiva etapa de la crisis de Banca Catalana se inició en las navidades de 1981, momento en que se produjo un hecho que, a la postre, resultaría simbólico: el ex presidente del grupo, Jaume Carner, nieto del ministro de Hacienda durante la República del mismo nombre, se arruinó. Durante veinte años lo había sido casi todo: consejero de Compañía de Industrias Agrícolas, de la aseguradora Hispania, de Carburos Metálicos… Pero sobre todo fue durante mucho tiempo el mecenas más generoso y desinteresado de Cataluña. Siempre había tenido dinero y estaba acostumbrado a gastarlo, y nunca puso reparos en colaborar con cualquier causa de tinte democrático o catalanista. Entre otras muchas ayudas que prestó a los proyectos más variopintos, Carner favoreció la existencia del semanario en catalán El Món


  Pero, paralelamente al ejercicio de la presidencia del grupo, Carner había realizado con su patrimonio personal diversas inversiones que resultaron infructuosas, canalizando caudales de personas que confiaban que tras estos negocios estaba Banca Catalana, cuando únicamente se hallaba el presidente de la entidad.


  Carner perdió más de trescientos millones de pesetas y debió poner todo su patrimonio a disposición del grupo, para no afear la imagen de éste. Aun así, los ejecutivos de Catalana fueron implacables con él y en 1979 le destituyeron de la presidencia del banco y lo sustituyeron por Raimon Carrasco. Fue el propio Carrasco, que se había criado con Carner tras el fusilamiento de su padre por el régimen franquista, el encargado de desposeerle de todos sus bienes para hacer frente al agujero de trescientos millones que había generado en la entidad: la casa de Barcelona, los chalets de Puigcerdà y Santa Cristina d'Aro, las joyas, los cuadros… Pero el problema de Banca Catalana no eran ni Carner ni los trescientos millones desaparecidos. Cantidades ingentes de dinero fueron a parar a financiar las incursiones de Jordi Pujol en uno de los negocios —el de los medios de comunicación— que más le fascinaban por la capacidad que tenía de servir a su causa: convertirle en presidente de Cataluña. El control de los medios ha sido siempre para Pujol una tentación inevitable, pero jamás ha sabido gestionarlos.


  UN PÉSIMO EDITOR


  «Ahora mismo te envío una entrevista mía». Quien hablaba por teléfono era Jordi Pujol, instalado en el Palau de la Generalitat desde hacía años. Su interlocutor, el director de un conocido rotativo barcelonés. El director del diario en cuestión dejó claro al president que estaba dispuesto a publicar la entrevista, pero quiso saber quién era el autor. «Me la ha hecho el mejor periodista que conozco, yo mismo», concluyó Pujol dando por zanjada la conversación.


  La escena, que se ha repetido en al menos otras dos ocasiones, es reveladora del concepto que tiene Pujol de la prensa. Escritor precoz, siempre ha plasmado su idea de Cataluña en los papeles, pero la prensa no siempre —de hecho, casi nunca— ha sido propicia a transmitir sus mensajes en los términos que a él le parecían deseables. Por esa razón, desde que se hizo con el control de Banca Catalana, Pujol se convirtió en un editor hiperactivo. De todos los proyectos que inició, sin embargo, sólo el diario Avui ha sobrevivido, y su continuidad se vio más que amenazada en cuanto Convergència i Unió fue desalojada del poder en 2003.


  Destino


  Josep Vergés se convirtió en el alma de Destino, la revista fundada en Burgos por falangistas catalanes durante la Guerra Civil, aunque con el tiempo derivó hacia aposiciones autoritarias, pero antinazis. El estandarte de la revista era Josep Pla, el escritor catalán que, sin alejarse del franquismo, se lamentaba de no haber sido nombrado director de La Vanguardia Española tras la entrada de las tropas del dictador en Barcelona. Con el paso del tiempo, Destino se convirtió en un semanario indispensable, sobre todo por la calidad de sus articulistas. A partir del final de la Segunda Guerra Mundial, Vergés tuvo la habilidad de conectar con amplios sectores de la población y abrir sus puertas y ventanas a los aires que llegaban de Europa, siempre desde posturas conservadoras y autoritarias. Vergés compaginaba el control sobre la revista con los trabajos en la editorial del mismo nombre, donde editaba a Pla, su autor estrella.


  Destino, nacida en las entrañas del falangismo, padecía a finales de la década de 1960 e inicios de la de 1970 la persecución de Manuel Fraga Iribarne y Manuel Jiménez Quílez, que vigilaban cualquier desviacionismo de la senda franquista. La razón que movía al primero era el «odio» hacia Manuel Jiménez Parga, colaborador de Destino[10], mientras que el segundo estaba «resentido» con el conde de Godó porque éste lo había destituido como director de Gaceta Ilustrada[11]. Por su parte Vergés debía hacer frente a multas gubernativas y al mismo tiempo vérselas con una redacción joven, y comprometida con el antifranquismo; pese a todo no le temblaría el pulso cuando tuvo que despedir a Frederic Roca o negarse a aumentar el sueldo de Montserrat Roig. Pagando poco, Vergés tenía una revista de cabecera con Pla como primera figura.


  En las postrimerías de 1974, Jordi Pujol, que ya era líder de Convergència —recién fundada en Montserrat—, acudió a cenar a casa del abogado Salvador Casanovas, quien lo había defendido en el consejo de guerra de 1960. Allí estaba Josep Vergés y su jefe de publicidad, Manuel Ribes, que actuaba de intermediario. El acuerdo fue rápido. Por una cantidad situada entre cuarenta o cuarenta y cuatro millones de 1974 (las cifras difieren según los protagonistas) Jordi Pujol se hizo con el control de Destino. Además, el 20 de diciembre de 1974, el principal dirigente de Banca Catalana entró oficialmente en el consejo de administración de El Correo Catalán.


  Cuando Pujol se hizo cargo de Destino, la revista daba beneficios, pocos pero suficientes para sobrevivir. Al principio no hubo cambios significativos: Xavier Montsalvatge siguió como director nominal y Néstor Luján como director real. La principal novedad fue el elogio que hizo Destino de la conferencia que Pujol había impartido en Esade el 21 de enero de 1975. En esa prestigiosa escuela de negocios habían tomado la palabra los principales dirigentes de partidos políticos, todavía en la clandestinidad; incluso los comunistas, a través del abogado Josep Solé Barberà, tenían su espacio. En aquellos momentos, Luján confiaba en Carlos Pérez de Rozas y su joven equipo algunos de ellos, muchos, militaban en las filas del PSUC.


  Las primeras actuaciones de Pujol en la revista fueron conflictivas: vetó a Manuel Jiménez de Parga y a José Antonio González Casanova y censuró un artículo de Josep Ramoneda que se mostraba crítico con el PSOE. Después de que se produjesen otros incidentes entre la redacción y el nuevo propietario —que ejercía una estrecha vigilancia a través del abogado Casanovas—, Luján dimitió y, en solidaridad con él, la joven y comprometida redacción se despidió.


  Baltasar Porcel, que ya entonces colaboraba con el semanario y estaba vinculado a Pujol (a pesar de que aseguraba estar cerca del anarquismo), fue la persona designada para reemplazar a Luján. Convencido de que había terminado con los comunistas, Porcel favoreció la colaboración de personas de filiación libertaria o de demócratas anticomunistas. Pero Vergés y Pla siguieron de cerca los avatares de la revista. Según cuentan Geli y Huertas en su trabajo sobre Destino, Porcel se hartó de las injerencias de Vergés y decidió cortar la comunicación entre la editorial y la revista. No obstante, Pla siguió enviando sus artículos a través de Vergés. Pla y Porcel ya habían tenido algún encontronazo, y llegó un momento en que el director se negó a publicar unos artículos del escritor de Palafrugell críticos con la revolución de los claveles de Portugal y, en cambio, favorables al dictador Oliveira de Salazar. En Notes del capvesprol, Pla recuerda así los hechos:


  
    Josep Vergés, en uso de su perfecto derecho, vendió Destino a un fanfarrón, de gran ambición política, nombrado Jordi Pujol, de la Banca Catalana. Este señor, riquísimo, que primero propugnó en este país la implantación del socialismo sueco (en este país los suecos son escasos) y después ha demostrado tener ambición desmedida y pública, propia del típico político ignorante, prohibió la publicación de un artículo mío sobre Portugal, que ha hecho la revolución más bestia e ingrata de Europa en el siglo en que vivimos. Ante este hecho, tengo el gusto de comunicarle que abandoné la revista con la máxima satisfacción[12].

  


  En cambio, la versión de Porcel, escrita en 1988, sobre la salida de Pla de Destino es la siguiente:


  
    Con Pla […] tuvimos un asunto desagradable. Un producto de aquel egoísmo revestido de la más vieja astucia. Yo dirigía la revista Destino, propiedad en el 75 de Jordi Pujol, donde había habido un conflicto entre él y un grupo de redactores que vertían no sé si vanidad gremial o izquierdismo torquemediano […] Yo quería hacer una revista abierta, catalanista, absolutamente democrática en aquellos momentos que Franco moría, que se establecía el nuevo estado. Y Pla, irritado por mi línea, ahogado por sus demonios derechistas e influido por el anterior propietario, Josep Vergés —que había creído que continuaría mandando a pesar de vender la revista, lo que había hecho, además, hinchando las cifras de ventas—, escribía artículos a favor de los coroneles griegos o de Oliveira Salazar. Creía que, muerto el dictador, sólo una solución de fuerza evitaría el desastre. Le pedí, supliqué, razoné, que cambiara. Una tarde de verano de espanto de calor, después de buscarlo por Palafrugell, lo encontré en Castellfollit de la Roca. Fueron seis horas de explicaciones. Al final, me abrazó, me dijo que estaba absolutamente a mi lado. Al día siguiente escribía a Vergés una carta despectiva contra mí y contra nuestro proyecto… Me negué a publicarle ningún otro artículo de aquel estilo, Pujol me apoyó y Pla se equivoca cuando lo ataca, en su libro Notes del capvesprol, culpándolo de este afer […][13].

  


  Pla siempre estuvo convencido de que la orden para prohibir su artículo había salido directamente de Pujol. Incluso mantuvo su postura después de que Casanovas acudiera a su casa de Llofriu para que cambiara de opinión.


  Pero la intervención de Pujol en Destino no resultaría del agrado del público. Cada vez había menos gente que compraba el semanario: en los quioscos había una oferta más amplia con publicaciones como Cambio 16, que arrebataba lectores a Triunfo, Destino y Cuadernos para el Diálogo, las tres revistas críticas con la dictadura.


  Destino, La revista que había nacido en el seno del falangismo y que derivaría, primero, hacia posiciones autoritarias y conservadoras y, al final, a una orientación democrática, se encontraba en decadencia en 1975. No supo adecuarse a los nuevos tiempos ni siquiera con el aliento de Pujol y el dinero de Banca Catalana. En abril de 1977, Porcel dejó la dirección, aunque se mantendría como colaborador de lujo, y fue sustituido por Josep Pernau. A pesar de que éste intentó volver a profesionalizar el producto, llegó la crisis económica; en 1977, Destino tuvo unas pérdidas cifradas entre ocho y diez millones de pesetas y para 1978 se preveían otras de dieciséis millones de pesetas. En marzo de 1978 Pujol citó a Pernau en su casa de la Ronda General Mitre de Barcelona para comunicarle una decisión importante; había decidido vender Destino. La compradora era la familia Porcioles, que ofrecía diez millones; tres años antes Pujol había pagado más de cuarenta[14].


  El semanario nacido en Burgos se enfrentaba a su última etapa con su sexto director: el joven y prometedor Jordi Doménech, hombre de confianza del poder político del momento en España y de la familia Porcioles.


  El Correo Catalán


  A principios de los años setenta, Pujol estaba interesado en un periódico, El Correo Catalán, que se hallaba en manos de la burguesía textil y que el banquero conocía muy bien. El maestro de ceremonias de la entrada de Pujol en ese diario —fundado en 1876 por elementos carlistas— fue Domingo Valls Taberner, que en aquella época actuaba como jefe de la burguesía catalana. Pero a pesar del interés de Pujol, primero había que convencer a la familia Baygual, principal accionista. Al final, a pesar de los informes negativos del Ministerio de Información y Turismo, que era el organismo encargado de aprobar o denegar cualquier cambio accionarial en los medios de comunicación, Pujol se hizo con el control de la empresa editora. Y actuó a través de fiduciarios, que era el sistema que Pujol empleaba en Banca Catalana para expandirse. No obstante, al vender, todos los accionistas tenían claro que el comprador era Pujol, aunque el nombre que aparecía en público podía ser cualquiera de sus amigos y colaboradores en Banca Catalana.


  La primera fase de la entrada de Pujol en Fomento de la Prensa Tradicionalista, nombre de la empresa editora, tuvo lugar en 1968, cuando la compañía hizo una ampliación de capital de tres millones de pesetas, con la emisión de seis mil acciones nominativas de quinientas pesetas, suscrita y desembolsada por los viejos accionistas[15]. Entonces el capital social era de nueve millones de pesetas. Valls Taberner se dedicó a comprar participaciones hasta que a mediados de 1970 controlaba el 25 por ciento. En diciembre de aquel año, los hermanos Miquel y Enric Aguilar y Albert Torelló vendieron su paquete de acciones, de unos cuatro mil títulos, a personas vinculadas a Pujol, como Joan Casablancas, Antonio Bascompte, Josep Riba Ortínez, Frederic Bayer y Josep Maria Vilaseca Marcet. El fraguista Josep Maria Santacreu también compró por aquellas fechas.


  El Ministerio de Información y Turismo recelaba de Vilaseca; al considerar que actuaba en nombre de Pujol le denegó la inscripción de los títulos. A pesar de todo, Vilaseca empezó a acudir a los consejos de administración. Se tenía la sensación de que era el hombre fuerte, el que decidía. Vilaseca Marcet, abogado del Estado, era propietario de la editorial Estela y tenía participaciones en Cuadernos para el Diálogo; además, estaba casado con Teresa Roca, hija del propietario de Radiadores Roca. En 1971 Frederic Bayer y Josep Riba Ortínez también entraron a formar parte del consejo de administración. En agosto de 1971, el reparto de las dieciocho mil acciones era el siguiente: 7.671 era de la familia Baygual; 5.278 de Valls Taberner; 3.985 del grupo Vilaseca (en realidad, de Jordi Pujol a través de testaferros) y el resto, 1066, todavía seguía en manos de pequeños accionistas, la mayoría vinculados a la industria textil catalana[16].


  La segunda fase de la entrada en el capital de la empresa se desarrolló durante todo el año 1973. Valls Taberner y la familia Baygual vendieron sus participaciones a Pujol, que no aparecía formalmente, ya que los compradores eran sus colaboradores Vilaseca, Bayer y Casablancas. Santacreu, por su parte, también compró y durante unos meses pasó a ser el mayor accionista del diario. Aunque la familia Baygual se iba desprendiendo de sus acciones, Josep Maria Baygual siguió siendo el gerente durante un año; al final dimitió harto de las injerencias de Joan Agut, el hombre que Pujol había puesto para controlarlo[17]. La puntilla que acabó dando el control de la empresa editora a Pujol fue la compra de acciones por parte de Francisco Aizcorbe, un agente de cambio y bolsa, a principios de 1974. El Ministerio de Información y Turismo elaboró un documento reservado:


  
    El accionista D. Francisco Aizcorbe, agente comercial de Palma de Mallorca, en funciones de agente de cambio y bolsa, relacionada con J. Pujol, posee 2.711 acciones en condición de fiduciario. Este señor, que no posee intereses especiales con el Sr. J. P., sería muy vulnerable en una entrevista dada su condición de agente comercial, en cuya profesionalidad tal vez hallaríamos su talón de aquiles.

  


  El 22 de noviembre de 1974 otro informe confidencial de la Delegación de Información y Turismo en Barcelona afirmaba lo siguiente:


  
    OBSERVACIÓN ACLARATORIA: A pesar de lo pactado en las reuniones celebradas en la Dirección General de Prensa, que excluía totalmente la infiltración de Banca Catalana, este hecho se ha producido contando con la «eficaz» ayuda de José María Baygual y la pasividad del Sr. Valls Taberner.

  


  Menos de un mes después de esta nota, el 20 de diciembre de 1974, Jordi Pujol entró a formar parte del consejo de administración en sustitución de Francesc Baygual Brutau. Ya hacía meses que el presidente de este organismo directivo era Josep Riba Ortínez. A partir de enero de 1975, todas las acciones que habían comprado Riba, Santacreu, Casablancas, Bascompte y Agustí Montal (entonces presidente del Barça) pasaron a manos de Jordi Pujol, o directamente o a través de alguna entidad instrumental de Banca Catalana, Jordi Pujol se convirtió así en el máximo accionista de El Correo Catalán.


  El caso de Santacreu fue diferente del resto. Como no podía tener el control total de la empresa, vendió su paquete a Pujol, y con ese dinero compró al conde de Godó la participación de éste en el Diario de Barcelona. Personajes como Pujol y Santacreu —así como los Porcioles en El Noticiero Universal— veían claro que una opción política requería un medio de comunicación propio. Aunque no eran periódicos de partido, como sucedía antes del franquismo, cuando cada partido tenía una o más cabeceras, sí que debían estar al servicio de una causa.


  Durante cuatro años, desde 1970, Pujol había estado escondido y no había figurado como propietario de El Correo. El periodo de luz pública duraría poco, pues a partir de 1977 volvió a dirigir el periódico desde las tinieblas, pero no se limitó a la parte gerencial pues también redactaba editoriales y marcaba la línea informativa, tal como recuerdan periodistas que en aquella época trabajaban en El Correo. Además Pujol aprovechó la ocasión para colocar como jefes de economía a Josep M. Cullell (fundador de CDC) y después a Ernest Sena (futuro director general del Institut Català de Finances con Pujol como presidente de la Generalitat).


  Oficialmente, Pujol vendió sus acciones en mayo de 1977, según publicó el mismo diario:


  
    Jordi Pujol ha vendido sus acciones de El Correo Catalán. Con relación al cambio de titularidad del paquete mayoritario de la empresa editora de El Correo Catalán, noticia de la que se han hecho eco algunos medios de difusión en el curso de las últimas semanas, podemos confirmar hoy que la operación ha sido ya verificada y que el señor Jordi Pujol i Soley ha vendido la totalidad de sus acciones a los señores Jaume Carner, Antoni Forrellad, Xavier Millet y Josep Maria Vilaseca, quienes, junto con los señores Frederic Bayer y Joaquim Maluquer, integrarán el nuevo consejo de administración de Fomento de la Prensa, S.A. También han participado en la compra de dichas acciones, entre otros, los señores Antoni Borrell, Josep M. Figueras, Manuel Maragall, Raimon Maragall, Lluís Marquesán, Joan Millet, Felip Portabella, Josep Pujadas y Antoni Vila Casas[18].

  


  Resulta significativo que los compradores de los títulos de Pujol fueran personas de la entera confianza del mismo: Jaume Carner era presidente de Banca Catalana; Antoni Forrellad, fundador de CDC e impulsor del Banc Industrial de Catalunya, filial de Banca Catalana, de cuyo consejo de administración era consejero; Xavier Millet sería el candidato a alcalde en el Ayuntamiento de Barcelona de CiU en 1979 y, finalmente, Vilaseca Marcet, que había actuado como fiduciario de Pujol en la compra anterior de las acciones. Con el tiempo, Vilaseca se distanciaría ideológicamente de Pujol, aunque, como jurista de reconocido prestigio, sería presidente del Consell Consultiu de la Generalitat.


  Según el último gerente de El Correo Catalán, Josep Manuel Novoa, Pujol nunca dejó de tener el control del diario. Del contrato privado por el que se acordó la compraventa, se desprende que Pujol vendió más acciones de las que disponía e incluso de las que existían en la propia empresa. El contrato está fechado el 26 de mayo de 1977 y entonces, según los datos del Registro Mercantil, la junta de accionistas no había aprobado una ampliación de capital. Así, desde 1968, el capital social era de nueve millones de pesetas dividido en dieciocho mil acciones de quinientas pesetas cada una. Pujol llegó a poseer 10.955 títulos, pero en el citado contrato se especifica que Jordi Pujol vendió 32.865 acciones. La ampliación de capital se intentó registrar el 7 de noviembre de 1978, dieciocho meses después de la compraventa.


  Otro dato de la compraventa a tener en cuenta es que no se especificó qué cantidad compraba cada persona, pero sí que se dejó claro que los ochenta y cinco millones que valían las acciones, veinte iban a la caja de la empresa editora y el resto a Pujol.


  En realidad, los cuatro principales compradores vendieron, a su vez, al resto de personas que detallaba el mismo periódico en la noticia de la salida de Pujol del accionariado. En aquellos momentos no quedó claro cuál era el capital social y el número de acciones: en algunos momentos en el Registro Mercantil se indica que son 151.923, pero en otras ocasiones la cifra es de 157.270 y también 217.270.


  Novoa ha guardado para su archivo personal un documento revelador, titulado «Distribución a hacer de las acciones», que establecía el reparto que Vilaseca, Forrellad, Carner y Millet tenían que hacer de sus acciones; a nombre de quién irían y cuántas le correspondían a cada uno; se hablaba de suscripción teórica y suscripción real y la segunda siempre triplicaba el valor de la primera.


  En el documento de compraventa entre Pujol y Vilaseca, Forrellad, Millet y Carner ya se especificaba que los cuatro compradores revenderían sus participaciones: «Los señores Forrellad, Carner, Millet y Vilaseca se reservan la facultad de designar a otras personas físicas como compradores de las acciones de esta venta y en caso de que lo hicieran, aquellas quedarían subrogadas en todos los derechos y obligaciones que puedan derivarse del presente convenio», afirmaba el punto quinto el contrato.


  La entrada en 1975 de Pujol en El Correo Catalán significó el inicio del declive de este periódico casi centenario. En aquel ejercicio, la empresa perdió 12,5 millones de pesetas, cifra que se fue incrementando año tras año. En 1977, las pérdidas ya eran de veinte millones, cifra que se duplicaría en 1978; en 1979, 70 millones; en 1980, 110 millones; en 1981, 178 millones; 1982, 153 millones, y así hasta llegar al déficit de 267 millones del balance de 1984[19].


  Avui


  El Avui el primer periódico en editarse en catalán tras la traumática Guerra Civil española. Su primer número salió a la calle el día de Sant Jordi de 1976 y fue posible gracias a una suscripción popular de las acciones. No obstante, muy pronto empezó a decantarse hacia las posiciones nacionalistas de Jordi Pujol y Convergència Democràtica. Así, las dificultades financieras de la empresa editora provocaron que acabara cayendo totalmente en brazos de Convergència, partido que había participado discretamente en la creación del diario, y que gobernaba la Generalitat desde 1980. El Avui estuvo cada vez más controlado por Convergència y por el mismo Pujol. Ha sido una tradición histórica en este diario la llamada del president al director del diario para dictarle el editorial del día siguiente. Uno de los presidentes del consejo de administración de Premsa Catalana, la empresa editora, fue Antoni Subirà, que llegaría a compaginar el cargo de portavoz parlamentario con la dirección empresarial de la compañía periodística (Subirà es primo político de Pujol). A diferencia de El Correo Catalán, Jordi Pujol no ha sido nunca el máximo accionista del Avui, aunque ha controlado su línea editorial bien directamente o bien por personas interpuestas, tanto en puestos de dirección periodística como en responsabilidades empresariales.


  Oriflama y Canigó


  Junto a las aventuras de Destino y El Correo Catalán, en los años finales del franquismo Pujol también intervino en otros medios de comunicación, como la revista Oriflama, nacida bajo los auspicios del Obispado de Vic, pero financiada directa o indirectamente por Jordi Pujol y Banca Catalana, según recuerda Josep M. Huertas Claveria, uno de sus directores. Huertas explica que el más fuerte encontronazo con Pujol lo tuvo cuando el hombre de confianza del banquero le enseñó un artículo firmado por Joan Farrera, pseudónimo del mismo Pujol; el artículo se encontró con la oposición del consejo de redacción. Más tarde, Pujol esta vez bajo el nombre de Pere Anglí, publicó en Oriflama otro artículo «A la recerca de un sí», en respuesta a una entrevista realizada al matrimonio que entonces formaban Luis Racionero y María José Ragué y en la que se cantaban las excelencias del hippismo. En esta ocasión, el artículo no encontró ninguna oposición: «Qui paga, mana» [Quien paga, manda], había afirmado el hombre de confianza de Pujol en este semanario. Oriflama cerró después de caer en manos de Unió Democràtica y de su líder de entonces, Anton Canellas[20].


  Otra colaboración económica de Pujol con medios de comunicación fue la que estableció con la revista Canigó. Su directora, Isabel-Clara Simó, recuerda que a principios de la década de 1970 se entrevistó con Pujol, pero que el banquero les mandó a uno de sus hombres de confianza, Joaquim Ferrer (posterior conseller de Cultura de Pujol), quien se integró en el consejo de redacción del semanario, y a Miquel Sellarés, fundador de CDC en 1974 (pero que en enero de 2004 pasó a formar parte del gobierno de izquierdas de la Generalitat, aunque dimitió meses después). La ayuda a fondo perdido que aportaba Pujol era de quince mil pesetas por número, y además se insertaría publicidad de Banca Catalana en la contraportada. A los pocos meses, Pujol ordenó retirar tanto la ayuda económica fija como la publicidad del banco. Según cuenta Simó, «el señor Pujol, que tan generosamente nos había ayudado, nos llamó a su despacho y nos hizo unas manifestaciones sorprendentes. Nos dijo que el dinero entregado no era a fondo perdido, sino que era la compra de la cabecera de la revista a plazos y unilateralmente. “Vosotros”, son palabras casi textuales, “sois como el conejito bonito, y yo, el cazador”, nos dijo. “Hasta ahora le habéis hecho gracia al cazador, y no ha disparado. Pero ahora ya se ha acabado. Lo que he pagado, calculo que es el precio razonable de la cabecera de Canigó». La propiedad rechazó la oferta de Pujol y siguió editando la revista sin su concurso, hasta que la publicación desapareció en 1983, en medio de una grave crisis económica[21].


  Televisión y radio


  Jordi Pujol siempre ha ido por delante de sus compañeros y de sus adversarios. Tiene claro que los medios de comunicación son una herramienta de poder, si bien sus devaneos en la prensa escrita se saldan con evidentes fracasos. Su patrocinio nunca ha nacido de su amor al periodismo y a la libertad. Desde Banca Catalana estaba dispuesto al participar en aventuras empresariales en los medios de comunicación para controlarlos y para que le sirvieran de plataforma propagandística. En la década de 1970 Pujol sabía de sobra que la mayoría de los jóvenes periodistas no eran de su cuerda nacionalista, por lo que sólo los podía controlar siendo propietario. Qui paga, mana, una vez más. En televisión, el mundo convergente se aprovechó de la creación de la Promotora de Televisió Catalana, empresa fundada en 1977 por Ángel González Vidal, Joaquim Sarrau y Josep Maria Pareja con un capital del quinientas mil pesetas. La finalidad era estar preparado para la concesión de una televisión privada eminentemente catalana, ya que todo indicaba que la legalización estaba muy próxima.


  Pare reunir el capital necesario se lanzaron a la captación de socios con un sistema similar al que se había utilizado para el diario Avui. Emitieron 1.499.500 acciones nominales de mil pesetas cada una; ningún socio podía tener más del 1 por ciento del capital. En noviembre de 1980 sólo habían reunido 210 millones de pesetas. Los accionistas eran pequeños inversores o bien personas que se habían sumado a la iniciativa por motivos ideológicos.


  En diciembre de 1980, con Pujol ya en la presidencia de la Generalitat, se convocó judicialmente una junta de accionistas a causa de la denuncia de un grupo de socios por un presunto delito de desfalco. Se desconocía el destino de 83 millones de pesetas; además, de la suma total, sólo se habían registrado legalmente 34 millones. El consejo de administración estaba presidido por Joaquim Sarrau y Josep M. Pareja, ambos con antecedente por estafa y con la condena cumplida[22].


  Ante la imposibilidad de realizar la junta por las numerosas irregularidades en las acreditaciones, en enero de 1981 se volvió a convocar la asamblea y se impuso un nuevo consejo de administración, del que formaron parte, entre otros, el joyero Amadeu Bagués, vicepresidente de Òmnium Cultural, y el presidente de la empresa editora del Avui, Antoni Subirá, primo político de Pujol y fundador de CDC. Hasta entonces, 83 millones de pesetas tenían que corresponder a la compra del antiguo Hotel Florida del Tibidabo, de unos terrenos en Fornells (Empordà) y otros en Sant Feliu de Llobregat, además de las pérdidas de la revista Esplai.


  Los nuevos dirigentes habían hecho compras patrimoniales. Aunque las entidades bancarias no ofrecían préstamos, al final accedieron cuando los consejeros los avalaron personalmente. A pesar de todo, los proyectos fracasaron. Bagués había fallecido y Narcís de Carreras asumió la presidencia durante un mes, hasta que Subirà lo sucedió. Tras despedir a la treintena de trabajadores, la empresa quedó muy endeudada. Un grupo de socios, con Subirà al frente, firmó un préstamo con la compañía con la garantía hipotecaria sobre bienes y equipos, por el que la sociedad debía devolver el crédito en tres años. Esta operación significaba aceptar un préstamo hipotecario y, a la vez, ceder la explotación de las instalaciones a otra sociedad (a los prestamistas) deshaciendo, así, los únicos medios que podían generar ingresos[23].


  El 2 de noviembre de 1981 se fundó una nueva sociedad: Productora Catalana de Televideo, con sede en el Hotel Florida. Entre sus socios figuraban Francisco Singla, Esteban Delmás, Francesc Porta, Arturo Budesca, José Clascá y Antoni Subirà (todos consejeros de la Promotora) y Fernando Pomares. El presidente de la nueva empresa era Ferran Ariño, fundador de CDC y que tres años antes se había enfrentado a José Luis Núñez por la presidencia del Barça. Tras la constitución de la sociedad, se incorporó como socia la Fundació Catalana de Comunicació, entidad que controlaba la mayoría de las acciones del Avui, El Correo Catalán y la Cadena 13 de radio.


  En julio de 1984, la nueva sociedad usufructuó los locales de la Promotora y, sin su consentimiento, firmó un contrato de alquiler con TV3. Este contrato provocó las protestas de la oposición política, ya que el director general de la CCRTV, Joan Granados, se negó a facilitar el contrato.


  El 13 de julio de 1990, una junta extraordinaria disolvió la sociedad Promotora de Televisió Catalana. Unos dieciséis mil socios se quedaron sin ver una televisión privada catalana y además sus ahorros se esfumaron.


  Otra experiencia en el ámbito de la televisión fue Canal C, promovido por veinticinco empresarios y profesionales catalanes que aportaron cuarenta millones de pesetas cada uno. Entre éstos, figuraba Josep Maria Forn, ex director general de Cinema de la Generalitat; Juan Piqué Vidal, abogado y socio de Lluís Prenafeta en aquellos momentos en El Observador; Valentín Bascuñana y Antonio Ainoza (posterior dirigente del PP catalán), directivos de Filo; Baldo Tamames, presidente de la patronal Sefes; Federico Vallet, constructor; Oriol Regàs, promotor de locales nocturnos como Boccaccio; y Federico Gallo, periodista y político de la UCD.


  Canal C concursó a las tres licencias de televisión privada de 1991, pero, al igual que el Grupo Zeta, no obtuvo la concesión administrativa, ya que el gobierno del PSOE las otorgó a Telecinco, Canal Plus y Antena 3.


  Otro fracaso en los medios de comunicación fue la creación de la red de emisoras conocida como Cadena 13. El cierre de esta red tuvo que ver con el caso Casinos, relacionado con la financiación irregular de Convergència a través de facturas de Casinos de Catalunya, una empresa dirigida por Artur Suqué, compañero de aula de Pujol en el Colegio Alemán. El administrador de la cadena era Francesc Gordo, tesorero del partido.
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  Presidente «por sorpresa»


  El Barça es más que un club. Si, como decía Vázquez Montalbán, el equipo azulgrana fue durante el franquismo —hay quien piensa que también en la actualidad— el ejército desarmado de Cataluña, en 1974 también ejercía otras funciones. Hacía tiempo que el hombre de Banca Catalana, Jordi Pujol, una referencia para todos los movimientos antifranquistas, se había convertido en una suerte de «padrino» de la resistencia contra el régimen. Desde su despacho en el Passeig de Gràcia de Barcelona tomaba decisiones fundamentales para el futuro de las empresas del país, pero, sobre todo, financiaba gran parte de las actividades de fomento de la cultura democrática, los proyectos que contaban con su aval gozaban del flujo de dinero de Banca Catalana.


  Esa posición creaba estrechos lazos de lealtad. Eso sí, Pujol tenía una lista de actividades excluidas de su protección personal: eran aquellas que tenían que ver con el marxismo. Aunque en ese momento Pujol estaba más cerca del modelo político de los socialdemócratas suecos, no comulgaba con las ideas de la izquierda política catalana a la que consideraba demasiado laica y poco nacionalista. Eso no significa que Pujol no protegiera a los dirigentes de los partidos clandestinos de izquierdas cuando le pedían ayuda. Pero, en general, su manguera de dinero estaba destinada únicamente a aquellas actividades que comulgaran con su propia idea de lo que debía ser Cataluña.


  Banca Catalana le había servido para introducirse entre los sectores de la burguesía cuyo acceso le estaba vedado por sus orígenes, pero, sobre todo, le había permitido crear una red clientelar, extendida por toda Cataluña, con el objetivo de transformarla en la organización de un partido cuando lo considerara necesario. Además, había situado a sus hombres al frente de las principales instituciones civiles catalanas para que dieran apoyo a su salto al primer plano de la política cuando la crisis de la dictadura estuviera lo bastante madura. Ninguna plataforma como el F.C. Barcelona podía servir mejor a sus intereses. Concitaba las miradas de todos los catalanes y era un símbolo de la oposición de Cataluña al Estado. Por eso hacía tiempo que había situado a sus hombres de confianza en la junta directiva. Ahora había llegado el momento. Y el Barça sería la mejor de las coberturas para la fundación clandestina del partido que gobernará, desaparecido el dictador, los destinos de Cataluña durante veintitrés años y medio.


  MONTSERRAT, 17 DE NOVIEMBRE DE 1974


  El 17 de noviembre de 1974 fue un día alegre para los barcelonistas. Por la mañana se celebró en Montserrat el acto central del septuagésimoquinto aniversario de la fundación del Barça, entonces presidido por Agustí Montal, un catalanista vinculado a Jordi Pujol y a Banca Catalana. Pero no sólo Montal tenía claras vinculaciones con Pujol: Banca Catalana había intervenido en el fichaje de Johan Cruyff y las personas que más mandaban en el Barça eran de la entera confianza de Pujol: junto al presidente Montal, el vicepresidente, Raimon Carrasco (hijo de Manuel Carrasco i Formiguera, dirigente de UDC fusilado por el ejército franquista), futuro presidente del banco de Pujol; el asesor jurídico de Banca Catalana y del club de fútbol, Josep Lluís Vilaseca, y el secretario general de la entidad deportiva Joan Granados. Con el paso de los años, tres de estos capitostes harían carrera política en la democracia bajo el manto protector de Pujol: Montal sería candidato de CiU al Senado; Vilaseca secretario general de Esport de la Generalitat, y Granados director general de la Corporació Catalana de Ràdio i Televisió (CCRTV), la radiotelevisión autonómica y más tarde diputado.


  Aquella mañana de noviembre era la ocasión para pasar desapercibido. Aprovechando la celebración futbolística, el germen de Convergència Democràtica de Catalunya se reunió en una de las salas del monasterio benedictino para fundar formalmente el movimiento de Jordi Pujol. Pertrechados con banderas y bufandas azulgranas, el centenar de activistas políticos se confundieron fácilmente entre los aficionados y celebraron su asamblea fundacional. A ella concurrieron diversos grupos: los pujolistas, que agrupados bajo el paraguas del Grup d'Acció al Servei de Catalunya, había colaborado en los trabajos de agitación nacionalista durante la dictadura, y los llamados independientes, dirigidos por la batuta de Miquel Roca y con la participación de Jaume Camps, Lluís de Carreras y Josep Maria Trias de Bes, así como los democristianos de Unió Democràtica de Catalunya, que viviría bajo el paraguas de CDC hasta febrero de 1976, cuando, después de que Pujol propusiera la federación de ambas formaciones, el comité de gobierno de la primera decidió seguir su camino político en solitario. Según Anton Cañellas, entonces máximo dirigente de UDC, él defendía la fórmula, pero perdió la votación en el comité de gobierno; la persona que más se mostró en contra de la federación fue Miquel Coll i Alentorn, una de las figuras históricas de los democristianos catalanes.


  Pero para llegar al 17 de noviembre debían de celebrarse antes muchas reuniones preparatorias. Los encuentros clandestinos tenían lugar en dependencias de los Laboratorios Fides o en los despachos de Banca Catalana, ambas empresas controladas por Pujol, por lo que el riesgo de detención disminuía y aumentaba a la vez: era menor porque nadie daría el chivatazo y porque eran locales donde todos los días entraba y salía mucha gente diversa; el riesgo era mayor porque los servicios policiales podían tener a Pujol controlado. Pese a todo valía la pena correr el riesgo.


  Existían tres núcleos fundamentales: el activista, formado por compañeros de CC o de actividades antifranquistas, que ya era claramente pujolista antes de llegar a pensar en hacer un partido político: en este grupo se puede englobar, entre otros a Oriol Panyella, Miquel Esquirol, Jaume Casajoana, Xavier Polo, Jaume Nualart, Josep Castaño, Joaquim Ferrer y Miquel Sellarés; el sector de UDC proclive al pacto, con Anton Cañellas y Josep Miró i Ardèvol al frente; y en tercer lugar, la gente de Banca Catalana, con Jaume Rosell, Joan Granados, Ferran Ariño, Francesc Gordo, Xavier Vela, Josep Maria Vilaseca Guasch y Francesc Cabana. Este último, por decisión propia, no militaría en CDC en los inicios del partido por el hecho de ser el cuñado de Pujol.


  Meses antes de aquel 17 de noviembre, Pujol convocó en el desván de su casa de Premià a Sellarés, Esquirol y Ferrer, tres de sus más fieles colaboradores. Allí, Pujol les avanzó que pretendía crear un nuevo movimiento político que englobara la democracia cristiana de UDC, la socialdemocracia de Josep Pallach, el núcleo de cooperativismo cristiano de Josep Castaño y mosén Joan Carrera (que llegaría a obispo auxiliar de Barcelona) y a los pujolistas procedentes del catolicismo nacionalista catalán. Pallach y su gente declinaron la oferta de Pujol una semana antes de la constitución de CDC y fundaron el Reagrupament Democràtic i Socialista, que en 1976 se convertiría en el Partit Socialista de Catalunya (Reagrupament). Aunque los socialdemócratas no formaban parte del movimiento alrededor de Pujol en un principio, algunos de los seguidores de Pallach, huérfanos del líder tras su muerte en enero de 1977, acabaron por vincularse al pujolismo. El grueso del PSC (R), dirigido ya por Josep Verde, participaría junto a la Federación Catalana del PSOE y el PSC (Congrés) de Joan Reventós en el proceso de unidad socialista destinado a cohesionar el espacio político y electoral común, que dio como resultado el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC-PSOE).


  Puede sorprender, también la presencia de UDC en el acta fundacional de CDC en Montserrat. Pero Pujol ya tenía claro que él no militaría en UDC y que, si acaso, sería el histórico partido democristiano el que sería absorbido. En la conferencia del 27 de mayo de 1975 en Esade, Pujol afirmó:


  
    La mentalidad democristiana tiene la posibilidad, más que de construir un partido estrictamente demócrata-cristiano, de aportar su capital político a la constitución de una gran fuerza vertebradora catalana de un gran movimiento democrático catalán: su filosofía demócrata y personalista, nacionalista y socializante encajan perfectamente en este proyecto[1].

  


  «Fer política»


  Había llegado el momento de «fer política». Habían pasado casi veinte años desde que el grupo liderado Por Pujol se había decidido a «fer país»; fue una época de agitación nacionalista, cultural, económica y política y ahora había llegado el momento de crear un movimiento. Pujol se encargaría de vertebrarlo para afrontar una nueva etapa. En diciembre de 1973, ETA había matado al almirante Luis Carrero Blanco, el hombre de confianza de Franco, y el dictador ya había padecido fuertes achaques de salud; estaba en las últimas.


  De entrada, CDC se configuró como un amplio movimiento, abierto a diferentes sectores de la población, desde la mediana burguesía liberal, pasando por la pequeña y los comerciantes, hasta las capas superiores de la clase obrera, sin desdeñar la aportación de los profesionales, de los que Roca era el principal referente. La idea era convertirse en el eje que vertebrara la vida política catalana, el pal de paller. En la idea inicial de Pujol, las clases medias debían ser el núcleo impulsor de una formación moderna.


  Así, aquel 17 de noviembre, menos de un centenar de personas se reunieron clandestinamente en Montserrat. Los trabajos preparatorios ya estaban acabados. La víspera, el equipo encargado de organizar el acto había ido a Montserrat en el Seat 1600 de Esquirol; viajaban en él Sellarés, Joan Granados y Joan Ramon Lladós. Granados, como secretario general del Barça, llevaba numerosos paquetes con banderolas del club azulgrana como precaución por si el grupo tenía un encontronazo con la Guardia Civil. cuando llegaron al monasterio benedictino, y tras hablar con el monje Marc Taxonera, cenaron con la comunidad a la espera de la llegada de Pujol, Cañellas y Miró i Ardèvol a fin de celebrar una reunión previa que sirviera para estructurar el encuentro de la mañana siguiente. Sellarés, Esquirol y Elisabet Puig, la esposa del primero, organizaron el control de los asistentes, pero no se hizo ninguna lista por razones de seguridad[2]. La presidencia de la asamblea recayó, por razones de edad, en Simeó Miquel, de UDC de Lleida, a quien flanqueaban Pujol y Cañellas


  La asamblea fundacional aprobó un comunicado final en el que se declaraba que había llegado el momento de «fer política». El comunicado exponía, en cuatro apartados, los puntos básicos: democracia, sentido social, nacionalismo y europeísmo.


  En el primero de ellos apostaba por la democracia parlamentaria y pluralista, que había de actuar como garante de la práctica plena de las libertades individuales y colectivas y la liberación nacional y de clase. En el apartado económico, el nuevo partido no se alejaba de los postulados socialdemócratas nórdicos al defender la autogestión, el cooperativismo y favorecer las empresas de propiedad sindical. En cuanto al nacionalismo, se reclamaba el reconocimiento del autogobierno para Cataluña como un estatuto de autonomía. Resulta en cierta manera sorprendente que se propugnara una organización federal para el Estado español, ya que en 1974 CDC consideraba que aquélla era la mejor forma política para asegurar las libertades de Cataluña y su relación solidaria con otros pueblos de España, sin olvidar la unidad cultural y lingüistica de los Países Catalanes. Finalmente, se hacía una clara apuesta por Europa y se consideraba la Comunidad Europea como el marco natural del futuro político. El primer secretariado de la neonata CDC estaba formado por Pujol, Cañellas, mosén Joan Carrera y Miquel Roca, asistidos por Miró i Ardèvol, Esquirol y Sellarés. No todos los asistentes aceptaron incorporarse a CDC: unos se decantaron por el PSC (R) de Pallach, como Joan Majó, mientras que otros decidieron mantener su independencia de militancia, como Xavier Amorós, de Reus.


  Los carnets de militancia fueron encargados a Sellarés por Pujol, que ya era el carismático líder del movimiento. Ante la poca militancia con que CDC contaba en su inicio, el mismo líder nacionalista instó a Sellarés a que la numeración empezara por el 3.001. Los primeros cien carnets de militante recayeron en el núcleo fundador de Montserrat. Así, el 3.001 fue a parar a Elisabet Puig, la mujer de Sellarés. Pasados casi treinta años, persiste la misma numeración[3].


  Algunos fundadores de la CDC de Montserrat, a diferencia de la gran mayoría, nunca han ostentado cargo alguno ni en el partido ni en la Generalitat. Éste es el caso de Xavier Cruañas, Ferran Espuña, Lluís Mujal, Oriol Panyella, Jaume Rafart, Jordi Ribas o Joan Seguí entre otros.


  A pesar de todo, Convergència Democràtica de Catalunya no se constituyó como partido político hasta el 28 de marzo de 1976, más de dieciséis meses después del conciliábulo de Montserrat. Antes, no obstante, el Grup d'Acció al Servei de Catalunya (GASC) —controlado por personas de entera confianza de Pujol como Sellarés, Casajoana y Esquirol— había firmado un acuerdo en una reunión en la iglesia de Pompeia de Barcelona con el grupo de independientes en torno a Miquel Roca por el que se posicionaban a favor de convertir CDC en un partido político y abandonar la idea de un gran movimiento patriótico. Esta decisión se tomó dos días antes de que se iniciara la tercera asamblea en la sede del CIF —organización educativa vinculada al pujolismo— y fue ratificada por los cerca de doscientos delegados que asistieron a la asamblea, en la que Josep Maria Cullelll fue encargado de presentar el programa económico y social; Roca, por su parte, presentó un informe sobre la situación política y fue el mismo Pujol el que asumió, como secretario general, la ponencia política de la formación nacionalista.


  En la primera comisión permanente estaban presentes ya, evidentemente, Pujol y Roca, pero también Cullell, Xavier Bigatà, Antoni Subirà, Carles Gasòliba, Jaume Camps, Pere Segarra (cuñado de Roca), Sellarés, Esquirol, Casajoana, Francesc Gordo y Jaume Nualart. No obstante, el primer comité ejecutivo estaba formado por Pujol como secretario general y Miquel Roca como secretario general adjunto. Junto a ellos, Casajoana, Gordo, Esquirol, Lluís de Carreras y Josep Castaño. Jordi Pujol Ferrusola, el hijo mayor del líder, se vinculó a la sectorial de jóvenes y asumió la secretaría de activismo.


  Antes, no obstante, CDC había vivido su segunda asamblea, celebrada en la parroquia Sant Isidor de L'Hospitalet, donde mosén Joan Carrera (el futuro obispo) era entonces el párroco. Es preciso recordar que Carrera formaba parte de la primera dirección del recién constituido movimiento. Esa segunda asamblea fue la última en que participaban los representantes de UDC, ya que el sector de Coll Alentorn había ganado la batalla interna y planteaba a CDC la incorporación a Unió Democràtica. UDC participará en las primeras lecciones de 1977 formando parte del Equipo Democristiano del Estado Español junto al PNV, los democristianos valencianos y los partidos españoles liderados por Joaquín Ruiz Giménez y José María Gil-Robles.


  Al margen de la Assemblea de Catalunya


  Cuando CDC nació en 1974, en Catalunya ya existía una plataforma unitaria: la Assemblea de Catalunya, un organismo plural ideado por los comunistas catalanes, pero que gozaba del apoyo de las organizaciones antifranquistas y también de personas independientes que propugnaban la democracia y que se situaban ideológicamente en la izquierda. A Pujol no le hacía mucha gracia este organismo. Lo veía dominado por la izquierda, y consideraba que las fuerzas nacionalistas (como mínimo las que sintonizan con sus ideas) estaban en minoría. Incluso Esquerra Republicana estaba dividida. Mientras que el sector de Josep Andreu Abelló participaba activamente, los seguidores de Heribert Barrera se abstenían de asistir. Además, el presidente de la Generalitat en el exilio, Josep Tarradellas, tampoco veía bien esta plataforma, ya que consideraba que estaba controlada por los comunistas y los monjes de Montserrat, dos de sus bestias negras.


  Como en otras muchas cosas, Pujol y Tarradellas tenían una visión parecida de la política, tanto de la estrategia como de la práctica. Pero existía un problema; no se llevaban bien. Era cuestión de caracteres.


  En su segunda asamblea, celebrada en L'Hospitalet de Llobregat el 15 de noviembre de 1975 —cinco días antes de la muerte del dictador— Convergència aprobó su participación en la Assemblea de Catalunya. Sin embargo ninguno de los primeros espadas acudiría: CDC estaba presente a través de Sellarés, que desde la fundación de la Assemblea y Convergència se encargaba de los asuntos de seguridad de ambas. Además, su participación activa en la Assemblea se debía más a sus propias convicciones que a una orden de sus superiores en el partido. Del centenar de afiliados de un año antes en el congreso fundacional, CDC ya había pasado a cuatrocientos.


  A pesar de todo, en aquellos momentos CDC no era sino un partido más en la amalgama de siglas. La hegemonía en Cataluña estaba en manos de la izquierda, sobre todo de los comunistas, que eran los que dirigían la política unitaria desde la Assemblea de Catalunya. Bajo el lema «Llibertat, amnistia, estatut d'autonomia», esta plataforma obtuvo un notable respaldo ciudadano en las manifestaciones de los dos primeros domingos de febrero de 1976. Además, aprovechando la Diada de Sant Jordi, la Assemblea de Catalunya también hizo oír sus gritos a favor de los ayuntamientos democráticos en una manifestación en la plaça de San Jaume, donde no cabía ni un alfiler. Pero la Assemblea de Catalunya demostraría cuál era su fuerza con motivo de las conmemoraciones de Onze de Setembre en 1976 y en 1977: en el primero de ellos, en Sant Boi de Llobregat por orden gubernativa, reunió decenas de miles de personas. Un año después un millón de personas recorrieron el centro de Barcelona con un lema: «Llibertat, amnistía, estatut de autonomia».


  Como contrapartida, en su segunda asamblea, Convergència también aprobó la incorporación al Consell de Forces Polítiques, otro organismo de carácter más político en el que Miquel Roca, «número dos» de CDC, tenía un fuerte protagonismo. Roca fue uno de los tres oradores, junto a Jordi Carbonell y Octavi Saltor, que intervinieron en el mitin de Sant Boi del Onze de Setember de 1976.


  Meses antes, el 28 de marzo de 1976, la tercera asamblea había tomado la decisión de pasar a ser un partido político. Al igual que en noviembre de 1974, la dirección seguía encabezada por Jordi Pujol como secretario general y Miquel Roca como secretario general adjunto. Ambos representaban las dos almas del neonato partido: la nacionalista más esencialista y la pragmática.


  Pero Pujol ya se había presentado en sociedad como el candidato del futuro. El 21 de enero de 1975, apenas dos meses después de la fundación de CDC, «sintiendo la obligación de decir determinadas cosas», pronunció en Esade la conferencia «El momento actual». En él había un claro mensaje para las élites catalanas: si alguien se consideraba con derecho a reclamar el liderazgo político de Cataluña, debía tener en cuenta que Pujol reivindicaría los rendimientos de sus veinte años al servicio del país desde Banca Catalana. Con el régimen agonizante, Pujol tuvo la osadía de hacer un llamamiento público a los movimientos nacionalistas de diverso signo que aún no se habían incorporado a CDC para que, como él, dieran el salto a la política de primera línea. El argumento no podía tener mayor peso y era el mismo que casi veinte años antes había justificado su incursión en la banca: si ellos no hacían política, otros la harían por ellos. Por eso Cataluña debía contar con fuerzas políticas propias, aunque éstas hubieran de tener programas a escala española[4].


  ¡QUE VIENEN LOS ROJOS!


  Convergència no era uno de los partidos hegemónicos en Cataluña. En las primeras elecciones tras la muerte de Franco, celebradas el 15 de junio de 1977 para formar las Cortes españolas, CDC participó en una coalición junto a la Esquerra Democràtica de Catalunya (EDC) de Ramon Trias Fargas (un prestigioso economista formado en la Universidad de Chicago, hijo del prestigioso médico republicano Antoni Trias Pujol), y Macià Alavedra (hijo del poeta Joan Alavedra, colaborador de Pau Casals), el socialdemócrata PSC (R), y el independentista Front Nacional de Catalunya. Juntos constituyeron el Pacte Democràtic per Catalunya, que también asumió los candidatos del Partido Socialista de Andalucía, representados en la lista por Barcelona por José Acosta. La coalición obtuvo unos resultados menores de los que Pujol esperaba: 522.060 votos, once diputados y un senador; además de los once diputados, sólo cinco eran de CDC, ya que cuatro pertenecían al Reagrupament y los dos restantes a EDC.


  Estos resultados provocaron una profunda reflexión interna. Así, se decidió acentuar la imagen nacionalista y dejar a un lado los contenidos de cariz progresista (entonces Pujol hablaba de socialdemocracia a la sueca). CDC pretendía ser el aglutinador del centroizquierda catalán y Jordi Pujol tenía que ser el líder indiscutible.


  En junio de 1978, CDC absorbió a Esquerra Democràtica, Trias Fargas pasó a ser el presidente de la nueva Convergència y se creó un secretariado, integrado por Trias Fargas, Pujol, Roca, Alavedra y Cullell. En el quinto congreso, celebrado entre el 15 y el 16 de abril de 1978, además de aprobarse la inclusión de los liberales de EDC, hubo un grupo de fundadores, encabezados por Sellarés y Cullell, que plantearon la necesidad de convertir CDC en el Partit Nacionalista de Catalunya, una propuesta claramente inspirada en el Partido Nacionalista Vasco (el PNV). El grupo opositor preparó una candidatura alternativa con Cullell al frente, quien por primera vez no estaba en la lista oficial de Pujol. No obstante, los delegados apoyaron la posición del líder, quien tras finalizar el cónclave nacionalista encargó a Jaume Camps, un hombre de Roca, que registrara el PNC en el Ministerio del Interior. No podía dejar que nadie usase estas siglas en el futuro.


  Pero la absorción total de EDC no era suficiente para el pujolismo: era preciso ampliar el espectro social. Así, en septiembre de 1978 se formalizó el pacto de coalición con UDC, el partido democristiano fundador de CDC en Montserrat, pero que ante los repetidos intentos de absorción había acabado por desvincularse de Convergència. Además, los resultados electorales de Unió no habían sido, ni mucho menos, los que esperaba el partido democristiano fundado en 1931 y que había apoyado la República frente al golpe de Estado de Franco. Fue a partir de entonces cuando se creó la marca electoral de Convergència i Unió y se establecieron los parámetros de la colaboración: CDC tendría el 75 por ciento de los cargos y UDC el 25 por ciento restante. Este protocolo se iría renovando en cada contienda electoral, lo que provocaría tensiones cíclicas, hasta que, tras las elecciones de 1999 se llegara a una acuerdo de federación. A pesar del pacto, en las elecciones legislativas de 1979 CiU obtuvo menos votos que en las de dos años anteriores: sólo consiguió 484.073 sufragios. En aquella ocasión, la gubernamental UCD había formado una coalición con elementos catalanistas de orden y había mejorado los resultados respecto a 1977. Algunos de aquellos jóvenes profesionales centristas acabarían en CDC, como Joaquim Molins o Miró i Ardèvol (que del sector de UDC partidaria de fusionarse con CDC había virado a pesar de su nacionalismo acérrimo hacia la UCD de Adolfo Suárez). Ambos sería consellers en gobiernos de Pujol. En las dos convocatorias electorales, los socialistas catalanes ganaron ampliamente. Y, además, los comunistas del PSUC tuvieron unos resultados más que aceptables. La gran patronal estaba nerviosa ante la posibilidad de una «Cataluña roja».


  Antes de llegar a las primeras elecciones autonómicas desde la Guerra Civil, CiU tuvo que pasar por las elecciones municipales. Tanto a Trias Fargas como a Roca les hacía ilusión ocupar el cargo de alcalde de Barcelona, por lo que se abrió una lucha interna entre los dos. Como ninguno daba su brazo a torcer, ofrecieron la candidatura a Cullell, pero Pujol decidió que el «alcaldable» fuera Xavier Millet, hijo de Félix Millet (quien en 1960, cuando Pujol fue detenido, era presidente del Orfeó Català). Millet no consiguió la alcaldía. En las siguientes convocatorias, los candidatos de CiU serían Ramon Trias Fargas (1983), Josep Maria Cullell (1987 y 1991), Miquel Roca (1995), Joaquim Molins(1999) y Xavier Trias (2003). Ninguno de ellos conseguiría arrebatar la alcaldía de Barcelona a los socialistas.


  En aquella época, el despacho de Pujol como secretario general de CDC estaba en el Passeig de Gràcia, en una finca contigua a la sede de Banca Catalana. Muchos de los primeros trabajadores de Convergència provenían de la entidad financiera, como su secretaria personal, Rosa Bruguera, que con el paso de los años llegaría a tener un acta de diputada autonómica y se convertiría en los ojos y los oídos de Pujol en el grupo parlamentario. Al consagrarse a la política por completo, Pujol decidió que tenía que dimitir de todos los cargos empresariales, pero aun así siguió dedicando unas horas a Banca Catalana, de la que se había desvinculado oficialmente.


  Fomento tiene un plan


  Con los partidos de izquierda como ganadores, la gran patronal catalana, Fomento del Trabajo Nacional, decidió que tenía que pasar a la ofensiva. Los patronos temían un gobierno catalán rojo y separatista. Aunque algunos de sus próceres, como Juan Echevarría y Manuel Milián Mestre, formaban parte de la candidatura de Solidaritat Catalana (la Alianza Popular catalana fundada por los mismos Echevarría y Milián junto a Juan Rosell y Celdoni Sala, también de Fomento), la junta directiva de la patronal decidió ayudar a tres formaciones: CiU, Solidaritat Catalana y Esquerra Republicana. En este último caso, se trataba de restar votos a los socialistas; en los dos primeros, eran partidos de confianza del empresariado catalán, que conocía perfectamente a Pujol y a Echevarría, los cabezas de lista de aquellas formaciones.


  Además, la patronal española y el «sanedrín» de los siete grandes bancos españoles decidieron ayudar económicamente a Centristes de Catalunya (CC, la UCD catalana) y al Partido Socialista de Andalucía. No obstante, Juan José Folchi asegura que Rafael Arias-Salgado, por mandato de Adolfo Suárez, decidió debilitar a CC a fin de aupar a CiU y debilitar a los partidos de izquierda[5]. Así fue como coincidieron dos estrategias encaminadas a favorecer al partido de Pujol en detrimento de las izquierdas y de los centristas españoles.


  Desde Fomento se veía a Pujol con complicidad. «Jordi Pujol viene del mundo empresarial y la gente de Fomento se fía de él», explica Juan Rosell[6]. Rosell añade que el consejo consultivo de Fomento en 2004 estaba formado por personas de la misma generación que Pujol. Además, la patronal española, la CEOE, estaba presidida en aquellos años por Carlos Ferrer Salat, que había dado el salto de Fomento a la CEOE para modernizar esta última. Y otro dato a tener en cuenta es que en el «sanedrín» de los siete bancos españoles estaban presentes personas que conocían Cataluña, como Ricardo Tejero, que había sido delegado del Banco Central en Cataluña y que posteriormente fue asesinado por ETA.


  Todos estos factores representaron su papel en la inesperada victoria de Pujol en las primeras elecciones autonómicas de marzo de 1980. Aparte de las ayudas externas CiU consiguió aparecer como el defensor de Cataluña, sin ataduras con partidos cuyos centros de decisión al más alto nivel estaban en Madrid. Así, todos estos factores hicieron que, el 20 de marzo de 1980, para sorpresa de todo el mundo, Jordi Pujol consiguiera la victoria en las elecciones al Parlament de Catalunya. Fue un triunfo exiguo, ya que CiU obtuvo sólo cuarenta y cuatro diputados, pero fue la fuerza más votada.


  El suicidio del PSC


  La misma noche electoral, Jordi Pujol ofreció a los socialistas un gobierno de coalición. El principal objetivo de la primera legislatura era «hacer la Generalitat», por lo que el líder nacionalista consideraba que era importante el concurso del PSC. Pero los socialistas tenían que dirimir entre entrar a formar parte del gobierno o la división interna. El proceso de fusión entre el Partit Socialista de Catalunya (Congrés) de Joan Reventós, la Federación Catalana del PSOE de Josep M. Triginer y el Partit Socialista de Catalunya (Reagrupament) de Josep Verde, el sucesor de Pallach, todavía no estaba concluido, aunque el congreso de unidad se había realizado el 15 y 16 de julio de 1978. Si se había llegado al proceso de fundación del Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC-PSOE), había sido, al final, por la orden directa de Alfonso Guerra, que paralizó una rebelión entre los partidarios del PSOE y obligó a firmar el acuerdo en pleno congreso de unificación. En el nuevo PSC confluyeron diversas tradiciones del socialismo catalán: la catalanista, la obrerista y la socialdemócrata nacionalista.


  Cuando Reventós planteó la oferta de Pujol a la dirección se encontró con una fuerte oposición interna. «No pude hacer otra cosa que no aceptar la oferta. La disyuntiva era el partido unido o la entrada a la Generalitat. Nunca sabremos si nos equivocamos o acertamos», diría años más tarde Reventós. El veterano luchador por el socialismo y el catalanismo de izquierdas falleció el 13 de enero de 2004, después de ver cómo uno de sus más queridos discípulos, Pasqual Maragall, era investido presidente de la Generalitat, un cargo que en 1980 nadie dudada que sería para él, pero que nunca lo fue.


  Pero la negativa de los socialistas a entrar a formar parte del gobierno fue el golpe de gracia para el PSC, que tardaría veintitrés años en llegar a la presidencia de la Generalitat, y sólo después de la retirada de Pujol y gracias a una coalición con Esquerra Republicana e Iniciativa per Catalunya-Els Verds (formación sucesora del PSUC). Lo que no pudo ser en 1980, se hizo realidad en diciembre de 2003 después de la firma del pacto de gobierno en el gótico Saló del Tinell.


  Además, con aquella decisión de 1980, el PSC entregó a sus principales adversarios políticos la creación del gobierno de Cataluña y dejó en manos de los nacionalistas la administración autonómica, lo que facilitó todavía más la identificación de Pujol con Cataluña, un fenómeno que los socialistas nunca fueron capaces de contrarrestar. En cambio, el PSC tenía en sus manos las principales ciudades del país y, desde 1982 hasta 1996, el PSOE se hizo con el gobierno de España. Eran dos poderes que se contrarrestaban y cada uno actuaba a su manera, aunque casi nunca, sólo en contadas excepciones, de manera coordinada.


  Molinas «compra» ERC


  Aunque CiU había ganado las elecciones, la aritmética parlamentaria permitía un gobierno de izquierdas gracias a la suma de los escaños del PSC, PSUC y ERC. Pero Fomento no lo podía permitir. En el ya lejano 1980, las posturas estaban mucho más radicalizadas, tanto desde el punto de vista económico como político. Alfredo Molinas, presidente de Fomento, y Carlos Ferrer Salat, presidente de la CEOE, decidieron apoyar económicamente a Esquerra Republicana de Cataluña con un objetivo: frenar un gobierno de izquierdas. La Esquerra de Heribert Barrera recibiría unas decenas de millones a cambio de que votara a favor de la investidura de Jordi Pujol como presidente de la Generalitat.


  Algunos protagonistas de aquel episodio aseguran que ERC recibió de Fomento veinte millones de pesetas de la época, mientras que Convergència recibió cuarenta. Fomento no lo niega. Rosell asegura que los documentos sobre la actuación de la patronal catalana en las primeras elecciones autonómicas están clasificados hasta 2005. Barrera, por su parte, se limita a negar que el dinero llegara directamente de Fomento. «Sí, hubo contribuciones individuales de un millón de pesetas, pero a nosotros no nos constó jamás que vinieran de parte de Fomento. Eran empresarios interesados en colaborar con el partido»[7].


  Pujol obtuvo la investidura gracias al apoyo de los centristas y los republicanos. Los socialistas, que se habían visto ganadores, tuvieron que guardar en la nevera las botellas de champán (entonces aún no se llamaba cava) que no pudieron descorchar la noche del 20 de marzo. Como contrapartida política, Barrera sería elegido presidente del Parlament, pero ERC no se integró en el Consell Executiu. Durante su primera legislatura (1980-1984) Pujol gobernó gracias al apoyo parlamentario de ERC y de Centristes de Catalunya, que padecería en sus huestes la irrupción del pujolismo y la descomposición interna del «suarismo» y que en 1982, desapareció del mapa político; CiU pasó a ser el gran beneficiado electoral del hundimiento de la UCD de Adolfo Suárez.


  EL QUINTO PRESIDENTE


  Jordi Pujol ya era el quinto presidente de la Generalitat restaurada. Sucedía a Francesc Macià (1931-1933), Lluís Companys (1933-1940), Josep Irla (1940-1954) y Josep Tarradellas (1954-1980). Pero Pujol tenía un problema. ¿Con quién podía contar para poner en marcha la administración autonómica? Necesitaba a alguien de su entera confianza y Pujol es muy desconfiado. Pero ahí estaba su mujer, Marta Ferrusola, que tenía al hombre adecuado: Lluís Prenafeta.


  Pujol no conocía a fondo a Prenafeta, pero su mujer sí. Habían coincidido en el equipo de campaña electoral en 1977 y ambos militaban en el distrito barcelonés de Sarrià-Sant Gervasi, la zona alta de la ciudad. (CDC, que todavía no era un partido de masas, tenía en este distrito de la capital catalana un feudo con numerosa militancia). La primera vez que Pujol y Prenafeta se saludaron fue en una subasta de un tapiz, destinada a recaudar fondos para la campaña de las elecciones municipales de 1979. Los diputados estaban exentos de asistir a las reuniones de la agrupación, por lo que Pujol no participaba de las actividades locales del partido[8], pero Marta Ferrusola sí que lo hacía.


  Marta Ferrusola y Lluís Prenafeta


  Prenafeta empezó a colaborar activamente en la campaña de las elecciones autonómicas al preparar un programa de visitas a México, Venezuela, Bruselas y París. Su condición de agente comercial le permitía tener contactos, explica ahora el mismo Prenafeta. Así, Pujol inició la campaña electoral en París bajo la estatua de Danton.


  Tras las elecciones, el consejo nacional de CDC se reunió en su sede de entonces, situada en el carrer Provença de Barcelona. Prenafeta no pensaba acudir, pero recibió una llamada de Ferrusola: «El presidente quiere hablar contigo». Prenafeta, raudo y veloz, se encaminó al encuentro y, en un descanso, paseando por la calle, Pujol le hizo la oferta de ir a trabajar a la Generalitat con él. «En aquellos momentos, no podía decir que no y me comprometí a ayudarlo durante el primer año», afirma Prenafeta[9]. Al final, serían diez años de estrecha colaboración, a lo largo de los que, en muchas ocasiones, Prenafeta tuvo que asumir el papel de malo. Sería Prenafeta quien ejecutaba, a menudo con prepotencia, las órdenes y los deseos del president, aseguran diversas fuentes que compartieron los avatares de los primeros años del gobierno pujolista de la Generalitat.


  El primer decreto de Pujol como presidente fue la creación de la Secretaria General de Presidència y el nombramiento de Lluís Prenafeta para ocupar el puesto. «El decreto lo redactó Miquel Roca, pues yo no tenía ni idea de cómo hacerlo —recuerda el ahora empresario—. Cuando tomé posesión del cargo, me vino a ver el depositario general de la Diputación de Barcelona, y al irse me quiso dar un consejo: “No sé cuánto tiempo estará usted, pero por hacer puede ir a la cárcel. Por no hacer, le pondrán una medalla”, me dijo. No seguí su consejo. Decidía y actuaba y esto comporta algunos disgustos».


  Un problema con el que se encontró Prenafeta fue la tardanza de Josep Tarradellas en desalojar las dependencias personales del Palau de la Generalitat, la Casa dels Canonges. Prenafeta era el encargado de negociar la salida, pero el viejo político republicano se resistía a irse, a pesar de que la Diputación ya le tenía preparado el piso de la Via Augusta. Al final llegó el día de la entrada efectiva al despacho del presidente de la Generalitat: «Un mosso d'esquadra, Lluís Ors, nos vino a buscar a casa de Pujol en el coche oficial, un Dodge negro. Ors medía dos metros y Pujol y yo, a su izquierda y a su derecha, parecíamos una aceitera y una vinagrera. Cuando entramos en el despacho, tomamos un café y fue entonces cuando Pujol me preguntó: “¿Sabes qué es la Generalitat?”. Yo intenté contestarle, con poca fortuna, recordando el papel histórico de la institución, el programa político de Pujol… y él atajó: “La Generalitat somos tú y yo”»[10].


  A pesar de los apoyos externos de ERC y UCD, cuando Pujol accedió a la presidencia de la Generalitat, nombró a un Consell Executiu monocolor de CiU. Los doce consellers fueron: Miquel Coll Alentorn (adjunto de Presidència); Joan Vidal i Gayolà (Governació); Ignasi de Gispert (Justícia); Vicenç Oller (Indústria i Energia); Joan Guitart (Ensenyament); Max Canher (Cultura i Mitjans de Comunicació); Ramon Trias Fargas (Economia i Finances); Josep M. Cullell (Política Territorial i Obres Públiques); Josep Laporte (Sanitat); Francesc Sanuy (Comerç i Turisme); Agustí Carol (Agricultura, Ramaderia i Pesca) y Joan Rigol (Treball).


  Pero había una problema: no había nada que administrar. Las competencias todavía dependían de otras instituciones, básicamente del gobierno central, pero también de las diputaciones provinciales. Entonces empezó el proceso de transferencias y valoraciones; a partir de aquel momento, la negociación fu continua y CiU apostó por la política del peix al cove (pájaro en mano, consistente en ceder el gobierno, sin tener en cuenta la valoración económica que costaba cualquier competencia). Los primeros frutos relevantes fueron dos patatas calientes para cualquier administración. Además, tuvo que afrontar el proceso de modernización de la sanidad y de la enseñanza pública, que en el segundo caso incluía la necesidad de construir nuevas escuelas. Parte de la deuda histórica de la Generalitat se debe a que asumió estas dos competencias, que representan mucho gasto, sin mirar el coste.


  23-F: LA NOCHE MÁS LARGA


  El 23 de febrero de 1981, a media tarde, el teniente coronel Antonio Tejero Molina irrumpió en el Congreso de los Diputados. En Cataluña, a diferencia de Madrid y Valencia, no hubo tropas en las calles, aunque la jornada transcurrió con preocupación. Aquella noche significaría la consagración de Pujol como estadista.


  Esa misma tarde de 23 de febrero, el capitán general de la región militar, Pascual Galmés, hizo una visita al presidente de la Generalitat más bien protocolaria. Pujol sólo llevaba unos meses en el cargo y todas las autoridades debían pasar por su despacho; unos, para darse a conocer y, otros, para ponerse a disposición del líder nacionalista. Pasados los años, el mismo Pujol ha afirmado en diversas entrevistas que el capitán general no sabía nada del golpe. Así, cuando Pujol se enteró de la intentona, lo primero que hizo fue llamar por teléfono a la Capitanía General y preguntar al teniente general qué sucedía; éste le contestó: «No pasa nada».


  No obstante, algunos jefes en la reserva sí que se habían presentado, vestidos con el uniforme reglamentario, en el Gobierno Militar o en Capitanía. Tras una larga y tensa espera en los salones, volvieron a sus domicilios. Aún no se sabe si esperaban el triunfo del golpe o si estaban allí para apoyar la democracia; en ningún momento manifestaron ni una cosa ni la otra, vivieron aquellas largas horas en silencio, sólo roto por conversaciones banales.


  Con el gobierno y los diputados retenidos por los golpistas, algunas organizaciones políticas y sindicales, mayoritariamente de izquierdas, se prepararon para pasar a la clandestinidad; escondieron la documentación precisa y prepararon planes de fuga para sus dirigentes. Mientras que en el Palau de la Generalitat Pujol iba reuniendo a todo su consejo de gobierno, en otras instituciones catalanas sucedía algo parecido. En el ayuntamiento, el alcalde Narcís Serra, tras hablar también con capitanía, ordenó a la Guardia Urbana que apostara un coche patrulla a la salida de cada acuartelamiento militar; en el caso de observar algún movimiento, deberían informar rápidamente.


  En el Parlament, aquella tarde había reunión de junta de portavoces. Los nervios afloraron cuando se apagaron las luces después de que un ujier informara del golpe. En realidad se trataba de una simple avería eléctrica, pero nadie lo sabía. Los portavoces parlamentarios, con el presidente de la cámara, el republicano Heribert Barrera, al frente, decidieron salir a la calle y recorrer a pie la corta distancia entre el Parlament y el Palau de la Generalitat. Fueron en silencio, como en una procesión, serios los semblantes, llenos de preocupación, recuerdan ahora algunos de aquellos diputados.


  El jefe de la Policía Nacional en Barcelona, José Antonio Calleja, militar de profesión, decidió salir en un coche camuflado a dar vueltas por las calles de Barcelona para ver qué pasaba. En las calles oscuras en una tarde de febrero había menos gente de lo habitual y muchos corrían hacia sus casas.


  Los sectores ultras, por su parte, se acercaron con actitud chulesca a las sedes de los partidos para observar los movimientos de los dirigentes, pero no actuaron, aunque profirieron algunas amenazas verbales. Pujol fue taxativo en sus órdenes a los escasos mossos d'esquadra (aún dependientes de la Diputació de Barcelona) que custodiaban el Palau de la Generalitat: «Si vienen los ultras, hagan lo necesario para impedir que entren; disparen si es necesario. Si son los militares los que llegan, acompáñenlos a mi despacho».


  Pujol, estadista


  Aquella larga jornada, Pujol tuvo que vérselas con una diversidad de ofertas. El secretario general de CC.OO., José Luis López Bulla, ofreció al presidente de la Generalitat la movilización de medio millar de sindicalistas para proteger la plaça Sant Jaume de cualquier incursión de los militares. En aquella época, los agentes de los Mossos d'Esquadra que custodiaban la sede de la autonomía catalana no eran de la plena confianza de Pujol, como tampoco lo eran del resto de fuerzas políticas democráticas. Además, también hubo grupos izquierdistas que se lanzaron a la puerta del Palau de la Generalitat para pedir más armas con que defender la autonomía. De este modo emulaban a los sindicatos y a las fuerzas de izquierda que el 19 de julio de 1936 asumieron la defensa de Barcelona contra el golpe de Estado del general Franco. Pujol se negó a entregar armas al «pueblo» y también rechazó la oferta del carismático líder de Comisiones, organización que convocó una jornada de paro general para el 24 de febrero (al final, ante los acontecimientos posteriores, se desconvocó la huelga). Aquella tarde-noche hubo una fuerte discusión entre Pujol y López Bulla, y todos los que estaban en el Palau de la Generalitat pudieron oír nítidamente los fuertes gritos con que ambos defendían su postura.


  Pujol era una de las pocas autoridades democráticas que se encontraba en libertad. En un momento de decisión, llamó al Palacio de la Zarzuela para hablar con el rey Juan Carlos. Primero mantuvo una breve conversación con el teniente general Sabino Fernández Campo, jefe de la Casa Real, quien le avanzó que el golpe no contaba con el beneplácito del jefe de las Fuerzas Armadas y del Estado. Después habló con el rey y de esta conversación telefónica salió el famoso: «Tranquilo, Jordi, tranquilo», que Pujol, nada más colgar, repitió a los periodistas que hacían guardia en el Palau de la Generalitat; pese a todo, el rostro de Pujol reflejaba una profunda preocupación.


  El rey tardaba en aparecer mucho más de lo conveniente. Los golpistas habían cortado la salida de las cámaras de televisión de TVE y el jefe del Estado no pudo dirigirse a los españoles a través de la única emisora de televisión que existía en aquel momento. No lo haría hasta la una y veintitrés minutos de la madrugada del 24 de febrero, casi ocho horas después de la entrada de Tejero y sus hombres en el Congreso de los Diputados. Ante esa tardanza, Pujol tomó la iniciativa de dirigirse a la ciudadanía. En Barcelona la situación era diferente que en Madrid y los medios de comunicación públicos no sufrían la presión de militares golpistas. Así fue como Pujol habló por la radio pidiendo tranquilidad y asegurando que el golpe había fracasado y que así se lo había comunicado el rey, quien aparecería ante las cámaras de televisión ataviado con su uniforme de capitán general de los Tres Ejércitos. Mientras tanto en el Palau de la Generalitat corría el rumor de que una columna de militares circulaba por la carretera de Igualada a Barcelona. En realidad, eran militares que volvían de unas maniobras y que carecían de conexión con la intentona golpista.


  Aquella intervención radiofónica sirvió para que Pujol apareciera ante los catalanes y los españoles como un estadista. El president asumió un rol que en España muchos dudaban que pudiera tener. No aprovecho el vacío de poder para fortalecer la Generalitat con la asunción de competencias, sino que colaboró activamente con las autoridades españolas. Pero horas más tarde, sufriría una decepción: en la tarde del 24 de febrero, Juan Carlos I recibió en la Zarzuela a los líderes de los principales partidos: Adolfo Suárez, Felipe González, Santiago Carrillo y Manuel Fraga, la Jefatura del Estado no había convocado a ningún representante de CiU ni del PNV.


  Una de las anécdotas de aquella larga noche la explicaría, años más tarde, Josep Maria Coll Alemany, el hijo de Miquel Coll Alentorn, que entonces era adjunto a la Presidència de la Generalitat.


  
    Creo que fueron pocos los consellers que se quedaron toda la noche dando apoyo al gobierno de la Generalitat. Y, además, cuando de madrugada la situación no se había resuelto del todo, porque todavía tardó unos horas más, [Miguel Coll Alentorn] propuso al presidente Pujol que él, el presidente Pujol, se fuera a descansar a casa y le dijo: «Presidente, el día que ahora comenzamos será tan duro como la noche que acabamos de pasar, por tanto, debe estar en buena forma, váyase a descansar y, cuando quiera, regrese, que entonces lo haré yo también». Siendo adjunto a la Presidencia quedó como responsable del gobierno de la Generalitat durante tres, cuatro horas, mientras el president Pujol se tomaba un mínimo descanso»[11].

  


  A pesar del fracasado golpe, éste tuvo como consecuencia la llamada armonización autonómica. Uno de los argumentos esgrimidos por los golpistas, el peligro de la ruptura de España, fue asumido por las fuerzas políticas españolas mayoritarias, que propugnaron la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA). El mismo Pujol recuerda ahora, después de veintitrés años, que en diciembre de 1980 un alto cargo de UCD le aseguró que ya se habían acabado las transferencias[12].


  Sobre el general golpista Alfonso Armada, que había sido preceptor del rey, Pujol asegura que cuando el gobierno de la UCD nombró gobernador militar de Lleida a Armada, el mismo Suárez le había avisado de que no se fiara de él. Asimismo, en una cena con Armada en la Casa dels Canonges semanas antes del golpe, Pujol mostró su preocupación por el rumbo que podía tomar el gobierno español con Leopoldo Calvo-Sotelo como presidente[13], y Armada aseguró que Calvo-Sotelo nunca ocuparía el cargo. Aunque aquella noche Pujol no dio importancia al comentario, tras el 23-F comprendió a qué se refería Armada, conocido como el «elefante blanco» del golpe de mano de Tejero y del capitán general de Valencia, Jaime Milans del Bosch.


  El general Armada, por su parte, se había granjeado la confianza de algunos líderes políticos catalanes, sobre todo socialistas. Así, el 22 de octubre de 1980, tras ser nombrado gobernador militar en Lleida, Armada almorzó con Enrique Múgica en la casa del alcalde de Lleida, Antoni Siurana. En aquellos momentos, Múgica era el número tres del PSOE tras Felipe González y Alfonso Guerra y era el especialista en asuntos de Defensa en el Partido Socialista.


  Durante el almuerzo, al que también había sido invitado Joan Reventós, líder del PSC, la conversación versó sobre el grave momento político que estaban viviendo y la actitud del Ejército[14]. Hablaron sobre cómo salvar la situación mediante un gobierno de concentración presidido por un general, aunque antes Adolfo Suárez debía dimitir. «el PSOE estaba muy dispuesto a ello y aceptaba que el elegido fuera el general Armada»[15]. Pero el general Armada, en su testimonio a Jesús Palacios, niega esta afirmación y asegura, en cambio, que Múgica sólo quería conocerlo. Armada dio cuenta del almuerzo a su superior jerárquico, el capitán general de la IV Región Militar, el teniente general Pascual Galmés. Desde el PSC y en el PSOE siempre se ha negado que aquella comida sirviera para aceptar al general Armada como presidente de un gobierno de concentración de todas las fuerzas políticas que asumiera el mando ante la grave crisis económica y social y los atentados terroristas casi diarios.


  La idea de un gobierno de concentración fuerte también era apoyada por otros sectores, como la patronal española, e incluso por Josep Tarradellas, el ya retirado presidente de la Generalitat.


  5


  Banca Catalana II: «¡Una jugada indigna!»


  Pujol tiene la suerte de que este tipo de delitos prescribe a los cinco años, se ha salvado por los pelos.


  ALFONSO GUERRA, en aquella época vicesecretario general del PSOE y vicepresidente del gobierno, durante un mitin electoral el 27 de abril de 1984, un mes antes de la presentación de la querella contra Pujol


  En todas sus actuaciones, el ministerio fiscal se rige inspirado por los principios de legalidad, imparcialidad e independencia funcional, con plena autonomía en cuanto a su que hacer profesional […], principios estos que han guiado su actuación en el presente caso.


  Nota de la COMISIÓN PERMANENTE DE LA ASOCIACION DE FISCALES, SECCIÓN CATALUÑA, en apoyo a Carlos Jiménez Villarejo y a José María Mena, 1984


  Pocos son los que en la actualidad no consideran que la quiebra de Banca Catalana era absolutamente previsible. La crisis de Banca Catalana arrancaba de las participaciones industriales de su grupo, de la improductividad de muchos de sus activos inmobiliarios y de la discutible gestión técnica de sus rectores. Arrancaba de lejos, del mismo momento en que la crisis económica general producida por el cambio energético de 1973 repercutió en la industria y en el sector inmobiliario. Mientras la economía mundial iniciaba una ola recesiva, los rectores de Catalana seguían apostando fuerte por la industria en que participaban y, lo que era más arriesgado, absorbían otros bancos catalanes en dificultades. La última y decisiva etapa de la crisis de Banca Catalana se inició en las navidades de 1981, a pesar de que el estallido fue en junio de 1982.


  Aunque cuando accedió a la presidencia de la Generalitat en 1980 Jordi Pujol se consideraba completamente desvinculado de Banca Catalana, el fantasma de la entidad que había utilizado para «fer país» durante más de veinte años y que le había permitido crear la red territorial que serviría de base para ser elegido como primer mandatario catalán le perseguiría durante los veintitrés años y medio en que fue el inquilino oficial de la Casa dels Canonges. Y ese fantasma no iba a tardar en manifestarse. Si en la noche del 23 de febrero de 1981, durante el golpe de Estado de Tejero, la actuación de Pujol había configurado en la mentalidad de los catalanes y de buena parte de los españoles una sólida imagen de estadista, la actuación de dos fiscales independientes, Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena, obligaría al presidente catalán a recurrir nuevamente a las viejas tácticas de agitador. La previsible quiebra de Banca Catalana hizo que Pujol se instalara definitivamente en el discurso victimista y explotara hasta la náusea su propio martirologio. El caso Banca Catalana dividiría a la sociedad de Cataluña entre los que consideraban a Pujol intocable e identificaban cualquier crítica al presidente de la Generalitat como un ataque al país y aquellos que defendían que un delincuente económico se había colado en el Palau de la Generalitat y había que desalojarlo por cualquier medio. Para Pujol, la administración de Justicia española se presentaba como la que siempre había perseguido a su familia, así que había que reactivar los mecanismos más eficaces para eludirla.


  CRÓNICA DE UNA QUIEBRA ANUNCIADA


  La inspección del Banco de España


  Entre octubre de 1980 y mayo de 1982, el Banco de España había realizado una inspección del Grupo Catalana y había hallado una insuficiencia de los recursos propios y la falta de rentabilidad de algunos de los activos, como ciertas inversiones inmobiliarias que el grupo había recomendado realizar, que generaban unas pérdidas anuales de 1.670 millones de pesetas en concepto de intereses crediticios no satisfechos. El 22 de septiembre de 1981, la inspección del Banco de España había descubierto un desequilibrio patrimonial de 6.762 millones de pesetas. En conjunto, hubo un desacuerdo en la valoración de los desequilibrios, pero el hecho es que el consejo de Catalana tenía sobrevalorados muchos de sus activos.


  Había que recomponer el equilibrio patrimonial urgentemente, pues el estallido de las crisis del Banco de Pirineos —en diciembre de 1981— y de la Banca Mas Sardà, poco después de la Pascua de 1982, intensificaban el clima de desconfianza en el mundo económico catalán. Eso sólo podía hacerse con recursos frescos, y el consejo de Banca Catalana no dudó en recurrir directamente al presidente de la Generalitat, y antiguo promotor del grupo. Durante el mes de mayo de 1982, Jordi Pujol realizó, directa y personalmente, una serie de gestiones con las principales cajas de ahorros catalanas, como había hecho también en el caso de la Banca Mas Sardà, para intentar que el control de la entidad no saliese de Cataluña.


  La primera de esas entidades, La Caixa de Pensions, dirigida por Josep Vilarasau, valoró en un primer momento la idea de ayudar en solitario al grupo bancario y hacerse con su control. Existía un precedente: en noviembre de 1979 había adquirido acciones de Catalana por un nominal de trescientos millones de pesetas que habían sido valoradas y pagadas al 300 por ciento, lo que representaba un paquete del 7 por ciento del capital y le daba derecho a un representante en el consejo, que nunca nombró. Se trataba de una operación para apoyar al grupo en un momento de dificultades; después le sucederían otros apoyos hipotecarios. Existía también una dificultad: la normativa legal impedía que las cajas tomaran participaciones bancarias superiores al 15 por ciento del total del capital. Pujol nunca perdonaría a Vilarasau su negativa final.


  El proyecto lanzado desde Catalana y la Generalitat no apuntaba, ni mucho menos, a una cesión de control. Desde una valoración seguramente optimista de la dimensión de la crisis, se pretendía más bien un salvavidas temporal. La iniciativa, en todo caso, correspondía al grupo Catalana y a la propia presidencia de la Generalitat, que optaron por un apoyo diversificado y acudieron no sólo a las cajas de ahorros de la Federación Catalana, sino también a representantes de diversas grandes empresas. Significativamente no hubo contactos directos con la Caja de Ahorros Provincial de Barcelona, la posterior Caixa Catalunya. La explicación es sencilla: precisamente en aquellos momentos se renovaba el consejo de la entidad, cuyo organismo tutelar era la Diputació de Barcelona, en manos de la izquierda. El 27 de mayo, el pleno de la Diputació de Barcelona nombraba a los ocho representantes a los que tenía derecho, entre ellos al catedrático de Hacienda Josep Lluís Sureda, quien posteriormente sería elegido presidente por el consejo de administración.


  Este consejo, en planteamiento coincidente con el de la línea ejecutiva encarnada por el director general, Joan Bilbao, defendería en las posteriores reuniones de la Federació Catalana de Caixes que el ahorro popular depositado en este tipo de instituciones, no exactamente públicas pero tampoco privadas, no debía acudir a restañar las heridas de los capitales privados, ni intervenir en instituciones de tradición e identidad diversa: las cajas eran «bancos de familia» y los bancos, otra cosa.


  Otras cajas, bien porque eran partidarias de convertirse en «bancos universales» y no tenían por tanto inconveniente en participar en instituciones bancarias, bien porque consideraban importante para el país la consolidación de primer grupo bancario de Cataluña, eran más proclives a participar en el programa de ayuda. Mientras esto se discutía y el fantasma de unas elecciones anticipadas recorría España, apareció de improviso un torpedo que alcanzaría a la línea de flotación del programa de salvación y de la propia entidad. El viernes 11 de junio, el boletín confidencial de una agencia de noticias anunciaba que un importante grupo bancario catalán iba a suspender pagos en las horas siguientes.


  El rumor llegó a la calle ese mediodía con el informativo en catalán de Televisión Española. Los rectores de Banca Catalana cayeron en la trampa del desmentido y señalaron que no se trataba de Catalana. Un mentís añadido del Banco de España no evitó que el depositante medio, desconfiado por la pérdida de depósitos sufrida por los clientes del Banco de los Pirineos, frunciese el ceño y acudiese a las ventanillas a retirar sus fondos. En cuatro días la retirada de depósitos se situó cerca de los diez mil millones de pesetas.


  La mañana del sábado fue de espanto, pese a las explicaciones de los empleados y la liquidez absoluta conseguida gracias a la ayuda de La Caixa y del Banco de España, que dispuso en la plaça de Catalunya un camión de seguridad que contenía mil millones de pesetas para achicar agua si hacía falta. Hizo falta. Entre el lunes 14 de junio y el miércoles 16 se produjo una retirada de depósitos que creció en progresión geométrica hasta llegar a una cifra cercana a los ya citados diez mil millones de pesetas.


  Puesto que la situación reclamaba medidas urgentes, se produjo entonces la primera intervención pública de la Generalitat. El conseller de Economia i Finances, Ramon Trias Fargas, emitió el mismo día 16 una nota oficial en la que manifestaba que los rumores carecían de fundamento y anunciaba las líneas maestras del programa de salvación que se estaba negociando: «Banca Catalana va a proceder a reforzar sus recursos propios, el Banco Industrial de Cataluña a sanear los resultados de ciertas participaciones industriales y el grupo bancario a concretar su actuación gerencial en un número más reducido de bancos». El Banco de España apoyaba la nota indicando oficialmente que «consideraba positivamente el programa de actuaciones que Banca Catalana va a emprender».


  La extraña donación y el intento frustrado de salvación


  Por aquellas fechas, Jordi Pujol —quien en 1977, simultáneamente a su incorporación a la vida política de partido, había abandonado oficialmente la vicepresidencia de Catalana—, ya había cedido sus acciones personales a la Fundació Catalana. Pujol poseía directamente en torno a un 5 por ciento del capital social de Catalana, lo que a finales de 1981 habría supuesto 285 millones nominales y el triple de esa cantidad, según la cotización media del colegio sindical, dado que las acciones de Catalana no cotizaban en Bolsa, y su valor se fijaba tradicionalmente desde la secretaría de la entidad. Pero Pujol no hizo pública esta donación (si bien dio cuenta de ello a las autoridades monetarias); si lo hubiera hecho habría tenido las manos más libres para actuar decididamente en favor del grupo, y habría despejado las críticas basadas en que los políticos deberían realizar declaraciones públicas de bienes al entrar y al salir de sus cargos.


  El inexplicable silencio sobre este punto podría haberse debido a que prefirió no complicar el asunto, al temor de aparecer ante el electorado como un hombre súbitamente empobrecido o al hecho de que la cesión se hizo a la Fundació Catalana para promover tareas culturales en el mundo de la medicina, la sociología y la agricultura, y uno de cuyos directivos, Joan Rosell, sería posteriormente el gerente de la campaña electoral de Convergència i Unió.


  Las fechas apremiaban —la junta de Banca Catalana estaba fijada para el día 30 de junio— y el plan de ayuda al grupo sólo estaba esbozado. La actividad de Jordi Pujol en esos días fue ingente. Logró personalmente que las dos grandes cajas (la de Pensions y la de Barcelona) accedieran a suscribir bonos canjeables de la entidad en crisis, y se entrevistó, al igual que Trias Fargas y algunos consejeros del grupo, con algunos destacados empresarios catalanes con objeto de insistirles vehementemente para que suscribiesen la emisión de bonos y, en algunos casos, para que se incorporasen al consejo de administración.


  Razones, insistencias y sentido de responsabilidad se conjugaron para que el día de la junta la salida de la crisis quedase suficientemente planteada. La emisión de bonos sería de 5.700 millones, 3.500 de los cuales los cubrirían las diez cajas catalanas, salvo la de Catalunya. La mitad del consejo se renovaba, con la dimisión de algunos de los hombres más vinculados a Jordi Pujol entre ellos, Francesc Cabana y el responsable de deportes de la Generalitat, Josep Lluís Vilaseca, así como de Raimon Carrasco, que dejaba la presidencia. Se prometía un plan de saneamiento y reordenación del grupo bancario; el nuevo consejo, presidido por Eusebi Díaz-Morera, aplicaría este programa y encargaría una auditoría a la firma independiente Price Waterhouse. Durante el mes de julio se consiguió frenar la fuga de depósitos y el nuevo equipo gestor emprendió la recuperación de los que se habían perdido y la emisión de bonos.


  Lo que parecía un asunto solucionado, sin embargo, acabó siendo una bomba de relojería, ya que pocas semanas después el resultado de la auditoría indicó que la situación financiera del grupo era mucho peor de la que se suponía: el desequilibrio entre activos sobrevalorados y activos improductivos se calculó en 138.000 millones de pesetas. Además, la emisión de bonos había resultado insuficiente. Así, se abrió una nueva etapa en la que un nuevo programa de reflotación del grupo, presentado el 11 de septiembre al Banco de España, y que incluía importantes peticiones de ayuda a aquella institución, no sería aprobado, entre otras razones porque no incluía el traspaso de Catalana al Fondo de Garantía de Depósitos.


  El 21 de octubre de 1982, los siete grandes de la banca se reunieron para tratar conjuntamente el asunto. Mientras, crecieron los rumores sobre la difícil solución de la crisis —que ya se habían disparado con el rechazo del plan de saneamiento por parte del Banco de España—, lo que se tradujo en una nueva fuga de depósitos. Ante esta situación, el 2 de noviembre de 1982 los consejeros nombrados a finales de junio, que en septiembre habían sido designados administradores, presentaron la dimisión y el Banco de España tomó el control de Catalana


  Durante los meses de noviembre y diciembre se celebraron unas tumultuosas juntas de accionistas de Catalana, el BIM y la entidad que controlaba las participaciones industriales del grupo, el BIC. El desequilibrio, del que en 1981 sólo se había descubierto una pequeña parte —los 6.762 millones de pesetas ya citados—, se cifró oficialmente en 129.112 millones de pesetas, pero las asambleas no aprobaron la propuesta de algunos accionistas de exigir responsabilidades al antiguo equipo directivo.


  En 1983, el grupo Catalana pasó a manos de un pool formado por los grandes bancos españoles, aunque fue el Banco de Vizcaya el que asumió la gestión, con Antoni Negre y Alfredo Sáenz como máximos ejecutivos. En conjunto, el Banco de España concedió ayudas crediticias por valor de 125.000 millones de pesetas y el Fondo de Garantía de Depósitos otras cantidades en diversos conceptos, hasta superar globalmente los trescientos mil millones de pesetas. Todo aquel flujo de dinero salió de las arcas públicas.


  UNA QUERELLA EXPLOSIVA


  La crisis de Banca Catalana costó al Banco de España y al Fondo de Garantía de Depósitos, la entidad que sirve de «hospital» de las entidades financieras, más de trescientos mil millones de pesetas. Los analistas del momento consideraban que la crisis era consecuencia de un crecimiento excesivamente rápido. Un grupo de financieros e industriales catalanes, con la familia de Jordi Pujol al frente, había comprado por doce millones de pesetas la pequeña Banca Dorca, de Olot, el 18 de marzo de 1959. En aquel momento, la Banca Dorca tenía cuarenta y seis millones de pesetas en depósitos y dos millones de capital desembolsado. Junto a los Pujol (Jordi y su madre, Maria Soley, en representación de su marido, Florenci), participaron Francesc Cabana, cuñado de Jordi Pujol, Jaume Carner, el industrial textil Martí Rosell, el industrial Ramon Miquel, el notario Enric Gabarró, Màrius Almirall, Francesc Veciana, Francesc Recasens, Lluís Montserrat, Josep Maria Miró, Salvador Casanovas, el abogado de Pujol y el socio de Florenci Pujol en la pequeña empresa de bolsa y cambio de divisas, David Tannembaum, que compró las acciones a través de su esposa, Ruth Kischner.


  En aquellos años, Pujol ya había realizado diversos estudios sobre los déficits estructurales de Cataluña y la falta de un banco catalán era uno de los puntos negros a los que pensaba que se debía buscar una solución; siempre tuvo claro que era imprescindible fundar una entidad financiera que ayudara al país: «Queríamos crear un banco comercial al servicio de Cataluña», afirma Francesc Cabana[1].


  Finalizada la Guerra Civil, el Hispano Colonial pasó a la órbita del Central, y ante la política del gobierno de Franco, que no daba permisos para constituir nuevas entidades financieras, la única manera de crear un banco catalán era comprar otro que ya existiera.


  Cabana —casado con Maria Pujol, la hermana menor de Pujol que tendría un fuerte protagonismo en Banca Catalana—, recuerda que los propietarios de la Banca Dorca tenían encima de la mesa dos ofertas: la de la familia Pujol y otra de Banesto, que también pujaba para adquirirla. «A pesar de todo, la familia Dorca se había comprometido con Florenci Pujol y mantuvo la palabra que había dado»[2].


  Florenci Pujol, el padre de Jordi Pujol, era conocido como el «Pujolet de la Borsa». Junto a su socio Moisés David Tannembaum, en la década de 1950 se dedicaba a la compraventa de divisas, algo mal visto por las autoridades franquistas, que aún seguían optando por la autarquía; aún no habían llegado al poder los tecnócratas del Opus Dei que apostarían por los planes de desarrollo. Así recordaba el industrial textil catalán Manuel Ortínez al padre de Jordi Pujol:


  
    Tennembaum y Pujol eran importantes. Ellos me proporcionaban las divisas, y yo necesitaba muchas. Florenci Pujol era un hombre muy simpático, con una mirada irónica y maliciosa, de pícaro inteligente. Con aquella mirada sólo era necesario decir «Florenci», para que él estuviera interesado y te preguntara inmediatamente si necesitabas dos o diez. El judío David Tennembaum era su socio y las operaciones se realizaban con total seguridad en el mercado libre de Tánger, único mercado de la peseta[3].

  


  El trabajo de cambio de divisas les trajo problemas con las autoridades: en 1959 Florenci Pujol y David Tennembaum fueron condenados por evasión de capitales a Suiza, según aparece en el BOE del 9 de marzo de 1959. Por esta razón tuvieron que ser sus esposas, Maria Soley y Ruth Kischner, las que formaron parte del consejo de administración de Banca Catalana en representación de sus respectivos maridos.


  En el primer consejo de administración de Banca Catalana no aparecían los Pujol, ni el padre ni el hijo. Tampoco estaba Francesc Cabana. En cambio, los hombres que sí que figuraban en el nuevo banco eran Jaume Carner, Ferran Ariño y Salvador Casanovas (el abogado que había defendido a Jordi Pujol en el consejo de guerra por «els fets del Palau»). El banco también fue posible gracias a las aportaciones económicas de un grupo de industriales catalanes como Joan B. Cendrós, Antoni Forrellad, Víctor Seix y los Valls Taberner.


  Nada más hacerse cargo de la gestión —sólo habían transcurrido cuatro meses—, la junta de accionistas decidió una ampliación de capital de cuatrocientas acciones, el mismo número de acciones con las que contaba la entidad. Fue la familia Pujol la que más compró: Cabana adquirió 80; Maria Soley, 74; la esposa de Tennembaum, 58; Jaume Carner, el nuevo presidente, casado con una hermana de Cabana, 30; y Jordi Pujol compró 28 títulos. La familia Pujol era pues la que controlaba el paquete mayoritariamente.


  Con la entrada de Pujol en la cárcel de Torrero se truncó la iniciativa de convertirlo en consejero delegado. Aun así, siguió moviendo los hilos de la entidad gracias a las visitas semanales que recibía de su padre. Los industriales. Antoni Rosell y Víctor Seix se incorporaron al consejo de administración tras la condena de Pujol.


  La primera expansión de Catalana se inició abriendo oficinas en capitales de comarca, hasta la construcción de la primera sede central propiedad del grupo, en el número 84 del Passeig de Gràcia de Barcelona. El crecimiento experimentado por Catalana en veinte años fue espectacular: de los nueve empleados de 1959, pasó a tener más de mil en 1971 y el capital social pasó de los veintiún millones de pesetas de 1961 a mil quinientos millones diez años después[4]. El lema de la sociedad, «Banca Catalana, voluntad de renovación y servicio», caló hondo en la sociedad catalana.


  La primera oficina de Catalana en Madrid no pudo abrirse hasta 1973 y la entidad tuvo que pagar tres peajes para que las autoridades monetarias de la dictadura dieran el permiso: en primer lugar el servicio de estudios tuvo que elaborar un informe sobre la economía española encargado por el Ministerio de Hacienda; en segundo se vio obligada a depositar doce millones de pesetas en una sociedad llamada Financiera del Duero, vinculada a jerarcas del régimen dictatorial y, finalmente, debió destituir a Josep Andreu Abelló del cargo de consejero[5]. Andreu había sido presidente del Tribunal de Casació de Catalunya durante la República. Después de estar exiliado en Francia, en México, nuevamente en Francia y finalmente en Tánger, donde tenía un banco llamado Inmobiliario y se dedicaba al cambio de divisas, al igual que Florenci Pujol y Moisés David Tennembaum, este abogado con su puro siempre en los labios y corbata de lazo, regresó a Barcelona y pasó a ser el hombre de la histórica ERC en la capital catalana. Nunca escondió su filiación política, por lo que los jerarcas del régimen no lo podían soportar. Andreu Abelló terminaría en el PSC después de resultar perdedor en un enfrentamiento interno con Heribert Barrera por el poder de ERC. Las autoridades franquistas no perdonaron su pasado republicano y le pidieron la cabeza a Pujol. Sin remordimientos, el banquero asumió las tres condiciones del peaje, incluida la corrupción y la destitución de Andreu Abelló, a pesar del amplio conocimiento que éste tenía sobre las transacciones monetarias internacionales.


  Pero veintidós años después de que la familia Pujol se embarcara en la construcción de un banco, aquella pequeña entidad se había convertido en un importante grupo que comprendía siete bancos y gestionaba unos depósitos globales de 260.000 millones de pesetas. El rápido crecimiento de Banca Catalana había funcionado durante los años del «desarrollismo», pero se estancó desde 1974 debido al descenso de la demanda de suelo industrial y de vivienda, y a los problemas urbanísticos y sociales resultantes de la grave crisis económica que se vivió en Cataluña y España.


  Además, coincidiendo con el inicio de la primera crisis del petróleo en 1973, Pujol y su equipo habían puesto toda la carne en el asador para consolidar la imagen de la entidad financiera, y se habían embarcado en la construcción de una nueva sede social, un gran edificio de cuarenta mil metros cuadrados en la Diagonal de Barcelona, casi enfrente de la nueva sede de La Caixa. El edificio no sería inaugurado hasta 1980, cuando Catalana ya estaba inmersa en la crisis, y la entidad se vio obligada a alquilar buena parte de las oficinas. Al final, el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA), que acabó siendo el propietario de Banca Catalana, lo vendió en 2002 a la editorial Planeta.


  Durante la década de 1970, los directivos de Catalana, que no supieron valorar debidamente la crisis industrial e inmobiliaria, compraron, en una huida hacia adelante, el Banco de Gerona (1975), el Banco de Barcelona (1977) y el Banco Industrial del Mediterráneo (BIM, 1979), aunque, como asegura Cabana, que era uno de los máximos gestores del banco, tanto en el primer caso como en el tercero la compra se hizo a instancias del Banco de España[6]. Además, el grupo insistió en una política de inversiones industriales, a través del Banco Industrial de Cataluña (BIC), que lo llevaría a la crisis.


  El BIC había sido fundado en 1965 por un grupo de industriales catalanes. El primer ejecutivo, Manuel Ortínez, abandonó pronto el proyecto, cuando fue nombrado presidente del Instituto Español de Moneda Extranjera, un organismo dependiente del gobierno franquista. Entre los empresarios que participaban en el BIC estaban Antonio Puig, Manuel Raventós, Pere Corberó, José María Bultó, Domingo Valls Taberner, Andreu Ribera Rovira (que sería el presidente), Eusebio Bertrand Serra, Oleguer Soldevila, Enrique Masó, Antoni Forrellad, Raimon Carrasco y el primer presidente de Banca Catalana Jaume Carner.


  La intención de Pujol era convertir el BIC en la marca industrial de su proyecto bancario y utilizarlo para intervenir en la empresa catalana. Pedro a partir de 1973, con la grave crisis industrial, el BIC inició un rápido declive, aunque siguió concediendo préstamos a empresas sin futuro. Muchas de esas órdenes se realizaron a pesar del informe negativo de los responsables, pero la dirección asumía el riegos con una firma «PC», que nunca nadie supo qué significaba, aunque algunos lo interpretaron como «per Catalunya» o «per collons» («por cojones»).


  La expansión de Catalana supuso una lucha con José María Ruiz-Mateos para hacerse con el control de pequeñas entidades. Así, el Banco de Expansión Comercial, de Capellades, pasó a la órbita de Catalana en 1971. El banco de la familia Pujol también consiguió el control del Banco Mercantil de Manresa después de comprar la participación a Josep Maria Santacreu, un industrial amigo de Manuel Fraga Iribarne. A pesar de que el Banco de Barcelona y el Banco de Gerona atravesaban dificultades muy serias, Catalana insistió en hacerse con el control de los mismos, aunque, como ya se ha indicado, parece ser que en el primero de los casos fue a instancias del Banco de España, que en 1979, al final de aquel periodo de expansión, también obligó a Catalana a asumir el BIM, inmerso en graves problemas financieros: tenía un agujero de unos 28.000 millones de pesetas. La oposición socialista de entonces vinculó la operación a los favores políticos entre UCD, que gobernaba España en minoría, con CDC, que le prestaba su apoyo en el Congreso de los Diputados.


  Por si eso fuera poco, además de comprar pequeños bancos catalanes, Banca Catalana empezó a adquirir entidades de fuera de Cataluña, como el Banco de Asturias, el Banco de Alicante y el Banco de Crédito e Inversiones de Galicia.


  Durante las décadas de 1960 y 1970, Jordi Pujol promocionó y financió actividades políticas, sociales, periodísticas, culturales y deportivas. En su despacho del Passeig de Gràcia, recibía a los peticionarios y decidía si otorgaba un crédito o bien daba dinero a fondo perdido.


  El proyecto en el que Banca Catalana se implicó más fue la Gran Enciclopèdia Catalana. Nacida en Edicions 62 de la mano de Max Canher —conseller de Cultura en 1980—, pronto se encontró en un momento difícil a causa de la financiación. La entrada de Pujol supuso una reducción de la plantilla de ciento veinte personas (pasaron de ciento cincuenta personas a sólo treinta) y el relevo del director: Joan Carreras, entonces director de la edición en español de Larousse, sustituyó a Jordi Carbonell, que pretendía una edición de calidad excelente[7]. Entre los redactores afectados por los despidos estaban entre otros, Raimon Obiols, que lideró el PSC entre 1983 y 1996. La Gran Enciclopèdia Catalana se mantuvo en números rojos hasta la conclusión de su último volumen, cuando empezó a ser rentable. Actualmente, Enciclopèdia Catalana es el holding del que penden diversas iniciativas editoriales, vinculadas al mundo nacionalista convergente.


  Otra actuación fue la inversión en Estudis i Investigacions, S.A. (EISA), una entidad formada por profesores universitarios que había sufrido represalias por «rojos y separatistas». Jordi Solé Tura, entonces dirigente comunista y posteriormente ministro de Cultura del PSOE, era uno de los promotores. Aunque Pujol inició la financiación de esta «universidad paralela» a la oficial, al final le retiró la subvención.


  
    La causa principal de la extinción de EISA fue un incidente político que prefiguró muchas de las cosas que sucedieron en Cataluña en años posteriores. En junio de 1968 Jordi Pujol planteó al consejo de administración dos temas decisivos: la falta de rentabilidad económica de la sociedad y la indefinición de su orientación general, es decir, política e ideológica. El tema aparentemente decisivo era la falta de rentabilidad económica, argumento que nos sorprendió a todos porque desde el primer momento sabíamos que aquella empresa no sólo no tendría beneficios sino que funcionaría con grandes dificultades financieras y por eso nunca se había planteado su existencia y su funcionamiento en términos de beneficios empresariales. En realidad la cuestión que realmente preocupaba a Jordi Pujol era la otra, la definición política e ideológica del centro, y muy pronto se puso de manifiesto que lo que él esperaba de EISA era su definición como centro de estudio y de difusión del nacionalismo catalán. La propuesta provocó la reacción inmediata de la mayoría del profesorado, que entendía que EISA era un centro básicamente antifranquista en cuyo seno tenían que convivir concepciones plurales, nacionalistas o no. La reacción se convirtió en pelea y finalmente Jordi Pujol planteó las cosas con toda la claridad; o EISA era realmente lo que él quería o retiraba la aportación económica[8].

  


  Son palabras de Solé Tura. Como el profesorado no se plegaba a sus exigencias, Pujol retiró la subvención, y EISA dejó de existir un año y medio después de su puesta en funcionamiento. Unos meses antes, Solé Tura había publicado Catalanisme i revolució burgesa, que Pujol consideró un ataque directo a su propia concepción del nacionalismo.


  La crisis de Banca Catalana parecía cerrada, pero llegó la primavera de 1984 y la fiscalía concluyó la investigación de las cuentas de la entidad que había iniciado el segundo semestre de 1983. En un principio, la querella se había dirigido sólo a tres miembros del consejo de administración entre 1977 y 1982. Pero una iniciativa del fiscal Jesús Vicente Chamorro (ajeno al caso), el bailarín Antonio Gades, el periodista y escritor Raúl del Pozo y tres ciudadanos más (Raúl García Alonso, José Díaz y José Manuel Cervino) hizo que se profundizase en la investigación y se decidiera imputar a todos los administradores[9].


  En Cataluña se habían convocado entonces las segundas elecciones autonómicas, que se celebraron el 29 de abril, y en las que Jordi Pujol demostró su autoridad al obtener la mayoría absoluta. Pero desde la fiscalía se seguía trabajando en el caso. Al final, ante las reticencias del fiscal jefe de la Audiencia de Barcelona, Alejandro Sanvicente, fue el mismo fiscal general del Estado, Luis Antonio Burón Barba, quien dio su conformidad a la querella. La implicación de Pujol fue objeto de una dura controversia.


  Cabana tiene su particular visión de lo que sucedió en la primavera de 1984: «Mariano Rubio, un hombre deshonesto, y Miguel Boyer, son los dos hombres que abonan la presentación de la querella. Rubio había elaborado un mapa de concentración bancaria en el que Banca Catalana no aparecía y debía ser engullida por uno de los grandes. El Banco de España nunca ayudó a Catalana, a diferencia de otras entidades que estaban en igual o peor situación», explica[10]. Cabana reconoce que el BIC sí que tenía problemas por la crisis económica, pero asegura que Banca Catalana, en cambio, gozaba de una buena salud. «Banca Catalana era un banco profesional, normal, con un buen servicio de estudios», dice ahora, veinte años después de la presentación de la querella, y cita a diversos economistas que pasaron por el servicio de estudios de la entidad: Lluís Armet (miembro del Tribunal de Cuentas y ex diputado y senador del PSC); Narcís Serra (ex vicepresidente del gobierno del PSOE), Ernest Lluch (ex ministro de Sanidad de Felipe González asesinado por ETA en 2000 y al que el propio Cabana atribuye un desleal apoyo al trabajo de los fiscales de Banca Catalana); Antoni Castells (catedrático de Economía y conseller de d'Economia i Finances del gobierno de Pasqual Maragall); Carles Gasòliba (ex eurodiputado de CiU y senador desde marzo de 2004); y Armand Carabèn (economista que como gerente del Barça en 1973 tuvo una importante participación en el fichaje de Johan Cruyff como jugador)[11].


  Asimismo Cabana niega que Banca Catalana se dedicara al mecenazgo de actividades patrióticas, aunque reconoce que dio créditos políticos a todos los partidos «menos a Convergència». No obstante, en la entrevista mantenida con los autores el 10 de febrero de 2004, Cabana recuerda que a menudo Jordi Pujol concedía «algún crédito» para realizar ciertas actividades, pero que cuando pasaba eso avalaba personalmente la operación con su cuenta corriente. Sobre la oferta del Banco de España a La Caixa para que se quedara con los activos de Banca Catalana (realizada a principios de 1983, antes que el grupo pasara a manos del pool de los grandes bancos), Cabana asegura que fue Josep Vilarasau quien se negó a hacerse cargo de la entidad. Matiza, sin embargo, que «no había precedentes, entonces, del hecho de que una caja de ahorros comprara un banco», y recuerda que era Banca Catalana la que representaba a La Caixa en el extranjero y la que realizaba las operaciones de divisas. El Banco de Sabadell también rechazó la indicación del Banco de España.


  Cabana tiene claro quién fue el que abonó desde el PSC la presentación de la querella. «Fue Narcís Serra», asevera, y considera que aquella acción del entonces ministro de Defensa provocó duros enfrentamientos en el seno del PSC. «Tengo muy claro que si Jordi Pujol no hubiera sido el presidente de la Generalitat no había existido ni la crisis ni la querella posterior»[12], afirma.


  Dos fiscales quisquillosos


  Tras largos meses de paralización, la investigación sobre las irregularidades en la anterior gestión de Banca Catalana fue encomendada a los fiscales de la Audiencia de Barcelona Carlos Jiménez Villarejo y José María Mena. Al final de un largo estudio, en el que utilizó como instrumento esencial de trabajo un extenso informe del Banco de España, los dos fiscales culminaron su trabajo el 24 de abril; sin embargo el fiscal jefe, Alejandro Sanvicente, que no asumía las tesis de sus subordinados, no formalizó la querella, por lo que fue el fiscal general del Estado, Luis Antonio Burón Barba, el que acabó decidiendo.


  Jiménez Villarejo y Mena, al ver que su arduo trabajo de meses podía quedar en agua de borrajas, decidieron desplazarse a Madrid e ir a ver al máximo superior jerárquico, que los recibió acompañado de otros componentes de la Fiscalía General del Estado. Todos juntos estudiaron concienzudamente el extenso informe realizado por los dos fiscales de Barcelona, del que se deducía la apreciación de indicios delictivos en la actuación de los anteriores responsables de Banca Catalana. Los reunidos se pronunciaron a favor de perseguir los posibles delitos económicos, fueran quienes fueran los implicados. La discusión, de casi dos horas de duración, se centró desde un principio, por extensa voluntad del fiscal general del Estado, en los aspectos técnicos y jurídicos de la querella.


  En previsión de las posibles resistencias de Sanvicente a asumir la presentación de la querella, Burón Barba decidió cursarle instrucciones por escrito para que formalizara el escrito de acusación. En aquella reunión, también se acordó comunicar a la opinión pública la presentación de la querella, mediante una nota de prensa. Asimismo, también se decidió que, dada la condición de aforado de Jordi Pujol, la querella fuera presentada ante la Audiencia Territorial de Barcelona (antecedente del actual Tribunal Superior de Justícia de Catalunya). Ya no había vuelta atrás: ni el gobierno ni nadie podía parar la maquinaria de la justicia.


  Los principales delitos económicos de los que el fiscal acusaba a los antiguos directivos de Banca Catalana eran los de apropiación indebida y falsedad en documento mercantil. Así, según la Fiscalía General del Estado, la querella presentada contra los ex directivos de la entidad era consecuencia de los informes que sobre el asunto le había remitido a principios de marzo de 1984 el Ministerio de Justicia, en los que se señalaba que la gestión de los fondos de la entidad bancaria superaba los riesgos que podían esperarse por «cambios de fortuna» en el tráfico mercantil. La fiscalía relataba la documentación recibida: informes de los Servicios Jurídicos y de los Servicios de Inspección del Banco de España, de fechas 29 de noviembre y 18 de mayo de 1983; informes del Fondo de Garantía de Depósitos de 17 de agosto y 14 de noviembre de 1983; las auditorías de la firma Price Waterhouse, y además, los anexos y cuadros resúmenes contables de Banca Catalana. A continuación indicaba que los informes ponían de manifiesto actuaciones irregulares de los órganos de administración legales sobre bancos. En sustancia, según la fiscalía, los administradores de Banca Catalana habían extraído sistemáticamente fondos líquidos, propios o aportados por depositantes, mediante el recurso de inversiones simuladas, préstamos fingidos, negociaciones de letras de cambio inexistentes o sin cobertura y boletos contables sin causa, que figuraban como activo en la contabilidad, aunque en verdad habían salido de las arcas y cuentas de Banca Catalana para apartar cuantiosas sumas de dinero de toda posibilidad de control y vigilancia, tanto de los accionistas como de las inspecciones oficiales.


  Según la fiscalía, los objetivos del banco fundado por Pujol pusieron en marcha lo que se denominó la «caja B», o sea, una masa de efectivo de la que los administradores pudieran disponer, y de hecho dispusieron, sin trabas y sin reflejar su empleo en la documentación de la institución.


  Los informes reseñados, añadía la fiscalía, mostraban que ese modo de actuar había dado lugar a la desaparición de gran parte de los fondos de referencia, que cifraron en más de veinte mil millones de pesetas entre 1974 y 1982, aunque matizaba que la determinación completa podía ser superior. Esa evaporación de fondos se había hecho posible, en primer lugar, mediante la separación de éstos a través de innumerables falsedades, y en segundo, mediante la creación o utilización de sociedades y empresas «de fachada» regidas por personas interpuestas, el pago de intereses excesivos par atraer depositantes, las compras de acciones (prohibidas), y la multiplicación de gastos consuntivos, todo lo cual había originado, mientras duró, ventajas y provecho para los administradores o terceros relacionados con ellos.


  Este resumen de conclusiones, precisaba la fiscalía, constituía el resultado de estudios y aportaciones de datos complementarios que se habían hecho a lo largo del mes de abril con la autorización de la fiscalía general a la fiscalía de Barcelona. Por último, se había elevado a consultas un borrador de querella que había sido objeto de reflexión y discusión en una reunión celebrada el viernes 18 de mayo de 1984, cuando el fiscal general decidió que se formulara la querella criminal.


  Querellado


  Fue el mismo fiscal general el que confirmó la querella contra Jordi Pujol y otros veinticuatro antiguos directivos de Banca Catalana. No había vuelta atrás: la información había salido publicada en los medios de comunicación y él ya no podía desautorizar a sus dos fiscales. De acuerdo con la querella presentada a la Audiencia Territorial de Barcelona, la acusación concreta era por los presuntos delitos de falsedades documentales y contables y apropiaciones indebidas, por un importe mínimo de veinte mil millones de pesetas. En cuanto a Pujol, el delito que se le imputada era el de apropiación indebida en el período comprendido entre 1974 y 1977.


  Por otra parte, Burón aseguró entonces que aunque había informado al gobierno de las investigaciones realizadas, el Ministerio Fiscal actuaba con plena autonomía funcional y se ajustaba al principio de legalidad y al interés público y social. Según afirmaba, en ningún momento había realizado una consulta formal al gobierno sobre la investigación en curso. Añadía que la dependencia administrativa y el carácter orgánico de la comunicación con el gobierno, a través del Ministerio de Justicia, no obstaban para que las decisiones sobre el fondo de los asuntos se adoptaran con la autonomía que consagraba la Constitución y las leyes. Reconocía que el informe del Banco de España, así como otros documentos que habían sido determinantes en la preparación de la querella, los había recibido del gobierno, «en cumplimiento de la posible existencia de un delito, de comunicarlo a los tribunales o al fiscal». Así se explicó Burón el día de la comunicación pública[13]. En cuanto a la decisión de presentar la querella, Burón manifestó que habría informado verbalmente al gobierno sólo después de la reunión celebrada en Madrid el 18 de mayo, y por escrito cuatro días después, y negó que en esos contactos el gobierno le hubiera dado su aprobación.


  En cuanto al grado concreto de participación en los hechos del presidente de la Generalitat, el fiscal general de Estado explicó que cuando decidió presentar la querella aún no se había «desbrozado», pero que la querella tenía en cuenta la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, según la cual los miembros de los consejos de administración —los administradores de las sociedades— eran, en principio, responsables de todo lo que ocurría en el ámbito de su competencia, una responsabilidad que compartían con los altos ejecutivos.


  Según la información facilitada por Burón, la investigación abarcaba desde 1968 a 1982, pero la posible participación de Pujol en los hechos se circunscribía al delito de apropiación indebida (que prescribía a los diez años) entre 1974 y 1977, momento en que cesó en sus responsabilidades en Banca Catalana. En cuanto a los delitos de falsedades documentales y contables de los que se acusaba a los otros querellados, Pujol quedaba, en principio, excluido, ya que dichos delitos prescribían a los cinco años.


  Respecto a las supuestas objeciones a la querella por parte del fiscal jefe de la Audiencia Territorial de Barcelona, Burón dijo que Alejandro Sanvicente no había planteado objeciones formales, sino que, consciente de la importancia del asunto, quería contar con el apoyo de su superior jerárquico y seguir sus instrucciones. Burón recordó que había sido el propio Sanvicente quien propuso a Jiménez Villarejo y Mena para que se encargaran del asunto.


  Burón justificó el ritmo seguido por la investigación y el momento de la presentación de la querella recordando que los informes económicos se habían recibido en marzo de 1984 y que para complementar la querella con argumentos jurídicos eran precisos más de quinientos documentos y certificados del registro mercantil, cuya obtención había autorizado. El fiscal general reconoció que la implicación de Pujol en el asunto podía acarrear repercusiones políticas en cualquier momento.


  Entre las diligencias que el ministerio proponía en la presentación pública de la querella figuraba la declaración de todos los querellados, así como una serie de oficios dirigidos a Banca Catalana, al BIC y a otras personas relacionadas con los hechos. Pero el encargado de presentar físicamente la querella era el fiscal jefe de la Audiencia Territorial de Barcelona, Alejandro Sanvicente. El presidente de la Audiencia, Cesáreo Rodríguez Aguilera, era quien la tenía que recibir. Posteriormente, el pleno de la Audiencia debía decidir si admitía o no la querella de los fiscales.


  Tanto Jiménez Villarejo como Mena recibieron el apoyo de la Comisión Permanente de la Asociación de Fiscales, sección de Cataluña, que presidía José María Romero de Tejada. Este grupo señaló que «en todas sus actuaciones, el ministerio fiscal se rige inspirado por los principios de legalidad, imparcialidad e independencia funcional, con plena autonomía en cuanto a su quehacer profesional […], principios estos que han guiado su actuación en el presente caso».


  El 29 de mayo de 1984, el pleno de la Audiencia valoró el escrito de la acusación pública. Entonces, los magistrados la consideraron «una pieza jurídicamente muy sólida y fundamentada»[14]. Los veinticinco folios de querella y los mil documentos que la completaban habían sido celosamente custodiados por Rodríguez-Aguilera hasta la celebración del plenario. Solo el presidente de la Audiencia Provincial, Alfonso Hernández Pardo, había tenido acceso completo al documento. Así, los magistrados de la Audiencia Territorial que habían querido estudiar el contenido del documento habían tenido que solicitarlo a la secretaría de la presidencia y cumplir con el requisito de leerlo en la misma sala y sin sacar copia. En medios jurídicos se aseguró, en aquellos momentos, que la vigilancia y custodia del documento eran tan estrictas que ni siquiera habían podido consultarlo algunos fiscales que lo habían solicitado.


  Ni Juan Piqué Vidal, el abogado designado por Jordi Pujol, ni ninguno de los otros abogados que asumieron los preliminares de la defensa de algunos de los imputados tuvieron acceso al documento, del que sólo había cinco copias: las del fiscal general, la del ministro de Justicia, la del presidente de la Audiencia Territorial y la de los dos fiscales encargados de la investigación. El mismo Piqué justificaba esta situación al asegurar que en lógica jurídica, y según el artículo 118 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, «no tiene por qué darse conocimiento de la querella a los presuntamente implicados en ésta, al no haberse abierto aún el procedimiento judicial», que se iniciaría con la aceptación de la misma por el órgano competente[15].


  «DE ÉTICA HABLAREMOS NOSOTROS»


  «El gobierno central ha hecho una jugada indigna». Así de contundente se mostró Jordi Pujol al calificar la actuación de la fiscalía. El líder nacionalista acababa de ganar sus segundas elecciones autonómicas, en esta ocasión, por mayoría absoluta. Desde la recién estrenada TV3 se convocó mediante un texto escrito por el mismísimo director de la televisión autonómica, Alfons Quintà, una manifestación de desagravio. Y se logró el apoyo ciudadano: el 30 de mayo, coincidiendo con la nueva toma de posesión de Pujol, miles de personas —CDC cifró la multitud en trescientas mil personas, aunque la Guardia Urbana reducía la participación hasta setenta y cinco mil almas— acompañaron a un recién reelegido presidente de la Generalitat desde el parc de la Ciutadella, sede del parlamento autonómico, hasta la plaça de Sant Jaume, donde está el Palau de la Generalitat. La gente caminó lentamente detrás del coche oficial. Tras entrar en la sede del gobierno autonómico, Pujol salió al balcón acompañado por su esposa, Marta Ferrusola, y por todo el Consell Executiu: «El gobierno central ha hecho una jugada indigna —proclamó Pujol—. En adelante, de ética y moral hablaremos nosotros. No ellos […]. Hemos de ser capaces de hacer entender a todo el mundo, fuera de aquí, no solamente que con Cataluña no se juega y que no vale el juego sucio, sino que desde nuestra identidad de pueblo estamos dispuestos a colaborar para la construcción general del país, porque nosotros no vamos contra nadie, sino a favor de todos», proclamó Pujol desde el balcón de la Generalitat entre los aplausos de los concentrados. El president aprovechó para pedir orgullo y confianza en sí mismos a los asistentes. Al finalizar el discurso, los congregados en la plaça Sant Jaume cantaron el himno del Cataluña. Els Segadors, instigados por el mismo Pujol.


  Horas antes, los concentrados ante la puerta del Palau del Parlament habían gritado e insultado a los más conocidos dirigentes socialistas cuando entraban o salían. En cambio, cuando el president, brazo en alto y formando con los dedos las cuatro barras de la bandera catalana, salió a saludar al balcón principal del Parlament, estallaron en aplausos y gritos a favor de Pujol y contra el gobierno central.


  Después de la manifestación, Pujol afirmó ante los periodistas que había sido la última vez que hablaba de la querella, «del juego sucio realizado por Madrid y del hecho de que la personalidad de Cataluña nadie la ha de discutir. A partir de mañana, empieza el momento de ponerse a trabajar normalmente, sin pensar en ello».


  Pero Pujol tenía noticias sobre la investigación de Banca Catalana desde enero de 1984, cuatro meses antes de la presentación de la querella. Fue el mismo presidente del gobierno central, el socialista Felipe González, quien en una reunión celebrada en La Moncloa el 20 de enero le entregó el informe que el Banco de España había concluido en noviembre del año anterior[16]. En el encuentro también había estado presente el entonces ministro de Economía, Miguel Boyer. Un anexo del informe detallaba los nombres de los diecinueve directivos de Banca Catalana que debían ser querellados según el Banco de España. El nombre de Pujol no figuraba en esta lista, sino que aparecía en otro anexo junto a Víctor Sagi y Jaume Carner, como antiguos administradores. Al final, la querella de la fiscalía afectaría a veinticinco personas y el presidente de la Generalitat figuraría en la deshonrosa lista.


  «Después del informe del Banco de España se había hablado del tema y nadie pensaba que las cosas irían por donde finalmente han ido. En todo caso, sólo quedaba la duda sobre si se tomaría alguna medida con algunas personas concretas del último periodo de gestión», afirmaba Pujol en una entrevista en La Vanguardia el 28 de mayo de 1984. Todo parecía indicar que el gobierno central no conocía el contenido de la querella hasta que estuvo redactada. «Los fiscales se nos han escapado», comentaban altos cargos del ejecutivo socialista días después de conocerse que Pujol figuraba entre los querellados. Los cierto es que hasta el 1 de marzo de 1984 el fiscal general no intervino directamente para impulsar la investigación, que el 24 de abril entró en su recta final. Aquel día, dos inspectores del Banco de España ayudaron a los fiscales a interpretar más de mil extractos de operaciones bancarias. El 4 de mayo se redactó un proyecto de querella, que se elevó a Burón Barba el 7 de mayo y que incluía ya la acusación de apropiación indebida, encubierta hasta entonces por las falsedades detectadas. La querella se aprobó el 18 el mismo mes, y hasta aquel día Burón no informó verbalmente al gobierno. La creencia de que Pujol no aparecía en la querella explica una frase del entonces todopoderoso vicepresidente del gobierno español, Alfonso Guerra, que el 27 de abril, en plena campaña electoral de las autonómicas catalanas, afirmó: «Pujol tiene la suerte de que este tipo de delitos prescribe a los cinco años, se ha salvado por los pelos».


  Nace Televisió de Catalunya (TV3)


  Los despiadados ataques de Alfonso Guerra durante la campaña electoral a la Generalitat en 1984 no dejarían indiferente a Pujol; el polémico vicepresidente socialista había tenido el atrevimiento de comparar a Jordi Pujol con José María Ruiz Mateos. Cuando se formalizó la querella de los fiscales, Pujol y los suyos contaban con un instrumento de lujo para poner al servicio de la defensa del president y de Cataluña, los cuales, en aquellos momentos de asedio judicial, parecían haberse convertido en la misma cosa. Pujol y, sobre todo, su brazo derecho, Lluís Prenafeta, contaban desde el 11 de septiembre de 1983 con un órgano que resultaría fundamental para lograr la identificación entre Pujol y Cataluña: TV3.


  El primer proyecto del canal autonómico de televisión se inició en la Conselleria de Cultura i Mitjans de Comunicació, dirigida por Max Canher. El primer responsable máximo de su puesta en marcha fue Agustí Farré, que contaba con la colaboración de la empresa de ingeniería CAST. Los trabajos los coordinaba Jaume Ferrús, que con el tiempo llegaría a director de TV3[17].


  Aunque CDC era reticente a iniciar los trabajos del nuevo canal de televisión —pues con la UCD en el gobierno, a CiU no le había costado muchos esfuerzos influir en la programación y en los informativos de TVE en Cataluña—, la victoria del PSOE el 28 de octubre de 1982 aceleró los preparativos. El gobierno vasco, por su parte, tenía bastante más avanzado el proyecto y cuando la Generalitat se tomó en serio la misión de crear su propia televisión, Euskal Telebista, ya estaba en proceso de construcción.


  Aunque el primer anteproyecto se había iniciado bajo la supervisión de Canher, Pujol, siguiendo el ejemplo del País Vasco, decidió trasladar la competencia a Presidència, donde Lluís Prenafeta tendría mayor control[18]. Así, se creó la Direcció General del Règim Jurídic de Ràdio i Televisió y se nombró para el cargo a Jaume Casajoana, un abogado fundador de CDC y uno de los colaboradores de Pujol en las cuitas antifranquistas[19]. Como director general del proyecto del tercer canal, Prenafeta eligió a Alfons Quintà, quien quería potenciar mucho más los servicios informativos de lo que lo hacía el proyecto inicial de Farré. La elección de Quintà causó cierta sorpresa; como corresponsal de El País había sido un crítico implacable a la gestión de Pujol, no sólo como presidente de la Generalitat, sino también como banquero. La primera información de Quintà sobre las dificultades en Banca Catalana data del 29 de abril de 1980, cinco semanas después de las elecciones autonómicas del 20 de marzo. Francesc Cabana, directivo de Catalana y cuñado de Pujol, se refiere en su diario personal a la «mala baba» del periodista[20]. El día del estreno de TV3, el diario de Cabana contiene otra anotación sobre Quintà: «Se estrena TV3. Muy bien si no fuera por un director que se llama Alfons Quintà»[21].


  Los que conocen a Prenafeta vieron en la elección de Quintà un ejemplo magistral de maquiavelismo del hombre de confianza del president. En 1982, El País, que gracias a las información de Quintà se había convertido en un auténtico látigo de Pujol, lanzó su edición catalana. El todopoderoso secretario general de Presidència, al incluir a Quintà en la nómina del gobierno silenciaba una de las voces más críticas que se habían alzado contra Pujol y desalojaba de la redacción de El País a un periodista que, de haber permanecido en el rotativo, podría haber magnificado aún más si cabe las críticas al president gracias a la gigantesca estructura que el grupo Prisa desplegó en Barcelona.


  Prenafeta no desactivó al diario, que cubriría el caso Banca Catalana con periodistas más profesionales que Quintà y por lo tanto mucho más peligrosos, pero con el antiguo corresponsal del diario, el secretario general compró al más servil de los subordinados[22]. Quintà asumió directamente la responsabilidad de la información sobre Banca Catalana en la nueva TV3. El 19 de mayo de 1984, El País publicaba que era inminente la querella del fiscal general contra Pujol y otros veinticuatro directivos de Catalana. Diversos testimonios recogidos por Giró coinciden en el hecho de que Quintà escribió personalmente las informaciones de TV3 sobre Banca Catalana y que incluso fue autor del texto ya mencionado, que después leyó una locutora llamando a la manifestación de apoyo a Pujol. TV3 realizó, para este acto, el segundo gran despliegue de efectivos de su corta historia; el primero había sido, por supuesto, el operativo de las elecciones autonómicas de 1984.


  Las primeras emisiones se realizaron en unos locales alquilados en Barcelona, aunque ya estaba previsto que el centro se asentara en Sant Joan Despí, en unos estudios que se inauguraron el 22 de abril de 1986, dos años y medio después. El nacimiento de TV3, del que en 2003 se cumplió el vigésimo aniversario, estuvo precedido de discusiones legales sobre la interpretación de los textos jurídicos que regulaban los terceros canales de televisión. En su artículo 149, la Constitución otorga al Estado la exclusividad de las normas básicas de los regímenes de radio y televisión, pero lo hace sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las comunidades autónomas. La ley básica era entonces el estatuo jurídico de la radio y la televisión, que había sido elaborado pensando únicamente en Radiotelevisión Española. El rango de esta ley es menor que el del Estatut d'Autonomia de Catalunya de 1979 ya que éste es una ley orgánica.


  Mientras, el Estatut de 1979, en su artículo 16, reconoce a la Generalitat las facultades del desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de radiodifusión y televisión, así como el derecho de «regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en general, todos los medios de comunicación social para cumplir sus fines». Pero una disposición transitoria del mismo Estatut asegura: «En lo referente a televisión, la aplicación del apartado 3 del artículo 16 del Estatut supone que el Estado otorgará el régimen de concesión a la Generalitat la utilización de un tercer canal, de titularidad estatal, que es necesario crear específicamente para su emisión en el territorio de Cataluña, en los términos que prevea la citada concesión».


  Las discusiones fueron de una gran dureza. Desde el poder central se defendía que TVE debía seguir controlando el monopolio; la televisión estatal no podía tener un competidor. José María Calviño, desde la dirección general de RTVE, intentó frenar como pudo el nacimiento de un nuevo canal televisivo e, incluso, procuró retrasar su salida en el aire para que empezara a emitir después de las elecciones autonómicas de 1984, pero no lo logró. Quintà y su equipo se habían propuesto el reto de emitir en la primavera de 1984. El 10 de septiembre de 1983, vigilia de la Diada de Catalunya, la señal llegó a los hogares catalanes, aunque sólo a medio millón. Diez días después se realizo otra emisión de pruebas y TV3 también estuvo presente en los hogares catalanes los días 14, 26 y 31 de diciembre y el 1 de enero de 1984. El 16 de enero se iniciaron las emisiones regularmente, aunque sólo por la tarde; se completaron el 2 de abril. El 29 del mismo mes se celebraron las elecciones autonómicas que otorgaron la primera mayoría absoluta a Jordi Pujol.


  Los directivos de la televisión autonómica catalana decidieron construir su propia red de emisores y reemisores, a pesar del empeño que el gobierno socialista puso en impedirlo. Hasta que no se firmó la paz definitiva, hubo diversas denuncias cruzadas sobre el uso de las señales de televisión internacionales o la negativa a cederlas. Los directivos de TV3, para no depender de RTVE, llegaron a acuerdos internacionales para obtener imágenes. RTVE bloqueó el ingreso de TV3 en la Unión Europea de la Radiodifusión (UER). Al final, en diciembre de 1983, llegó el acuerdo y se aprobó la ley española de terceros canales. Aunque la ley es de diciembre de 1983, el gobierno no emitió el decreto legalizando TV3 hasta un año más tarde. El acuerdo entre TV3 y RTVE para facilitar contactos a la UER no se firmaría hasta diciembre de 1986, con Pilar Miró ya en la dirección general de RTVE y Joan Granados en el mismo cargo en la Corporació Catalana de Ràdio i Televisió. Nueve meses antes, el gobierno del PSOE intentó boicotear la retransmisión del partido Barça-Juventus que TV3 se había comprometido a realizar para dieciséis televisiones europeas[23].


  Las trabas de los socialistas a TV3 provocaron entre el público y los profesionales una corriente de simpatía hacia la neonata televisión. Además, TV3 cubría con gran diligencia los viajes del rey de España. Una anécdota que Jaume Roures —que en aquella época era jefe de producción de informativos y años después, tras dejar la televisión autonómica catalana, crearía la potente Mediapro— relata en el estudio elaborado por Giró es suficiente significativa: TV3 retransmitió en directo un discurso de Juan Carlos I en el Parlamento de Argentina. Dos horas después, la locutora de TVE aseguraba a los televidentes que no podía ofrecerse el discurso porque el jefe del Estado estaba hablando, en aquellos precisos momentos, ante la cámara. Al día siguiente, los medios de comunicación escritos hacían mofa de TVE.


  El 29 de abril de 1984, Pujol barrió a sus principales adversarios en las elecciones catalanas. El hombre de Prenafeta en la televisión autonómica catalana, Alfons Quintà, salió reforzado tras los problemas internos del último año: diversos cargos intermedios habían dejado la nueva televisión por las discrepancias con el director, ocurrió con Enric Bañeres, jefe de deportes; Manuel de Seabra, jefe de internacional; o Rosa Maria Calaf, jefa de programas. Además, en aquella época TV3 tenía dos jefes de informativos a la vez : René Grando y Josep Sanz. Y por si eso fuera poco, Quintà había logrado que dimitiera su inmediato superior, el director general de CCR-TV, Pere Cuxart. El sustituto de Cuxart fue el «roquista» Josep Caminal, pero quien mandaba en TV3 era Quintà[24].


  Aún no se hablaba de manipulación informativa. Quintà apostó por unos buenos informativos y por vender el trabajo bien hecho por Convergència y por Pujol. Dos semanas después de las elecciones Caminal presentó la dimisión: otra víctima política más de Quintà. Pero aunque Quintà consideraba, según diversas fuentes, que él sería el nuevo director general de la corporación, se encontró con que Pujol nombraba por sorpresa a Joan Granados, uno de los fundadores de CDC y ex gerente del Barça. Una de las primeras decisiones de Granados fue destituir a Quintà. Con Granados al frente de la dirección general, Pujol colocaba a un fiel suyo y desactivaba la lucha entre Prenafeta y Roca por controlar la televisión autonómica. Pero, para entonces, la misión más importante de TV3, exonerar a Pujol ante la opinión pública de las acusaciones de Villarejo y Mena había sido completada con éxito por Quintà.


  Exonerado


  El pleno de la Audiencia Territorial de Barcelona decidió el 26 de noviembre de 1986, tras cuatro años de instrucción —«el drama es que no hubo instrucción», afirma uno de los magistrados presentes en aquel pleno—, no procesar al ex consejero de Banca Catalana y entonces presidente de la Generalitat Jordi Pujol. La decisión se tomó por treinta y tres votos a favor y ocho en contra. Tres magistrados incluyeron en el fallo votos particulares. Al acordar el pleno la exculpación del único querellado aforado, el resto de la causa contra los otros veinticuatro ex directivos de Banca Catalana pasó, por reparto, a un juzgado de instrucción. El caso acabaría definitivamente archivado en 1990.


  El pleno discutió durante poco más de seis horas la petición de procesamiento solicitada por los fiscales contra Pujol, acusado de los presuntos delitos de apropiación indebida, falsedad documental y maquinación para alterar el precio de las cosas, aunque los dos últimos estarían prescritos para Pujol. El ponente de la causa, Vicente Navarro Verdejo, abrió la sesión con una intervención de cerca de dos horas en la que examinó la cuestión de la petición de procesamiento de Pujol recogiendo los argumentos de los fiscales y de la defensa. Al finalizar, concretó su exposición abogando en favor del no procesamiento de Pujol y del envío de la causa a un juzgado de instrucción para que decidiera sobre los otros veinticuatro encausados.


  A continuación intervino el magistrado Francisco Talón, quien se mostró plenamente de acuerdo con la tesis del ponente. Talón, de cincuenta y dos años y natural de Valencia, presidía la sección cuarta de lo penal de la Audiencia Provincial y era profesor de Derecho Penal en la Universitat de Barcelona. Por su amistad personal con Joan Córdoba Roda, uno de los abogados más destacados entre los que defendían a los querellados, Talón se había mantenido explícitamente al margen del caso Banco Catalana, hasta que la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial eliminó las incompatibilidades basadas en los lazos de manifiesta amistad. Era miembro del secretariado de la Asociación Profesional de la Magistratura, que agrupa a los jueces y magistrados conservadores, y fue candidato a vocal del Consejo General del Poder judicial, donde encontró oposición del PSOE.


  Tras la intervención de Talón, quince magistrados tomaron la palabra, once de ellos para que el ponente respondiera a meras cuestiones técnicas. El resto de los asistentes, hasta un número de cuarenta siguió el pleno en silencio. En realidad hubo escaso intercambio de opiniones sobre el fondo del asunto, ya que sólo cuatro de las intervenciones se refirieron a la cuestión del procesamiento. De las palabras de estos cuatro magistrados se desprendía su posición favorable al procesamiento de Pujol por su actuación como ciudadano particular en la gestión de Banca Catalana, sin que ello tuviera nada que ver, de acuerdo con las matizaciones expresadas por esos magistrados, con su condición de presidente de la Generalitat.


  La sesión de la tarde fue mucho más compleja. Uno de los primeros en intervenir fue el magistrado Antonio Doñate, presidente de la Audiencia Provincial de Barcelona y miembro de la asociación progresista Jueces para la Democracia, que se mostró a favor del procesamiento de Pujol. Después tomaron la palabra otros magistrados, básicamente para plantear cuestiones marginales. Antes de la votación final, un magistrado intentó evitar, tal como se preveía, que se admitieran los votos reservados; su propuesta fue sometida a votación y resultó desestimada: sólo obtuvo el apoyo de tres de los asistentes. Doñate fue uno de los tres magistrados que emitieron un voto particular. Los otros dos fueron Ángel de Prada, presidente de la Sección Tercera de lo Penal, y Margarita Robles, magistrada de la misma sección. Además de los tres citados, votaron en contra del fallo y en favor del procesamiento José Presencia, Santiago Raposo[25], Mercedes Moradas, Emilio Rodrigo Aragonés y José Félix Méndez.


  PUJOL ES CATALUÑA


  El sueño del niño que vio Cataluña destruida desde la cima del Tagamanent en compañía de su tío Narcís y que se propuso liderar el país en la recuperación de su identidad nacional se cumplió el 20 de marzo de 1980, cuando Jordi Pujol gano las primeras elecciones al Palarment de Catalunya. De aquellos comicios, sin embargo, Convergència i Unió obtuvo una mayoría exigua. Desde el poder, Pujol corregiría esa situación. Ya como presidente de la Generalitat y gracias, entre otras cosas, a su actuación de la larga noche del 23 de febrero de 1981 y al pésimo papel desempeñado por los socialistas catalanes[26], había dejado atrás la imagen de activista instalado en el poder y había alcanzado un estatus de estadista que le permitiría lograr completar su sueño el 29 de abril de 1984. Ese día se celebraron las segundas elecciones autonómicas y Pujol y CiU obtuvieron una aplastante victoria electoral que otorgó a la coalición nacionalista una cómoda mayoría absoluta para regir los destinos de Cataluña sin necesidad de pactar con nadie al menos hasta 1988. El PSC de Raimon Obiols quedó hundido en una profunda crisis de identidad y tardaría más de quince años en averiguar qué grado de catalanismo podía asumir su electorado.


  Pujol tuvo poco tiempo para disfrutar con tranquilidad de aquella aplastante victoria. El sueño que había perseguido durante cerca de cuarenta y cinco años no tardaría en amenazar con convertirse en una auténtica pesadilla para el político nacionalista. «En los hechos que se sucedieron entre los años 1984 y 1986, los que van de la presentación de la querella hasta la resolución judicial [de no procesar al presidente de la Generalitat], encontramos concentradas buena parte de las claves para entender la futura actuación política de Jordi Pujol. También todas las fobias y buena parte de las razones por las cuales un político equilibrado y de talante moderado se transforma en un hombre irritable, arisco y, en ocasiones, incluso grosero»[27].


  Dimitir o no dimitir


  La noche del 18 de mayo de 1984 el director de la recién nacida TV3 llamó por teléfono al domicilio personal del secretario general de Presidència de la Generalitat, Lluís Prenafeta. Su condición de antiguo corresponsal de El País en Barcelona le había permitido tener acceso a una información que haría temblar los cimientos de la recién lograda mayoría absoluta de Jordi Pujol en el Parlament de Cataluña: el rotativo iba a publicar en su edición del día siguiente la noticia de la inminente presentación de la querella de la fiscalía contra Jordi Pujol y otros veinticuatro ex directivos de Banca Catalana.


  Pasada la medianoche, Prenafeta llegó al domicilio familiar de los Pujol Ferrusola en la Ronda del General Mitre. A esas horas, la primera edición de El País con la información sobre la querella ya había llegado a los «vips» madrileños y empezaba a ser distribuida por toda España. El presidente de la Generalitat y su esposa, Marta Ferrusola, escucharon en el comedor de su casa las explicaciones de Prenafeta. «Pujol está hundido, descorazonado. Es un violento mazazo, un golpe como no ha recibido en años. Se muestra decepcionado con los socialistas en general y con Felipe González en particular»[28]. La misma noche que Jordi Pujol fue informado en su casa de la inminencia de la presentación de la querella, Marta Ferrusola y Lluís Prenafeta empezaron a planificar el acto multitudinario de apoyo al presidente catalán, coincidiendo con su reelección en el Parlament para un nuevo mandato de cuatro años.


  Eran momentos de profundas dudas en el seno de Convergència, con actitudes poco claras por parte de algunos dirigentes que no podían evitar inquietarse ante las consecuencias políticas de la presentación de la querella. Meses más tarde, Macià Alavedra purgaría, con su salida del gobierno catalán, una deslealtad momentánea hacia Pujol[29]. El ego del entonces conseller de Governació —que años más tarde le costaría su carrera política—, le jugó la primera mala pasada. Los socialistas catalanes habían pensado en Alavedra como sustituto de Pujol en la presidencia de la Generalitat si el líder nacionalista resultaba finalmente procesado. Alavedra se dejó querer y no tuvo remilgos a la hora de mantener conversaciones con el PSC para incorporar a los socialistas catalanes en un gobierno de concentración ante los ataques que estaba sufriendo Pujol de la fiscalía. Esas conversaciones acabaron por convencer al president de que Alavedra se estaba promocionando como su sustituto y le decidieron a apartar del gobierno al más charmant de sus consellers. Ahora, Alavedra reconoce que los socialistas «pudieron pensar» en él para sustituir a Pujol en la presidencia de la Generalitat, pero niega que él tuviera algo que ver con aquella idea.


  Para la organización del multitudinario y «espontáneo» acto de desagravio de Pujol del 30 de mayo de 1984 Marta Ferrusola y Lluís Prenafeta contaron con la inestimable colaboración de Josep Lluís Vilaseca, quien movilizó en defensa de la causa a las federaciones deportivas y a todo tipo de entidades, desde clubes de gimnasia hasta grupos de petanca de asociaciones vecinales. Una multitud de grupos hasta entonces desconocidos insertaron anuncios en los medios de comunicación. En realidad, las entidades se limitaron a prestar sus nombres, ya que la publicidad fue redactada y sufragada directamente por Convergència. Vilaseca echó el resto en su tarea de agitación, no en vano era uno de los veinticinco querellados.


  El éxito de la manifestación no sería sólo un acto de reparación para Pujol; iba a ser la más evidente demostración de la capacidad de los nacionalistas catalanes para desestabilizar el Estado. A partir de aquel momento se abrió un abismo entre los que defendían a ultranza a Jordi Pujol y los que intentaban despolitizar la querella. En el imaginario colectivo de Convergència, políticos como Jordi Solé Tura y Lluís Armet y escritores como Manuel Vázquez Montalbán, pasarían a formar parte del abigarrado grupo de ciudadanos anticatalanes.


  Jordi Pujol interpretó a la perfección el papel de mártir y acotó el terreno de juego: la querella era un ataque político contra Cataluña. Renacía la consigna «Pujol = Cataluña» esgrimida por los partidarios del líder catalán durante su consejo de guerra de 1960 que tanto había inquietado a la izquierda[30]. Los ayuntamientos, incluidos los de izquierdas, se verían abocados a debatir mociones que, en el caso menos favorable para el presidente de la Generalitat, le mostraban su respeto y apoyo institucional. Sin embargo, Pujol era un león herido; en realidad estaba tocado. Al menos, durante las primeras semanas de la crisis. En raras ocasiones habló explícitamente de dimitir, pero en algunos momentos de distensión insinuaba la posibilidad con frases del estilo: «Esto, según cómo acabe… tal vez no podamos continuar»[31]. Durante una reunión del Consell Executiu se le escapó una afirmación parecida: «Si me llegan a procesar, tendré que dimitir».


  Pero las dudas duraron poco. Su extrema habilidad le permitió mantener la imagen de perseguido y rentabilizar al máximo el martirologío como había hecho en 1960, cuando fue encarcelado por el franquismo. Con una diferencia: en esta ocasión era él quien controlaba todos los resortes del poder en Cataluña. En este caso la víctima acabaría convertida en perseguidor de aquellos que consideraba que servían a la causa de la fiscalía. Durante los dos años que duró la crisis creó un clima irrespirable. Los periodistas de El País, por ejemplo, comprobaron el amargo precio que tenían que pagar por informar de las actividades de Villarejo y Mena; y no serían los únicos.


  En 1985 se publicó el primer libro sobre la crisis de Banca Catalana, resultado de una exhaustiva investigación de los periodistas Francesc Baiges, Enric González y Jaume Reixach y titulado Banca Catalana, más que un banco, más que una crisis (Plaza & Janés). Durante un largo año los tres autores se las vieron y se las desearon para enfrentarse a letrados especializados y a dictámenes ad hoc que no acababan nunca, en una espiral que parecían no tener fin y en la que llegaron a pensar que ellos mismos se habían convertido en unos procesados en relación a Banca Catalana. Los juristas designados por la editorial les exigían todo tipo de pruebas, desde documentos originales hasta reconocimientos por escrito de las declaraciones recogidas en su trabajo. Hasta tal punto se temía importunar al inquilino de la Casa dels Canonges. En este «proceso», la defensa que tuvieron que realizar de su texto fue párrafo por párrafo, adjetivo por adjetivo, lo que acabó resultando un trabajo infinitamente más arduo que la misma tarea inicial de recabar la información para el libro, en un tema en que el hermetismo era la actitud generalizada[32].


  Al final, aunque algo recortada por precaución —pero muy poco, ya que su investigación había sido hecha con tantas garantías que los abogados de la editorial tuvieron que aceptar la incontestabilidad del texto—, apareció a la luz una obra que aportaba importantes claves, tanto de la historia industrial y económica de Cataluña durante los veinte años que precedieron a la crisis del banco de la familia Pujol, como de la propia Banca Catalana. Muchas de las cuestiones que suscitaron fuertes debates y que los abogados inicialmente consideraron impublicables por temor a imparables querellas, acabaron publicándose íntegras, a la vista de las pruebas que los autores habían logrado reunir. Pese a ello, la opinión pública seguiría sin ver la luz sobre algunas de las cuestiones clave para interpretar la crisis de Banca Catalana. A pesar del tiempo transcurrido y después de todo lo dicho y escrito, todavía quedan puntos esenciales por aclarar: ¿Qué hizo concretamente Jordi Pujol con sus acciones de Catalana? ¿Las vendió por su valor —600 millones de pesetas, según un documento que citaban los autores— o las regaló a la Fundació Catalana, como afirmó Francesc Cabana, su cuñado y ex vicepresidente de la entidad?


  El tema de esas acciones, por ejemplo, fue un verdadero caballo de batalla en las discusiones entre periodistas y juristas, y un aspecto que siempre acababa posponiéndose para la sesión siguiente. Sobre este dato fundamental, en el texto original los autores hacían referencia a un documento en el que «se cita la escritura efectuada ante el notario Roca Sastre el 15 de noviembre de 1977, cinco meses después de las primeras elecciones democráticas, en la que se certificaba la venta de Jordi Pujol a Antoni Forrellad, actuando el primero a título individual y el segundo en nombre de la Fundació Catalana, de 100.000 acciones de la serie B de Banca Catalana. Estas acciones serían las comprendidas entre los números 1.501 y 10.500, del 19.350 al 20.349 y del 124.001 al 174.000. El valor nominal era de 100 millones de pesetas y se habrían revalorizado al 600 por ciento, por lo cual Forrellad pagaría por ellas 600 millones. El primer pago se haría efectivo en el acto mediante el talón número AK0074-124, de 100 millones, contra la cuenta corriente 04204 de Banca Catalana. Diez plazos semestrales posteriores, de 50 millones cada uno, debían completar el importe total de la operación. Esta segunda fase se cumplimentaría con las letras de la serie 43A270432 a 43A270442 avaladas por Banca Catalana las cuatro primeras (aval 1.608), Banco Industrial de Cataluña las tres siguientes (aval 3.678), y Banco Industrial del Mediterráneo las tres últimas (aval 2.750). Por fin, con fecha 17 de noviembre, siete años justos antes de que se aprobase la Operación Acordeón, el notario Lluís Maria Vallet Mas fue requerido en su despacho del número 42 del Passeig de Gràcia, según dicho texto, para legalizar las firmas de la operación, lo cual es práctica común cuando quiere darse validez a un documento en una demarcación distinta a aquella en que actúa un notario determinado».


  Con objeto de esclarecer estas aparentes contradicciones, los autores solicitaron insistentemente una entrevista con Pujol con objeto de abordar concretamente el tema. La entrevista no se produjo jamás. Tampoco aparecieron nunca unos documentos que Cabana les había ofrecido en varias ocasiones para probar que Pujol hizo una entrega gratuita de sus acciones y no una venta a la Fundació Catalana.


  Por el hecho de formular estas y otras consideraciones, los periodistas debieron encajar las advertencias del abogado de Pujol, Piqué Vidal, quien tras negar la existencia del documento, les adelantó que no tendría ningún inconveniente en interponerles doscientas querellas en un solo día si fuera necesario. Las cosas tampoco fueron fáciles para los periodistas desde otros puntos de vista. A partir del momento en que comenzaron a rastrillar en el agujero de Catalana, tuvieron algunas complicaciones. Uno de ellos se enteró de que un individuo, a su vez, estaba haciendo indagaciones sistemáticas sobre su persona y sus actividades, y los tres empezaron a detectar un pesado ambiente a su alrededor. Pero a pesar de todo no abandonaron, y por eso al final, superando la sensación de estar «procesados», consiguieron poner el libro en la calle con la mayor parte de los datos esenciales.


  El libro de Baiges, González y Reixach supuso la primera aportación ordenada y sustancial de hechos, nombres y fechas sobre la crisis de Banca Catalana que llegó a la opinión pública sin proceder de sectores próximos al presidente de la Generalitat, ya que, por ejemplo, hasta ese momento no había trascendido nada de lo obtenido por los fiscales del caso en sus investigaciones.


  Pero los principales damnificados por el caso Banca Catalana resultarían ser los políticos socialistas, tanto españoles como catalanes, que verían completamente rotos todos los puentes con el gobierno de Pujol hasta 1993, cuando el presidente de la Generalitat los tuvo en sus manos. La primera gran venganza de Pujol llegó en el referéndum sobre la OTAN, en 1986. El europeísta y atlantista Pujol acabó dando instrucciones a su partido para que promoviera el «no» en la consulta, aunque la posición oficial fue la de dar libertad de voto a los militantes y simpatizantes. Era todo un presagio de cómo iban a ser las relaciones con los socialistas como consecuencia del caso Banca Catalana y del hecho de que Pujol, en el fondo, seguía siendo un agitador, aunque instalado en el poder.
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  Un agitador en el poder


  Es muy difícil hacer compatibles la política y la moral.


  SIR FRANCIS BACON


  Todo el estudio de los políticos se emplea en cubrirle el rostro a la mentira y que parezca verdad, disimulando el engaño.


  DIEGO DE SAAVEDRA


  Todo poder es una conspiración permanente.


  HONORÉ DE BALZAC


  Doryan Gray, el personaje de Oscar Wilde, pactó con el diablo que permanecería joven y bello mientras su retrato, oculto en el desván de su mansión victoriana, iba reflejando los efectos de su deterioro moral, de su cada vez más abyecta forma de comportarse. Jordi Pujol, el activista, el agitador profesional que había construido un banco para sentar las bases de lo que tras la muerte de Franco se convertiría en el movimiento vertebrador del nacionalismo catalán, Convergència de Catalunya, supo hasta qué punto le ponía en peligro protagonizar directamente sus acciones contra el régimen el 22 de mayo de 1960, cuando los agentes de la Brigada Político-Social de Barcelona se presentaron en su casa para detenerle por «els fets del Palau» y, sobre todo, por ser el autor del panfleto Us presentem el general Franco. Su particular sentido del heroísmo le hizo quedarse en su casa en los momentos previos a la detención, pero también influyó una calculada planificación de su carrera política. Permanecería en la cárcel de Torrero durante un año y medio. Pero la corriente popular de simpatía por el mártir antifranquista le consolidaría como el auténtico patrón de la resistencia civil a la dictadura, una imagen y un sentimiento popular que explotaría hábilmente hasta anular a sus adversarios políticos.


  Vigilado por el régimen, se acostumbró a no figurar directamente como financiador de las acciones ciudadanas de oposición al corrupto Estado franquista. Como hombre fuerte de Banca Catalana se había convertido en el más importante mecenas de Cataluña. Pero ya en su época al frente del banco había descubierto hasta qué punto resultaba útil el empleo de fontaneros [1], cuando recurrió a los servicios del uruguayo Joan Garcia Grau para que administrara las aportaciones que entregaba a los militantes antifranquistas[2].


  Cuando dio el salto definitivo a la política en 1976, bajó la guardia. No podía negar su liderazgo al frente de Banca Catalana, entre otras cosas porque buena parte de su currículo de atípico luchador antifranquista se había fraguado en los despachos de la sede del banco en el Passeig de Gràcia de Barcelona. Al estallar la crisis de Banca Catalana recuperaría las técnicas que había creído dejar atrás cuando se decidió a «fer política». Durante largos años siguió ejerciendo como agitador desde la poltrona de presidente de la Generalitat. El cargo, sin embargo, le había otorgado una imagen de hombre con responsabilidad de Estado que no podía permitirse erosionar apareciendo como un simple activista. Un reducido número de fieles colaboradores, que en su mayoría no responden al arquetipo de fontanero o agente secreto, se ocuparon de desarrollar las funciones non sanctas del presidente de la Generalitat. Pujol demostraría con el tiempo un elevado sentido de la lealtad con esos hombres.


  LOS REFLEJOS OSCUROS DEL PRESIDENT


  Es injusto considerarlos simples fontaneros. Porque, en realidad, eran mucho más que eso. Fueron, en su mayoría auténticos inspiradores de las políticas de Pujol y colaboradores leales, dispuestos a quemarse por Pujol. Acabarían subordinando sus propias ambiciones políticas a las de Pujol y convertirían la misión de mantener al president en el cargo en auténtica religión. Pasarán a la historia como hombres de dudosa catadura moral, tentados por la corrupción. No siempre actuaron movidos por las mismas razones. Para unos, era el reto de poner en práctica las enseñanzas de Nicolás Maquiavelo, cuya obra, El príncipe, se había convertido en el libro de cabecera. Para otros, el hecho de participar en las actividades más arriesgadas les confería un halo de líderes en la sombra, de dueños de los secretos que cubría con creces sus elevadas dosis de vanidad. Otros, simplemente se aprovecharon de la situación. Si para Pujol todo estaba justificado porque siempre actuaba en nombre de Cataluña, sus oscuros reflejos no sentían remordimientos por sus actividades cuestionables porque lo habían en nombre de Pujol.


  Lluís Prenafeta Garrusta


  Nacido en el popular barrio barcelonés de Sants el 17 de marzo de 1939 este pequeño hombre de negocios —pequeño sólo en estatura, pues apenas supera el metro y medio— se convirtió en el más leal colaborador de Jordi Pujol desde su elección como presidente de la Generalitat en abril de 1980 hasta el 1 de junio de 1990, cuando dimitió del cargo de secretario general de Presidència por «voluntad propia» para evitar la sensación de que podía llegar a convertirse «de manera inexorable, en un burócrata»[3]. Prenafeta puede ser muchas cosas, pero si hay una que no será jamás es un burócrata. Cuando uno acude a una cita con él en algún conocido restaurante de Barcelona y es recibido por un hombre bien conservado a pesar de sus más de sesenta años, atrincherado tras una mesa desbordada de marisco, la imagen evoca otras muchas cosas.


  En realidad, cuando Prenafeta abandonó el cargo, hacía algún tiempo que el fiscal jefe del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya, Carlos Jiménez Villarejo, había iniciado una investigación sobre unas presuntas incompatibilidades en las que el primer secretario general de Presidència de la Generalitat habría incurrido en el ejercicio de su cargo al simultanearlo con un puesto en el consejo de administración de Iberia de Seguros, una compañía de su amigo Enric Bernat, fundador del imperio Chupa Chups, que murió en 2003. Prenafeta afirma con vehemencia que cuando Villarejo empezó a investigarle hacía algún tiempo que le había comunicado al presidente Pujol su intención de abandonar el cargo[4]. Según su versión, prolongó su permanencia en el puesto porque tenía unos compromisos pendientes, en especial dos viajes, uno a Estados Unidos —donde logró que el entonces presidente norteamericano, George H. W. Bush, recibiera en audiencia a Pujol— y otro a Japón, donde consiguió lo mismo con el emperador nipón.


  Prenafeta dejó su cargo para impulsar un diario nacionalista en castellano, El Observador, que sería un fracaso comercial y acabaría cerrando en 1992, apenas dos años después de su salida a la calle. En ese proyecto tuvo ocasión de comprobar con desazón que el Palau de la Generalitat no estaba dispuesto a apoyarle a sus misiones futuras por mucho que, como Pujol, las emprendiera en nombre de Cataluña. «Fueron el propio Pujol y Miquel Roca los que me negaron el pan y la sal en aquella aventura —recuerda con amargura, aunque lo justifica—: Difícilmente podían respaldarme en un proyecto destinado a robarle cuota de mercado al imperio de los Godó, por supuesto»[5].


  Pero Prenafeta no explica que en aquella loca carrera por sustituir a La Vanguardia como diario de referencia en Cataluña no contaba con los socios más recomendables. Uno de sus principales apoyos era el abogado Juan Piqué Vidal, el coordinador de la defensa de Jordi Pujol en el caso Banca Catalana, con el que le unía una estrecha relación fruto de las largas noches en vela que compartieron durante la crisis. En aquella época, Piqué Vidal —considerado actualmente el cerebro de la trama de extorsiones a empresarios del siniestro juez Lluís Pascual Estevill—, Lluís Prenafeta, era el abogado de cabecera de Javier de la Rosa, que no dudó en distraer más de mil millones de pesetas de la caja de Grand Tibidabo para financiar el diario de Prenafeta. El propio Prenafeta mantenía estrechas relaciones con De la Rosa a través de Manuel Prado y Colón de Carvajal[6].


  Aquellas relaciones le evitarían en un primer momento los problemas judiciales. Cuando entró en el juzgado de instrucción número 26 de Barcelona como magistrado titular en octubre de 1991, Lluís Pascual Estevill se encontró con un asunto peliagudo: la querella que había presentado un grupo de accionistas de Iberia de Seguros contra Lluís Prenafeta por compatibilizar su cargo de secretario general de Presidència de la Generalitat con el de miembro del consejo de administración de la aseguradora.


  El predecesor de Pascual Estevill había admitido a trámite la querella en el juzgado, pero ésa había sido la única diligencia que había practicado antes de dejar el puesto. Así que a Estevill le correspondió citar a declarar en calidad de querellado al ex secretario general de Presidència de la Generalitat, Lluís Prenafeta, especialmente conocido en ese momento por ser la cabeza visible de Promotora Europea de Informaciones S.A. (Predeusa), la empresa editora de El Observador. Prenafeta acudió al juzgado de Estevill acompañado de Juan Piqué Vidal como encargado de su defensa[7].


  Sin embargo, aquel mes de octubre ocurrió un curioso episodio en el que se verían implicados Juan Piqué Vidal, Javier de la Rosa y Lluís Pascual Estevill. En uno de sus habituales encuentros, Juan Piqué Vidal le sugirió a Javier de la Rosa la conveniencia de adquirir un cuadro que era propiedad del juez Lluís Pascual Estevill.


  El cuadro, un lienzo de dos metros de ancho por uno y medio de alto y firmado por el pintor gallego Jorge Castillo, tenía en el mercado un valor inferior a los tres millones de pesetas (dieciocho mil euros). A pesar de que Castillo es un pintor famoso y cotizado, durante la década de 1980 produjo varias obras cuyo único objetivo era servir como tapadera a oscuras operaciones comerciales. Castillo es además amigo personal de Estevill, según ha demostrado el juez suizo Daniel Devaud, encargado de tramitar un procedimiento por blanqueo de capitales contra el ex magistrado[8].


  Una tarde de octubre de 1991, a instancias de Piqué Vidal, De la Rosa se desplazó, junto al que entonces era su abogado, al bufete que Estevill aún mantenía abierto en el número 407 de la Diagonal de Barcelona. Aunque Pascual Estevill no estaba, ya que se encontraba de guardia, Piqué mostró a De la Rosa el cuadro del que le había hablado y el financiero se mostró de acuerdo en cerrar la operación de inmediato. Al día siguiente, De la Rosa pagó diez millones de pesetas por el lienzo al empresario Luis de Patricio, uno de los testaferros que utilizaba habitualmente Lluís Pascual Estevill[9].


  Unos meses más tarde, el 2 de abril de 1992, Estevill hizo un corto viaje a Madrid, donde sólo pasaría una noche. Y, como no podía ser de otro modo en el caso de una persona de su rango, se alojó en el Hotel Ritz de la capital española. La factura, propina incluida, ascendió a cuarenta y cinco mil pesetas, que Quail España, la sociedad patrimonial de Javier de la Rosa, pagó íntegramente.


  Estevill, entretanto, ya había tomado declaración a Lluís Prenafeta por la querella de los pequeños accionistas de Iberia de Seguros. Se trataría de la última diligencia que practicó en ese asunto. Al cabo de unos días de la comparecencia de Prenafeta en el juzgado, Estevill decidió archivar la querella. La declaración de Prenafeta había sido suficientemente esclarecedora. Para Estevill no había duda alguna: los hechos denunciados en el texto de la querella no eran constitutivos de delito.


  Juan Piqué Vidal, abogado y socio de Lluís Prenafeta, obtenía así una resolución doblemente favorable: su socio en El Observador no se vería implicado en un sumario judicial y él se apuntaba un nuevo éxito como abogado penalista. Pero el archivo de la querella contra Prenafeta no iba a ser la última resolución favorable a los intereses de Juan Piqué Vidal que adoptaría Lluís Pascual Estevill desde su sillón de titular del juzgado de instrucción número 26 de Barcelona.


  Paradójicamente, Prenafeta escribe sobre otro de los oscuros reflejos de Pujol, Macià Alavedra: «Los mismos contactos financieros y empresariales que le consolidaron en el cargo provocaron su salida [del gobierno] años más tarde[10].


  Lluís Prenafeta se acercó por primera vez a CDC en 1976. Había quedado fascinado por el Jordi Pujol que impartió la conferencia de Esade en 1975 y, a pesar de que sus compromisos como especialista en comercio internacional le obligaban a residir largos periodos de tiempo en el extranjero, no tardaría en convertirse en presidente de la agrupación del partido en el distrito barcelonés de Sarrià-Sant Gervasi, la misma a la que pertenecía la esposa del president, Marta Ferrusola. De hecho, la primera gran valedora de Prenafeta ante Pujol fue precisamente Marta Ferrusola. «Un día, debía de ser 1979, en un acto del partido, Marta me presentó al futuro president: “Mira, Jordi, aquí tienes a Prenafeta”. Él me comentó bromeando que no sabía cómo tratarme, porque tal vez debía sentir celos. “Mi mujer me habla mucho y demasiado bien de usted”, fue la primera frase que me dirigió»[11].


  Aquel fue el principio de una larga relación que se mantiene hasta el día de hoy, aunque ha pasado momentos críticos. Los que conocen bien a ambos personajes aseguran que entre ellos existe una lealtad extraña pero profunda. Prenafeta fue el auténtico amo de los secretos del Palau de la Generalitat durante los diez años que permaneció como secretario general de Presidència. Su trabajo como organizador de la respuesta política a la querella de los fiscales del caso Banca Catalana resultaría fundamental. Puso en marcha Televisió de Catalunya y el parque de atracciones de Tarragona. Y fue el encargado de crear las loterías oficiales de la Generalitat, un auténtico premio a la familia Suqué, propietaria de Casinos de Catalunya, a pesar de que Prenafeta no había tenido relación alguna con la financiación ilegal de Convergència a través de las empresas de juego catalanas, pues la mayoría de los implicados eran hombres del secretario general del partido, Miquel Roca.


  El secretario general de Presidència fue un hombre próximo a Pujol no sólo en lo político, también en lo personal. De hecho, puso los negocios de su familia al servicio de los hijos del president para que se formaran en el mundo empresarial. Cuando abandonó el gobierno le relevó en el cargo el primo del president, Joaquim Pujol i Figa, el hijo del tío Narcís del Tagamanent, pero sus funciones fueron asumidas por Macià Alavedra.


  Macià Alavedra i Moner


  Charmant. Es la palabra que mejor define a Macià Alavedra, uno de los hombres fuertes de Jordi Pujol desde que éste fue elegido presidente de la Generalitat en abril de 1980 hasta julio de 1997. Cuando Pujol habla de la lealtad que les une suele afirmar enigmático: «Cuando se ha compartido habitación durante mucho tiempo, el grado de intimidad es muy alto». Sólo cuando el interlocutor pregunta, Pujol aclara que se refiere a la noche de los tiempos, cuando, en la transición, Alavedra y él viajaban a Madrid y compartían la habitación del hotel, seguro que contra el criterio del que sería su «superconseller», para ahorrar gastos.


  Es hijo del escritor y político nacionalista Joan Alavedra, y fue bautizado con el nombre de Macià como homenaje al primer presidente de la Generalitat republicana, Francesc Macià, del que su padre había sido secretario; Joan Alavedra es también el autor del libreto del oratorio El Pessebre de Pau Casals.


  Macià Alavedra nació en 1934 en el seno de esta familia distinguida y apreciada de Barcelona. La militancia nacionalista del padre llevó a la familia al exilio en París en 1939, cuando Macià tenía sólo cinco años; una buena parte de su educación tuvo como marco la capital francesa, ya que no volvió a Barcelona hasta 1948, con catorce años. Entonces se matriculó en el Liceo Francés, una de las escuelas que durante el franquismo contribuyeron a formar a los hijos de la burguesía catalana más progresista, y por la que unos pocos años después pasarían Pasqual Maragall y buena parte de sus hermanos. Acabó licenciándose en Derecho por la Universidad de Barcelona. Pero su actividad política se había iniciado mucho antes. Con tan sólo dieciocho años, cuatro años después de su regreso a España, se afilió en el clandestino e independentista Front Nacional de Catalunya.


  Cuando cumplió los cuarenta años, en 1974, el perfil político de Macià Alavedra estaba perfectamente definido: heredero del fondo ideológico de su padre, era nacionalista moderado y un demócrata liberal. Por esa razón participó en 1974 como figura destacada en la creación de Esquerra Democràtica de Catalunya, el partido nacionalista liberal que Ramon Trias Fargas fundó al mismo tiempo que Jordi Pujol constituía su Convergència Democràtica de Catalunya, que aspiraba a ser más que un partido, un movimiento nacional.


  En 1978 la Esquerra Democràtica de Trias Fargas se fusionó con la Convergència de Pujol y Alavedra se convirtió en un enlace de lujo entre los dos líderes del partido, que siempre desconfiaron el uno del otro.


  En 1977, Macià Alavedra se presentó por las listas del Pacte Democràtic per Catalunya[12] y fue elegido diputado en el Congreso. Las Cortes que salieron de aquellas elecciones, las primeras libres que se celebraban en España desde hacía más de cuarenta años, tuvieron la misión de redactar y consensuar la Constitución que se aprobaría en referéndum el 6 de diciembre de 1978. Alavedra volvió a ser elegido diputado en 1979, en las primeras elecciones constitucionales de la monarquía parlamentaria. Pero en 1980 fue llamado por Jordi Pujol a Barcelona para presentarse como candidato a diputado en el Parlament de Catalunya en las primeras elecciones autonómicas catalanas desde la Segunda República. Pujol le reservaba un puesto de especial importancia: el de portavoz parlamentario.


  Conseller de la Generalitat desde 1982, cuando asumió el Departament de Governació en sustitución de Joan Vidal Gayolà, abandonó ese cargo para participar de número dos de Miquel Roca en la fallida experiencia de la Operación Reformista en 1986. Era un castigo por haber flirteado con los socialistas en las primeras semanas del caso Banca Catalana. Pero Alavedra contaba con la garantía de Pujol de que si la Operación Reformista fallaba, él volvería enseguida a la Generalitat, lo que finalmente sucedió. En 1987 la dimisión de Joan Hortalà como conseller d'Indústria tras la salida de ERC del gobierno (en el que se había integrado en 1984) hizo que Pujol volviera a llamar a Alavedra para ocupar ese cargo.


  Pero una vez más Alavedra tuvo que hacer de bombero político de Pujol. La repentina muerte de quien había sido su mentor, Ramon Trias Fargas, en un mitin en Masnou durante la campaña para las elecciones generales de octubre de 1989, catapultó a Alavedra a la titularidad del segundo cargo en importancia en el gobierno de la Generalitat, la cartera de economía, que hasta entonces había ocupado Trias Fargas. En aquel momento, Macià Alavedra ya formaba parte del más íntimo sanedrín de Pujol, el reducido comité ejecutivo de CDC, y contaba con toda la confianza del presidente de la Generalitat.


  Fue en la cartera de economía donde Alavedra encontró definitivamente el lugar político que le correspondía después de andar deambulando de misión imposible en misión imposible, siempre solícito a cumplir los encargos del president. Permanecería como conseller d'Economia y número dos del gobierno de Pujol hasta julio de 1977, después de que su nombre se relacionara reiteradamente con dos de los escándalos económicos que más han salpicado a los gobiernos de CiU, el caso De la Rosa y el caso Estevill. Alavedra abrió definitivamente a Pujol las fronteras del mundo económico. A pesar de que el president siempre estuvo de acuerdo con los postulados de la patronal, y pese a su paso por Banca Catalana y los Laboratorios Fides, un grupo importante de burgueses de Barcelona veían a Pujol como un parvenu en el mundo de los negocios.


  En los cenáculos políticos se considera a Alavedra uno de los más destacados miembros del «sector negocios» de Convergència Democràtica, formado por los hombres de Pujol encargados de que los empresarios próximos al partido hagan buenos negocios gracias a la administración catalana o con su apoyo. En 1990, poco después de tomar posesión del cargo de conseller d'Economia, tuvo que asumir automáticamente una parte importante de las funciones que hasta entonces había desempeñado en el gobierno de Pujol Lluís Prenafeta, quien abandonó ese año su cargo de secretario general de Presidència de la Generalitat. A partir de entonces, Alavedra debería bregar con diversos «encargos» del president, que utilizaba la mano izquierda del conseller para deshacer malentendidos y realizar tareas en las que era imprescindible el secretismo.


  Con la retirada de Prenafeta, el sector negocios se quedó sin su interlocutor en el gobierno y Pujol perdió a quien durante diez años había sido su fontanero, su álter ego, el encargado de hacer en nombre del president aquello en lo que Pujol no podía involucrarse públicamente. Las relaciones con personajes como Javier de la Rosa y Manuel Prado y, en general con lo más desprestigiado de la economía financiera española recayeron, a partir de la dimisión de Prenafeta, sobre las espaldas de Macià Alavedra, cuyo carácter hedonista hizo que esa misión se convirtiera en un placer más que en una pesada carga. Además, Alavedra era un patricio, un personaje bien visto por la burguesía catalana, de los que hasta esas fechas no habían abundado en los diferentes gobiernos de Pujol.


  Otra diferencia fundamental entre Prenafeta y Alavedra es que mientras el primero siempre mantuvo una relación privilegiada con el entorno familiar de Jordi Pujol, especialmente con los hijos del president que se dedicaban al mundo de los negocios al amparo de su apellido, las relaciones del conseller d'Economia con dicho entorno no siempre fueron ambivalentes. Alavedra nunca tuvo un no cuando uno de los hijos de Pujol necesitaba un favor, pero le molestaban profundamente sus intromisiones en las cuestiones políticas e ideológicas y su creciente influencia sobre las decisiones del president.


  Los primeros trabajos delicados que Alavedra heredó de Prenafeta fueron las relaciones oficiosas de la Generalitat con Javier de la Rosa —con quien mantendría un trato estrecho y el encargo de garantizar la construcción de uno de los proyectos emblemáticos de la política de inversiones extranjeras de CiU, el parque temático de Tarragona, proyecto en que el antiguo secretario de Presidència había logrado involucrar a los americanos de Busch.


  Alavedra bendijo en nombre del gobierno catalán la entrada de Javier de la Rosa en CNL en 1990 y su transformación en Grand Tibidabo. Gracias a esa operación lograría casar las dos grandes misiones heredadas de Prenafeta: en 1992, tras la precipitada salida de Busch, De la Rosa aceptó encargarse de la construcción del parque de atracciones de Tarragona, una solución en la que Alavedra tuvo una activa participación. Pero sus funciones no se limitarían al trabajo sucio; mientras estuvo en el Consell Executiu sería el hombre puente entre la Administración autonómica y la todopoderosa Caixa de Pensions.


  La estrella de Alavedra empezó a empalidecer con el descenso de los jóvenes valores tutelados por Oriol Pujol. Al fin y al cabo, su sustituto en Economia fue Artur Mas, quien acabaría siendo el sucesor del president. Tras dejar el gobierno, Alavedra fue nombrado presidente de Aucat, una de las dos filiales, junto a Acesa, de La Caixa para las autopistas. Tras la fusión entre Aucat y Acesa, Alavedra pasó a desempeñar otro cargo en el holding empresarial de la entidad de ahorros como responsable de Acesa Infraestructuras, filial de Abertis, la sociedad que engloba las autopistas de La Caixa y las sociedades del sector de Florentino Pérez y la familia Godia. Alavedra está casado con la pintora Doris Malfeito, cuyo éxito comercial ha despertado no pocas sospechas sobre la relación entre la venta de sus cuadros y los asuntos en los que andaba metido Alavedra[13]; el matrimonio no ha tenido hijos.


  Antoni Subirà i Claus


  El primer ejecutivo de Jordi Pujol tomó posesión en medio de una profunda crisis industrial, tanto en Cataluña como en España. Una de las primeras decisiones que aprobó el Consell Executiu fue crear la Comissió d'Ajuts a la Reconversió Industrial de Catalunya (CARIC), un organismo dependiente del Departament d'Indústria que dirigía Vicenç Oller (posteriormente protegido por Javier de la Rosa), pero con la participación activa del de Economia. Se trataba de promover la modernización de la industria catalana, al igual que hacían el resto de administraciones, para conseguir paliar los efectos de la reconversión.


  Las ayudas de la CARIC se convertirían en el primer escándalo económico del pujolismo. Pujol actuaba desde la Generalitat de la misma forma que lo había hecho desde Banca Catalana: concediendo préstamos ventajosos a amigos de la causa de Cataluña. La CARIC firmó numerosos avales que nunca recuperaría, porque las compañías a las que se concedieron los préstamos cesaron sus actividades. El primer responsable de la CARIC fue Joan Vallvé, que sería recompensado con el cargo de conseller d'Agricultura en 1990.


  Uno de los primeros afers escandalosos relacionados con la CARIC que salieron a la luz pública que el aval concedido a Velisa, en cuyo consejo de administración figuraba Maria Lluïsa Mas, la esposa de Lluís Prenafeta, el entonces todopoderoso secretario general de Presidència. Velisa obtuvo dieciocho millones de pesetas del erario público.


  Otra empresa beneficiada por la Generalitat fue la compañía Viuda de Vicente Batle, que se disolvió tras recibir veinticuatro millones de pesetas y ser absorbida por Tipel, el conglomerado empresarial vinculado a la familia Prenafeta. En Tipel dieron sus primeros pasos como ejecutivos Artur Mas y Jordi Pujol Ferrusola.


  EGA, de Granollers, era la firma de Enric Granel Alsina, padre del diputado autonómico de CiU y director de la empresa, Josep Granell. Pese a estas circunstancias, la Generalitat avaló la empresa por un total de cien millones de pesetas. Posteriormente, EGA se fusionó con Metrelec, presidida por Macià Alavedra para Metrega, presidida por Josep Granell.


  Pero lo que causó mayor escándalo público fueron las subvenciones a Puntextil, filial de Subirà i Cia., de la familia de Antoni Subirà, profesor del IESE vinculado al Opus Dei, diputado de CiU al Parlament de Catalunya y primo político del president. Puntextil, de quien era asesor jurídico Miquel Roca, recibió veinte millones de pesetas, mientras que Subirà i Cia. algo más del doble: cuarenta y cinco millones de pesetas. Meses después de obtener las ayudas públicas, vino la suspensión de pagos de Puntextil y las deudas pasaron a engrosar la larga lista de incobrables.


  Aunque en cada remodelación gubernamental Subirà era un firme candidato a ocupar uno de los doce asientos al lado de Pujol, sus deudas con la administración hacían que su incorporación siempre quedara aplazada para la próxima ocasión. Pero tras las elecciones autonómicas de 1988, Pujol accedió a que su primo político fuera conseller, no sin poner como condición la devolución del dinero que Subirà debía a la administración. Casualmente, unos días antes de su nombramiento como conseller d'Indústria (en diciembre de 1989) la compañía Friscolsa depositó los cincuenta y siete millones y medio de pesetas a que ascendía la deuda, ya que se debían sumar los intereses. Pero a pesar de todo, los primeros dieciocho millones a Puntextil nunca fueron reembolsados a la Administración.


  Otro affaire que relacionaba la CARIC con Subirà fue el aval que recibió Ràdio Avui, empresa de la que Subirà era presidente del consejo de administración en representación de los intereses de Premsa Catalana, la empresa editora de Avui. Meses más tarde de recibir cuarenta y tres millones de pesetas, cantidad que serviría para iniciar las actividades de esta cadena de emisoras profundamente vinculada a Convergència, Subirà accedió al cargo de consejero delegado. Además, tras la concesión del aval, Ràdio Avui amplió su capital social en cincuenta y cinco millones de pesetas, suscritos en su totalidad por Cadena 13 de Catalunya (que debía su nombre al hecho de ser una agrupación de trece estaciones radiofónicas comarcales comandadas por Ràdio Avui de Barcelona, que se instaló muy cerca de Catalunya Ràdio, la emisora pública de la Generalitat).


  Si cuando Pujol lo designó consejero en 1989 Subirà ya estaba en el ojo del huracán por sus anteriores actividades empresariales, como conseller todavía tendría numerosos encontronazos, tanto con la oposición política (a la que despreció en más de una ocasión en los debates parlamentarios ausentándose del hemiciclo cuando los diputados criticaban su gestión), como con los sindicatos, a los que no siempre trataba con deferencia, sobre todo en las crisis de grandes empresas como, por ejemplo, Seat y La Seda de Barcelona. El director general de Indústria, Miquel Puig, llegó a afirmar en una reunión con delegados sindicales de una gran empresa sumida en una crisis profunda que las empresas «nacen, crecen y cierran», haciendo gala de una actitud parecida a la de quien trata de apagar el fuego echándole gasolina. Al no desautorizar a su director general de Indústria, Subirà también se mostró como un bombero pirómano, lo que no mejoró en nada la situación.


  Como titular del Departament d'Indústria i Energia durante más de una década. Subirà fue el centro de las críticas por sus actividades empresariales privadas. La última en conocerse fue la concesión, por parte de su departamento, de una gasolinera de la marca Petrocat en su Maresme natal a una empresa en la que participaba su familia[14].


  La esposa de Subirà y prima carnal de Pujol, Josefa Comas Pujol, y el hijo del matrimonio, Antoni Subirà Comas, son accionistas y administradores de Zero Set S.L., constituida en 1993 y que desde aquel mismo año explota una gasolinera abanderada de Petrocat (Societat Catalana de Petrolis). Cuando la familia Subirà abrió la estación de servicio, el capital de Petrocat estaba íntegramente en manos del Institut Català d'Energia, un organismo que dependía del departamento que entonces dirigía el mismo Subirà. La Generalitat controló la totalidad del capital de la petrolera entre 1987 y septiembre de 1995, cuando vendió el 90 por ciento a Cepsa y Repsol, que la compraron a partes iguales, pero la Generalitat seguiría siendo accionista, con el 10 por ciento restante, desde 1990 hasta 1995. La presidencia de Petrocat sirvió para «aparcar» a Lluís Penafeta.


  Personas cercanas a Subirà explicaron, cuando se conoció la concesión, que se trataba de un hecho completamente legal, ya que la estación de servicio estaba participada mayoritariamente por la familia Canal, unos inversores de la zona, y la esposa y el hijo del conseller sólo tenían una participación minoritaria por su condición de empleados de la empresa. Sin embargo, según los datos del Registro Mercantil de Barcelona, la familia Canal tiene tantos miembros en el consejo de administración de la compañía como los Subirà. El consejo de Zero Set está compuesto por Ignacio Canal Vives, Ignacio Canal Rovira, Antoni Subirà Comas y Josefa Comas Pujol. Además, entonces se aseguró que la gasolinera era simplemente abanderada de Petrocat y, por lo tanto, no había tenido que acceder a concesión o concurso alguno. Sin embargo, en la información pública de la propia Societat Catalana de Petrolis, el nombre oficial de Petrocat, la gasolinera de San Andreu de Llavaneres que gestionan los Canal y los Subirà figura como uno de los distribuidores oficiales de la petrolera catalana.


  Petrocat había nacido en 1987 como un proyecto del entonces conseller d'Indústria de la Generalitat, Joan Hortalà, actualmente presidente de la Sociedad Rectora de la Bolsa de Barcelona. Hortalà, que ocupaba la cartera del gobierno catalán en representación de la ERC de Heribert Barrera, se embarcó en el proyecto con una clara intención nacionalista de dotar a Cataluña de una petrolera propia que compitiera con Repsol y Cepsa, que habían logrado hacerse con la mayoría del mercado de la distribución de la gasolina después de que se suprimiera el monopolio de la desaparecida Campsa.


  El proyecto, sin embargo, fue uno de los más sonados fracasos económicos de Hortalà como miembro del ejecutivo catalán. Aunque no tuvo tiempo de recibir las críticas de la oposición porque, al mismo tiempo que se constituía la Societat Catalana de Petrolis, él abandonaba el gobierno y era sustituido por Macià Alavedra. Alavedra estuvo un poco más de tres años al frente de Indústria: en octubre de 1989, tras la repentina muerte de Ramon Trias Fargas, se hizo cargo de la cartera de economía.


  Subirà fue responsable del Departament d'Indústria desde diciembre de 1989 hasta noviembre de 2002, cuando fue sustituido por Antoni Fernández Teixidó con motivo de la última remodelación gubernamental de Pujol, acometida sólo para que su delfín, Artur Mas, situara a sus peones. En el área de energía, de la que dependía la participación de la Generalitat en Petrocat, el hombre de confianza de Subirà siempre había sido Albert Mitjà (considerado muy próximo al entorno de Oriol Pujol Ferrusola, el quinto hijo del president), que ocupaba la secretaría general de Indústria, Comerç i Turisme en la última etapa de Subirà como conseller y se mantuvo en el cargo con Fernández Teixidó.


  Pero las preocupaciones en el asunto de la energía no fueron las únicas de Subirà. A principios de 2000, Iniciativa per Catalunya denunció diversas irregularidades en turismo, la tercera de las tres patas del departamento de Subirà. Aunque la mayoría de las anomalías pertenecían a la época del antecesor de Subirà en Turisme, el democristiano Lluís Alegre, Subirà dejó hacer a los colaboradores de Alegre y no puso freno al pago de informes falsos hasta que la polémica llegó a los medios de comunicación y a los juzgados.


  Otro asunto fue la creación y puesta en marcha de la Maison de la Catalogne en el centro histórico de París. Esta embajada de Cataluña en Francia fue inaugurada con todo boato; era la primera ocasión en que Pujol realizaba un viaje al extranjero con la presencia de todos los grupos parlamentarios, una reivindicación que todos ellos habían expresado largamente. Pero el fracaso económico del restaurante con productos catalanes provocó numerosas pérdidas a la administración autonómica. La Maison de la Catalogne se encuentra en Saint-Germain-des-Prés, enfrente de uno de los restaurantes más antiguos y de mayor prestigio de París. La Generalitat se vio obligada a cerrar el restaurante y variar la política de la Maison de la Catalogne. Subirà hizo todo lo posible por cercenar la actividad investigadora de la oposición, básicamente del diputado de ICV, José Luis López Bulla, quien, incluso, tuvo que pedir el amparo del president del Parlament, Joan Rigol, en más de una ocasión ante la negativa de Subirà a facilitar la documentación que reclamaba. Desde agosto de 2004, la Maison de la Catalogne es la oficina de representación de la Generalitat de Catalunya en París y depende de la Secretaria de Relacions Internacionals, por lo que asume un rol mayor del que tuvo durante la época de CiU, ya que no sólo se ocupa del turismo, sino que también hace la función de «embajada».


  Carles Sumarroca i Coixet


  Este empresario, vinculado estrechamente a la familia Pujol-Ferrusola, nació el 12 de diciembre de 1933 en el pequeño pueblo de Llimiana, en la comarca pirenaica del Pallars Jussà. Perito industrial está casado con Núria Claverol, con la que tiene tres hijos, Carles, Jordi y Albert. Núria Claverol ha sido la socia de Marta Ferrusola en Hidroplant, el negocio de jardinería de la esposa del president que acabó en la órbita de Aguas de Barcelona (Agbar), la misma empresa que terminó comprando en 2003 el principal negocio de Sumarroca, la empresa de servicios industriales EMTE. Sumarroca es presidente de EMTE, un holding de empresas de servicios que se dedican a la electricidad, la electrónica y las telecomunicaciones, la mecánica industrial, el medio ambiente y el mantenimiento. El origen de EMTE se remonta a 1961, cuando, con el nombre de Estudios, Montajes y Tendidos Eléctricos, empezó a trabajar en las instalaciones eléctricas de alta tensión; no obstante, las necesidades del mercado propiciaron la diversificación que, desde las instalaciones eléctricas de todo tipo y para todos los sectores, se complementaron a través de nuevas líneas de actividad en el campo de las instalaciones mecánicas, el desarrollo de sistemas de control de procesos industriales, las telecomunicaciones, el mantenimiento y la gestión técnica de instalaciones y, en tiempos más recientes, la realización de proyectos integrales en las energías renovables y el medio ambiente.


  Pero este industrial, fundador de Convergència Democràtica de Catalunya en 1974, también se ha movido por otros derroteros empresariales. Ha sido presidente de la empresa editora de Avui entre 1977 y 1985 y también ha presidido la patronal más vinculada a los nacionalistas catalanes, PIMEC, entre 1980 y 1989. Asimismo, ha formado parte de Fomento del Trabajo Nacional, la gran patronal, y de la Cámara de Comercio.


  Desde que en 2003, seis meses antes de las elecciones autonómicas, Aguas de Barcelona se hizo con el control accionarial de EMTE, Sumarroca ha dedicado más tiempo a su pasión por los vinos desde las Cavas Sumarroca, así como ha mantenido su participación en General Lab y Selfoods. La primera es una compañía de análisis clínicos y la segunda de comidas.


  Sumarroca se inició en la batalla política durante la resistencia al franquismo. Participó en diversos proyectos de apoyo al catalán como la Nova Canço, la Cova del Drac, e impulsado actuaciones en el mundo de la edición en catalán. También fue miembro del Grup d'Acció al Servei de Catalunya (GASC); las reuniones de aquel grupo, embrión de la futura CDC, sirvieron para reforzar el nacionalismo del joven Sumarroca. Así, en noviembre de 1974, Sumarroca fue uno de los que subieron a la montaña de Montserrat para participar en la fundación de un nuevo movimiento político: «En la constitución de Convergència […], sí que recuerdo que estaba convencido de que participaba en un hecho muy importante y que con seguridad tendría cosas que decir en el futuro del país, por una razón fundamental: había un líder que actuaba desde hacía mucho tiempo en la acción cultural y política en el país y fuera del país y que ya se veía, entonces, que sería clave en la reconstrucción de nuestras instituciones y de nuestro país. Me refiero, naturalmente, al presidente Pujol»[15].


  Sumarroca y Pujol, por lo tanto, ya habían colaborado en acciones a favor de la lengua y la cultura catalanas en la larga noche del franquismo. Posteriormente, el grupo de empresas de Sumarroca ha servido de refugio para algunos ex altos cargos de CiU en la Generalitat, como Jaume Roma, que sería el más breve conseller de Política Territorial y que viajó en una expedición oficial de la Generalitat a México en representación de una de las empresas de Sumarroca.


  Pero es que, además, la familia Sumarroca es la propietaria de la consultora Entorn, en la que Pere Pujol Ferrusola, el cuarto de los hijos del ex presidente, presta sus servicios. Como ya se ha relatado en el capítulo 1, Entorn recibió diversos encargos de la administración autonómica de Convergència i Unió, así como de consejos comarcales controlados por CiU. Entre otras actividades, Pere Pujol participó en un viaje oficial de la Generalitat a Uruguay y Chile como asesor del Institut Català d'Energia, dependiente de Indústria, cuando el primo político de Jordi Pujol, Antoni Subirà, era el conseller.


  LOS ÁNGELES GUARDIANES


  En la década de 1990, cuando Pujol ya llevaba más de diez años en la presidencia de la Generalitat, su actividad política se había convertido ya en una cuestión familiar. El hijo mayor del president, Jordi Pujol Ferrusola, hizo sus primeras incursiones en política, unas incursiones que, con el tiempo, acabarían transformando a la formación política en un «partido familiar». Tras la salida de Lluís Prenafeta del ejecutivo catalán, los vástagos del president creyeron que había llegado su oportunidad de influir en las decisiones políticas de su padre. Pujol había decidido que la agenda oculta que administraba Prenafeta fuera encomendada a Macià Alavedra, pero el afrancesado conseller d'Economia se mostraría incapaz de mantener las actividades menos presentables del ejecutivo de Pujol fuera del alcance de las miradas de la opinión pública. En buena medida fue así porque Pujol había elegido como compañeros de viaje en algunos de sus proyectos más importantes a personajes que tomaron la confianza del presidente de la Generalitat como una patente de corso para afianzar su control sobre todo lo que ocurría en Barcelona gracias a una telaraña de intereses de corte mafioso, administrada por el siniestro Javier de la Rosa y su no menos siniestro abogado y hombre para todo Juan Piqué Vidal.


  Una primera entrevista con Prenafeta para que le guiara en sus intentos de tomar el mando en la administración del Palau de la Generalitat llevaría a Jordi Pujol Ferrusola a romper definitivamente la relación que mantenía con su padrino en el mundo de los negocios[16]. Las relaciones de los cachorros Pujol Ferrusola, con el nuevo jefe de fontanería del Palau, Macià Alavedra, son cordiales pero superficiales. Alavedra era muy celoso de su coto de poder y no estaba dispuesto a ceder ni un ápice, por mucho que quienes lo reclamaran se apellidaran Pujol Ferrusola. Un error que acabaría pagando caro. Su implicación directa en los asuntos vitales para el president en los que éste no podía intervenir directamente, como las relaciones con Javier de la Rosa o Lluís Pascual Estevill, acabarían forzando su dimisión en julio de 1997.


  Pero los chicos del president estaban muy atentos al curso de los acontecimientos. Decidieron que había llegado el momento de prescindir de fontaneros. Lo que su padre necesitaba era un servicio de guardaespaldas políticos que evitaran que se utilizara su nombre en vano y que pudieran exhibir una trayectoria sin las máculas que habían tenido que asumir personajes como Prenafeta o Alavedra por cumplir los deseos de Pujol. Tras las elecciones de 1995, en las que Pujol perdió la mayoría absoluta, llegó el momento de los jóvenes Pujol Ferrusola. Habían intentado sin éxito que Macià Alavedra no ocupara el número dos en la lista electoral de CiU por Barcelona, inmediatamente por detrás del propio Pujol. Pero Alavedra estaba en una posición de debilidad. De la Rosa era un apestado desde 1994 y eso suponía un lastre para quien, por encargo de Pujol, aunque con el mayor de los entusiasmos, había ejercido de principal valedor del financiero. Y se estaba gestando el caso Estevill. Las relaciones con el juez corrupto constituían otra de las misiones suicidas encomendadas por Pujol a Alavedra. El conseller d'Economia se enteró por la prensa de que los hijos del president le habían descabalgado del segundo puesto en el ejecutivo catalán. Sigue siendo conseller d'Economia i Finances, pero los chicos Pujol Ferrusola habían logrado que su padre nombrara conseller de Presidència —un rango del que jamás había disfrutado Prenafeta; según aseguraba él mismo, por voluntad propia— a un nombre con buena imagen que cuenta con las bendiciones de los cachorros del president.


  Xavier Trias i Vidal de Llobatera


  Este pediatra nacido en Barcelona en 1946, se inició en política en las postrimerías del franquismo dedicándose al sindicalismo reivindicativo desde su puesto de médico pediatra en el Hospital de la Vall d'Hebron de Barcelona. Poco después inició su militancia política en CDC, partido en que se dio de alta en 1979, un año antes de que CiU ganara las elecciones autonómicas. Casado con Purificación Arraut, se licenció en medicina en 1970 y amplió sus estudios en Génova y Berna. Entre 1974 y 1981 ejerció de pediatra en la Vall d'Hebron. Abandonó el hospital al ser nombrado, en septiembre de 1983, jefe del servicio de asistencia hospitalaria de la Direcció General d'Asistència Sanitaria de la Generalitat bajo la protección de Josep Laporte. En julio de 1984 ya era el director general del Institut Català de la Salut (ICS) y en julio de 1988 sustituyó a Laporte como conseller de Sanitat, cargo que abandonó en enero de 1996 cuando asumió el importante y poderoso Departament de Presidència. A pesar de que su familia es propietaria de los laboratorios farmacéuticos Astra, Trias no ha dejado nunca que trabajaran para la Generalitat.


  Es en los despachos del Palau de la Generalitat donde Trias colaboraba más estrechamente con Pujol. Antes que él habían asumido el cargo —pero como secretarios generales y no como consellers—: Lluís Prenafeta y Joaquim Pujol i Figa. A diferencia de sus antecesores, Trias se hizo cargo de las relaciones con los líderes de los grupos de la oposición y mostró un talante negociador; era perentorio; CiU había perdido la mayoría absoluta en el Parlament y era preciso dialogar. No obstante, unos meses después, el PP ganó las elecciones generales sin mayoría absoluta y CiU pactó un acuerdo de legislatura, a pesar de que toda la campaña había estado basada en la promesa de que Convergència «frenaría» al PP.


  Algunas de las funciones que heredó Trias eran las mismas que se habían cobrado la cabeza de Prenafeta y que ya estaban causando problemas a Alavedra. Ya cuando era conseller de Sanitat había tenido que intentar tranquilizar a Javier de la Rosa, que desde la cárcel no paraba de enviar mensajes a la Generalitat. Trias y De la Rosa habían coincidido en el servicio militar y se habían hecho amigos. Como responsable de Presidència tenía que seguir tranquilizando al financiero, a quien incluso llegó a visitar en prisión en una de las múltiples estancias de De la rosa en los centros penitenciarios catalanes.


  Cuando tomaron posesión de sus cargos, los responsables del gobierno se encontraron con algunas situaciones laborales curiosas. En el Departament de Governació, el conseller Joan Carretero se encontró con que un hermano de Javier de la Rosa figuraba como responsable de un área técnica. El 17 de febrero de 1998 Antonio de la Rosa fue nombrado —por designación directa y sin concurso oposición— «responsable de la Unitat Tècnica de Seguiment del Règim Econòmic dels Ents Locals». Estuvo sin fichar en Governació hasta julio de 2003 y, hasta su cese por el nuevo gobierno, el 12 de enero de 2004, cobró un sueldo de entre 53.554 y 55.022 euros brutos anuales, ocupando un puesto de trabajo prácticamente ficticio, con rango de subdirector general. La decisión de salvar a Antonio de la Rosa de su difícil situación en el Ayuntamiento de Barcelona, en el que, a pesar de ser un alto funcionario, su inexistente rendimiento laboral y su apellido estaban a punto de costarle el despido, fue una decisión de Xavier Trias. Los hombres de confianza de Trias le sugirieron que si se avenía a contratar al hermano de De la Rosa, no lo empleara en el Departament de Presidència. Así, Trias recurrió a uno de sus amigos en el Consell Executiu, el entonces conseller de Governació Xavier Pomés, médico como Trias, aunque especializado en anestesiología, igual que el alcalde de Barcelona, Joan Clos.


  De esta manera, el hermano de Javier de la Rosa se embolsó a cargo de la administración casi 330.132 euros (unos cincuenta y cinco millones de pesetas). Antonio de la Rosa figuró en nómina del Departament de Governació entre 1998 y 2004, bajo el mandato de los consellers Xavier Pomés, Josep Antoni Duran Lleida, Núria de Gispert y Josep Maria Pelegrí. Entre las competencias de Antonio de la Rosa figuraban la necesidad de «estudiar las normativas reglamentarias que aprueben los entes locales supramunicipales y formular informes sobre su legalidad» o «proponer informes y propuestas sobre la práctica de los requerimientos e interposición de recursos, en vía administrativa y contencioso-administrativa, que se considerasen improcedentes en relación a las ordenanzas y presupuestos de los entes locales, y también en relación a los actos y acuerdos de los entes locales». Una labor que hubieran firmado, sin dudar, los hermanos Marx[17].


  Trias abandonó el Palau de la Generalitat para liderar la lista de CiU al Congreso de los Diputados en las elecciones de marzo de 2000, las que otorgaron al PP la mayoría absoluta en el Congreso. Fue entonces cuando le sustituyó un joven de la más estricta confianza del propio presidente de la Generalitat y que ejerció, durante su breve mandato, de auténtico ángel de la guardia de Pujol. Después de enfrentarse a Joan Clos en las elecciones municipales de mayo de 2003, Trias inició su etapa como concejal del Ayuntamiento de Barcelona.


  Joaquim Triadú i Vila-Abadal


  Su padre, el pedagogo Joan Triadú, ha estado siempre cerca de Pujol; por su parte, Joaquim Triadú, a pesar de que inició la militancia en el independentista Front Nacional de Catalunya, como Macià Alavedra, y tuvo un breve paso por las juventudes de ERC, acabó como era previsible, en Convergència. Nacido en 1959 y licenciado en Derecho, se vinculó a la administración autonómica como jefe de la unidad de relaciones institucionales del Departament d'Ensenyament. Posteriormente fue subdirector general de Relaciones Institucionals del Departament de Cultura y secretario general de este mismo departamento. En 1992 renunció a ser conseller d'Ensenyament por las relaciones familiares con el sector (en su lugar fue nombrado Joan Maria Pujals en 1992) y, en cambio, pasó a ocupar la todopoderosa secretaría de comunicación del gobierno.


  A partir de 1996 asumió la secretaría general de Presidència bajo la dirección política de Xavier Trias, al que sustituyó como conseller cuando Trias dimitió para liderar la lista de CiU en la primavera de 2000. Desde su cargo en Presidència, Triadú tuvo el encargo de vigilar las actividades económicas de los hermanos Pujol Ferrusola, lo que le costaba más de una discusión con los fontaneros de la Generalitat próximos a la familia. De una forma parecida a Trias, Triadú formalizó unas relaciones más estrechas con la oposición.


  Miembro del comité ejecutivo de CDC y autor de dos libros —La IV y V República francesa. El gaullisme (1985) y Les professions de futur (1986)—, Triadú abandonó la Generalitat en enero de 2001, cuando Pujol designó consejero de Presidència a su delfín, Artur Mas. Desde entonces trabaja como abogado en la delegación de Barcelona del bufete Garrigues.


  CARTAS MARCADAS: EL «CASO CASINOS»


  Hacía un frío de mil demonios. Era abril de 1990 y Joan Anton Sánchez Carreté[18], asesor fiscal del patrón de Inverama-Casinos de Catalunya, Artur Suqué, aterrizó en Edmonton, capital de la provincia de Alberta (Canadá). Sánchez Carreté tenía una misión: alcanzar un acuerdo con el ex director financiero del grupo de juego, Jaime Sentís, que se había fugado con 127 millones de pesetas de la caja de la compañía. La oferta de Suqué que Sánchez Carreté tenía que transmitir a Sentís era más que generosa: la compañía retiraría la querella criminal que había presentado contra su antiguo director financiero si éste devolvía el dinero que se había llevado. Y es que a Artur Suqué le convenía echar tierra sobre el asunto, pues, cuando denunció a Sentís por fugarse con la caja, el director financiero contraatacó destapando el primer caso de financiación ilegal de partidos políticos, el caso Casinos. Sentís no compareció en el aeropuerto de Edmonton. Sánchez Carreté y su acompañante, el asesor fiscal del huido director financiero de Casinos, tuvieron que recorrer cuarenta kilómetros de carreteras nevadas para llegar al refugio de Sentís, situado al norte de la capital de Alberta. Era un mal presagio.


  Un contable infiel


  El caso Casinos se inició a finales de 1989 cuando el director financiero de Casinos de Catalunya, Jaime Sentís Abad, tras ser denunciado por la compañía por fugarse con la caja, puso una denuncia a su antiguo patrón por el pago de comisiones ilegales a Convergència Democràtica de Catalunya. Casinos de Catalunya es la empresa que gestiona los tres locales de juego de Cataluña, situados en Peralada, Lloret de Mar y desde hace poco tiempo en Barcelona, aunque en un principio el Gran Casino de Barcelona se ubicó en Sant Pere de Ribes, cerca de Sitges.


  Tras siete años y medio de instrucción judicial —la lentitud de la cual causó exasperación entre los denunciantes—, en julio de 1997, el magistrado Ramon Gomis, a pesar de reconocer que CDC había recibido financiación de manera irregular, decidió archivar la denuncia, ya que, según indicó a su interlocutora, consideraba que de acuerdo con el derecho penal vigente aquella manera de proceder no era un delito.


  Según la denuncia inicial de Sentís, Casinos había pagado cerca de tres mil millones de pesetas a empresas afines a CDC con arreglo a facturas falsas por servicios que nunca se prestaron. Según el contable, casi seiscientos millones habrían ido a parar a la caja de CDC. Asimismo, en la denuncia especificaba que el presidente de Casinos de Catalunya, Artur Suqué, compañero de escuela de Pujol, junto a los tesoreros de CDC, Francesc Gordo y Albert Serra Hugas —hombres estrechamente vinculados a Miquel Roca, pero también a Jordi Pujol—, habían urdido la trama para financiar al partido nacionalista. Según Sentís él mismo entregó por orden de Suqué entre 1986 y 1987 un total de 298 millones de pesetas a Francesc Gordo, fundador de CDC y responsable de las finanzas; otros trescientos millones se entregaron a través de Albert Serra.


  De acuerdo con la querella, el mecanismo era el siguiente: «Se expedían, por orden del querellado [Artur Suqué], como documentos justificativos de esas entregas, facturas falsas de cobertura sobre la publicidad, que aparentemente respondían a anuncios publicados o emitidos por medios de comunicación de Cataluña y sobre encuestas que nunca se realizaron; también se expedían recibos falsos». No obstante, como no se aportó documentación sobre la denuncia, la investigación estuvo congelada en el juzgado de instrucción número 6 de Barcelona. El primer letrado que representó los intereses de Sentís fue Rafael Jiménez de Parga.


  Pero el 18 de enero de 1992, Sentís se presentó ante el magistrado instructor, Ramon Gomis, y aportó numerosa documentación sobre su denuncia; ese material indicaba que unos ochocientos millones de pesetas habían ido a parar a personas vinculadas al aparato financiero de CDC. Esta cifra era superior a lo que aparecía en la querella inicial contra el presidente de Casinos. Sentís entregó al instructor carpetas llenas de comprobantes de pagos de trabajos que nunca se habían realizado (fotocopias de cheques con la firma de quien había cobrado al margen; extractos bancarios que mostraban como el dinero de Casinos pasaba a una cuenta de Gordo y de allí a las diversas ramificaciones del negocios). Algunas de estas cuentas iban a nombre de Josep Manuel Novoa Novoa, el último gerente y administrador único de El Correo Catalán, el periódico que Pujol había comprado a inicios de la década de 1970.


  Sentís aseguró en su declaración judicial que tenía la costumbre de fotocopiar los cheques que entregaba y que lo hacía por orden de Suqué; en los márgenes de las fotocopias hacía firmar al receptor. En la documentación entregada había centenares de fotocopias de los talones, unos bancarios y otros extendidos por las empresas del grupo Casinos, la mayoría al portador y algunos barrados. Las firmas que constaban en los márgenes eran las de Francesc Gordo, Albert Serra y Joan Anton Sánchez Carreté, asesor financiero de Casinos. Gordo fue el cajero de la campaña electoral de la Operación Reformista de 1986 y responsable de las finanzas de CDC; Serra, por su parte, había sido el cajero de CDC y del grupo parlamentario de CiU.


  El ex director financiero de Casinos aportó en su segunda comparecencia judicial cartas manuscritas de Gordo con instrucciones de cómo confeccionar los cheques, así como decenas de facturas de la empresa Faig y de varias empresas periodísticas. Según su versión, estas facturas no respondían a inserciones publicitarias reales; en cuanto a Faig, se trataba de una empresa que había servido para invertir trescientos millones de pesetas en Cadena 13, la empresa radiofónica presidida por Antoni Subirà. Posteriormente, las frecuencias de Cadena 13 pasaron a la Cope. Faig era una empresa instrumental creada en 1984 con un capital de un millón de pesetas por tres personas vinculadas directamente al aparato de CDC: Francesc Segura de Luna, Enric Bonmartí y Albert Serra Hugas (este último aparece en la denuncia de Sentís como una de las personas que cobraban los cheques).


  Asimismo, en esta segunda ocasión Sentís aportó facturas de la empresa de publicidad Tiempo/BBDO, vinculada a Jordi Vilajoana, último conseller de Cultura de Pujol y encargado de las campañas publicitarias de CiU en diversas campañas electorales. Desde las elecciones generales de marzo de 2004, Vilajoana ocupa el puesto de vicepresidente segundo del Congreso de los Diputados.


  No obstante, según un estrecho colaborador de Suqué que desea mantener el anonimato, lo que pasó fue que tras una revisión de las cuentas de Casinos se descubrió un agujero de cerca de ochocientos millones de pesetas, la misma cantidad con la que Sentís había incrementado su patrimonio. A pesar de todo, esta misma persona reconoce que sí hubo pagos a determinados medios de comunicación, con una contrapartida: debían hacer reportajes en contra del juego clandestino. Así, Casinos habría aportado seiscientos millones al Avui, cien a El Correo y otros cien millones a La Vanguardia. Estas cifras distan mucho de los tres mil millones que denunció Sentís.


  Pero a pesar de todo, hubo dirigentes y empleados de CDC que estuvieron en nómina de empresas que aparecen vinculadas al caso Casinos. Así, según una relación facilitada por Iniciativa per Catalunya al juez instructor en febrero de 1992, el entonces concejal de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona, Antoni Marcet, trabajó para Faig desde octubre de 1984 hasta abril de 1989, y en Labarta, desde mayo de 1989 al verano de 1991. En esta última compañía también estuvo en nómina el entonces alcalde del Masnou, Josep Azuara, que compaginaba el trabajo en el ayuntamiento con la responsabilidad de la política municipal de CDC y su empleo en la empresa vinculada al caso Casinos.


  Con el paso de los meses, y ante la lentitud de la instrucción judicial, Sentís desistió en su denuncia no sin antes llegar a un acuerdo con sus antiguos patrones. Pero a pesar de esta decisión, la investigación tuvo que seguir, ya que se habían personado otros actores, como el último gerente de El Correo, pero también el de Iniciativa per Catalunya, que ejercería, durante todo el proceso, la acusación particular.


  Pero ¿qué obtendría Suqué de financiar con tantísimo dinero a Convergència Democràtica?


  Loterías oficiales para amigos leales


  La historia de las loterías autonómicas arranca del 20 de enero de 1986, cuando Lluís Prenafeta firma un contrato con Carles Vilarrubí, un joven bien relacionado con la familia Pujol Ferrusola desde que, en la primera compaña electoral de 1977, puso su SEAT 127 al servicio de Pujol para que recorriera Cataluña en un exhaustivo programa de contacto con el territorio diseñado por el propio futuro presidente de la Generalitat. En dicho contrato se especificaba que Vilarrubí se encargaría de poner en funcionamiento la Entitat Autónoma de Jocs i Apostes (EAJA), un organismo que ofrecería diversos juegos y loterías. Por el «trabajo específico, concreto y no habitual»[19], Vilarrubí cobraría 446.666 pesetas al mes, más dietas y gastos de desplazamiento, una cantidad considerable en aquella época. Asimismo, el contrato establecía un término de seis meses para crear el nuevo organismo autónomo, dependiente de Presidència de la Generalitat, pero Vilarrubí tuvo hecho el trabajo en la mitad de tiempo, ya que al cabo de tres meses ya lo daba por finalizado tras diversos viajes a Canadá y Estados Unidos, países cuyo funcionamiento de las apuestas tomó como ejemplo.


  Así, la fecha del decreto de la creación de la EAJA fue el 17 de abril de 1986 y unas semanas después, el 9 de mayo, Vilarrubí firmó un nuevo contrato. Aquel mismo día, Macià Alavedra dimitió del gobierno para concurrir a las elecciones generales, ya que ocupaba el segundo lugar de la lista de CiU en la Operación Reformista liderada por Miquel Roca. Agustí Bassols pasó a ocupar el Departament de Governació y la EAJA fue adscrita a Presidència, bajo el estricto control de Prenafeta.


  El 5 de diciembre de 1986, tras un concurso, la Generalitat concedió los juegos y apuestas autonómicas a la empresa Luditec, creada el 27 de octubre —un poco más de un mes antes— con un capital social de quinientas mil pesetas. La compañía presidida por Artur Suqué contaba con los siguientes accionistas: el Banco Hispano Americano (uno de los más implicados en la financiación de la Operación Reformista de Miquel Roca), que había invertido cien mil pesetas; la Caixa de Barcelona (posteriormente fusionada con la Caixa de Pensions), que había aportado la misma cifra; la Inverama de Suqué, que ponía ochenta mil pesetas; Inversiones Ponent, la compañía gestora del casino de Mallorca, que aportaba también ochenta mil pesetas; e Imperial Trading & Development Ltd., con sede en Belfast (Irlanda del Norte), que invertía ciento cuarenta mil pesetas.


  Entre los objetos sociales de esta última empresa, que tenía un capital de dos libras esterlinas, no figuraban ni el juego ni las apuestas, tan tradicionales en las islas Británicas, sino que, según reveló al Diari de Barcelona, entre su amplio abanico de actividades había hoteles, cafeterías, restaurantes, lavanderías, chalets, vinos, construcción, decoración, madera, producciones cinematográficas, agencia teatral, tabaco, funeraria, frutas y verduras, agencia de detectives, peluquerías, barcos, calefacciones, garajes… El objeto social de Imperial Trading & Development Ltd. era el clásico de una sociedad instrumental. Muchos despachos de abogados crean sociedades con el capital mínimo permitido por la ley, que después ceden a algún cliente; como desconocen a qué actividad se dedicará en el futuro, inscriben todas las que se les ocurren en aquel momento. Al parecer nadie previó que aquella se dedicaría en el futuro a los juegos y apuestas en Cataluña.


  Imperial Trading & Development había sido fundada por Edna Elma Heron y Dorothy May Kane, que vendieron la sociedad a dos británicos, Maurice Clifford y Vicent Barrett[20]. Los dos primeros directores de la sociedad fueron dos personas con residencia en Suiza: el abogado francés Jacques Toulorge y el contable suizo Beat Corpataux, fiduciario de numerosos negocios domiciliados en su despacho de Ginebra. La sociedad tenía entonces dos sedes sociales, una en Belfast y otra en el cantón suizo de Friburgo.


  El 19 de febrero de 1987, poco más de dos meses después de haber sido designada como la empresa que gestionaría las loterías de la Generalitat, Luditec ampliaba su capital a sesenta millones de pesetas, mientras que el 22 de abril, Imperial Trading también ampliaba su capital hasta el millón de libras y, además, modificaba sus estatutos para consignar que se dedicaba al juego y a las apuestas. Casualmente, aquella segunda operación fue realizada cinco días antes de que saliera la loto-rápid (popularizada como rasca-rasca); los boletos se imprimían en Canadá.


  El segundo juego dependiente de la Generalitat fue la 6/49, con el mismo sistema que la lotería primitiva, en la que de 49 números, el apostador debe acertar los seis que dan derecho al premio más grande. La Generalitat compró las terminales de esta segunda lotería a una compañía desconocida en España, Games Technology (Gtech), lo que provocaría las críticas de la oposición política, ya escamada con la operación de creación de Luditec. Luditec cobraba un 20 por ciento de los ingresos por el rasca-rasca y un 10 por ciento por la 6/49.


  Según el contrato entre la Generalitat y Luditec, esta compañía recibía 2.569 millones de pesetas de la EAJA por la compra de la empresa estadounidense (Gtech) de las terminales de la 6/49. Luditec convertía esa cantidad de pesetas a dólares y pagaba a Gtech. El dólar se calculó al cambio de 139,5 pesetas, aunque el día que se firmó el contrato la divisa norteamericana cotizaba a 129 pesetas, 10,5 menos. Ante las reiteradas críticas de la oposición, CiU se avino a formalizar una comisión de investigación parlamentaria, aunque Convergència i Unió no dio facilidades a los diputados para que investigaran, ya que obligó a iniciar los trabajos antes de suministrar material documental y se negó a que comparecieran diversos actores. Sólo fueron citados los miembros del consejo de administración de la EAJA, los consellers de Governació, Economia y Comerç, además de Artur Suqué, presidente de Inverama. Así, CiU vetó la presencia de los administradores de Imperial Trading & Development Ltd., de los representantes de las sociedades que crearon Luditec o de la imprenta de Canadá que imprimía los boletos. Tampoco fue citado José Pedro Pérez Llorca, ex ministro de UCD que participó en la Operación Reformista y que accedió al consejo de administración de Luditec tras comprar por setenta mil pesetas siete de las diez acciones que poseía la Caixa de Barcelona.


  El peligroso caso del ex gerente de «El Correo Catalán»


  José Manuel Novoa tardó en implicarse en la batalla judicial por el caso Casinos, pero lo hizo cuando tuvo que declarar como imputado. Entonces reconoció que había recibido dinero de Casinos de Catalunya para financiar el diario. Según su testimonio, El Correo Catalán libró facturas falsas a Casinos por un importe de cuatrocientos millones de pesetas entre los años 1984 y 1985. El sistema diseñado era que se contrataban inserciones publicitarias, pero nunca se llegaban a publicar. Parte del dinero había ido a engrosar las arcas de CDC, pero otra parte había servido para el funcionamiento interno del periódico. Casinos pagaba directamente a Gordo y Serra y los dos tesoreros se encargaban de entregar la parte correspondiente a la Fundació Catalana de Comunicació (entidad vinculada a cargos de CDC que era la tenedora de los paquetes accionariales). Además, Novoa sostenía que en aquella época Pujol todavía era el propietario real de las acciones de El Correo Catalán.


  Cuando el diario fundado por los industriales textiles próximos al carlismo empezó a zozobrar, Novoa se quedó solo al mando de la nave a la deriva. Pero toda la documentación de que disponía, tras pasar unos años en una caja de seguridad de un banco, fue entregada al juez instructor del caso Casinos. Durante el periplo judicial, Novoa intentó demostrar la implicación de Pujol en el cierre de El Correo, así como la de Antoni Subirà.


  En una de sus múltiples comparecencias, Novoa aportó al juez instructor extractos bancarios de cheques procedente de Casinos, así como el contrato particular de compraventa de las acciones de El Correo Catalán suscrito por Jordi Pujol y Antoni Forrellad. Según un manuscrito entregado al magistrado, «se desprende de una serie de documentos que Pujol aparece como accionista y consejero de Fomento de Prensa, habiendo transmitido sus acciones a fiduciarios, según el contrato correspondiente, pero manifestando públicamente con posterioridad que dichos fiduciarios actuaban por cuenta de él mismo [Pujol]».


  En aquella batalla judicial, Novoa intentó que el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya citara a declarar a Pujol como responsable de la quiebra de El Correo Catalán, pero no lo consiguió. Finalmente, el juez instructor, tras múltiples peripecias judiciales, cerró el caso reconociendo la financiación irregular de CDC, pero sin tomar medidas, ya que estimó que los hechos, según la legislación vigente, no eran penalmente perseguibles. En su interlocutoria de archivo de julio de 1997, el juez sostiene lo siguiente:


  
    Del resultado de lo actuado se deduce razonablemente tal fin de financiación. Francesc Gordo, que recibió gran parte de los cheques, ha ostentado diversos cargos públicos en la agrupación de Convergència i Unió, al igual que otro de los receptores, Albert Serra Hugas, recibiendo éste incluso parte de los cheques en la sede del partido del paseo de Gràcia, mientras que aquél se encargaba de facilitarle las facturas. […] La actividad de las empresas facturantes es la propia que requieren las formaciones políticas, bien sea directamente por publicidad o, de modo indirecto, mediante el mantenimiento de cierta línea editorial por parte del medio. […] En el derecho penal vigente no existe el delito de financiación ilegal o encubierta de partidos políticos.

  


  Gomis, sin embargo, matizaba: «El juicio de moralidad o valoración política que merecen las aportaciones de fondos queda fuera de la competencia judicial». El magistrado rechazaba, también, los delitos concretos —apropiación indebida y falsedad en documento mercantil por parte de Suqué sobre los que se sostenía la querella de finales de 1989— al señalar que para que haya apropiación de unos fondos se exige que el sujeto activo actúe movido por el ánimo de lucro, apropiándose de fondos que no le pertenecen, o que el administrador de una empresa ordene pagos excediéndose en los límites de sus facultades. En cuanto a la falsedad en documento, aunque el juez reconocía que parte de las facturas que justificaban las salidas de dinero eran «mendaces», «la falta de verdad debe afectar a un elemento esencial del documento, de modo que no toda falta de verdad implica la falsedad de documento».


  El archivo del caso en los juzgados —que sería definitivo en el año 2000, con una decisión del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya— causó la satisfacción en CDC, a pesar de que el juez había reconocido la financiación irregular. Iniciativa per Catalunya, que ejerció de acusación particular, destacó que el auto de archivo confirmaba «la financiación de Casinos a Convergència». Los otros partidos guardaron silencio. Buena parte de las relaciones que permitieron la creación de la trama del caso Casinos se había desarrollado en 1986, durante la fracasada Operación Reformista de Miquel Roca.


  LA CONQUISTA DE ESPAÑA


  Tras la victoria socialista de 1982, el centro reformista de la UCD se desmoronó, y el nuevo Centro Democrático y Social (CDS) fundado por Adolfo Suárez no llenó el vacío. Jordi Pujol, que ya se había implicado en la gobernabilidad de España al apoyar los gobiernos de la UCD de Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo, creyó oportuno que su número dos y su hombre en Madrid, Miquel Roca Junyent, encabezara en las elecciones generales de 1986 un nuevo espacio, bautizado como Operación Reformista. Con el Partido Reformista Democrático (PRD) como una bandera fuera de Cataluña, CiU se implicaba totalmente en la política española. En Madrid, las caras visibles del proyecto eran Antonio Garrigues Walker, vinculado a multinacionales estadounidenses, y un joven Florentino Pérez, que actuó como tesorero de la formación. El PRD se constituyó como una unión de diversos partidos; formaron parte, junto a CiU, Coalición Galega y Unió Mallorquina. Aunque gracias a la «Operación Roca» CiU obtuvo los mejores resultados en unas elecciones generales, al pasar de doce a dieciocho diputados y, además, engulló los votos catalanes de la UCD, en España fue un rotundo fracaso.


  El PRD se había creado en 1984 aprovechando los restos de la UCD y se disolvió prácticamente el día después de las elecciones, ya que CiU se desentendió de su situación. La Operación Reformista se inició pocos meses después de la victoria del PSOE del 28 de octubre de 1982. En Cataluña, CiU la presentó como una propuesta de reformismo centrista, diferente de la socialista y de la Alianza Popular de Fraga. Roca ya era secretario general de CDC, aunque por delegación de Pujol. El séptimo congreso de CDC de enero de 1985 planteó la reformulación estratégica de impulsar el PRD, pero las resoluciones de este congreso no definieron la vinculación entre CDC y PRD[21].


  A pesar de sus reticencias, el jurista Federico Carlos Sáinz de Robles encabezaba la lista de Madrid; lo seguía Antonio Garrigues Walker, que había sido el principal apoyo económico y político del proyecto, pues puso a disposición de Roca su dinero, su prestigio y su control de diversos medios de comunicación. Asimismo, en las listas del PRD también había algunos ex ministros y ex altos cargos de diversos gobiernos de la UCD, como José Pedro Pérez Llorca, que mantenía intereses económicos comunes con personas vinculadas a CiU; Juan Antonio García Díez, Juan Antonio Ortega Díaz-Ambrona, Luis Gámir y Rafael Arias-Salgado (los dos últimos terminaron bajo la órbita de Aznar). Gámir fue durante muchos años uno de los hombres fuertes en el ámbito de la política económica del Partido Popular y Arias-Salgado fue ministro de Fomento entre 1996 y 2000. Pero Roca no se conformó con el fichaje de ex dirigentes de la UCD, también fichó al ex árbitro de fútbol José Emilio Guruceta, odiado por el barcelonismo, o a Andrés Limón, que había sido expulsado del PSC de Tarragona.


  Emulando a Cambó


  Con la operación Reformista, Pujol y Roca intentaron emular a Francesc Cambó, que ya en el lejano 1918 había intentado hacer una operación similar, que también fracasó. La operación fue bien vista e incluso alentada por la gran banca: los socialistas llevaban cuatro años en el poder y el mundo de las altas finanzas creía que había llegado el momento de que lo dejaran. Detrás de la jugada estaba el Banco de Vizcaya, el Hispano Americano, el Central y el Popular, además de las grandes constructoras españolas. Así, y según cálculos de la época, el PRD dispuso de entre cuatro mil y cinco mil millones de pesetas para la campaña electoral; en los carteles de propaganda de la misma el principal candidato sólo aparecía con su apellido: ni Miquel ni Miguel. A pesar de esto, unas semanas después de las elecciones, el PRD cifró el coste de la campaña en mil ochocientos millones, de los cuales seiscientos habían sido conseguidos mediante créditos, y los mil doscientos restantes gracias a las aportaciones de militantes y simpatizantes.


  A pesar de todos los nombres y el dinero puestos a su disposición, Roca fracasó: fuera de Cataluña, el PRD consiguió 194.538 votos, lo que representaba el 0,95 por ciento de las personas que votaron; sólo obtuvo un acta de diputado en Galicia, gracias a Coalición Galega. Antes de iniciarse la campaña electoral, el mismo Roca había asegurado que el objetivo del PRD era conseguir entre veinte y veintidós escaños en el Congreso de los Diputados. Aquella noche electoral, Pujol concluyó: «El resultado ha sido malo, pero el mensaje y la doctrina del reformismo son válidos»[22]. Roca, por su parte, se negaba a salir en público y, según se aseguró entre los dirigentes de su partido, incluso se planeó la posibilidad de abandonar la vida política. Al final apareció ante los descorazonados militantes de CiU y buscó la parte positiva de la situación: CiU había conseguido un apoyo más grande de la ciudadanía. Sus socios en Madrid, con Garrigues y Florentino Pérez al frente, no se podían creer que Roca se olvidara del Partido Reformista Democrático con tanta rapidez. En el caso de que hubiera resultado ganador, Miquel Roca se hubiera convertido en presidente del gobierno gracias al pacto del PRD con CiU y la Alianza Popular de Manuel Fraga, pero no fue así. A pesar de todo, CiU tuvo unos resultados inmejorables: más de un millón de votos y dieciocho diputados, un número de congresistas que sólo repetiría en las elecciones de 1989; a partir de entonces, iría perdiendo representación paulatinamente en el Congreso de los Diputados.


  Pero ¿quién asumió las deudas electorales de PRD? La gran banca española y las grandes constructoras habían apostado claramente por el PRD y habían dado el visto bueno a créditos por valor de cerca de cinco mil millones de pesetas. Mientras que las entidades financieras asumieron la condonación, meses más tarde las constructoras fueron recompensadas, según denunció la oposición en el Parlament, sobre todo con grandes contratos de obras, básicamente en Cataluña, donde la Generalitat se disponía a construir nuevas infraestructuras como la autopista de peaje entre Terrassa y Manresa. Efectivamente, el Consell Executiu, a pesar de la oposición de algunos consellers —que veían con mejores ojos una oferta de las cajas de ahorro—, decidió que la construcción y la concesión de la nueva vía rápida entre Terrassa y Manresa fuera a parar a Ferrovial, la constructora presidida por Rafael del Pino y vinculada al Banco Hispano Americano. La decisión final la tomó Pujol en contra de las reticencias de dichos consellers y de la comisión de adjudicación[23].


  Roca conoció a Florentino Pérez en la Operación Reformista y, desde entonces, mantienen una buena amistad. Tras abandonar la política activa, Roca figuraría como letrado en diversas sociedades controladas por Florentino Pérez.



  7


  Cataluña es Disneylandia


  El supremo arte de la guerra es doblegar al enemigo sin luchar.


  

    SUN TZU,


    El arte de la guerra


  


  Quien quiera que ponga su mano sobre mí para gobernarme es un usurpador y un tirano y lo declaro mi enemigo.


  PIERRE-JOSEPH PROUDON


  Para la mentalidad de agitador de Jordi Pujol, Narcís Serra se había convertido en el más peligroso de sus enemigos. Le consideraba uno de los principales instigadores del caso Banca Catalana, era ministro de Defensa y el enlace entre los socialistas catalanes y el PSOE. La derrota sufrida por Miquel Roca en la Operación Reformista incrementó más si cabe el odio que Pujol sentía por Serra. Pujol no perdonaría su monumental fracaso a Roca, quien, para más inri, era amigo de juventud de Serra. En cuanto al ministro de Defensa, Pujol no se podía limitar a defenderse de los ataques que le atribuía; se debía a sí mismo una guerra en toda regla. Pero Narcís Serra no era un enemigo fácil; escurridizo, sinuoso, amigo de las conspiraciones, pero difícil de atrapar en un cara a cara. Había que atacar su obra. En los pocos más de tres años que Serra había ejercido como alcalde de Barcelona, había sentado las bases de lo que sería el inexpugnable poder municipal de los socialistas. Además, había designado un delfín en el que, en primera instancia, nadie confiaba: Pasqual Maragall.


  LOS JUEGOS OLÍMPICOS DE MARAGALL


  Con el tiempo, tras constatar que los socialistas eran incapaces de vencer en las urnas a Pujol, empezó a quedar claro que aquel Maragall al que inicialmente Convergència había despreciado acabaría por convertirse en la gran esperanza blanca del PSC para su definitivo asalto a la Generalitat; finalmente no conseguiría ganar a Pujol en unas elecciones —en número de escaños, porque sí que lo hizo en número de votos en 1999—, pero le sucedería como president el 24 de diciembre de 2003. Para Pujol y los suyos estaba claro que había que acabar con Maragall antes de que pudiera convertirse en candidato. Especialmente porque Narcís Serra, antes de abandonar el ayuntamiento, le había dejado a Maragall un regalo que éste administraría de forma magistral y se convertiría en su principal activo político: la candidatura de Barcelona a los Juegos Olímpicos de 1992. El ataque, sin embargo, tenía que ser generalizado. Se imponía recortar el poder del Ayuntamiento de Barcelona en todos los frentes, para evitar que pudiera convertirse en un contrapoder, en una especie de Generalitat paralela y a escala.


  Adiós a la Corporación Metropolitana de Barcelona


  La Corporación Metropolitana de Barcelona (CMB) había nacido en los años postreros del franquismo, según la idea de José María de Porcioles —alcalde franquista de la capital catalana durante largos años— como un organismo supramunicipal encargado de velar por el funcionamiento de diversos servicios, como transportes o recogida de basuras de los ayuntamientos del área metropolitana de Barcelona. Porcioles era el hombre que el año 1960 había pergeñado la Operación Cataluña, que significó el reconocimiento por parte de la dictadura de la especificidad de la ciudad de Barcelona con la dotación de la Carta Municipal, la cesión de la ciudad del castillo de Montjuïc (donde el presidente Lluís Companys, entre otros muchos republicanos, había sido fusilado en 1940) y la compilación del derecho civil catalán. Después de más de un cuarto de siglo, esta Operación Cataluña seguía teniendo un significado especial para Jordi Pujol, que había ido a la cárcel por haber escrito un panfleto clandestino contra la visita del general Franco a Cataluña[1].


  A pesar de estos antecedentes, la decisión del gobierno de la Generalitat presidido por Pujol de eliminar la Corporación Metropolitana de Barcelona, en 1987, no se debía al hecho de ser una creación del franquismo más cercano a los postulados de los tecnócratas del Opus Dei, la organización católica con la que Porcioles coqueteó durante largos años después de pasar por el falangismo para hacerse perdonar su militancia juvenil en la Lliga Regionalista de Francesc Cambó[2]. Ni mucho menos. En realidad, para el gobierno de Convergència i Unió la CMB no era sino un contrapoder enfrentado al de la Generalitat, más aún por el hecho de que estaba controlada por los socialistas, que en aquella época eran el peor enemigo político para los convergentes. A su vez, para los socialistas, dominantes en la mayoría de los municipios del área metropolitana, la CMB —con sede central en la Zona Franca— era el instrumento para la batalla política de oposición al ejecutivo nacionalista. Era la época de la Cataluña dual: la Cataluña convergente iba por un lado y la Cataluña socialista por el otro; y además se daban la espalda, si es que no se enfrentaban. Era la Cataluña del Teatre Nacional contra la Cataluña del Teatre Lliure, o la del Lliure contra la del Nacional.


  Con CiU gobernando desde las elecciones de 1984 con mayoría absoluta en el Parlament y con el apoyo de los votos de Esquerra Republicana, en 1987 Pujol decidió cerrar la CMB y, para ello, hizo uso de las leyes de Ordenación Territorial (LOT), que llevaban dos años discutiéndose en el Parlament de Catalunya. Las LOT establecían el modelo catalán de administración local y de organización territorial: institucionalización administrativa y política de las comarcas; vaciado de competencias de las diputaciones provinciales y fragmentación y desactivación política y administrativa de la Corporación Metropolitana de Barcelona.


  La consecuencia de aquella normativa fue la creación de los consejos comarcales, que aunque fueron instituidos nunca obtuvieron demasiados recursos económicos ni competencias debido a la desconfianza que despertaban en la misma administración autonómica; por otro lado las diputaciones no se vaciaron de competencias. Cuando la CMB desapareció, se crearon las entidades metropolitanas que, a diferencia de la corporación, no tenían poder político.


  Los debates fueron enconados, pero Pujol estaba convencido de que tenía que acabar con el poder de la Corporación Metropolitana, liderada por Pasqual Maragall, el entonces carismático alcalde de Barcelona. Era el hombre que había conseguido que Barcelona fuera sede olímpica y Pujol ya lo percibía como su futuro adversario electoral. Todavía lo temería más cuando la tarde del 17 de octubre de 1986 miles de barceloneses salieron a las calles de la ciudad para celebrar la designación de Barcelona y corearon el nombre del alcalde («¡Pasquis! ¡Pasquis!»), mientras éste, vestido con su gabán hacía el signo de la victoria con los dedos y saltaba. Pujol, situado a su derecha, se daba cuenta del enorme carisma que estaba aglutinando Maragall. Años más tarde, lo comentaría con más de uno de sus estrechos colaboradores, incluso con algún socialista: «Maragall sí que es un peligro, y no Duran Lleida», confesaba Pujol.


  Jose Maria Cullell, que fue conseller d'Economia (1983-1987) y política Territorial (1980-1983 y 1993-1994), y que disputó la alcaldía de Barcelona a Maragall en dos ocasiones (1987 y 1991), reconocería años más tarde lo siguiente: «La CMB tenía una connotación política que a una Generalitat débil le causaba cierta angustia», afirmaba el que también fue delfín de Pujol en una entrevista en Avui del 18 de diciembre de 2003, en un claro reconocimiento del hecho de que la decisión no fue una cuestión de organización interna de Cataluña, tal y como se aseguraba en aquellos momentos, sino de claro matiz político.


  La institucionalización de las comarcas en las Leyes de Organización Territorial daba contenido al artículo 5 del Estatut, que había recogido las inquietudes del Congrés de Cultura Catalana y recuperaba la división territorial de la Segunda República, elaborada por el geógrafo Pau Vila, posteriormente exiliado en Colombia y Venezuela, donde fundó el departamento de geografía e historia del Instituto Pedagógico de Caracas.


  No obstante, el mapa comarcal de 1936, derogado tres años después, al final de la Guerra Civil, nunca tuvo utilidad administrativa, ni de ente local ni de división de la Generalitat republicana, según recordaba en 1997 el profesor de Derecho Administrativo Josep Mir en un texto valorativo sobre la organización territorial de Cataluña. «Las LOT, por tanto, instituyeron un mapa comarcal realizado medio siglo antes y que nunca había tenido una utilidad administrativa. Sobre esta estructura territorial, las LOT diseñaron unas entidades locales, los consejos comarcales, elegidos por los partidos políticos en función de sus resultados en las elecciones municipales, sin competencias claras y sin una financiación autonómica», afirma Mir[3].


  Así, el objetivo de las LOT era la desactivación del contrapoder que representaba la CMB mediante su supresión: se transfirieron sus competencias urbanísticas a la Generalitat; se crearon dos entidades especializadas (transporte y residuos) pero con ámbitos territoriales diferentes, y se definieron ámbitos regionales de coordinación y planificación bajo la dependencia de la Generalitat.


  Cullell, en cambio, es una opinión distinta a la del profesor Mir: «La Generalitat acababa de nacer y se tenía que cuidar mucho. Cualquier recorte o debilitamiento del poco poder político que iba obteniendo de los traspasos de competencias parecía debilitar la idea de la Generalitat», afirmó el ex conseller[4].


  Pero la realidad es más tozuda que la voluntad: el área metropolitana de Barcelona es un hecho. Mientras que el actual gobierno de izquierdas en Cataluña, sobre todo los socialistas y los ecosocialistas, está dispuesto a recuperar el espíritu de la CMB, Convergència i Unió sigue oponiéndose. Así, en el acuerdo de gobierno, firmado el 14 de diciembre de 2003, se afirma la voluntad de «reunir en un único organismo prestador de servicios los diversos instrumentos en intervención pública que actúan sobre la conurbación metropolitana de Barcelona». Además, en otro apartado del pacto se asegura que el nuevo ejecutivo «adoptará las iniciativas legislativas necesarias para el reconocimiento del Área Metropolitana de Barcelona y de las otras áreas metropolitanas de Cataluña, con la determinación de sus competencias, recursos y gestión de servicios, adaptados a las necesidades de cada una de ellas»[5].


  En 1987 las cosas eran diferentes en Cataluña. CiU gozaba de una amplia mayoría absoluta en el Parlament (72 de los 135 escaños) y estaba decidida en acabar con la CMB y, además, poner un cortafuegos a Pasqual Maragall, entonces alcalde de Barcelona y dedicado en cuerpo y alma a la preparación de los Juegos Olímpicos de 1992.


  Cañonazos de ginebra


  La guerra sucia entre adversarios políticos es habitual en las democracias, sobre todo antes de iniciarse una campaña electoral. La que más se usa es la de hacer correr entre la ciudadanía un rumor que tenga algún viso de realidad. Así, justo antes de las elecciones municipales de 1987, donde el olímpico Maragall se enfrentaba, por primera vez, al eventual delfín de Pujol, Josep Maria Cullell, empezó a correr como la espuma por los centros de poder la historia del presunto alcoholismo del alcalde.


  Nunca se ha sabido de dónde partió aquella maldad y no falta quienes la atribuyen al maquiavélico Lluís Prenafeta. La persona que peor llevó el rumor fue la madre de Pasqual Maragall, Basilisa Mira, a quien le afectaba profundamente que la gente tildara de alcohólico a su hijo, más aún porque conocía de primera mano el dolor que supone tener un hijo enganchado a la droga, como era el caso de Pau, el séptimo de sus ocho vástagos, que era heroinómano. Años más tarde, moriría en plena calle víctima de una sobredosis, a pesar de que su hermano mayor pensara que ya estaba saliendo del pozo de la drogadicción.


  Aunque a Basilisa Mira le doliera el rumor, Pasqual no pasó nunca al contraataque directo en la larga y difícil batalla contra la extendida leyenda que lo presentaba como un borracho empedernido. En vísperas de las elecciones municipales de 1987, cuando el rumor se hallaba en su punto álgido, el publicitario Salvador Pedreño aconsejó al alcalde de Barcelona que tomase la iniciativa en ese combate en lugar de esperar a que la ausencia de reacción condujese al bulo hacia su extinción. Pedreño propuso a Maragall que agarrase el rumor por los cuernos, lo desmintiese públicamente y condenase moralmente a los instigadores y propagadores. El publicitario sugirió al alcalde que aprovechase una entrevista que tenía concertada aquellos días con una cadena de televisión para declarar ante las cámaras algo así: «Dicen que soy un alcohólico. Es una falsedad infame que demuestra la bajeza moral, política y humana de quienes alimentan esa leyenda»[6].


  Maragall escuchó detenidamente la propuesta, pero nunca la puso en práctica. Tampoco explicó las razones de su renuencia a pasar al ataque. Algunos de sus colaboradores quisieron ver en aquella actitud el peso de la preocupación que el alcalde sentía por su hermano Pau, como si Maragall no quisiera hacer algún movimiento que pudiera dar lugar a que se interpretara, ni siquiera de forma indirecta, que él despreciaba o condenaba moralmente a las víctimas de la drogadicción. A pesar de todo, años después, cuando ha recibido fuertes ataques personales de alguno de sus adversarios políticos, sí que ha afirmado que tiene la piel encallecida y que es capaz de encajar las descalificaciones de cariz personal sin responderlas. Se curó de espantos años atrás, cuando se propagó un rumor sobre su posible alcoholismo, y no teme a que se propague cualquier otro rumor sobre su vida privada; en realidad, parece que le da igual.


  Pero ¿dónde se inició el rumor? Algunos aseguran que en el Palau de la Generalitat y, más concretamente, en el despacho de Lluís Prenafeta, quien era secretario de Presidència en 1987. Prenafeta, por su parte, lo niega. Casi nunca se termina por conocer quién ha sido el ideólogo de un rumor; no obstante, a menudo la idea enraiza entre los ciudadanos: incluso ahora, después de tantos años, hay quien asegura que conoce a alguien que sabe que del domicilio de Maragall salen cada noche cubos de basura llenos de botellas vacías de bebidas alcohólicas; pero incurren en un error, porque en el edificio de donde salen las botellas no vive Pasqual Maragall.


  Mientras que en 1987 el rumor hablaba del presunto alcoholismo de Maragall, años más tarde el rumor que había en la calle era otro y no hacía referencia al alcalde socialista, sino que había cambiado de bando. Ahora se trataba de las presuntas infidelidades de Pujol. En este caso, Marta Ferrusola sí que aprovechó una entrevista radiofónica para negar sus eventuales problemas matrimoniales con el president.


  UN PROYECTO MÁS IMPORTANTE: EL PARQUE


  La Generalitat de Pujol tenía que hacer algo ante el ímpetu de Maragall con los Juegos Olímpicos. Ya le había cortado las alas con la desaparición de la Corporación Metropolitana, pero el alcalde vendía Barcelona por todo el mundo y la capital catalana empezaba a ser un referente internacional. Mientras, y a pesar de un Pujol más viajero que nunca, la Generalitat no era muy conocida fuera de las fronteras españolas. Ante esta situación, la Generalitat vio con buenos ojos la intención de la Disney de establecerse en Europa, y aunque las negociaciones con la fábrica de sueños las llevaba el gobierno español —que intentaba ubicar el parque en Andalucía—, la Generalitat utilizó sus propios contactos y presentó su oferta a los rectores de la empresa estadounidense. La Generalitat daba a la Disney la posibilidad de escoger entre tres opciones: Torroella de Montgrí (a pocos kilómetros hacia el interior de la Costa Brava de Girona), Altafulla y el municipio que hasta 1989 formaron conjuntamente Salou y Vila-seca (ambas poblaciones cerca de Tarragona). Pero los rectores de esta compañía optaron por París, ya que el gobierno francés y la alcaldía parisina habían cerrado filas con un único proyecto, a diferencia de España, donde había propuestas para instalarse en Andalucía y en Cataluña e, incluso, Valencia.


  Prenafeta-Prado, una historia de amor


  Así se cerraba un proceso de negociaciones que había durado casi dos años. Manuel Prado y Colón de Carvajal, bien conectado con la Casa Real española, era el representante oficioso de Disney en España, y Lluís Prenafeta era la persona a quien Pujol había encargado negociar la instalación de un parque temático, que el mismo presidente de la Generalitat llegaría a calificar como más importante que unos Juegos Olímpicos y que pretendía que se inaugurara el mismo año de 1992 como contrapartida al eventual éxito de su principal rival político, Pasqual Maragall. No lo podría hacer aquel año, el olímpico, pero sí que conseguiría el objetivo de tener un parque recreativo, sobre todo gracias a su obsesión y su tenacidad.


  Fue en ese proceso cuando Prenafeta —el hombre que solucionaba los problemas de Pujol entre 1980 y 1990—, y Prado establecieron sus primeros contactos personales, que meses más tarde servirían para que Prado abriera otras puertas en Estados Unidos diferentes a las de Disney. Poco después de que Prenafeta abandonara la Generalitat, se produjo la espantada de los nuevos socios de referencia del parque, y el hombre que acudió al rescate fue Javier de la Rosa, que contaba con los buenos oficios de su fiel Juan Piqué Vidal. Prado y Prenafeta acabarían vinculados a la compañía que el financiero utilizaba para promover el parque, Grand Tibidabo, para desgracia de ambos[7].


  Anheuser-Busch, segunda opción


  Tras la negativa de Disney, Pujol y los suyos se desanimaron profundamente: Maragall los ganaría por goleada. Cataluña no tendría un parque de atracciones y Barcelona sí que celebraría unos Juegos Olímpicos. Hacía falta moverse con rapidez, y en este caso el más listo, y uno de los pocos que no se rindió, fue Joaquim Molins, conseller de Comerç i Turisme entre 1986 y 1988. Entró en contacto con la cervecera estadounidense Anheuser-Busch, cuyos directivos en España eran Jaume Iglesias (responsable de Bimbo, empresa propiedad de esta multinacional) y Lluís Llubià, un catalán afincado en Madrid. Muy pronto Molins empezó a negociar con Randy Baker, uno de los vicepresidentes ejecutivos de Busch y máximo responsable de los asuntos de ocio, cruceros y parques recreativos de esa cervecera fundada por un emigrante alemán. En Estados Unidos, Busch controla los parques acuáticos de Orlando, San Antonio y San Diego, los Busch Gardens de Tampa Bay y Williamsburg, además de un parque temático dedicado al popular Barrio Sésamo en las cercanías de Filadelfia.


  El negocio de esta cervecera se inició en Estados Unidos cuando George Schneider estableció la Bavarian Brewery en Sant Louis en 1852. Cinco años más tarde, Adolphus Busch llegaba a Estados Unidos. En 1860, Eberhard Anheuser adquirió la Bavarian Brewery y le cambió el nombre por E. Anheuser & Co. Un año después, Adolphus Busch se caso con Lilly Anheuser y en 1864 empezó a trabajar en la cervecería. Tras la muerte del suegro en 1880, Adolphus Busch ascendió a la presidencia de la compañía y tres años después adquirió los derechos para comercializar la marca Budweiser, muy popular en la actual República Checa. En la historia de la cervecera también figuran las relaciones de August Busch con el mítico mafioso Al Capone durante la época de la prohibición del alcohol en Estados Unidos, una medida que provocó la pujanza de los clanes mafiosos que se dedicaban al tráfico de bebidas. Así, el primero de los negocios entre Busch y Capone fue una venta que se cerró en la mansión del italonorteamericano en Palm Island, cerca de Miami. El segundo contacto entre ambos fue la venta de una propiedad en ese mismo sitio, una especie de castillo de inspiración hispánica que pertenecía a Clarence M. Busch. En esta casa de jardines, piscinas y bungalows falleció Capone en 1947.


  La compañía empezó a construir el primer parque temático en la década de 1960, después de contribuir generosamente a las campañas electorales de John F. Kennedy y Lyndon B. Johnson. No obstante, hasta 1979 no se creó la corporación dedicada al ocio. Actualmente, la familia Anheuser-Busch sigue al frente de la compañía: August A. Busch IV ocupa la presidencia de Anheuser-Busch, Inc., aunque desde 2002 la gestión está en manos de un ejecutivo que no pertenece a la familia propietaria.


  Mientras Molins mantenía diversos encuentros con responsables de la multinacional estadounidense, el joven alcalde de Vila-seca y Salou, Joan Maria Pujals, decidió viajar a Saint Louis —la ciudad donde Anheuser-Busch tiene la sede social de Busch Gardens, la sociedad de la que dependen sus parques temáticos— y presentarse ante los ejecutivos de la multinacional. Salou, la parte del municipio que toca las playas de la Costa Dorada, había crecido de manera desordenada durante la época del desarrollismo de la década de 1960, en el contexto de la especulación urbanística que afectó a los pueblos del litoral. Fue durante los primeros mandatos de los ayuntamientos democráticos cuando se empezaron a racionalizar las inversiones; se cerró un convenio para suprimir la vía del tren del centro del casco urbano, se creó un paseo marítimo y se recuperó la estación de la ciudad; también se impulsaron obras como la biblioteca o el pabellón deportivo, que se inauguraron después de que Salou se segregara de Vila-seca. A finales de la década de 1980, Salou ya era uno de los destinos turísticos más importantes de Cataluña, que ofrecía sobre todo apartamentos de segunda residencia estival. El ayuntamiento jugó tan fuerte como pudo para completar la oferta y superar el modelo desarrollista de la década de 1960 con un parque temático. Pujals consiguió que los estadounidenses apostaran por los terrenos de su municipio frente a las otras dos opciones que había ofrecido la Generalitat: Creixell y Altafulla, localidades muy próximas entre sí y a Tarragona. Los terrenos de Torroella de Montgrí que se habían ofrecido a la Disney ya habían sido descartados.


  Aunque Molins era quien había llevado las primeras negociaciones con Randy Baker, su salida del Departament de Comerç i Turisme para asumir la cartera de Política Territorial i Obres Públiques, en julio de 1988 hizo que se viera obligado a abandonar las conversaciones, ya avanzadas, a pesar de que los estadounidenses lo preferían a él como interlocutor. El nuevo conseller de Turisme era el democristiano Lluís Alegre, pero Pujol prefería que esas negociaciones siguieran en manos de los hombres de Convergència y decidió que fuera Prenafeta quien tomara el mando de los contactos con Busch. Las negociaciones se desencallaron después de que Prenafeta viajara, en julio de 1988, a Florida. El 16 de febrero de 1989, el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya (DOGC) publicaba el texto de la Ley de Centros Recreativos Turísticos, una normativa hecha a medida de las necesidades de Busch. Como era de prever, sólo esa cervecera concurrió a la oferta.


  Pero no todo sería tan sencillo. Ni en la Generalitat ni en la empresa promotora, cuyo principal objetivo era la introducción de su cerveza Budweiser (más conocida como Bud) en España gracias al parque temático, se esperaban una decisión judicial como la que adoptó el Tribunal Supremo el 30 de octubre de 1989, que ordenaba la segregación del municipio de Salou y Vila-seca en dos ayuntamientos diferentes. Desde Saint Louis nunca entendieron este hecho. Nadie en la Generalitat había reparado en que existía un pleito y que, por tanto, era más que probable la segregación municipal, sobre todo teniendo en cuenta la aprobación de la misma por parte de la administración autonómica.


  El proceso de segregación se había iniciado a principios de la década de 1980, inspirada por el doctor Josep Punset, hermano del ex ministro de la UCD Eduard Punset. Según Josep Punset, el alcalde socialista del municipio sólo se fijaba en Vila-seca y tenía a Salou abandonado a su suerte. Durante la tramitación de la segregación hubo un elemento importante: un dictamen del Consejo de Estado estableció que debía incorporarse al expediente el proyecto de división de bienes, por lo que la Generalitat denegó en primera instancia la segregación e instó a que se volviera a empezar el procedimiento administrativo. Así se inició un nuevo procedimiento, pero los promotores de la segregación recurrieron judicialmente la decisión y consiguieron una sentencia final del Tribunal Supremo que no tomaba en consideración la modificación de algunas leyes, como la de Régimen Local o la de Municipios de Cataluña.


  Así, los terrenos donde se construiría el parque temático de Port Aventura pasaban a depender de dos ayuntamientos diferentes, lo que dificultaba la expropiación. Los estadounidenses creyeron que la Generalitat les había engañado y decidieron retirarse del proyecto, aunque ya habían invertido, entonces, unos seis mil millones de pesetas. Además, los alcaldes de ambos municipios, los dos de CDC, libraban su particular guerra. Esteve Ferran (Salou) y Joan Maria Pujals (Vila-seca) mantenían un enfrentamiento que años más tarde llevó al primero de ellos a irse de CDC cuando Pujals obtuvo enormes cuotas de poder territoriales y llegó, incluso, a aparecer como el delfín de Pujol en su condición de conseller d'Ensenyament, primero y de Cultura, después.


  El joven Pujals


  En las primeras elecciones municipales, en 1979, salió elegido en Vila-seca y Salou un alcalde socialista, pero en 1983, a pesar de que el PSC volvió a ganar, un pacto entre CiU, la candidatura de independientes segregacionistas (que contaban con el apoyo en Madrid del influyente presidente del Consejo General de la Abogacía, Antonio Pedrol Rius, con casa en Salou y favorable a la independencia de la localidad), y el PP arrebató la alcaldía a los socialistas y aupó a Joan Maria Pujals. Cuando Pujals, ya como primer edil, recibió la sentencia, se dio cuenta de que los jueces habían delimitado los términos de Vila-seca y Salou, pero que lo habían realizado con un rotulador y ni siquiera a escala. Así, por ejemplo, las instalaciones de suministro de agua de Vila-seca estaban situadas en Salou, mientras que la depuradora de Salou se hallaba en territorio de Vila-seca. Además, el parque quedaba fracturado y fraccionado entre los dos municipios.


  Aunque se intentó que el parque de atracciones perteneciera a un solo término municipal, no podía ser que uno de los dos obtuviera los beneficios y al otro le correspondiera sólo la basura. Las peleas entre los dos ayuntamientos se alargaron hasta 1991, fecha en que llegaron a un acuerdo para desbloquear la construcción del centro recreativo. A pesar de todo, los norteamericanos ya estaban decididos a abandonar el proyecto.


  Precisamente fue la gestión de la segregación entre los municipios de Salou y Vila-seca lo que hizo que el joven licenciado en filología Joan Maria Pujals ascendiera como la espuma dentro de Convergència Democràtica, lo que le llevaría hasta el Consell Executiu e, incluso, a aspirar a ser designado sucesor del líder. La carrera política del joven Pujals se había iniciado en 1977, cuando entró a trabajar en la secretaría del alcalde de Vila-seca i Salou, Josep Malapeira, y si siguió, como funcionario, en la diputación de Tarragona en 1980. Tres años después fue elegido alcalde de su localidad gracias a los votos del partido segregacionista de Salou liderado por el doctor Punset y tras la separación se mantuvo como primer edil de Vila-seca hasta que ascendió al cargo de conseller. En 1992 Pujol decidió que la joven promesa de Tarragona sustituyera a Josep Laporte como conseller d'Ensenyament; Pujals ocupó la cartera que se había previsto asignar a Joaquim Triadú, quien la rechazó por los vínculos familiares con el sector y propuso el nombre de Pujals al president. En junio de 1996, Pujals cambió de cartera en el ejecutivo catalán: pasó a Cultura, con el objetivo de sustituir la Llei de Normalizació Lingüística de 1983 por una nueva Llei de Política Lingüística, que el Parlament aprobó en diciembre de 1987. Su desgaste en este proceso fue notorio y tras las elecciones autonómicas de 1999 desaparecería del Consell Executiu, aunque Pujol, que nunca se olvidaba de sus colaboradores fieles, lo designó presidente del Institut Ramon Llull, cargo que ocuparía hasta la llegada de la izquierda a la Generalitat.


  Pero antes de todo eso, Pujals había trabajado con fiereza para conseguir la adjudicación del parque. Como ya se ha explicado, viajó a Estados Unidos para convencer a los cerveceros de que la opción de Vila-seca-Salou era la mejor y que se olvidaran de Creixell o Altafulla, pasando de ese modo por encima de las negociaciones que mantenía el conseller Molins. Esta agresividad que demostró para defender su territorio le traería problemas años después cuando, a pesar de su altivez, se topó con otros trenes que ofrecieron mayores resistencias que las que se había encontrado en la política local.


  La gestión de Pujals en el conflicto de la segregación también le sirvió para sus intereses partidarios. Cuando Pujol nombró a Alavedra presidente del consorcio que debía velar por la construcción del parque de atracciones, Pujals se impuso en CDC de Tarragona sobre Josep Gomis —ex alcalde franquista incorporado en las filas convergentes y antiguo protector del joven Pujals— y Esteve Ferran, sus principales rivales políticos en la zona. Finalmente, estuvo en un tris que Gomis y Pujals no coincidieran en el Consell Executiu: el primero de ellos abandonó la Conselleria de Governació para ocupar el cargo de delegado de la Generalitat en Madrid en diciembre de 1992, justo cuando el segundo se incorporó a Ensenyament.


  La paz final entre Vila-seca y Salou en el enfrentamiento para decidir cuál de los dos se llevaba la mejor parte fue posible, entre otras razones, por los oficios de Alavedra y porque en los estatutos del consorcio se estableció que los dos ayuntamientos se repartirían a partes iguales la recaudación de los impuestos y tasas que pudieran gravar las actividades del parque. El consorcio se conformó con tres representantes de cada municipio, presididos por el conseller Alavedra, y con el director general de presupuestos de la Generalitat como máximo responsable en velar por el cumplimiento de las transferencias de dinero hacia ambos ayuntamientos.


  De la Rosa entra en escena


  Cuando, a raíz de la decisión favorable a la segregación que adopta el Tribunal Supremo en 1989, Anheuser-Busch anunció su retirada, la Generalitat se dio cuenta de que tenía que hacer algo, y rápido. No podía dejar escapar a un inversor así como así, de modo que Prenafeta voló inmediatamente a Saint Louis para convencer a los estadounidenses de que no abandonaran el proyecto. Mientras tanto, ya había iniciado los contactos en Cataluña. Prenafeta estaba convencido de que era imprescindible un socio autóctono para que el parque fuera una realidad. El mismo Pujol contactó con La Caixa, pero el director general de la entidad, Josep Vilarasau, se negó a colaborar, según explicó el president en una comparecencia en el Parlament. Más adelante, tras diversas vicisitudes, La Caixa acabaría siendo el socio financiero de referencia de Port Aventura.


  En el año 1990, Javier de la Rosa es el hombre de los petrodólares de Kuwait en España debido a su gestión de la Kuwait Investment Office (KIO). Hijo de un funcionario franquista huido de la justicia española tras un desfalco en la Zona Franca de Barcelona, se quejaba de que no era bien valorado por la sociedad empresarial catalana, a pesar de que él trabajaba en Cataluña y había invertido dinero de KIO para «salvar» diversas industrias como Burés, Ercros y Torras Hostench. Prenafeta fue el encargado de ponerse en contacto con De la Rosa y ofrecerle el «caramelo» de Port Aventura. Lo convocó a su despacho y De la Rosa pronto se mostró interesado, aunque puso la condición de que Busch no abandonara totalmente el negocio. En aquella época, De la Rosa gestionaba el parque de atracciones del Tibidabo de Barcelona y veía un buen negocio en Port Aventura. Al final, un sábado por la mañana se redactó el primer documento del acuerdo. Junto a De la Rosa en las negociaciones también participaron Alfonso Maristany, cuñado del financiero y entonces directivo de La Caixa, y el letrado Juan Piqué Vidal. Para De la Rosa, se trataba de congraciarse con Cataluña. En momentos de euforia llegó a asegurar que la construcción del parque sería su gran obra.


  De la Rosa pasó a ser el socio mayoritario de Grand Península, que bajo la marca Tibigardens sería la sociedad constructora del parque de atracciones, con Anheuser-Busch como socio minoritario e industrial. Ambos decidieron paralizar el proyecto hasta que Vila-seca y Salou no llegaran a un acuerdo sobre los terrenos de la segregación. Al final, junto al acuerdo ya citado sobre el consorcio, Salou aceptó pagar a Vila-seca mil quinientos millones de pesetas en concepto de compensación por los bienes heredados como consecuencia de la segregación. Vila-seca había pedido casi tres mil millones, pero la Generalitat se comprometió a realizar inversiones en compensación por la rebaja: los equipamientos concedidos eran un centro de asistencia primaria, un instituto de bachillerato y un polígono industrial. La administración autonómica, por su parte, aportó quinientos millones de pesetas para que Salou pagara su deuda a sus antiguos conciudadanos y, además, les facilitó créditos blandos para que pagara el resto de la deuda.


  Una vez desbloqueado el conflicto entre los dos nuevos municipios, era necesario un acuerdo entre Tibidabo (De la Rosa) y Busch. El enviado de Pujol para hacer de interlocutor entre las dos partes ya no sería Prenafeta, sino Alavedra. Busch no tenía intención de aportar más dinero de los nueve mil millones que ya había invertido en terrenos y en la realización del proyecto del que la Generalitat asumió el control efectivo. Anheuser-Busch pasó a ser el asesor técnico y la administración decidió que sólo tenía que validar el cambio de titularidad que comportaba la nueva estructura accionarial y no debía convocar un nuevo concurso, ya que consideraba que el proyecto era el mismo que había obtenido el permiso.


  En octubre de 1994 un analista vaticinó que el parque sería un negocio, pero no para el sector público, que era el que pagaba, sino para el inversor privado, que acabaría obteniendo los beneficios que genera la actividad. Así, Josep Maria Ureta recordaba casos parecidos, como las autopistas, incluyendo el túnel del Cadí o la primera autopista «autonómica», como la de Terrassa a Manresa.


  

    El parque será un negocio como el de las autopistas. Se construye con financiación pública y con la garantía de que tendrá la exclusiva y, por tanto, ningún competidor. El primer negocio se hace con el valor de las acciones y también con la construcción. Y más adelante vuelve a ser negocio con la tesorería diaria. Esto es lo que vio De la Rosa cuando dijo que él no había hecho un favor a nadie, sino que se lo habían hecho a él. Además del caso de las autopistas, que se inicia con el grupo Atlántico-Bankunion bajo la batuta de Ferrer Bonsoms y Casimir Molins, y después de todas las complicaciones de Banca Catalana, fue a parar al Fondo de Garantía de Depósitos y al final a La Caixa, hay también el caso del túnel del Cadí. Otro miembro de la familia Molins (Joaquim) fue el primer consejero delegado bajo la presidencia de Eusebio Díaz Morera, que aún no había sido apartado de la esfera pública por la irritación que provocó en Jordi Pujol su actuación en la crisis de Banca Catalana. En este caso, primero se tomaron las posiciones y se estudiaron las posibilidades inmobiliarias de Moixeró. Después se lanzó la campaña de necesidad del túnel. Y, finalmente, se hizo con una promoción público-privada que fue a parar mayoritariamente a La Caixa. A continuación hemos tenido la Terrassa-Manresa, adjudicada a Ferrovial (liderada por Rafael del Pino, un entusiasta defensor de la operación reformista liderada por Miquel Roca). Para el presidente, que es un estratega paciente, Tarragona es un gran objetivo político-financiero. Primero, porque electoralmente es la zona más desnacionalizada. Segundo, por la abundante presencia de multinacionales europeas y por el peso decisivo del sector eléctrico, con la concentración más alta de centrales nucleares de España. Por todo ello, al fallar la Disney, recibió con todas las facilidades la Busch y le hizo una ley especial. El proyecto no gustó ni a las fábricas de cerveza que ya estaban instaladas, ni a las petroquímicas vecinas, ni a los santones del turismo, que estaban dolidos por la negativa de la Generalitat de concederles el negocio de un hipódromo. Tras el gran resbalón de Joaquim Molins con su plan de residuos que sublevó a muchos municipios y provocó una violenta contestación del gobierno catalán, Pujol aún tuvo más interés en hacer el parque. Encargó las gestiones a Macià Alavedra. Y vio cómo en 1991 ya se creaba Tibigardens, pero todavía lo complació más la compra que hizo Javier de la Rosa del CNL, una sociedad heterodoxa que, con una legión de vendedoras (estilo «tupperware») iba vendiendo las propias acciones a precios convenidos y siempre a la alza y había conseguido captar por el método del boca-oreja treinta mil millones de pesetas[8].


  


  Efectivamente, en abril de 1992, CNL —ya bajo el control absoluto de De la Rosa—, y Tibidabo se fusionaron y tomaron el nombre de Grand Tibidabo. El principal objetivo de la nueva sociedad era la construcción y explotación del parque de Tarragona a través de una filial, Becin (más adelante, Grand Península). Pujol designó a Alavedra como presidente del consorcio del parque de atracciones. El president quedó muy agradecido a De la Rosa, a quien se refiere de la siguiente manera el 3 de abril de 1992:


  

    La verdad es que si no hubiera sido por la intervención de Javier de la Rosa y de la sociedad Tibidabo, posiblemente el parque no se habría hecho y yo le quiero expresar mi reconocimiento por haber ayudado a salvar este proyecto[9].


  


  En esa alocución, a Pujol se le activaron los mecanismos de autoprotección. De la Rosa empezó a ver en letra impresa cómo se le criticaba por sus arriesgadas operaciones financieras. Y el president salió en defensa del empresario:


  

    Javier de la Rosa ha sido objeto de tremendos ataques estos días. Se le ha atribuido incluso una intervención en todo el afer Ibercorp. Y yo me siento moralmente obligado a decir una cosa sobre este tema: no creo que haya tenido intervención alguna en todo eso. Nosotros siempre hemos sido contrarios a estas compañas sistemáticas de desprestigio, porque las hemos padecido en propia carne. Por tanto somos contrarios a las que se hacen contra Javier de la Rosa. La Generalitat debe hacer una evaluación muy positiva de la acción económica de Javier de la Rosa. Cataluña es un país que, si está falto de algo, es precisamente de grandes empresas. Por tanto, ahora que Javier de la Rosa es un hombre que, en esta línea de creación de grandes empresas, ha actuado hasta ahora con eficacia, aprovecho el momento para decir que lamentamos mucho que pueda ser objeto de campañas de este tipo. Y del mismo modo que hemos defendido o hemos intentado que no se hagan campañas sistemáticas contra quien sea, contra el señor Mariano Rubio, por ejemplo, también nos parece algo fuera de tono que se haga lo mismo a Javier de la Rosa. Aquí había una empresa que no iba bien que se llamaba Torras y KIO la sacó del pozo. Después, había otras empresas que no iban bien como Cros y ERT y, de momento, las está sacando adelante, con poca ayuda de la administración central. Después ha sacado adelante la fusión de Ebro e Industrias Agrícolas y se ha preocupado siempre de que estas empresas estuvieran localizadas en Cataluña. Apoyo a él y a cualquier persona que pueda estar sometida a estas operaciones de linchamiento que de vez en cuando se producen y a las que nosotros nunca hemos apoyado[10].


  


  En cierta manera, Pujol se veía reflejado en De la Rosa. El president recordaba sus experiencias durante la investigación judicial de Banca Catalana y, ahora, diez años después, creía que también había una persecución injusta contra De la Rosa. Y lo apoyaba. Dos años y medio más tarde de estas palabras, concretamente el 19 de octubre de 1994, el juez Joaquín Aguirre envió a la cárcel a De la Rosa, a quien acusaba de haberse apropiado del dinero de los inversionistas de Grand Tibidabo. Posteriormente vendrían otras causas judiciales.


  Desde su puesto directivo en Grand Península —el nuevo nombre de Becin, la empresa creada para construir el parque entre Busch y De la Rosa—, el financiero fichó a destacados profesionales: como por ejemplo el embajador Emilio Cassinello, que ocuparía la vicepresidencia de Grand Península tras renunciar a un cargo en la embajada española en Londres (a cambio, por los casi dos años que estuvo cerca de Javier de la Rosa, ingresó más de cien millones de pesetas). Asimismo, Manuel de Prado y Colón de Carvajal asumió la vicepresidencia de Gran Tibidabo. Otro de los fichajes estrella fue Inmaculada Folchi, que dejó su puesto de secretaria general en la administración autonómica para incorporarse al proyecto. Ex esposa del ex conseller Josep Miró i Ardèvol, es hermana de Juan José Folchi, el abogado que redactaba todos los documentos a De la Rosa. Un cuarto nombre a tener en cuenta es Carles Vilarrubí, bien conectado con la familia Pujol Ferrusola, que fue nombrado consejero delegado de Grand Península. Los cuatro, como muchas otras personas, dejarían rápidamente su puesto nada más empezar los problemas judiciales, aunque Prado tuvo que pasar por el juzgado.


  Pero hay otros muchos personajes que formaban parte de la corte de Javier de la Rosa: el ex conseller Vicenç Oller, que colaboraba con el financiero ya desde su etapa en Garriga-Nogués y que siempre tenía un despacho cerca del jefe; el también ex conseller Josep Maria Cullell, que estuvo en nómina de De la Rosa durante años; Juan Antonio Samaranch Salisachs, el hijo del presidente del COI, quien estuvo presente en diversos consejos de administración de De la Rosa; Helena Roca, hija de Miquel Roca, que era la secretaria de Narciso de Mir, la mano derecha de Javier de la Rosa; Carlos Malfeito, cuñado de Macià Alavedra… Todos abandonaron rápidamente el barco en cuanto se enteraron de la forma de proceder de De la Rosa.


  El caso más sangrante, sin embargo, es el de Carles Vilarrubí, consejero delegado de Grand Península y hombre bien visto por la Generalitat. A pesar de ser el socio en Cataluña de Manuel de Prado, vicepresidente de Grand Tibidabo, Vilarrubí asegura que se creyó el proyecto de invertir cincuenta y dos mil millones de pesetas. Pero duró sólo siete meses en el cargo: los que tardó en ver que con las finanzas pasaba algo no muy claro.


  Todo se inició días después de haber firmado con el Departament d'Economia de la Generalitat el primer tramo de mil quinientos millones de pesetas del aval concedido por el gobierno catalán. Los nuevos gestores de De la Rosa habían pedido a la Generalitat un aval de diez mil millones de pesetas, ayudas para las infraestructuras, el compromiso de encontrar cuatro mil millones de pesetas en el futuro y la eventualidad de emitir unas obligaciones. Además, desde el gobierno de España, el secretario de Estado de Economía del momento, Pedro Pérez, había prometido a Busch un crédito blando de quince mil millones de pesetas, pero cuando De la Rosa pidió la subrogación, el gobierno le dirigió al Instituto de Crédito Oficial (ICO). Pero la suspensión de pagos de Ercros provocó que el ICO dejara pasar tiempo. Este crédito blando nunca llegaría a las manos de De la Rosa. El socialista Narcís Serra, entonces vicepresidente del gobierno, nunca había visto con buenos ojos los negocios de De la Rosa y avisó a los rectores del ICO para que estuvieran atentos y exigieran contrapartidas tangibles.


  Según explicaría años después el mismo Vilarrubí, Miguel Soler, el contable de De la Rosa en sus empresas personales, pidió a la directora financiera designada por Vilarrubí que firmara dos transferencias: una a Quail y otra a Grand Tibidabo, ambas por valor de quinientos millones de pesetas. Vilarrubí se negó y arguyó que no se podía hacer porque iba contra la ley y también contra el acuerdo con los estadounidenses de Busch, ya que se había prohibido expresamente la concesión de créditos de la compañía a los accionistas.


  Soler aseguró que haría un pagaré y Vilarrubí lo asumió, siempre y cuando contara con el visto bueno de la Generalitat y de los otros socios, «De la Rosa me mintió al decirme que los americanos estaban de acuerdo, pero Llubià me dijo que nada de nada», recuerda Vilarrubí[11]. Tras discutir con De la Rosa, Vilarrubí decidió dimitir y lo hizo constar en un acta notarial en la que incluyó la hora exacta; temía que De la Rosa hubiera actuado por su cuenta y que hubieran firmado otras personas, como Alfonso Maristany o Narciso de Mir, y no deseaba problemas judiciales posteriores.


  Tras la salida de Vilarrubí de Grand Península, su socio en Trébol Internacional, Manuel de Prado, también decidió irse de la vicepresidencia de Grand Tibidabo. Aunque las dos empresas eran distintas, tenían demasiadas complicidades accionariales.


  Vilarrubí había decidido que sólo le debía lealtad a Jordi Pujol, lo que acabaría causándole problemas. De hecho, se convirtió en una de las primeras víctimas del espionaje privado de los mercenarios que habían llegado a Barcelona con De la Rosa a principios de la década de 1990. En una operación iniciada a finales de febrero de 1993, los Mossos de'Esquadra descubrieron que los teléfonos del empresario estaban intervenidos ilegalmente y localizaron dos emisores en las líneas telefónicas de su despacho y su domicilio. Los agentes centraron sus sospechas sobre la autoría de estas escuchas ilegales en una empresa dedicada al contraespionaje telefónico.


  Tras la dimisión de Vilarrubí, la Generalitat congeló varios meses la concesión de nuevos tramos del aval que el gobierno autonómico había concedido a la sociedad de De la Rosa. El financiero, pese a no disponer de la firma de Vilarrubí, consiguió distraer durante unas semanas —hasta que la oposición política lo denunció en el Parlament— mil millones de pesetas. Aunque parezca mentira, De la Rosa utilizó esa suma, concedida por Caixa Tarragona y destinada al parque, para sus empresas, especialmente Quail[12]. Posteriormente la reingresaría.


  En noviembre de 1999, cuando el juez Joaquín Aguirre —titular del juzgado de instrucción número 1 de Barcelona y encargado de la investigación del caso Grand Tibidabo— decidió, tras encarcelar a Javier de la Rosa, revisar la actuación de la Generalitat en la concesión de los avales para la construcción del parque de atracciones de Tarragona, cosa que concernía directamente a Alavedra, el jefe de gabinete del conseller Xavier Valls, se presentó en la redacción de Avui para exigir al director del diario, Vicenç Villatoro, que no publicara ni una línea sobre el afer. Valls consiguió lo que esperaba de Villatoro, que tiempo después abandonó el periodismo, pasó a ser militante de CDC, fue elegido diputado autonómico y acabó siendo el último director de la CCRTV de la etapa de Pujol[13].


  No obstante, según Alavedra, «los avales siempre se dieron después de que Arthur Andersen certificara obras por un valor muy superior. Lo que pasó fue que, durante dos meses de 1994, se utilizaron mil millones de pesetas para garantizar unos pagarés de Grand Tibidabo que después se pagaron de otra manera. A pesar de esto, los mil millones siempre estuvieron a nombre de Grand Península y los intereses de este periodo también los cobró. Por tanto, hubo unos pagarés de la casa madre, pero los diez mil millones fueron todos a la inversión y no se distrajeron ni se desvió ni una sola peseta de dinero público»[14].


  Sin embargo, en una de sus declaraciones ante el juez Joaquín Aguirre en febrero de 1995, Javier de la Rosa acusó al conseller d'Economia de la Generalitat, Macià Alavedra, de conocer el desvío de mil millones de pesetas del aval de la Generalitat a Tibigardens para financiar otras empresas, según consta en el sumario del caso. En sus declaraciones, el financiero afirmó que Alavedra sabía que desde diciembre de 1993 hasta febrero de 1994 esos mil millones de pesetas estaban inmovilizados en una cuenta de la Caixa Tarragona para garantizar a esta entidad financiera el cobro de un crédito que había concedido a Quail, otra empresa de De la Rosa sin ninguna relación con el parque Tibigardens[15].


  Concretamente, De la Rosa declaró «que quiere señalar que ha leído en la prensa que el conseller de la Generalitat señor Alavedra en el Parlament había señalado que mil millones de ese aval habían quedado inmovilizados durante dos meses y que ellos se habían enterado más tarde. No es cierto puesto que el señor Alavedra mucho antes de diciembre de 1993 estaba enterado día a día de los pormenores de su relación con la Caja de Tarragona». Macià Alavedra se apresuró a negar las acusaciones de De la Rosa y dijo que de acuerdo con lo que declaró ante el Parlament, había recibido las primeras informaciones sobre el uso del aval de la Generalitat pocas horas antes de su comparecencia en la comisión de economía de la Cámara catalana.


  A finales de 1993, La Caixa, a pesar de la negativa inicial, decidió entrar en el negocio del parque de atracciones. Su idea era tomar una parte mayoritaria y relegar a De la Rosa a un segundo plano. Fueron Pujol y su conseller Alavedra quienes había apostado, de nuevo por La Caixa. La información de que la gestión económica de los avales no estaba clara ya había llegado al Palau de la Generalitat. Durante unas semanas, De la Rosa había utilizado mil millones de un aval de la Generalitat para sus otros negocios concedido por Caixa Tarragona. Al final, devolvería el dinero, pero la denuncia pública de este hecho provocaría fuertes enfrentamientos entre los directivos ligados a la Generalitat y el financiero. Hacía falta un mayor control en las cuentas y La Caixa, junto a las eléctricas y al grupo británico Pearson, aseguraban que De la Rosa no fuera el socio mayoritario e hiciera y deshiciera a su antojo; en ese momento el financiero ya estaba bajo sospecha por sus cuentas en las empresas de KIO. Al final, La Caixa y Pearson compraron la participación de Javier de la Rosa y dieron entrada en el proyecto a Fecsa. Port Aventura entró en funcionamiento en 1995, aunque ahora operaba bajo los nombres de Universal Port Aventura (parque temático) y Universal (parque acuático).


  Pero ¿cómo había podido De la Rosa aparecer en cierto momento como el salvador del parque temático? Quizá porque representó un papel tradicional de la burguesía catalana del pasado, si bien en esa época ya hacía tiempo que estaba más pendiente de pasar desapercibida y vender sus empresas por el máximo de dinero a multinacionales que en auspiciar infraestructuras, como lo habían hecho sus antepasados con la construcción del Liceo o el Palau de la Música.


  Probablemente, el parque temático de Tarragona no se hubiera construido sin la obsesión de Pujol de reducir el impacto de los Juegos Olímpicos. Además, el parque podía contribuir a hacer renacer la ilusión entre unos ciudadanos que en 1994 padecían una fuerte recesión económica (en Cataluña aquel año se cerraron el 45 por ciento de empresas de España) y un descenso anímico tras la celebración de los Juegos Olímpicos.


  A pesar de todo, los problemas para la construcción del parque reflejaron la falta de autoridad de la Generalitat frente a los dos alcaldes rebeldes (del mismo partido del gobierno, para más inri) y a la necesidad por parte del poder político catalán de pedir favores a La Caixa o a grandes empresas. Para Pujol, el parque es «un proyecto de la iniciativa privada, pero con un claro apoyo material de la Generalitat»[16].


  LOS DESMANES DE LOS NIÑOS


  La organización de los Juegos Olímpicos en manos de los socialistas sólo provocaba quebraderos de cabeza en el Palau de la Generalitat. Al tratarse de un evento internacional controlado por el COI, las lenguas eran el inglés, el francés y el idioma oficial a todo el país organizador, en este caso el castellano. Fue entonces cuando Òmnium Cultural, una entidad controlada en aquella época por uno de los fundadores de CDC, Josep Millàs, lanzó la campaña Freedom for Catalonia, en la que se pusieron a trabajar los jóvenes cachorros convergentes: el objetivo era conseguir la presencia de los símbolos catalanes y el uso del catalán como cuarto idioma de los Juegos. En esta campaña de agitación participaron básicamente jóvenes convergentes, y no se contó con el apoyo de muchas más organizaciones políticas y sociales.


  Una de las principales actividades del Freedom for Catalonia fue la de hacer ondear la bandera catalana en el máximo de sitios posibles durante el recorrido de la antorcha olímpica por Cataluña. Los jóvenes cachorros, vestidos de un blanco impoluto como todos los participantes, se apostaban en el camino y cuando pasaba una de las múltiples personas portadoras de la antorcha, todas ellas con posibilidad de ser grabadas por la televisión, desplegaban una bandera catalana y una pancarta con el lema de la campaña y se ponían a correr a su lado. Nunca hubo incidentes que lamentar y los jóvenes convergentes tuvieron sus minutos de gloria televisivos. Entre los manifestantes estaban, entre otros nacionalistas, Oleguer Pujol Ferrusola y Marc Prenafeta, hijos de Jordi Pujol y Lluís Prenafeta. La presencia del idioma catalán y de la bandera fue aceptada por los responsables del COI después de que las autoridades catalanas, sobre todo el Ayuntamiento de Barcelona a través del COOB'92, negociara con los dirigentes olímpicos la inclusión de la lengua, así como la presencia de la bandera en los actos de apertura y cierre de los Juegos.


  Pitos al rey


  Pero la acción de mayor envergadura, que emulaba al Jordi Pujol de la lucha contra la dictadura, fue la exhibición de banderas catalanas en la inauguración del Estadi Olímpic de Montjuïc, celebrada un día lluvioso tres años antes de los Juegos Olímpicos y con la presencia del rey. Juan Carlos llegó con retraso a la cita y fue recibido con silbidos, lo que provocó el sonrojo de las autoridades nacionales e internacionales. Maragall, visiblemente enojado, acusó indirectamente a Pujol de aquel acto, pero el president tenía motivos para estar orgulloso: había ordenado a Miquel Roca, el secretario general de CDC, que el partido comprara entradas para el evento y las distribuyera entre la militancia; además, su hijo pequeño, Oleguer, estaba entre los alborotadores, hecho que le convertiría durante largos años en el objeto de seguimiento de los servicios de inteligencia españoles[17].


  Asimismo, entre la multitud que protestaba por la presencia de Juan Carlos estaban los militantes de la Crida a la Solidaritat, un organismo creado en 1981 como reacción al Manifiesto de los 2.300, cuyos firmantes, mayoritariamente profesores y funcionarios, aseguraban que la política lingüística de la Generalitat perseguía a los castellanohablantes. Inicialmente, la Crida aglutinó todas las fuerzas políticas democráticas catalanas, a excepción de Alianza Popular y la UCD, pero con los meses quedó en manos de los activistas independentistas, como Àngel Colom, quienes radicalizaron el discurso y realizaron diversas acciones a favor de la lengua catalana y el pacifismo, como pintar de rosa un barco de guerra de Estados Unidos anclado en el puerto de Barcelona[18]. La Crida a la Solidaritat se disolvería en 1993, tiempo después de que sus primeros dirigentes ingresaran en ERC, y la organización perdiera influencia política y dejara de recibir subvenciones públicas, frecuentes en sus inicios, desde la administración autonómica.


  Aunque la policía se empleó a fondo y llegó a retener a algunos jóvenes convergentes, la praxis política catalana tiró tierra al asunto. Entre los identificados en aquella jornada estaban Oleguer Pujol Ferrusola y Marc Prenafeta, cuyo padre había supervisado el texto de las octavillas que se lanzaron. A pesar de este hecho, y de que la Generalitat había financiado las actividades del grupo promotor del Freedom for Catalonia, desde CDC, y desde la Generalitat siempre se negó cualquier vinculación directa con los hechos.
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  Decisivos en España


  Las naciones democráctias se preocupan poco por lo que han sido, pero les persiguen visiones de lo que serán.


  ALEXIS DE TOCQUEVILLE


  La prueba del algodón para comprobar si Jordi Pujol había dejado de ser un agitador y estaba dispuesto a ejercer de estadista —cualidades no le faltaban, como había acreditado en repetidas ocasiones en el pasado— llegaría el 6 de junio de 1993. Ese día el carismático líder socialista español, Felipe González, recibió por última vez el respaldo de las urnas para seguir gobernando. González había llegado a La Moncloa en octubre de 1982; tras casi once años en la presidencia de gobierno, el PSOE era un partido agotado. Sólo la desconfianza que aún generaba la derecha en España permitió la victoria del partido responsable de los veintitrés crímenes de Estado de los GAL y de los casos Filesa, Juan Guerra e Ibercorp… En aquella ocasión, el voto de castigo fue, sin embargo, abrumador. «He entendido el mensaje», afirmaría un aliviado Felipe González la noche de las elecciones. La derrota que le infligieron las urnas apenas tres años más tarde probaría que no lo había entendido.


  Pero durante aquellos tres años necesitaría a Jordi Pujol para poder gobernar; el mismo Pujol que nueve años antes, con motivo de la presentación de la querella de la fiscalía contra la antigua dirección de Banca Catalana, de la que él formaba parte, se había sentido perseguido por el PSOE y engañado personalmente por González; el mismo Pujol que se había blindado en la presidencia de la Generalitat transmitiendo un mensaje claro a la ciudadanía catalana: el PSOE persigue a Cataluña; el mismo Pujol que se había vengado en el referéndum convocado por el gobierno socialista sobre la permanencia en la OTAN —en el cual promovió bajo mano el «no» a pesar de su militancia atlantista— y durante la organización de los Juegos Olímpicos de Barcelona de 1992.


  Para Pujol, la posibilidad de convertirse en el político más influyente de España fue una victoria no buscada. Su objetivo vital había sido siempre convertirse en el líder de Cataluña, en dirigir los destinos de aquel país destruido que había contemplado en su niñez desde la cima del Tagamanent y a cuya reconstrucción había consagrado su existencia. Ahora, sin embargo, tendría al gobierno central en un puño sin la necesidad de asumir la vicepresidencia que llegó a ofrecerle Felipe González. Los tres años que Pujol tuteló al gobierno central fueron relativamente rentables para la Generalitat. Para Pujol, sin embargo, iban a constituir un largo periodo de inestabilidad en el que no sólo se vería obligado a justificar constantemente su apoyo al ejecutivo socialista, sino que iría dejando por el camino a sus principales delfines. Aquellos años, Pujol, como Saturno, devoró a sus hijos políticos; a uno, Miquel Roca, por voluntad propia, al otro, Josep Maria Cullell, muy a su pesar. Los principales beneficiarios de aquel banquete fueron sus hijos biológicos, que aprovecharían aquellas circunstancias para afianzar sus derechos dinásticos ante los dirigentes de CiU.


  La propuesta de Felipe González no fue estrictamente una novedad para Pujol. Hacía tiempo que los socialistas españoles, instalados en el poder pero víctimas de un inexorable declive electoral, intentaban recomponer los puentes con el mandatario catalán. El único interlocutor con el que contaban era el hombre de CiU en Madrid, Miquel Roca, que llevaba aparcado en el Congreso de los diputados desde 1977, a la espera de la gran oportunidad de sustituir a Pujol, una oportunidad que nunca acabaría de llegar. La escasa diferencia de edad entre Pujol y Roca, apenas diez años, hacía difícil el relevo; además, Pujol estaba en plena forma a principios de la década de 1990. Roca corría el riesgo de que, cuando empezara el declive del president, él mismo estuviera demasiado gastado para optar a la sucesión. Y quince años eran demasiados. Por eso Roca atendió los cantos de sirena de los socialistas españoles, unos cantos que llegaron en el momento más delicado para el partido. Roca ya no era el único e indiscutible delfín de Pujol; el tiempo transcurrido había facilitado que fueran muchos los que ambicionaban el legado político del president, empezando por sus propios hijos. La facilidad con la que Roca se dejaría seducir por Felipe González y por su compañero de juventud, Narcís Serra, acabaría por acarrearle su entierro como político.


  EL EMBATE DE ROCA


  La de Miquel Roca es la historia de unas enormes expectativas constantemente frustradas. Nacido en 1940 en el exilio francés, en Cauderan, Roca es hijo de Joan B. Roca, un dirigente de la Unió Democràtica republicana de Manuel Carrasco i Formiguera. Se licenció en Derecho por la Universidad de Barcelona en 1961 y ejerció de profesor universitario hasta que en 1966 fue expulsado de la docencia por razones políticas. Llevaba la política en la sangre. Su carrera política se había iniciado en el revolucionario Front Obrer de Catalunya (FOC), ligado al Front d'Alliberament Popular (conocido por sus siglas en castellano, FLP), donde coincidió con Narcís Serra y Pasqual Maragall, entre otros hijos de familias patricias. Años más tarde comenzaría su larga unión con Convergència Democràtica de Catalunya, en cuya constitución participó en 1974; fue secretario general adjunto desde 1976 hasta 1989, fecha en que asumió la secretaría general del partido[1]. Miquel Roca fue diputado por Barcelona y presidente del grupo parlamentario catalán en el Congreso de los Diputados entre 1977 y 1995 sin solución de continuidad. Formó parte de la ponencia constitucional, así como de la comisión que redactó el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Durante el período entre 1982 y 1995 fue presidente de la representación de la Generalitat en la Comisión de Cooperación Bilateral con la Administración del Estado.


  Durante largos años fue el número dos del partido de Pujol, si bien el president jamás acabó de fiarse de Roca. Su pecado de juventud, haber militado en el mismo partido político que Narcís Serra y Pasqual Maragall, hacía de Roca un hombre de lealtad discutible a los ojos de Pujol, especialmente a partir de 1984, cuando el president empezó a experimentar un odio visceral por los máximos representantes del socialismo catalán. Para mayor desgracia de Roca, su labor en el Congreso de los Diputados le granjeaba más simpatías entre la burguesía barcelonesa que las que lograba Pujol desde el Palau de la Generalitat. La burguesía catalana estaba interesada en influir en la política, pero no en la política catalana, sino en la española. Sus lobbies estaban diseñados para lograr políticas económicas favorables del gobierno central.


  Además, Roca había fracasado en su intento de conquistar España con la Operación Reformista, un experimento que acabó costando carísimo a las arcas del partido. El estallido del caso Casinos tampoco beneficiaba al secretario general de CDC; la financiación del partido era cosa suya. Desde la perspectiva de Pujol, el estallido del escándalo era una mácula en el currículo de Roca, por mucho que éste no estuviera directamente implicado en el flujo de capitales entre las empresas de Artur Suqué y el partido. A juicio de un veterano dirigente de Convergència la cuestión de la financiación del partido es la que explica la crisis que acabó con la salida de la dirección del que durante años había sido número dos del partido. Según el mismo veterano nacionalista ése fue el elemento que más llamó la atención al hijo mayor de Pujol, que tomó la decisión de ocuparse personalmente del asunto, en vista de lo que él consideraba la incompetencia de Roca.


  En 1991, Roca estaba más que harto de esperar su momento. Estaba convencido de que ese momento había llegado hacía ya muchos años y que le hacía falta tocar poder. Su habilidad a la hora de manejarse con la prensa, especialmente con la de Madrid, le sirvió para dar pábulo a las diferencias que le separaban de Pujol y lo hizo hasta el punto de que El País, la bestia negra del presidente de la Generalitat, se permitió opinar sobre las relaciones entre el presidente de la Generalitat y el secretario general de CDC en un editorial. El 5 de febrero de 1991 apareció en las páginas de opinión del rotativo el siguiente editorial:


  
    Las discrepancias, cada vez más evidentes, entre Jordi Pujol y Miquel Roca tienen dos razones de fondo: el deseo del segundo de compartir explícitamente el poder del primero y colocarse en primera línea de sucesión y la distinta sensibilidad de ambos políticos hacia la intervención del nacionalismo conservador catalán en la política española. En cuanto a la sucesión, el propio Pujol ha afirmado que su jubilación política es, por ahora, impensable. Ello no ha apaciguado la agitación de quienes intentan tomar posiciones ante el proceso de recambio de liderazgo. Hasta ahora mismo, Roca era el delfín, o eso parecía desde que se le bendijo como secretario general sin el ominoso añadido de «por delegación» del máximo líder. Pero el propio Pujol empezó a cuestionar la solidez del delfinato cuando el verano pasado ofreció a Roca encabezar la candidatura para la alcaldía de Barcelona y el delfín no la aceptó: en realidad, porque ambiciona compartir el poder —al menos autonómico— de forma clara tras años de gran influencia política y de ayuno en el ejercicio de responsabilidades de gestión. Tras esta negativa, Pujol volvió a desembarcar en el partido y a sustraer a su segundo de responsabilidades que venía ejerciendo, como la negociación del pacto con los socios de Unió Democràtica para las municipales, o cuando, más recientemente, ha puesto en entredicho las gestiones de Roca para pactar la reforma fiscal con los socialistas.


    Pero hay más. Su destacado papel en las Cortes convierte a Roca en un actor de primera fila de la política parlamentaria española que no puede sostenerse si su único norte son los cálculos de la política doméstica catalana. Conducido por la pasión nacionalista, Pujol está más cómodo cuando se sitúa frente a un gobierno que no es el suyo. En cambio, la referencia de Cambó atrae más a Roca que a Pujol. Y así es capaz de pactar una reforma fiscal porque cree que es lo conveniente, aunque eso suponga inutilizar un cartucho de tanto rédito para la batalla electoral doméstica (la crítica a la voracidad recaudatoria, la queja por la insuficiencia financiera autonómica). Obviamente, el jacobinismo del PSOE no ha dado facilidades a Roca (al retrasar la firma de los acuerdos sobre despliegue de la política autonómica, por ejemplo), y la ruptura de la coalición entre socialistas y PNV en el País Vasco da aliento al mensaje de desconfianza que Pujol siempre transmite cuando habla de los socialistas.


    A ello se añade un elemento personal, aunque sea de tercer orden político: la incomodidad de relación suscitada por el hecho de que Roca se entere frecuentemente de las cosas que se cocinan en la política de Estado antes que el presidente de la Generalitat. Por todo ello, ante la perspectiva que tiene Roca de regresar únicamente a los cuarteles de invierno parlamentarios, prefiere pugnar por compartir la tarea de gobierno en Cataluña y el liderazgo del nacionalismo conservador y pedir también garantías inequívocas de futuro sobre ello. Unas garantías que Pujol se resiste numantinamente a dar a una persona a la que dice tener en mucha estima, pero con la que discrepa.


    Sería lamentable que a ambos les invadiera la sensación de que no hay sitio para los dos en la política catalana y española, porque ello equivaldría a un reduccionismo de las posibilidades de ambas políticas. Y por otra razón. La reciente historia de los partidos españoles está llena de parejas resquebrajadas (Suárez-Abril Martorell, Garaikoetxea-Arzalluz, González-Guerra) y de sucesiones tormentosas (las de Fraga y Carrillo), demostrativas de una debilidad orgánica inconveniente para una democracia joven.


    Para el nacionalismo catalán moderado, las cosas son claras: o Pujol y Roca encuentran un sistema de cohabitación, o caminarán aceleradamente hacia la parálisis de su partido, pues ninguno de los dos tiene el monopolio de éste ni de su cuerpo electoral; es decir, ninguno de los dos cuenta con suficientes recursos para desplazar al otro, pero sí disponen de plataformas desde las que laminar la posición del otro, ya sea en unas elecciones legislativas o en unas autonómicas[2].

  


  Detrás de aquel editorial había una oferta en firme a Miquel Roca para que se incorporara al gobierno del PSOE en calidad de vicepresidente y como representante del nacionalismo catalán. La oferta, y el hecho de que se hiciera pública nada menos que a través de las páginas de El País colmaron la paciencia de Pujol, que enseguida entendió por qué Roca había rechazado disputar la alcaldía de Barcelona a su amigo Pasqual Maragall en las municipales de 1991 (cosa que sí haría en 1995). El texto sugería que Roca tenía sus propios seguidores electorales al margen de Pujol. El president comentaría después con desprecio que Roca no tenía autonomía alguna de decisión en el partido. Entre ambos políticos se había abierto un abismo que desembocaría en la renuncia de Roca a la secretaría general del partido en los días previos a la celebración del congreso de Convergència de octubre de 1992.


  Una dimisión en falso


  La noche del 28 de septiembre de 1992, Miguel Roca notificó al comité ejecutivo de CDC su decisión irrevocable de no presentarse a la reelección como secretario general del partido al congreso previsto para los días 17 y 18 de octubre del mismo año. La explicación era la necesidad de aclarar las relaciones con UCD, el socio democristiano de CDC, y con el que Roca mantenía una difícil convivencia. En realidad, ése era sólo un factor de la crisis. Con su decisión —que sorprendió e inquietó en el seno del partido nacionalista— Roca pretendía una «clarificación absoluta de las ambigüedades del partido, sobre todo en relación con la política de pactos en la política española, de forma que se sepa que la estrategia de alianzas [con el PSOE] la asume todo el nacionalismo»[3]. La retirada de Roca del cargo era táctica: convencido de su fuerza en Convergència —cuya estructura controlaba—, de su tirón electoral y de la influencia que le otorgaba su tarea parlamentaria en Madrid, en la que no tenía sustituto, Roca pretendía afianzarse ante Jordi Pujol y que no se repitieran episodios como los de los recientes nombramientos del conseller d'Agricultura, Francesc Xavier Marimon, y del comisionado para las actuaciones exteriores, Joan Vallvé, de los que Roca había tenido conocimiento al mismo tiempo que la prensa.


  Esas decisiones correspondían a un deseo nunca explícito pero cada vez mayor de Pujol de recuperar las riendas del partido que le había cedido a Roca en el congreso de 1989. El entorno familiar y el círculo de amigos del presidente de la Generalitat, así como algunos miembros del gobierno autonómico, habían iniciado el verano de 1990 las presiones para convencer a Pujol de que el partido se iba alejando de las posiciones políticas definidas en su fundación. El momento escogido por Pujol para reasumir la dirección de CDC sorprendió a Roca cavilando sobre si debía abandonar la política española y regresar a la catalana con el fin de dar desde dentro la batalla para ser conseller en cap en el gobierno que surgiera de las elecciones autonómicas de 1992. Pujol se cerró en banda ante los que insinuaron esta posibilidad y sostuvo férreamente que el puesto de Roca estaba en Madrid.


  «L'hereu» quiere hacer política


  La decisión de Roca sorprendió a sus colaboradores más íntimos, para quienes el desencadenante fue una enmienda a la ponencia de estrategia del partido que se discutiría en el congreso de Convergència. La enmienda, propuesta entre otros por Jordi Pujol Ferrusola, hijo mayor del presidente de la Generalitat, se oponía a un pacto global con el gobierno central; acabaría siendo retirada ante el temor a una apabullante derrota y entre los silbidos de muchos de los presentes en la comisión que debatía la ponencia de estrategia política. Sin embargo, como previó el presidente de CDC, ya había cumplido su objetivo: enrarecer el ambiente del partido en contra del Miquel Roca.


  Pese a ser delegado en el congreso, Jordi Pujol Ferrusola no apareció por la comisión que debatía la ponencia política, lo que motivó que recibiera en los pasillos críticas de muchos de los representantes. Quienes sí estaban —a excepción del presidente del partido y del secretario de organización, Josep Caminal— eran los componentes de la plana mayor de Convergència Democràtica, encabezados por el propio Roca. La enmienda fue presentada por Lluís Arboix, de la agrupación de Sarrià-Sant Gervasi, que se limitó a leer un texto en el que afirmaba que, una vez celebrados los debates correspondientes en las diferentes agrupaciones locales, los promotores la retiraban; lo mismo hizo con una enmienda transaccional que pensaban ofrecer a los ponentes y que proponía dejar en manos del Consejo Nacional la participación de los nacionalistas en el gobierno central.


  La postura de los defensores de la enmienda fue acogida con siseos acompañados de protestas y silbidos; ante la prensa, varios presentes resumieron aquel clima diciendo que había habido «abucheos» por parte de los presentes, molestos porque tenían el convencimiento de que la enmienda se había presentado con la única intención de agitar al partido contra Roca. En nombre de la dirección, habló el conseller d'Economia, Macià Alavedra, que pese a agradecer la retirada de la enmienda quiso dejar claro que habría votado en contra y que se rechazaban por completo los parámetros que defendía.


  Después de la conferencia de prensa de Alavedra, el propio secretario general saliente explicó detalles que el primero no había ofrecido y que dejaban en mal lugar a los defensores de la enmienda. Roca dio por supuesto que la causa de la retirada era que habría sido objeto de una rotunda votación en contra por parte de los delegados. «Habría tenido cinco votos», dijo taxativamente. Luego rebajó el cálculo a cuatro cuando le recordaron la ausencia del hijo de Pujol.


  La retirada de la enmienda fue una victoria pírrica para Roca. Se le notaba mucho más relajado; por primera vez no tenía la responsabilidad de controlar férreamente el desarrollo del congreso del partido en el gobierno. En su discurso como secretario general saliente de CDC, Roca sentenció ante ese noveno congreso que el nacionalismo moderado que representa CDC nunca se dejaría encasillar como un apéndice de los grandes partidos españoles. «Quienes lo pretenden —dijo— ignoran que nosotros no estaremos nunca ni con éstos ni con aquéllos, sino con nosotros mismos». Así, Roca asumía como propia la posición genuina del pujolismo, que rechazaba compromisos permanentes con otras fuerzas fuera del ámbito catalán.


  El secretario general saliente abordó todos los aspectos de la vida del partido de la forma que más podía gustar a su audiencia. Para especificar el rechazo a alinearse junto al PSOE o al Partido Popular (PP) dijo: «No coincidimos ni con Martín Villa ni con Rodríguez Ibarra, lo que es bastante clarificador; y, si se me permite, ni ganas». Roca concluyó su intervención con una triple reafirmación, destinada, subrayó, a evitar interpretaciones erróneas de su abandono de la secretaría. «Convergència es y será siempre mi partido» fue la primera. «Serviré con lealtad a la coalición CiU», la segunda. «Seré fiel al presidente Pujol como lo he sido siempre», la tercera. Los 1.465 congresistas, puestos en pie, premiaron el discurso de Roca con dos minutos y medio de aplausos. Pujol manifestó su satisfacción por el discurso de Roca salvo en su renuncia, que Roca achacó a sus difíciles relaciones con UDC.


  La purga


  A pesar de las felicitaciones públicas tras el congreso, Pujol estaba enojado. Había decidido, contra todo pronóstico, aceptar la dimisión de Roca. No le dejaría volver a la secretaría general del partido hasta enero de 1993, y lo hizo por razones puramente técnicas; necesitaba que Roca siguiera desempeñando sus funciones mientras le encontraba un sustituto. Para Pujol estaba claro que Roca había filtrado a la prensa información delicada sobre su hijo mayor, Jordi Pujol Ferrusola, que formaba parte del núcleo duro de dirigentes del partido que se oponía a la política del secretario general. Y no iba a perdonárselo.


  En plena crisis, un encuentro casual de Pujol con el secretario de organización de Convergència, el roquista Josep Caminal, sirvió para dejar claro a Roca y a los suyos que había cosas con las que Pujol no toleraba que se jugara. Pujol recorría en el interior de su coche oficial una céntrica calle de Barcelona cuando el vehículo tuvo que pararse en un semáforo. En aquel momento cruzaba el paso de peatones Caminal y Pujol ordenó al conductor que hiciera un gesto al secretario de organización de su partido. Caminal, cumpliendo la orden del president, subió al coche.


  Caminal pensó que se trataba de un gesto de Pujol para limar asperezas, que el president aprovecharía el encuentro casual para hacerle una propuesta de reconciliación a Roca a través de uno de sus hombres de confianza[4]. Conciliador, el secretario de organización de CDC invitó al president a mejorar su relación con Roca, pero, para su sorpresa, se encontró con que Pujol claramente enojado le entregaba airado una carpeta con el membrete oficial de Presidència de la Generalitat; contenía la mayor parte de las informaciones que habían ido apareciendo durante la segunda mitad de 1992 sobre las actividades de sus hijos[5].


  —Sé que ha sido Roca —le dijo Pujol a Caminal—. No intentes convencerme de lo contrario. Te garantizo que tengo constancia. ¿Crees que con esto es posible la reconciliación?


  Aquella jugada táctica de Roca se saldó con una derrota por goleada: un mes después de aquella conversación volvió al cargo con la cabeza gacha, con menos atribuciones y con más de la mitad de sus correligionarios eliminados del aparato de partido. Dos de sus hombres de confianza, Josep Caminal y Josep Maria Trias de Bes, se la jugaron por defenderlo. Uno acabó en el Liceu y el otro en el PP.


  Fue el propio Roca quien resumió mejor toda aquella extraña crisis en la reunión del consejo nacional en la que volvió a asumir la secretaría general: «Que quede claro que mi retorno no es una actitud ni lógica ni coherente, e incluso tengo dudas de que sea digna. Pero me he dejado convencer por los que me han dicho que estoy obligado a hacerlo». Dos años después, puso todo su entusiasmo en la carrera por la alcaldía de Barcelona, con la esperanza de vencer a Maragall. Las urnas, sin embargo, le dieron la espalda como en aquellas otras elecciones decisivas en su carrera política, en 1986, cuando fracasó la Operación Reformista. Tras el desengaño por no haber obtenido la alcaldía, reaccionó dignamente y unos meses después dejó la secretaría general del partido. Aceptó que había pasado a un segundo plano de la vida política y manifestó, en una frase que contiene muchas lecturas y destinatarios claros, que «no hay nada más temible que la voluntad de permanencia, aferrarse a un cargo. No es mi caso».


  Pero las elecciones generales de 1993 dieron la oportunidad a CiU de mandar en Madrid. La coalición nacionalista, con Pujol al frente, ya no se conformaba con influir. Había llegado el momento de ser decisivos de verdad. Roca no paraba de oír las ofertas de los socialistas para que la nueva legislatura tuviera un gobierno de coalición, en el que los socialistas cederían importantes áreas de gestión a CiU, entre ellas una vicepresidencia y la coordinación de la política económica.


  LA ÚLTIMA VICTORIA DE FELIPE GONZÁLEZ


  Las elecciones generales de 1993 se presentaron como la última oportunidad de Felipe González, pero también como las de la alternativa del centro derecha de un Partido Popular liderado por José María Aznar. González asumía la campaña electoral con pesimismo: sólo tenía una oportunidad, la regeneración y, por ello, fichó al juez Baltasar Garzón. Aunque todas las encuestas preelectorales predecían una victoria de Aznar, la sorpresa saltó la noche electoral. Felipe González había revalidado la confianza de los ciudadanos, lo que provocó malas caras y declaraciones propias de malos perdedores entre las filas populares, donde incluso se llegó a hablar de irregularidades. Pero González no obtuvo la mayoría absoluta; el PSOE consiguió 159 diputados, 18 más que el PP. En tercer lugar, con 18 escaños (incluyendo los de Iniciativa per Catalunya), la Izquierda Unida de Julio Anguita, quien, a pesar de haber sufrido un infarto en Barcelona cuando participaba en un acto electoral de Iniciativa per Catalunya, se mantuvo como líder de la formación. Convergència i Unió, por su parte, con el sempiterno Miquel Roca al frente de la lista, obtuvo diecisiete diputados, uno menos que cuatro años antes. En Cataluña CiU no había podido arrebatar la primera posición al PSC, que por sexta vez consecutiva era el partido más votado en las legislativas. Rápidamente se buscó una alianza entre González y Pujol, algo inaudito, ya que en aquella época las relaciones no es que fueran tensas, sino casi inexistentes. La presión partió sobre todo del mundo económico, empresarial y financiero, que temía un pacto de izquierdas. Pujol tenía que elegir. Roca ya había allanado el camino con su amigo Narcís Serra. Si era posible, CiU entraría en el gobierno y Roca podría colmar su aspiración personal de ser ministro. Pero las cosas no pasaron tal y como se habían programado.


  6 de junio de 1993


  Aquel día los españoles estaban citados con las urnas por sexta vez para elegir a sus representantes en la Cortes. CiU se había presentado con un lema muy clarificador: «Ara, decidirem» (Ahora decidiremos). Miquel Roca volvía a ser la cabeza de cartel, aunque ésta sería la última ocasión en que el dirigente nacionalista se proyectaría hacia Madrid. Si en Cataluña hubo un perdedor aquel 6 de junio de 1993 fue Miquel Roca. Su estrella, que ya había iniciado el descenso, se iría apagando mes a mes. Dos años después, disputaría la alcaldía de Barcelona a su amigo Pasqual Maragall y tras su paso de cuatro años por la oposición municipal se retiró totalmente de la política activa y se dedicó en cuerpo y alma a su bufete de abogados.


  La noche electoral del 6 de junio fue vivida con cierta angustia en los cuarteles de CiU. La coalición nacionalista creía que el vencedor sería Aznar, y la mayoría de los dirigentes de Convergència i Unió incluso lo deseaban, pero una vez efectuado el recuento, el PSOE volvió a ganar y, además, los socialistas catalanes vencieron a CiU de nuevo. Nada más conocer los primeros datos, Pujol, más listo que nadie, se puso a dar órdenes rápidamente: nadie más que él podría hablar sobre eventuales coaliciones de gobierno; sería él quien diera la versión oficial. Mientras tanto, todo el mundo tendría que contentarse con las nimias explicaciones que diera el entonces portavoz, Pere Esteve[6]. Roca pasó a ser el emisario del president: había dejado de ser el interlocutor de los nacionalistas catalanes en Madrid.


  Pujol ha sido muy cauto. No hablar de coalición no quería decir desatender la gobernabilidad del país. De eso sabía mucho. Ayudó a la UCD de Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo-Sotelo cuando estos presidentes de gobierno más colaboración precisaban. Estaba dispuesto a volver a hacerlo, pero en primer lugar él no se veía como vicepresidente de un gobierno central, y además, nunca permitiría que otro dirigente de Convergència estuviera por delante suyo en el protocolo.


  A la mañana siguiente de las elecciones, Pujol pensaba en la reunión que por la noche tendría el comité ejecutivo de CDC para valorar los resultados. Ya empezaban a llegar voces que pedían una coalición con el PSOE: eran sus amigos, los empresarios, los primeros que alertaban sobre un posible pacto entre los socialistas y los «comunistas» de Izquierda Unida. Según la aritmética electoral, la suma de escaños entre PSOE y CiU daba justo la mayoría absoluta, 176 diputados. No obstante, Felipe González tenía otra opción matemática: sus 159 escaños, junto a los 18 de IU, daban 177; pero González era reacio a buscar un pacto con Anguita.


  En la reunión preparatoria de la ejecutiva entre Pujol y Roca, este último se propuso a sí mismo como presidente del Congreso de los Diputados. Para Roca había llegado el momento de dejar de ser el portavoz de CiU en Madrid. Quería un cargo institucional y como se dio cuenta de que llegar a ministro era más difícil a causa de la oposición decidida de Pujol, consideró que la presidencia del Congreso, el tercer cargo en el protocolo del reino de España (tras el rey y el presidente del gobierno), podía ser un primer paso para, más adelante, optar a un ministerio. Roca conocía bien Madrid y podría buscar la complicidad de otros grupos parlamentarios. Tras la reunión con Pujol, sin embargo, Roca no veía nada claro cuál sería su futuro; en ese momento se inició un largo silencio público que duraría quince días en los que no soltó prenda.


  El martes día 8 de junio Pujol mantuvo una conversación telefónica con Aznar y obtuvo una buena respuesta del dirigente popular sobre la eventual candidatura de Roca a la presidencia del Congreso. El aspirante, por su parte, también realizó sus propias averiguaciones. Aprovechó que Julio Anguita seguía internado en el Hospital Clínico recuperándose de su infarto para visitarlo y, de paso, pedirle su apoyo. El PNV, por su parte, no mostraba entusiasmo con la idea, tal y como Josep Antoni Duran Lleida explicó a Pujol


  El presidente catalán asumió en persona todas las negociaciones. Al día siguiente de la visita de Roca al Clínico, Pujol hizo lo mismo. Aquel 9 de junio, el 63 aniversario de Pujol, Anguita le comunicó que no pensaba hacer una pinza con el PP y CiU para atenazar a González. Aquella tarde, Roca empezó a estar harto de su candidatura a presidir el Congreso; había pensado que sería más fácil, según comenta José Antich en El virrei, donde el que más tarde sería director de La Vanguardia detalla hora a hora la agenda de Pujol entre el 6 y el 24 de junio, fecha en que el presidente de la Generalitat descartó de plano el gobierno de coalición. Pero Pujol se encontró con un regalo de cumpleaños. El Círculo de Economía, foro del que él mismo era socio, recomendó que el gobierno se formara de coalición entre los socialistas y los nacionalistas. El Círculo de Economía, presidido entonces por Joan Molins (hermano del convergente Joaquim) gozaba de un notable prestigio entre las élites económicas de Barcelona. El vicepresidente de la entidad, Josep Piqué, estaba preparándose el terreno para presidirla y también suscribió el documento. El Círculo de Economía no fue la única entidad representativa de los intereses del capital que hizo pública su opinión. Todos los presidentes y directivos de los bancos españoles, los directivos de las grandes empresas, las patronales e incluso el Club Financiero de Barcelona, que días antes habían apostado con claridad por un gobierno del Partido Popular, estimaron conveniente el acuerdo entre el PSOE y CiU, con la inclusión del PNV. A pesar de todas las presiones, Pujol lo tenía claro: ningún dirigente de Convergència i Unió sería ministro.


  El sábado 12 de junio Pujol volvió a Madrid. Ante los periodistas, Pujol se movió en la ambigüedad que tan buenos resultados le había dado: «Para hablar con seriedad, alguien debe abrir el baile; los otros, lo único que tenemos que hacer, es recordar nuestro programa en el momento de negociar». Era una clara invitación a que González fuera el que moviera la ficha, pero el presidente del gobierno en funciones estaba descansando en la sierra de Cazorla y aún no había dicho nada sobre cuál era su posición. Mientras, todo eran especulaciones. Como el presidente catalán estaba en la capital del reino, recibió a Aznar en la delegación de la Generalitat en Madrid. Tomaron café durante media hora y repasaron la actualidad. Pujol conoció a Aznar cuando éste era un joven presidente de Castilla y León; no tenía una opinión formada sobre él, pero lo veía muy serio. Durante el encuentro, Pujol comunicó a Aznar que él no quería un gobierno de coalición. A la mañana siguiente, González llamó por teléfono a Pujol para verse lo antes posible. La cita fue el 17 de junio, tres días después. Antes, Pujol se sometió al secretariado permanente de CDC, el órgano de Convergència que realmente tomaba las decisiones. Fue entonces cuando Pujol hizo suya oficialmente la iniciativa de Roca y lo propuso como presidente del Congreso, siempre y cuando hubiera un consenso amplio entre todas las formaciones y que el hecho no fuera percibido como una propuesta del PSOE.


  La reunión de Pujol con González en La Moncloa fue un fracaso, según la versión del primero[7], quien ya tenía decidido de antemano que no aceptaría la propuesta del líder socialista; en aquella época las relaciones eran gélidas, aunque con el tiempo evolucionaron en sentido contrario. Actualmente se consideran amigos e, incluso, actúan conjuntamente como presidentes jubilados ante los foros que desean escucharlos. Pero en 1993, la frialdad presidió las dos horas y media de reunión, con almuerzo incluido. Para Pujol resultaba significativo que González nunca hablara del programa de gobierno. Así, González habló de la necesidad de formar un gobierno con solidez, de la difícil situación económica en la que se encontraba España y sobre la convergencia europea. Este último asunto preocupa a ambos mandatarios. Pujol, por su parte, recriminaba a González la política autonómica del PSOE, partido que desde la LOAPA se había caracterizado por sus intentos de homogeneizar las autonomías e, incluso, ha ninguneado y menospreciado diariamente al presidente catalán. Para sorpresa de éste, González aceptó las críticas y aseguró a Pujol que resultaba evidente que el PSOE había hecho algo mal. Ese mismo día Pujol dejó claro a González que no quería un gobierno de coalición entre las dos formaciones que cada uno de ellos lideraba, y que el único interlocutor de CiU era él. Así descartó de un plumazo tanto a Roca como a Josep Antoni Duran Lleida, quien había hecho llegar a la Moncloa su disposición a reunirse con el presidente del gobierno. Al día siguiente, González recibió en La Moncloa a Xabier Arzalluz, quien a la salida resumió en una frase su opinión: «Tener un ministro no es un chollo».


  Cuando Pujol decide una cosa, lo que se hace es aquello, aunque disimule reuniendo al comité ejecutivo. Durante años, ha circulado por Cataluña un chascarrillo que dice: «En CDC mandan tres personas, Jordi Pujol y Soley». Así, antes de acudir a las reuniones del partido, Pujol ya había hablado con la mayoría de las treinta y dos personas que entonces formaban el comité ejecutivo. Pujol quería obtener una negativa clara de los máximos dirigentes de CDC. Sólo algunos seguidores de Roca mantuvieron la necesidad del gobierno de coalición. Por su parte, Roca finalizó la ronda de intervenciones asumiendo con un aire sibilino que estaba totalmente de acuerdo con lo expuesto por el presidente del partido, que no era sino la política tradicional de CDC. A pesar de todo, en una pirueta digna de un gran equilibrista en la pista del circo político, Roca propuso que Convergència i Unió ofreciera al PSOE un pacto en base al programa nacionalista. Pujol aceptó, aunque llegó a pensar que Roca podía estar conchabado con González, pero era muy difícil que los socialistas asumieran todo su programa electoral. El día de San Juan, 24 de junio, Pujol viajó a Madrid. Fue a La Moncloa a comunicar la decisión de CDC. Por el camino, el delegado de la Generalitat, Josep Gomis, le comunica un mensaje de Roca. Antich describe la escena de la siguiente manera:


  
    El presidente de la Generalitat baja del vehículo furioso, irritado. Empieza a dar vueltas en solitario, como un león enjaulado. Gomis baja acto seguido: no se atreve a acercarse a él. El delegado del gobierno catalán en Madrid le acaba de transmitir un mensaje de Roca: «Si Pujol dice que no a la coalición, anuncio mi dimisión y esta vez de una manera agria, brutal. Rompo el partido». La amenaza del secretario general de CDC busca desestabilizarlo, que llegue a su entrevista con González con la mayor debilidad. Y, a partir de aquí, que ceda. Pero el mandatario catalán sabe que Roca no se irá. Lo conoce demasiado e intuye que todo es una fanfarronada, fuegos de artificio, afectación, en suma. Nada más. Todas las cartas están encima de la mesa.

  


  Efectivamente, Roca no se fue de CDC. Aceptó la decisión de Pujol de decir no a Felipe González, de la misma manera que había hecho con Adolfo Suárez, Leopoldo Calvo-Sotelo y lo haría después, con José María Aznar. A pesar de la negativa a entrar en el ejecutivo, Pujol sí que se avino a prestar sus diecisiete diputados, pero a cambio de algunas contrapartidas, como la cesión del 15 por ciento de IRPF y que se empleasen algunas de las transferencias pendientes. Otro de los acuerdos sería que la política económica del gobierno debía dar un giro, abandonar las recetas de Carlos Solchaga y apostar por las de CiU, que Pedro Solbes fue el encargado de anunciar.


  Asimismo, la posición de Roca reabrió la pugna entre ambos líderes. La amenaza de Roca enojó tanto a Pujol que llegó a plantearse volver a apartarle, esta vez de forma definitiva, de la secretaría general de Convergència. Tenía un sustituto: él mismo. Consciente de la dificultad de compatibilizar la presidencia de la Generalitat con la secretaría general del partido, llegó a pensar en el nombramiento de un oscuro burócrata de CDC, Jacint Mora, como secretario general adjunto en el caso de que se decidiera finalmente por echar a Roca. La tensión que vivió aquellos días el partido queda de manifiesto en la conversación telefónica que mantuvieron en 1992 Josep Maria Cullell, entonces miembro de la ejecutiva de CDC, y el secretario de organización, Josep Caminal[8].


  
    JOSEP CAMINAL. Sííí…


    JOSEP MARIA CULLELL. ¿Josep?


    J.C. Sí.


    J.M.C. ¿Qué? ¿Todo tranquilo hoy?


    J.C. Sí, creo que sí. Al menos no sé nada.


    J.M.C. Digo que… ¿Todo tranquilo?


    J.C. ¡Ah!… Sí. Pensaba que preguntabas si había alguna novedad. Y no. No, no… No sé nada, de momento todo tranquilo.


    J.M.C. Hombre, eso ya es mucho.


    J.C. Sí, el primer día… ¡Ja, ja, ja!… ¡Hombre! Es el primer día en tres semanas que no pasa nada y que puedes abrir los diarios tranquilamente.


    J.M.C. Sí, chico, hoy ha ido todo bien.


    J.C. Ahora sí que es posible que se vean. [Pujol y Roca].


    J.M.C. Sí, ahora ya no hay «presión» [en castellano en el original].


    J.C. Exacto. [Se ríen los dos].


    J.M.C. No hay presión. ¿Con Miquel has hablado, o no?


    J.C. No, no. Desde el viernes no le veo. No sé nada y prefiero no llamarle. Mañana le llamaré o me acercaré un momento. No le he llamado. No, no.


    J.M.C. Me ha llamado Laporte [en realidad fue él quien llamó a Laporte].


    J.C. ¡¡¡¿Sííí…?!!!


    J.M.C. Para decirme que el otro [Pujol] le dijo el viernes que Miquel lo estaba echando del Convergència.


    J.C. ¡¡¡Ah, ¿sííí?!!!


    J.M.C. Que si sigue así, es muy probable que sea él [Pujol], el que se vaya.


    J.C. ¡Hosti!… Me imagino que Laporte diría: «Oye, acaba con esto ya».


    J.M.C. Laporte me ha dicho que empezó la conversación diciendo: «¿Oye… ¿Yo cuándo termino?» [en la Conselleria d'Ensenyament].


    J.C. Seguro que el otro le contestó: «Ale, ale, no me fastidies». [Carcajadas].


    J.M.C. Y el otro va y dijo: «Ya os las arreglaréis sin mi… Yo me monto un búnker en la Generalitat y si es necesario haré otro [partido]». ¡Es dramático, hostias tú!


    J.C. ¿Esto, el viernes?


    J.M.C. ¿Tú lo viste el viernes?


    J.C. No, yo le vi el jueves.


    J.M.C. Bueno…, el viernes fue lo de la carta.


    J.C. ¿El viernes? Sí, exacto.


    J.M.C. ¿Fue la del…?


    J.C. Jacint Mora… ¡Ojo! La carta la vamos a modificar.


    J.M.C. ¿Lo de Jacint Mora?


    J.C. Le hemos cambiado la carta. El lunes se lo notificaré.


    J.M.C. ¿Se lo dirás como un hecho consumado? (carcajada). ¿Y qué crees que te dirá?


    J.C. Que conste que se la he cambiado con la suficiente inteligencia. Se trata de que el señor Jacint Mora sea adjunto a la Secretaria d'Organització para hacer el mismo trabajo que le encargaba [Pujol], exactamente con las mismas palabras, añadiendo que al mismo tiempo asume la secretaría personal del presidente del partido. Pero le meto dos modificaciones, que son: primero, adjuntarlo a la Secretaria d'Organització, y esto lo hago, y se lo diré, para ser escrupuloso con los estatutos. Para que no hagan lecturas equívocas. Ya sabes que los estatutos dan al secretario de Organització todo lo referente a la relación entre el partido y las administraciones en las que el partido está presente. Por lo tanto, no puede discutir. Y en lo de la secretaría personal, digo: «Hombre, no hace falta explicitarlo más porque entraríamos en confrontación con la propia estructura del partido».


    »Aquel militante o agrupación que quiera hacer llegar a Presidència quejas, propuestas, etc., lo tiene que hacer a través de las estructuras reglamentarias. Por lo tanto, una secretaría personal no ha de confundirse con los órganos y canales estatutarios establecidos por el partido. Así se lo diré, y ya está. No le discuto el nombre (de Jacint Mora) y envió la carta modificada, o sea que…


    […]


    J.M.C. Aquí… la verdad, si ves a Roca dile que no haga bilis…


    J.C. Pero fíjate en lo que hago, un calco de lo que ya habíamos presentado. Un hombre que esté al mismo tiempo en Presidència y que dependa de la Secretaria d'Organització.


    […]


    J.M.C. Él lo decía en un tono de… «buscarnos otro presidente».


    J.C. Si esto es así, a Miquel Roca no le dará otra opción que la de «a partir de ahora, usted y yo no podemos colaborar y adiós muy buenas». No tendrá otra opción. Pero no creo… Estoy convencido de que los dos están administrando muy bien la noticia, por lo cual, lo veo más bien como una pose que otra cosa.


    […]


    J.M.C. Miquel aceptará si se le dice sólo lo de Madrid… la secretaría rebajada…


    J.C. Sí. Esto lo aceptará. Lo cogerá. Lo cogerá. Si se le ofrece una secretaria general sin atribuciones, la aceptará [grandes carcajadas]… Estoy seguro. Bien… Josep Maria…


    J.M.C. Vale. Adèu, maco.


    J.C. Recuerdos a Roser [esposa de Cullell].

  


  El 15 por ciento del IRPF


  El principal logro de la colaboración entre CiU y el PSOE de González entre 1993 y 1996 fue la cesión del 15 por ciento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF). Esta idea partió del catedrático de Hacienda Pública de la Universitat de Barcelona Antoni Castells, dirigente del PSC[9]. Además, Carlos Solchaga había asumido la propuesta, que estaba incluida en el Libro Blanco sobre la reforma del IRPF. Convergència i Unió se apropió rápidamente de la idea y la apoyó más que ninguna otra formación política, sobre todo por los recelos que provocaba en las mismas filas del PSOE.


  Fue el 7 de octubre de 1993 cuando el gobierno procedió a la cesión del llamado tramo autonómico. A partir de aquel momento se desencadenó una fuerte presión mediática contra Jordi Pujol. Junto al PP, diversos medios de comunicación de Madrid calificaron la cesión como fruto de un chantaje al Estado por parte de unos nacionalistas cuyo único fin era la destrucción de ese mismo Estado.


  Años después esa misma derecha, el Partido Popular, y esos mismos medios de comunicación aplaudieron cuando José María Aznar, para asegurarse el apoyo de Jordi Pujol durante su primera legislatura (1996-2000), cedió otro 15 por ciento de IRPF; así como la recaudación de otros impuestos y además utilizó el artículo 150.2 de la Constitución para ceder las competencias exclusivas del Estado en materia de tráfico en las carreteras, que pasaron de la Guardia Civil a los Mossos d'Esquadra.


  Al final, todas las autonomías han pasado a gestionar el 30 por ciento de IRPF. El movimiento que inició el PSC y que CiU adoptó ha acabado generalizándose.


  Pasados los años, con el PSOE otra vez en La Moncloa y el PP en la oposición, y con CiU también fuera de la Generalitat, ha sido el pacto tripartito de izquierdas en Cataluña el que ha propuesto nuevas fórmulas para mejorar las finanzas de las administraciones autonómicas. Así, según el acuerdo de gobierno alcanzado entre el PSC, ERC e ICV-EUiA y firmado el 14 de diciembre de 2003, la Generalitat se compromete a crear una agencia tributaria propia, que «será la responsable de la recaudación de los impuestos propios, los cedidos y los compartidos». Dicho organismo será el encargado de establecer «las formas de coordinación y consorciación que sean precisas con la Agencia Estatal de Administración Tributaria y, si es el caso, con los responsables de la gestión de los impuestos en el resto del Estado». Además, el gobierno de la Generalitat se compromete a publicar anualmente «un informe sobre los flujos económicos distinguiendo entre la aportación a la prestación de servicios por parte del Estado y la aportación a los mecanismos de solidaridad con el resto de comunidades autónomas». En este mismo acuerdo de gobierno se establece que «la Generalitat tendrá una participación en porcentajes a determinar sobre la totalidad de los impuestos pagados por los ciudadanos de Cataluña. Sobre estos impuestos, la Generalitat dispondrá de responsabilidad tributaria y capacidad normativa». El mismo teórico que pergeño la cesión del 15 por ciento del IRPF es ahora el conseller d'Economia de la Generalitat y se mantiene en contacto permanente con alguno de sus predecesores.


  RESPONSABILIDAD EUROPEA


  Felipe González y Jordi Pujol. El tándem político que dirigió España entre 1993 y 1996 no logró sobrevivir más allá de lo que los GAL y el Cesid permitieron. Felipe fue sorprendido una y otra vez por la «lealtad» de Pujol, que aguantó más de lo que sus propios estrategas electorales le aconsejaban. Y Pujol, seducido por la búsqueda de un pedigrí de hombre de Estado, arriesgó hasta el límite la mayoría absoluta, tanto que la perdió en 1995. Ambos están convencidos de que España y Cataluña ganaron y que la aventura mereció la pena. Pero son muchos los que no perdonarán nunca a Jordi Pujol que sus diputados fueran el sustento de un gobierno devorado por la corrupción.


  Dos años antes de que el PSOE perdiera su mayoría absoluta a causa de los escándalos políticos y financieros de su gobierno, Pujol ya preparaba su desembarco en Madrid. «Sólo nos harán caso —dijo en 1991— el día en que el poder español esté dominado por un auténtico sentido de Estado. O que nos necesiten. Eso pasará».


  De las previsiones que entonces hizo el presidente catalán, no hay duda de que acertó de lleno cuando aseveró que algún día el gobierno de Felipe González «necesitaría», por su fragilidad, el apoyo de los diputados de CiU en el Congreso. Dos años y medio después de que la aritmética parlamentaria abriera las puertas del «poder español» a los convergentes en la carrera de San Jerónimo, Pujol llegó a la conclusión de que mucho tendrían que cambiar las cosas para que la necesidad diera paso al «sentido de Estado». Pujol abandonó a su suerte a González a finales de 1995, poco antes de las elecciones autonómicas en las que perdió la mayoría absoluta. El apoyo que habría brindado en las postrimerías del agónico mandato de González, en pleno hundimiento del barco socialista por los casos de corrupción, lo justificó Pujol por la responsabilidad europea: el segundo semestre de 1995 a España le correspondió la presidencia europea de turno.


  La mayoría de los logros autonómicos conseguidos por Pujol fueron válidos para todas las autonomías, y todos ellos estaban previstos en el Estatut. Por ello Pujol y CiU intentaron dejar bien claro a su electorado que se trataba de traspasos de gran importancia para Cataluña porque «son de gestión y no de inversión, con poca gente, pero que, en cambio, son importantes en un determinado ámbito, económico o social». Para los nacionalistas no convergentes, Pujol no sólo fue seducido por Felipe González, sino que además se quedó «enganchado» del protagonismo que en la política española le confirió su apoyo al gobierno.


  Además de los traspasos, sin embargo, el acuerdo de gobernabilidad entre González y Pujol tuvo otro beneficio para ambas partes: permitió que el peso de las mayorías parlamentarias que ambos partidos sumaban en Madrid y en Barcelona impidieran investigar hasta el final los innumerables casos de corrupción que iban apareciendo y que afectaban tanto al PSOE como a CiU, dos formaciones que, cuando en 1993 Pujol se decidió a brindar su apoyo a González, llevaban once y trece años en los gobiernos central y catalán, respectivamente. La alianza Pujol-González no sólo sirvió para evitar que el Congreso investigara a los GAL o los «papeles del Cesid», también permitió que Pujol pudiera defender públicamente a Josep Maria Cullell, uno de los hombres llamados a sucederle, que sucumbió a finales de 1994 víctima de un caso de corrupción.


  Blindaje mutuo


  El 9 de noviembre de 1994 el vicepresidente del grupo parlamentario de IU-IC, Rafael Ribó, advirtió sobre la «diabólica fluidez» con la que se sucedían los casos de corrupción y acusó al presidente del gobierno, Felipe González, y al de la Generalitat, Jordi Pujol, de hacerse «un mutuo blindaje que está prestando un flaco servicio a la causa de la democracia en España».


  Ribó tenía razones para sospechar de la existencia del «blindaje mutuo». En aquellos días, cuando Convergència preparaba los fastos para celebrar el vigésimo aniversario de su fundación en Montserrat, estalló el primer escándalo relacionado con la corrupción que se cobraría la cabeza de un conseller de la Generalitat de Pujol.


  Gracias a las presiones e influencia de Josep Maria Cullell, su cuñado Joan Vilaró se había embolsado 159 millones de dinero público, de los cuales 69 procedían del Ayuntamiento de Sant Pere de Torelló en manos de CiU y 90 de la propia Generalitat. Así culminó una larga operación de venta de una finca llamada La Riera, propiedad de Vilaró, ubicada en el término municipal de Sant Pere de Torelló, cuyo alcalde, Ramon Vaqué, fue elegido en 1987 en las listas de CiU[10]. La operación se produjo en octubre de 1992, en plena batalla entre Miquel Roca y el hijo mayor de Jordi Pujol, Jordi Pujol Ferrusola, por el control de Convergència, pero no trascendió hasta octubre de 1994.


  En 1994 Josep Maria Cullell era un hombre hundido. Un año antes, en 1991, había disputado por segunda vez la alcaldía de Barcelona a Pasqual Maragall, y había estado a punto de ganar. Al menos eso es lo que le hizo creer su director de campaña, el relaciones públicas Alfredo Fraile, entonces hombre de confianza del financiero Javier de la Rosa. La derrota fue un duro golpe para él. Como jefe de la oposición en el Ayuntamiento de Barcelona, se vería obligado a asistir al máximo momento de gloria de Maragall: la celebración de los Juegos Olímpicos. Y decidió abandonar. Apenas recién elegido, dejó su escaño en el ayuntamiento y se trasladó a Londres para aprender inglés. No tardaría en regresar a Barcelona, para instalarse en los despachos de Quail, la compañía instrumental de Javier de la Rosa. Las elecciones autonómicas de 1992 le brindaron la oportunidad de volver al Parlament, pero sólo como diputado. Pujol no le devolvería la cartera de Política Territorial i Obres Públiques hasta que en 1993, el entonces titular, Joaquim Molins, la abandonó para concurrir a las elecciones generales como segundo de Roca.


  Mientras tanto Cullell disponía de mucho tiempo libre para ocuparse de los negocios de la familia, especialmente de los de su cuñado, Joan Vilaró, que atravesaba por serios problemas económicos e intentaba, como último recurso para evitar la ruina, que el Ayuntamiento de Sant Pere de Torelló le comprara unas fincas. Cullell no dudó en mediar ante el alcalde, Ramón Vaqué, para lograr que su cuñado pudiera salvarse. Aunque los hechos ocurrieron en plena psicosis en la Generalitat por la seguridad de sus comunicaciones, Cullell no formaba parte del ejecutivo y tenía la mala costumbre de pasarse horas al teléfono cuando llegaba a su casa.


  Ni espías, ni profesionales; en el caso de Cullell, las escuchas fueron fruto de una funesta casualidad. El diputado tenía en su casa un teléfono inalámbrico, desde el que realizaba la mayor parte de las llamadas. En aquella época la radiofrecuencia de los inalámbricos no estaba protegida y un joven radioaficionado de la zona captó las conversaciones. Convencido de que tenía acceso a las conversaciones telefónicas de un político, consultó con algunos amigos más expertos que él en cuestiones de actualidad. Sus amigos no tardaron en identificar a Cullell y decidieron grabar las conversaciones; la que a acabó con la carrera política de Cullell se produjo el 20 de octubre de 1992[11]. Aquel día, preocupado por la dilatación de los trámites del ayuntamiento en el asunto de su cuñado, Cullell llamó a casa del alcalde de Sant Pere de Torelló. El edil no estaba en casa, pero el diputado no tuvo inconveniente en tratar la cuestión con la esposa de Vaqué, Dolors Cruselles.


  
    DOLORS CRUSELLES. Diga…


    JOSEP M. CULLELL. ¿Está el señor alcalde?


    D.C. No. ¿Quien pregunta por él?


    J.M.C. He llamado al cuartelillo de la Guardia Civil y me han dicho que sí que estaba en casa. Soy el diputado Josep Maria Cullell.


    D.C. No está en este momento.


    J.M.C. Pues la Guardia Civil me ha dicho que sí que está.


    D.C. ¿La Guardia Civil?


    J.M.C. Sí.


    D.C. ¡Ah!, pues oye, aquí en casa no está.


    J.M.C. ¿Dónde le puedo encontrar?


    D.C. Chico, no lo sé. Se marchado con Planas, y no sé dónde estará ahora. ¿No está en el ayuntamiento?


    J.M.C. Yo soy Cullell, ¿eh? ¿Me conoces?


    D.C. Sí; bueno, más o menos.


    J.M.C. ¿Más o menos?


    D.C. De la televisión.


    J.M.C. ¿Sólo de la televisión?


    D.C. Sí.


    J.M.C. Escucha, ¿puedes darme el teléfono del ayuntamiento?


    D.C. El del ayuntamiento es el 8564024.


    J.M.C. Mira, hazme un favor luego. Mira, es que nosotros… Me parece que tu marido… Nos hemos metido en un merder en el que parece que nunca nos aclaramos. Lo que yo quería es hablar con…


    D.C. ¿Qué merder?


    J.M.C. No, que no tomamos… Que no nos atrevemos a tomar ninguna decisión. Lo que queremos es saber…


    D.C. ¿Por todo eso de las casas?


    J.M.C. Sí. Me parece que él no tiene ningunas ganas.


    D.C. No. Esto no es así.


    J.M.C. Yo querría que él me lo dijera, ¿entiendes?


    D.C. No. Mira, Ramon, lo que es para mejorar Sant Pere, es demasiado lo que trabaja. Yo estoy enfadada.


    J.M.C. No, si yo no le critico. Lo que digo es que le da algo de angustia, que el asunto le viene grande, por decirlo así. Yo quisiera que, con toda sinceridad, lo dijera. Yo querría saber si el hombre fuerte del pueblo es el juez de paz, que no recuerdo cómo se llama.


    D.C. Casalí.


    J.M.C. Eso, Casalí. Yo quisiera tener una reunión con tu marido, con Casalí y con la Generalitat, y tranquilamente decidir si lo hacemos o lo dejamos. Lo que no podemos estar, de cara a mi cuñado, que hoy ha subido a Sant Pere… Ya buscaremos otra solución, si no se puede hacer a través del ayuntamiento. Ya encontraremos otra. Lo que no haremos es ir alargándolo, alargándolo. Lo que pasa es que yo veo a Ramon poco decidido, en el sentido ese que yo le comentaba, que le viene todo un poco grande.


    D.C. Mira, a mí eso de que no tiene ganas… No es así. Porque si es por Sant Pere, todo le apetece, y lo que tiene es demasiada voluntad y demasiado interés. Porque él lo hace todo desinteresadamente. No hay Ramones como él, y no porque sea mi marido.


    J.M.C. Me da la impresión… Te seré muy sincero. Me da la impresión de que ha ido diciendo que sí, que sí, que sí, un poco porque éramos nosotros, porque era Vilaró, porque era lo que tú quieras, cuando esto a él…


    D.C. No, no, no.


    J.M.C. Porque no tenía demasiadas ganas.


    D.C. No, no, no. No es por falta de ganas. Es porque debe de haber algún tipo de problema. Cuando me dijo que se iba a hacer esto allí, yo me enfadé mucho. Porque dije: «¿Oye, no tenéis suficientes cosas para hacer?».


    J.M.C. Bueno, escucha. Quizá le hayas hecho ver las dificultades tú.


    D.C. No, porque yo no sé nada. Yo sólo sé los hartones de trabajar que se pega.


    J.M.C. Sí, mujer claro.


    D.C. Yo le dije: «¿Ahora tienes que embarcarte en más cosas, teniendo tantas por hacer? Si tenéis un programa superlleno…». Pero mira, a él le gusta tanto la actividad…


    J.M.C. A él le gusta, y yo lo que creo es que es una oportunidad para mi cuñado, pero también es una oportunidad para Sant Pere, y muy importante.


    D.C. Si es lo que decía antes: todo lo que sea mejorar Sant Pere, Ramon está dispuesto a hacerlo. Todo le gusta, todo le hace ilusión, y no tiene pereza a la hora de trabajar.


    J.M.C. Yo no digo que tenga pereza.


    D.C. Lo que hace Ramon por el pueblo sólo me lo puedo creer yo, porque nadie se lo cree. Fíjate, hoy mismo han pasado unos papeles, estos de Esquerra [ERC], bueno, los de Esquerra y un grupo de gente, de vecinos de Sant Pere que ya hace tiempo que existe, y uno de los puntos es la compra de La Riera; bueno, la urbanización de La Riera. Otro punto era el de la térmica. Y yo le digo: «¿Sabes lo que es esto, Ramon? Esto es sinónimo de… Fíjate, se ha vendido La Riera; caray, Ramon, se ha forrado. Que se hace la térmica, ¡claro, Ramon! Todo el mundo se lo cree…». Y Ramon no ha tocado ni un duro. Y como en eso vuestro, en todo.


    J.M.C. Yo, cuando fui conseller…


    D.C. Tú me estás llamando a casa para discutir una cosa que a mí ni me va ni me viene.


    J.M.C. ¡Oye! No discutimos, hablamos.


    D.C. No, es que estoy enfadada.


    J.M.C. ¡Ah! ¿Estás enfadada?


    D.C. Sí, estoy enfadada por todo.


    J.M.C. Oye, conmigo no…


    D.C. Con todos en general.


    J.M.C. Yo te encuentro muy simpática y muy amable.


    D.C. No contigo, pero con todos en general. Te digo la verdad.


    J.M.C. Te entiendo.


    D.C. Llegará un momento en que no contestaré a nadie.


    J.M.C. Lo entiendo.


    D.C. Porque es como un confesionario.


    J.M.C. Me lo imagino.


    D.C. A veces tengo que escuchar a personas y cosas… «Mira, Dolors, que sólo vendremos un momento y nos ha de escuchar».


    J.M.C. Oye, guapa, ése es el trabajo de la alcaldesa; a otro nivel, pero a Marta Ferrusola le pasa lo mismo y aguanta rollos.


    D.C. No, a veces me doy un hartón de reír por ciertas cosas…


    J.M.C. Son un poco… Las cosas de la política, que es un rollo. Bueno, ¿te parece que lo puedo encontrar en el ayuntamiento?


    D.C. Es que no lo sé. Prueba a ver si están allí.


    J.M.C. Por favor, y te lo pido personalmente a ti, porque yo de lo que tengo miedo es que… Mi cuñado está arruinado, y cada día «ahora tengo un dolor aquí, en el brazo izquierdo —es un poco hipocondríaco—, ahora tengo la presión así…». Escucha… si de esto no sacamos agua clara en un momento determinado, no llegaremos a tiempo a salvar a la familia Vilaró. Te lo digo sinceramente.


    D.C. ¡Venga ya! ¡Va, no fotis!


    J.M.C. Te lo digo sinceramente.


    D.C. Escucha, ¿es que será por culpa nuestra?


    J.M.C. No, no, no. No digo esto…


    D.C. ¡Por favor!


    J.M.C. No te enfades, que enseguida saltas. No te digo eso; lo que pido es sacar agua clara, porque si esto no puede ser, porque Ramon tiene a la oposición encima, porque…


    D.C. Tu sabes que Ramon por todo esto ha hecho muchas cosas. Yo sé que se hizo un pleno en el que se debía aceptar eso, y la oposición también…


    J.M.C. Y lo aceptaron.


    D.C. Y pusieron muchas trabas y al final lo aceptaron. Has de pensar que Ramon hace las cosas cuando las ve claras y muy bien.


    J.M.C. Lo único que te pido, por favor, a ver si me haces este favor, que me llame esta noche a la hora que sea. Para ver si nos podemos ver y que él tenga el apoyo de Casalí, si es que confía en él, que no sé si confía.


    D.C. Pues claro que confía.


    J.M.C. Bien. Eso es lo que me dicen. Pues nos reunimos. Casalí, Ramon… Y yo traeré a quien creo que le puede dar más confianza, que es Ventura, el director general de Arquitectura de la Generalitat. Celebramos una reunión, vemos las condiciones que pueden tranquilizar más a Ramon, para sacar esto adelante, que no se quede colgado. Que Ramon tiene reticencias, porque no sé qué, por lo que sea, porque… Porque no lo ve claro. Pues bien, cerramos. Y así, yo busco rápidamente otra solución para mi cuñado. Lo único que no puede continuar es estar «puede que sí, puede que no, ahora no, ya lo pensaremos más adelante…».


    D.C. Ya, ya…


    J.M.C. ¿Me explico? Pues es esto, sólo esto. Por favor, que esta noche mismo, a la hora que sea, que me llame, porque a mí me gustaría mucho celebrar esta reunión. Él, Ramon, Casalí… Que yo pudiera traer a Ventura. Díselo. Y si podemos tenerla mañana por la tarde… Si quiere en Vic, en Vic; si en Barcelona, en Barcelona. Donde a él le vaya bien, ¿eh? Apunta, por favor. ¿Cómo te llamas? Perdona.


    D.C. Dolors.


    J.M.C. Dolors, apunta mi teléfono. Supongo que lo tiene, pero… [Le da su teléfono]. A ver si esta noche me llama. No para discutir, no hay nada que discutir esta noche; para fijar cuándo nos va bien, para hablar el día 10, si podemos hacerlo en Vic. Me parece que lo que quería era… Yo hice una carta; bueno, no yo, a través de Rovira. ¿Sabes quién es? El abogado…


    D.C. Sí.


    J.M.C. Rovira hizo una carta en la que la Generalitat se comprometía a una serie de cosas. Ahora parece que a Ramon no le basta con eso, porque cree que no dice nada. Pues bien, que la redacte el mismo Ramon, la carta, en la que diga lo que quiere; una carta en la que la Generalitat se comprometa a ayudarlo.


    D.C. ¿Ahora le toca escribir cartas? Yo no sé. Me ha hablado de unas cartas y me ha dicho: «Es que te desanimas. Es que me dicen que no, que nada de nada».


    J.M.C. Lo que pasa es que… ¿Me permites que con todo cariño haga una pequeña crítica a tu marido? Con todo cariño, ¿eh? No te enfades… Es un poco cul d'en Jaumet [culo de mal asiento]. ¿Estás de acuerdo? ¿Sí o no?


    D.C. ¿Por qué?


    D.C. Sí, un poco, porque eso del puente que le han denegado… [Un puente sin el cual no hay paso al grupo de viviendas]. Oye, deja que yo lo pida, ¡coño! No te muevas tú por abajo, que yo ya te lo pediré por arriba, y lo conseguiremos si Dios quiere. Pero no hagas nada hasta que yo te lo diga. Porque ahora, con el «no»… Ya lo conseguiremos también, pero ya es más difícil si hay un «no». Por tanto, déjame asegurar que cuando tú presentes el expediente ya esté todo lo suficientemente tocado, todas las teclas, para que digan que sí. ¿Me entiendes lo que quiero decir? A veces él no se encomienda a nadie, baja a Barcelona y ¡pam!, presenta papeles. Esto sí que se lo critico. Hombre, Ramon, tenme confianza, que a mí no me conviene… Primero, que mi cuñado se vaya a la mierda, no me conviene. Segundo: que, evidentemente, esta operación si se hace, no acabe bien, no me conviene nada, ni políticamente, porque saldré en El 9 Nou [12]. No me interesa.


    D.C. Oye, no sé…


    J.M.C. ¿Ya hemos salido?


    D.C. No lo sé.


    J.M.C. Sí, hemos salido.


    D.C. ¡Ah!, ¿ya ha salido?


    J.M.C. Sí, hemos salido, pero muy así, así. Hay esta operación y además está el hijo de García, que lo conozco, y, en fin…


    D.C. Una vez hubo una polémica en la que también estaba el hijo de García, y yo le dije: «Ramon, todo este merder lo ha organizado él».


    J.M.C. Claro ¿sabes por qué?


    D.C. Porque era el defensor de aquí, de La Riera.


    J.M.C. Y, además, están enfadados porque la querían para ellos.


    D.C. Yo no lo sé. Hubo comentarios, y entonces la asociación de vecinos convocó una reunión en la que hablaría de estos puntos y estos temas, y yo le dije a Ramon: «Escucha, yo casi aseguraría que este García es el que lo lleva todo».


    J.M.C. Me dice mi cuñado que ya ha hablado con García, y que esto está parado. Parece que ya está arreglado. Eso me ha dicho.


    [Dolors informa entonces a Cullell de que «hoy mismo» ha sido distribuido por el pueblo un volante anónimo].


    J.M.C. ¿Qué dice esta carta? [Se refiere al volante].


    D.C. Pues que el ayuntamiento es un ladrón, que no hace otra cosa que cobrar subvenciones. Bueno, bueno, que ponen el cazo.


    J.M.C. Comisiones ¿no?


    D.C. Eso, comisiones. No subvenciones, comisiones. Y que cobran de aquí y allá, y cosas así. A mí me la han traído, me la he leído y yo me quedo tranquila, porque todo lo que dicen aquí, que vengan y lo comprueben. Y no sé qué de las gasolineras. Y yo digo: «Coño, las horas que Ramon se pasa en la gasolinera y no cobra ni cinco, porque esta gasolinera rinde, pero faltaría otra persona fija y no la puede tener, y Ramon hace muchas suplencias». [Petrocat instaló en Sant Pere una gasolinera, de la cual concedió la franquicia al alcalde Vaqué].


    J.M.C. Mira, un día que acabábamos de hablar de esto de las casas, que parecía que salía adelante, me dijo: «Oye, a ver si ahora, además, vamos a ver a Vilalta [conseller de Medi Ambient], a ver si me consigues un crédito de cien millones de pelas para hacer una incineradora». Y lo le dije: «No tengo influencia con Vilalta». Bueno, Dolors, le dirás sobre todo que me llame por la noche, ¿eh? Sólo para quedar, pero en serio, para ver cuándo podemos vernos y que yo traería a Ventura. A ver si somos capaces de hacer esta operación con calma y tranquilidad. Las condiciones que él fije.


    D.C. Mira, yo no sé. Puede que Ramon… Las cosas las hace poco a poco. Él quiere hacer cada cosa cuando toca, y yo creo que tiene razón. De la misma manera que ha tenido cojones cuando ha habido gente que le ha ido en contra, porque ha tenido problemas. Yo digo: «Ramon, si tú te hubieras desviado un poco, te hubieran enganchado y te hubieran…». Bueno, bueno, a buscar lo que es y lo que no es. La suerte es que él siempre ha seguido una línea recta y se ha portado bien. Ahora parece que la cosa ha cambiado, pero ha pasado una temporada… Bueno, tú ya sabes.


    J.M.C. Sí, si.

  


  Un joven periodista, Enrique Figueredo, logró hacerse con aquellas cintas. Trabajaba para Antena 3 Radio, que en aquel momento estaba despidiendo a todo su personal. Sin trabajo y con las cintas como carta de presentación, se dirigió a El Triangle de Jaume Reixach, quien lo contrató para conseguir la historia y acordó publicarla conjuntamente con El Mundo para darle mayor difusión. La primera semana de noviembre de 1994 los dos medios empezaron a publicar el contenido de las cintas. Las presiones se sucedieron. Los Mossos d'Esquadra investigaron a Figueredo mientras emisarios de Cullell le ofrecían quince millones de pesetas para su fuente y un puesto de trabajo para él mismo en TV3 si evitaba que las conversaciones telefónicas del conseller siguieran publicándose. Fue en vano. El 18 de noviembre Cullell cesaba como conseller. El editorial de El País del día siguiente hacía este análisis:


  
    Pero la mayor peculiaridad catalana es la ausencia de alternativas al gobierno de Pujol. Los socialistas se hallan atados a su propio desgaste en la gobernación del Estado. Los populares no cuentan con fuerza más que para seguir practicando la erosión. Esquerra Republicana es todavía un deseo, así como Iniciativa per Catalunya es una nostalgia. Los jóvenes pujolistas, cultivados con devoción por el presidente catalán, deben crecer todavía. Sólo queda la incógnita de la propia capacidad de regeneración y de maniobra de Unió Democràtica de Catalunya, el pequeño partido socio, que se ha beneficiado de catorce años de poder sin apenas desgaste. A menos que se produzca un brusco e inteligente golpe de timón, todo permite pensar que también en Barcelona empieza ahora una larga agonía.

  


  Nada más lejos de la realidad. Pujol, el agitador, volvía a rentabilizar el escándalo. La fiesta de conmemoración del 20 aniversario de CDC se convirtió en un acto de desagravio de Cullell y de afirmación del propio Pujol. «Alegraos de ser atacados así, porque eso quiere decir que la garantía no sólo de Cataluña sino también la estabilidad del Estado somos nosotros. Si no fuéramos nadie, si fuéramos unos desgraciados y un partido de segunda, nadie nos atacaría». Así se dirigió Jordi Pujol a cerca de diez mil militantes que se reunieron en el macizo de Montserrat, junto al monasterio, para celebrar la fundación de Convergència Democràtica de Catalunya.


  El presidente de la Generalitat advirtió que los ataques continuarían: «Buscarán nuestros registros, irán a Hacienda y tratarán de llamar la atención del fiscal, aunque no de buscar la verdad». Pero ni esto, ni la «hostilidad creciente y fuerte hacia Cataluña en todo el Estado», según apuntó Pujol, podían servir para el desánimo o el decaimiento. Muy al contrario, Pujol utilizó en su intervención un tono triunfalista e invitó a su militancia a que sobre todo no se dejara «provocar» ni se instalara «en la crispación».


  Tanto Pujol como Roca se congratularon del hecho de que los veinte años de la fundación del partido coincidieran con un momento difícil para Convergència, tal como había ocurrido en el décimo aniversario cuando la fiscalía de Barcelona presentó una querella contra la antigua dirección de Banca Catalana, Pujol incluido. «Esta circunstancia nos sirve para recordar que defender Cataluña no es fácil, que no es un juego de niños y que Cataluña tiene muchos enemigos» de los que, por supuesto, había que defenderse. Por este motivo Pujol se preguntó si, durante todo ese tiempo, Cataluña se había podido fiar de socialistas, populares, u otras formaciones políticas como la UCD. En todos los casos la respuesta, coreada apasionadamente por la militancia, fue negativa. Los socialistas del «PSC-PSOE» no eran de fiar, argumentó Pujol, porque eran «gente de leyes restrictivas, son la gente de la LOAPA, que han recortado presupuestos siempre que han podido, y que cuando nos apoyan lo hacen con mala cara».


  Pujol también subrayó la política «generosa» de CDC que estaba permitiendo la gobernabilidad de todo el Estado «en lugar de abandonarlo en la inoperancia». Y eso a pesar de los problemas a los que había tenido que hacer frente el partido —como el 23-F, la LOAPA de la UCD y el PSOE y, finalmente, la prepotencia socialista— durante algunos años: «Convergència ha aguantado la maniobra de quienes le intentaron romper las piernas con Banca Catalana», aseguró. En definitiva, según Pujol todos los ataques que entonces sufría su partido se debían a que algunos «no quieren aceptar que Cataluña, a través de CiU, negocie con el PSOE con fuerza y cartas propias».


  A pesar de las diatribas de Pujol contra el PSOE, el acuerdo que mantenía con Felipe González le permitió que el daño causado por el «caso Cullell» fuera limitado; el ex conseller sería exonerado por la justicia, y en marzo de 1995 ya había sido rehabilitado políticamente, después de que una comisión de investigación del Parlament, creada a propuesta del propio Cullell, decidiera exculparle. La decisión de la comisión contó con los votos afirmativos de CiU, del PSC y del PP. Aunque Pujol, como siempre que alguno de los suyos sufría un ataque, intentó recuperar a Cullell para la vida pública, jamás lo logró, y el ex conseller abandonó todos sus cargos en el partido el 9 de noviembre de 1999, cinco años después de que estallara el escándalo.


  Pero desde que Cullell abandonó el gobierno, CiU nunca permitió que tuviera problemas laborales y ocupó cargos de responsabilidad en diversos entes públicos en representación del ejecutivo catalán hasta que CiU abandonó el poder. Fue consejero de la concesionaria pública de autopistas Tabasa y presidió Fira 2000.


  El caso Cullell sólo fue el principio. Tras la caída del conseller, llegó la primera oportunidad de los chicos Pujol Ferrusola de colocar a uno de sus hombres en el gobierno de la Generalitat. El sustituto de Cullell en Política Territorial i Obres Públiques iba a ser Jaume Roma, un protegido de Jordi Pujol Ferrusola.


  El sustituto del sustituto


  Hábil economista, excelente gestor, conseller precoz, Jaume Roma tenía fama de ser un agresivo ejecutivo, con ciertos aires de yuppie, pero exento por completo de cualquier entidad política. Su carrera meteórica en la administración catalana, coronada con una conselleria a los treinta y seis años, tropezó de forma estrepitosa con un posible caso de corrupción.


  Las reticencias hacia Roma empezaron el mismo día en que Pujol, para sorpresa de todos, lo nombró conseller. El día de su toma de posesión, el 23 de noviembre de 1994, algunos políticos fruncieron el entrecejo: el nuevo conseller de Pujol se había afiliado a CDC en noviembre de 1991, justo tres años antes, y ya se decía que representaba el cambio generacional del partido.


  Sólo los políticos vinculados al área de sanidad tenían alguna referencia sobre él. Jaume Roma Rodríguez nació en Granollers el 17 de abril de 1958, en el seno de una familia modesta. Tanto su padre, que era contramaestre, como su madre trabajaban en la fábrica textil Roca Umbert de Granollers. El polémico conseller estudió Ciencias Económicas en la Universitat Autònoma de Barcelona. Según sus compañeros de facultad, permaneció al margen de los movimientos políticos. A los veintitrés años entró en una fábrica de pantalones tejanos, como director de compras. Un año más tarde fichó por el Departament de Sanitat, que buscaba un economista para hacerse cargo de sus presupuestos.


  Tras ser nombrado conseller y para paliar su inexperiencia política, la sección local de CDC de Granollers le recomendó que empezara a familiarizarse con la actividad de base. En las municipales de 1995 hizo un puerta a puerta y pronunció discursos en un par de mítines. Algunos asistentes, al ver su vehemente actuación, se asombraron de su entrega y energía e incluso señalaron que tenía «furia convergente». Lo que había pasado más desapercibido era que desde hacía años frecuentaba el entorno de Jordi Pujol.


  El conseller, que en su juventud había sido boy scout, acompañó a la familia del president en algunas jornadas festivas. En el verano de 1994, cuando aún era director del Servei Català de la Salut, formó parte de la comitiva que acompañaba a Pujol en su tradicional excursión anual a la Pica d'Estats, la montaña más alta de Cataluña. Un año antes Roma había encargado el ajardinamiento de su lujosa —y en el futuro polémica casa— a la empresa Hidroplant, vinculada a Marta Ferrusola, esposa del presidente de la Generalitat.


  La combinación de factores tuvo unos resultados excelentes hasta que en junio de 1995 un grupo de constructores presentó una querlla contra Roma. Le acusaban de haber favorecido en las contrataciones directas del Servei Català de la Salut a la empresa Tradsa, que le había construido un lujoso chalet en la localidad barcelonesa de Canovelles. Según los constructores, el conseller habría pagado sólo quince millones de pesetas por una casa que costó ochenta y nueve, a cambio de otorgar a dedo obras sanitarias por valor de dos mil millones de pesetas. Años después, en 2002, el procedimiento fue archivado y Roma exonerado, pero su carrera política había acabado para siempre.


  Las sucesivas viviendas de Jaume Roma son la muestra más palpable de su fulgurante carrera en la administración catalana: el futuro conseller vivió sus primeros años en una modesta casa en el centro de Granollers; se trasladó a un bloque de apartamentos del mismo municipio cuando se casó, y acabó en un estupendo chalé de 341 metros cuadrados.


  La casa de sus padres, que era de alquiler, está en el número 54 de la calle Barcelona, de Granollers. A poca distancia estaba la fábrica textil donde trabajaban sus padres, que tuvieron dos hijos. Gracias a su brillante currículo y a su competencia, Roma fue escalando posiciones en la Conselleria de Sanitat. Del viejo Renault de su padre pasó a un BMW de color rojo.


  Al casarse, se trasladó a su segunda vivienda, situada en el número 68 de la calle Roger de Flor, también en Granollers, a unos centenares de metros de donde seguían viviendo sus padres. El piso, propiedad de La Caixa y alquilado a bajo precio, tenía una superficie de cien metros cuadrados y acabarían ocupándolo sus padres. El chalet lo construyó en una tranquila urbanización en el carrer Isidre Duran, de la cercana localidad de Canovelles. Desde el exterior, la vivienda tiene un aspecto de búnker, pues está diseñada para garantizar la privacidad.


  Empezó a construir la casa en 1992, justo cuando fue nombrado director del Servei Català de la Salut, con un sueldo neto de más de seiscientas mil pesetas al mes y después de diez años en el sector público y uno en una empresa privada. La vivienda tiene un sótano, donde hay un garaje de 72 metros cuadrados, una planta baja de 223 metros cuadrados y un estudio de 36 metros cuadrados. La casa está rodeada por un jardín y tiene una piscina. Oficialmente, la finca está declarada en 19,6 millones de pesetas, pero esta cifra está alejada de la realidad.


  Basándose en las facturas, los denunciantes aseguraban que la vivienda había costado realmente 89 millones de pesetas sin contar su beneficio. En los primeros días, Roma afirmó que le había costado 39 millones de pesetas y que la había pagado con sus ahorros. Pujol le exigió que lo demostrara. El 13 de junio presentó su dimisión.


  La experiencia no pareció afectar a la influencia que los hijos del president empezaban a tener en las decisiones de su padre. Porque Pujol zanjó la crisis nombrando a Artur Mas, que contaba entonces treinta y nueve años, nuevo conseller. Fue entonces cuando Más empezó a labrarse su futuro como sucesor de Pujol. Más había sustituido a Cullell como jefe de filas de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona a finales de 1991 y se había ganado cierto respeto al lograr tratarse de tú a tú con el alcalde, Pasqual Maragall. Pujol quería que Mas continuara en el ayuntamiento, pero un mes después se produjo la salida de Roma y Mas tuvo que dejar el consistorio barcelonés para sustituirle.


  Pero para entonces el president andaba ocupado en algo más urgente. Tras los sucesivos casos de corrupción que había sufrido su gabinete, necesitaba romper con los socialistas antes de las elecciones autonómicas de noviembre de 1995 para que el desgaste no fuera aún mayor.


  La ruptura, puesta en escena


  El jueves 6 de julio de 1995, el presidente del gobierno, Felipe González, estaba preocupado. Sabía lo que tenía que hacer, pero no cómo hacerlo. El Consejo de Ministros aprobaría al día siguiente la ampliación de la ley del aborto y Felipe González quería que su todavía socio Jordi Pujol no se enterara por la prensa. Debía explicárselo personalmente; el asunto no podía dar pie a malentendidos. Así que le dijo al presidente del grupo parlamentario socialista, Joaquín Almunia, que trataría de conectar con Pujol, que se encontraba en Suiza, para confirmarle la decisión.


  Dos días antes, el martes 4 de julio, González había hecho algo parecido a propósito de otro asunto. En esa ocasión su interlocutor fue el portavoz de CiU en el Congreso, Joaquim Molins. González le advirtió que no iba a responder a su demanda de que anunciase el calendario electoral en el pleno de la Cámara Baja dedicado a la perspectiva del semestre europeo. El presidente no pensaba ceder a la presión del partido de Pujol, pero tampoco quería tensar más la cuerda que amenazaba con romperse en cualquier momento. González trataba de cuidar las formas en lo que ya empezaba a ser una nueva práctica en las relaciones del gobierno con los nacionalistas catalanes; el divorcio de conveniencia.


  El PSOE necesitaba el apoyo de CiU para aguantar unos meses, al menos, en la fortaleza del gobierno. El 8 de junio, durante la recepción celebrada en el Palacio Real para conmemorar el décimo aniversario de la firma de España del tratado de la Unión Europea (UE), el presidente de la Generalitat se acercó preocupado al lendakari del gobierno vasco, José Antonio Ardanza, y le pidió consejo sobre su apoyo parlamentario a los socialistas. Pujol, que tradicionalmente había tenido al presidente del PNV, Xavier Arzalluz, como interlocutor en las cuestiones vascas, hacía ya meses que venía hablando con Ardanza sobre las relaciones con el PSOE. Lo hizo también en la reunión de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos, donde coincidieron pocas semanas antes, e incluso en Sevilla, el 19 de marzo, en la boda de la infanta Elena.


  Las elecciones municipales del 28 de mayo de 1995 abrieron otro frente a Pujol. Los resultados por debajo de sus expectativas —que en su análisis CiU atribuyó en parte a su colaboración con el gobierno—, se añadieron a sus recelos por la actitud reacia del ejecutivo hacia el llamado giro autonómico. Para colmo, a primeros de junio, el ministro de Justicia e Interior, Juan Alberto Belloch, anunció que el proyecto de ley de ampliación de los supuestos del aborto sería aprobado por el Consejo de Ministros antes de finalizar junio. Al día siguiente Felipe González lo corroboró en público.


  El 12 de junio se reunió el comité de enlace de CiU y empezó a bullir la caldera. Josep Antoni Duran Lleida, presidente de Unió Democràtica de Catalunya (UDC), pidió romper con los socialista y empezó a solicitar que las elecciones autonómicas se convocaran después de las generales. El portavoz de CiU en el Congreso, Joaquim Molins, le dijo al presidente del grupo parlamentario del PSOE, Joaquín Almunia, con el que mantenía un contacto permanente, que había que buscar salidas a la situación impulsando la negociación de las cuestiones pendientes en materia económica y autonómica y fijar un calendario para el 30 de junio.


  Pero al día siguiente, 13 de junio, se complicaron aún más las cosas. El diario El Mundo publicó que el Cesid había espiado al rey. Ese día, Almunia percibió por vez primera, en la reunión de la Junta de Portavoces del Congreso, que las relaciones con CiU habían cambiado de verdad. Fue la reunión más tensa de los dos años de legislatura. Molins se desmarcó totalmente del PSOE y exigió la comparecencia del gobierno ante el pleno. El portavoz del PNV, Iñaki Anasagasti, aliado habitual de los socialistas frente al PP e IU, hizo lo mismo. Almunia se quedó solo.


  El siguiente impacto en la escalada de la separación de CiU ya no sorprendió sólo a Almunia, sino a todo el gobierno. El 21 de junio el gobierno asistió al Congreso a escuchar las explicaciones de su vicepresidente, Narcís Serra, sobre el escándalo de las escuchas del Cesid. Molins había anunciado a Almunia que no iba a actuar como portavoz y que le iba a sustituir el también convergente Josep López de Lerma.


  La intervención de López de Lerma dejó al gobierno atónito. No sorprendieron sus duras referencias al escándalo del Cesid, sino su ataque al gobierno, al que acusó de incompetencia. Serra se quedó entre las patas de los caballos. La actuación de López de Lerma había canalizado el sobrado conocimiento que para esas fechas tenían los dirigentes de CiU de la reunión de la comisión permanente del PSOE con Felipe González, celebrada una semana antes en La Moncloa en la que la mayoría de sus miembros le habían pedido responsabilidades políticas por el escándalo de las escuchas.


  Hubo más actuaciones. Pocos días después, el martes 27 de junio, almorzaban en Barcelona el socio de Pujol y presidente de Unió, Duran Lleida, y el secretario de política institucional del PSOE, Txiki Benegas. Éste, que veía a González dubitativo ante la exigencia de responsabilidades políticas en el gobierno, pidió a Duran que presionara a González para que cambiara el gobierno. Benegas se comprometía a cambio a tratar de retirar la ley del aborto y a abogar por las leyes de costas y cable, tan caras para los nacionalistas catalanes. Benegas pidió también al portavoz del PNV, Iñaki Anasagasti, que presionara a favor del cambio de gobierno, si bien no hacía falta que nadie le indujera a hacerlo.


  Pero el sábado anterior, 24 de junio, se habían reunido a almorzar en La Moncloa Felipe González y Jordi Pujol. La cita estaba prevista para el viernes por la tarde, después del Consejo de Ministros. Una filtración desde Cataluña frustró la reunión que González y Pujol querían que fuera secreta. Esta reunión sería decisiva en el futuro, tras los dos años de colaboración entre ambos líderes. En las dos horas y media de reunión dieron por acabada una etapa y empezaron a construir las bases de otra. Pujol puso a González varias condiciones para iniciar una nueva etapa de colaboración: responsabilidades políticas por el escándalo de las escuchas, el establecimiento de un calendario electoral para rebajar las tensiones durante el segundo semestre de la presidencia europea, que ambos trataban de salvaguardar, y la negociación de un paquete de leyes, sobre todo referentes a las reformas estructurales pendientes, antes de finalizar la legislatura.


  Pujol acudió a la reunión preocupado. Temía que González convocara, en caso de acoso extremo, las elecciones generales a la vez que las catalanas. Antes de entrevistarse con González había realizado consultas con gentes de su confianza. Conocía la opinión del lendakari Ardanza, que había dicho públicamente lo que a él había manifestado privadamente: que había que pactar un calendario electoral y situar las elecciones en la primavera de 1996 mejor que en el otoño de 1995, y salvar el semestre europeo. Pero Ardanza tenía un punto de discrepancia con Pujol. El lendakari vasco estaba con el gobierno a favor del rigor presupuestario. No tenía, como Pujol, unas elecciones autonómicas por delante que le condicionaran. Ni una patronal, como la catalana, que ya había declarado la guerra a la política económica de Madrid.


  González y Pujol hablaron claro y aunque no establecieron fechas precisas, fijaron los criterios electorales. Las autonómicas irían por delante de las generales. A partir de ese momento, González administró los tiempos para cumplir sus compromisos. El 30 de junio, al regresar de la cumbre europea de Cannes, formalizó el cambio de gobierno y una semana después, el 6 de julio, en la sede del PSOE, anunció el adelanto de las elecciones para 1996.


  El 9 de septiembre se acabó el pastel. Jordi Pujol abandonó a Felipe González tras dos años de colaboración parlamentaria y después de instarle a acabar «lo antes posible» con esta convulsa legislatura. En cuanto a los presupuestos, Pujol fue igual de tajante: CiU no los apoyaría. Según su relato, los nacionalistas catalanes, después de «tomar el pulso al país» durante el verano, llegaron a la conclusión de que España no había superado «el clima de perplejidad y crispación» en el que la habían sumido los numerosos escándalos del partido en el gobierno.


  LIGERO DE EQUIPAJE


  La ruptura definitiva con los socialistas abría una nueva etapa en la larga vida política de Jordi Pujol. Tras su corta experiencia como regente de los destinos de España debía volver la mirada a Cataluña. Estaba cada vez más solo. Roca le había abandonado definitivamente; ya no podía contar con él ni en Madrid ni en el partido. Cullell había caído víctima de la corrupción y las nuevas generaciones, como demostraba el caso Roma, estaban aún verdes. En ese contexto se produjeron las elecciones autonómicas del 19 de noviembre de 1995, en las que Pujol perdió la mayoría absoluta. El 17 de diciembre tuvo lugar el consejo nacional de CDC en que Roca se despidió de la secretaría general con el siguiente discurso:


  
    Si me lo permitís, quiero comenzar esta intervención partiendo de las palabras finales del presidente. Hoy es un día de gran satisfacción. A lo largo de esta mañana hemos estado valorando lo que han sido los resultados de las últimas elecciones al Parlament catalán y todas las incidencias producidas en el subsiguiente proceso constituyente del Parlament hasta la investidura del presidente.


    Y por encima de cualquier otra circunstancia, la que destaca es que por quinta vez consecutiva Convergència i Unió ha ganado de manera clara y contundente estas elecciones; que por quinta vez consecutiva el presidente de la Generalitat es Jordi Pujol, nuestro presidente. Por tanto, por quinta vez consecutiva, desde el año 1980, los ciudadanos de Cataluña han reiterado su confianza en nosotros y nos han dado la responsabilidad de gobierno de la Generalitat.


    Podéis comprender, pues, que para mí, como fundador de Convergència Democràtica de Catalunya y persona vinculada desde su inicio a las responsabilidades de la dirección del partido, hoy no me puede dominar otro sentimiento que el de la satisfacción y el del orgullo por la labor que, colectivamente, hemos llevado a cabo. Aquel centenar de militantes que hace poco más de veinte años iniciamos la vida del partido, a pesar de nuestra ambición y a pesar del arraigo de nuestras convicciones, quizá nunca nos habríamos imaginado que, al cabo de veintiún años, podríamos decir que somos la primera fuerza política en Cataluña. Que aquellos cien militantes se han convertido hoy en más de treinta mil y que desde hace quince años hemos tenido la responsabilidad de gobernar la Generalitat por la voluntad mayoritaria y amplia de los ciudadanos de nuestro país.


    Ciertamente, además de eso, también es cierto que no nos podemos instalar cómodamente en la euforia irresponsable, que nos queda mucho por hacer, mucho por avanzar y mucho por trabajar.


    Pero hecho este reconocimiento, no nos neguemos a nosotros mismos la satisfacción de ser la fuerza política que ha conducido el proceso de la reconstrucción nacional de Cataluña y que lo ha hecho arraigándose cada vez más en la realidad del país, constituyendo la importante realidad que hoy representamos en la vida política y social de Cataluña, del Estado y de Europa.


    Hecha esta introducción y sólo después de haberla hecho es cuando os puedo anunciar que he renunciado a la secretaría general del partido.


    Hace tiempo que ya había hablado con el presidente sobre esta decisión. En esta misma línea se encuentra la designación que hice, en su momento, de dos secretarios generales adjuntos para ir preparando un terreno más fácil para mi propia sustitución. Finalmente, con fecha de 23 de septiembre, presenté oficialmente mi renuncia pero convinimos con el presidente que no la haría efectiva hasta después de las elecciones para no entorpecer, de ninguna manera, un proceso electoral en el que me sentía plenamente comprometido, como secretario general y como militante. Concluido el proceso electoral, con la investidura del presidente en la sesión del Parlament de ayer, día 16, hoy formalizo ante todos vosotros, que sois los que me elegisteis, mi renuncia como secretario general.


    De los diversos motivos que me invitan a tomar esta decisión, que no ha sido fácil, destacaría dos. En primer lugar, mi voluntad de dedicarme a la vida municipal del Barcelona, puesto que tengo un compromiso establecido con todos sus ciudadanos, y lo quiero cumplir. No es un problema de más o menos intensidad en mi dedicación, es un problema de tener una prioridad por esta dedicación que se manifiesta muy a menudo incompatible con mis obligaciones como secretario general.


    Pero también, como segundo motivo, hay la voluntad de favorecer la renovación del partido. Éste es un objetivo que todos hemos predicado y nos hemos fijado. Y cuando existe un objetivo de esta envergadura, el secretario general lo ha de predicar con el ejemplo. Hemos de facilitar la renovación como instrumento de generación de nuevas ideas, de nuevas ilusiones, para hacer posible también el relevo generacional.


    No dejemos que sean los acontecimientos exteriores los que nos impongan con precipitación la renovación tardía, sino que avancémonos a esta situación y hagamos la renovación cuando estamos en condiciones de poder asegurar su éxito y su eficacia.


    Por estos motivos he renunciado a la secretaría general, pero por estos mismos motivos y por muchas cosas más ratifico una vez más ante todos vosotros que yo sólo tengo un compromiso político: el que me liga, para siempre, con Convergència Democràtica de Catalunya, de la que paso a ser, en mi condición de ex secretario general, miembro nato de este consejo y de su comité ejecutivo nacional. Y vosotros que me conocéis los suficientemente bien sabéis que cumpliré con estas responsabilidades con todo entusiasmo y dedicación.


    Como muchos de vosotros, durante veintiún años, he dedicado a CDC mi vida y la plenitud de mi dedicación. Como muchos de vosotros he sacrificado muchas cosas para hacer posible esta realidad de la Convergència de hoy. Y si ahora tomo esta decisión es porque creo sinceramente que ésta es la mejor manera de servir a Convergéncia y de servirla con la misma fidelidad de siempre. Con la misma fidelidad con la que siempre he servido al presidente Pujol. No es por tanto la hora del adiós. Estoy a vuestra disposición como siempre. Nada ha cambiado en mi actitud personal.


    Durante el ejercicio de mis responsabilidades en el partido quizá he herido a más de uno. Pido excusas. Aquella punta de dureza que a veces habéis denunciado, con razón, en mi comportamiento, no era sino el revestimiento formal que el ejercicio de un cargo impone en determinadas ocasiones.


    Quiero agradecer vuestra colaboración; la de tantos, tantos y tantos militantes del partido. De la militancia anónima. De los cuadros, de responsables locales, de los cargos ejecutivos, de la JNC, de los parlamentarios, de la gente que ha trabajado en el aparato del partido. No hay ningún otro partido que pueda enorgullecerse de una base tan sana y entusiasta como la nuestra. Y en todo caso, yo tengo que decir que como secretario general nunca me ha fallado su apoyo.


    Y por eso os pido que, a la persona que me tenga que suceder como secretario general, le deis mucho más aún. Porque lo necesita. Entre todos tenemos que establecer complicidades y amistades que el nuevo secretario general necesitará tiempo para poder conseguir. Y por eso es más necesario que le ayudéis mucho. Me voy mirando hacia atrás con una gran satisfacción y mirando hacia adelante con una gran confianza. ¡Qué maravillosa realidad es Convergència Democràtica de Catalunya! ¡Cuántas cosas hemos hecho juntos! ¡Cuántas cosas me habéis permitido hacer en nombre vuestro! Valía la pena hacerlo, para servir así la causa de la libertad, del progreso de Cataluña, que como partido es la única razón de ser.


    Y por eso no tengo nostalgia de lo que queda atrás. Incluso, hoy, transcurrido algún tiempo desde ciertas tensiones en nuestra propia vida del partido, tengo la esperanza de que, con este tiempo, se haya producido una más nítida comprensión de mi posición en aquel momento, y que los hechos posteriores hayan servido para desvanecer recelos y dudas. Y como os decía, miro con confianza también el futuro. Tenemos muchas posibilidades. Tenemos aún muchas cosas que hacer y las podremos hacer. Cuando asumí en este mismo consejo nacional, y por última vez, la secretaría general, os decía que teníamos que servir a un proyecto de progreso, de libertad, de tolerancia de convivencia, un proyecto de sensibilidad social, un proyecto abierto a las nuevas corrientes del mundo. Un proyecto irreductiblemente nacionalista. Y por estas líneas tiene que avanzar y estoy seguro que avanzará el futuro de Convergència.


    Desde mi nueva posición en el partido, pero desde los mismos planteamientos de siempre, con la misma amistad de siempre, con una fuerte emoción, me toca hoy deciros adiós como secretario general. Pero dentro de un rato, comiendo, nos volveremos a encontrar como siempre. No habrá pasado nada. Convergència continúa. tiene una larga vida por delante. Seremos nosotros, entre todos, los que la haremos posible. Nuestro afecto por Cataluña nos lo exige. Nuestro sentimiento convergente nos lo impone.


    Nada más, Muchas gracias por todo.

  


  El 13 de noviembre de 1996, Roca anunció su intención de abandonar definitivamente la política, a pesar de que seguiría en el Ayuntamiento de Barcelona hasta las elecciones municipales de 1999. «He cumplido una etapa de mi vida y ahora me toca adoptar un papel más distante», afirmó. Tenía entonces cincuenta y seis años y explicó que había decidido apartarse de la vida política por creer que debía favorecer la renovación de CDC. «Creo que hago un servicio a mi partido y a la propia ciudad de Barcelona porque de esta forma se demostrará que hay más gente, y que no son los de siempre».


  Jordi Pujol manifestó que habría preferido que Roca no hubiera hecho aún el anuncio. Tras alabar la labor política de su correligionario afirmó que «dentro de tres años no hubiéramos podido tener mejor candidato que él».


  Con respecto a su futuro, Roca señaló que no dejaría de ser un «animal político» y se limitó a decir que se iba a dedicar a «mirar, a escribir, pero siempre al servicio de Convergència». Roca saboreaba ya, sin embargo, las mieles del éxito en el sector privado. El antiguo número dos de CDC, retirado de su cargo en el partido, mantenía como último reducto político la jefatura de la oposición municipal en Barcelona. Propios y extraños observaban hacía meses cómo dedicaba cada vez más tiempo a Roca Junyent Advocats Associats, un bufete que, a juicio de sus colegas profesionales, se había convertido posiblemente en el primer despacho de Barcelona. Un abogado asegura que el despacho de Roca «ha absorbido la importancia que tuvieron los despachos de Juan Piqué Vidal y de Juan José Folchi durante los años ochenta». En el ayuntamiento aseguraban que a Roca le producía tedio la política municipal y que podía acabar completamente seducido por su nueva actividad privada.


  Los más prósperos despachos intentaron fichar al dirigente convergente, pero éste prefirió construir su propio equipo profesional. Esta opción hirió también la sensibilidad de alguno de sus afines en el partido con despacho propio. Roca optó por asociarse con su cuñado, el catedrático de Derecho Internacional Eduard Segarra, que también había intentado su aventura política como candidato de CDC al Parlamento Europeo. Junto a Segarra, el también letrado Màrius Miró, procedente del bufete Bertrán i Musitu, los hermanos Alberto y Francisco Segura Roda, Alberto Salsas, un especialista en operaciones financieras internacionales y en recuperación de créditos, y otros tres letrados, en pocos meses Roca creó uno de los bufetes más prósperos de Barcelona.


  Entre los abogados mercantilistas de Barcelona se observaba la reiniciada carrera de Roca con cierto recelo. «Lo más envidiable es su interminable lista de contactos, más incluso que su cada vez más abultado número de clientes», asegura un conocido mercantilista. Pero en el entorno de Roca resulta incomprensible el punto de envidia que suscita. «El bufete “roba” más clientes a los despachos de Madrid que a los de Barcelona», aseguran.


  El abogado Roca ofrece «valor añadido» a sus clientes. Pocos son los letrados que pueden ofrecer a sus clientes el hecho de mantener relaciones privilegiadas con personalidades como el vicepresidente segundo del gobierno y ministro de Economía, Pedro Solbes, o el director gerente del FMI, Rodrigo Rato.


  Roca es extremadamente reservado respecto a su lista de clientes. Sin embargo, en determinados ambientes de Barcelona no se oculta que entre ellos se cuentan los hermanos Lao, propietarios de Cirsa, uno de los líderes del sector de las máquinas tragaperras. Los hermanos Lao son empresarios «bien recibidos» en CDC. En 1992, Jordi Pujol los presentó ante un grupo de periodistas económicos como modelo de empresarios. Recientemente el Tribunal Constitucional ha anulado el gravamen que impuso el gobierno en 1990 sobre las máquinas recreativas aunque probablemente el recurso que llevó a esta decisión se presentó antes de que Roca reabriera su despacho.


  Otro de los clientes del despacho de Roca ha sido el grupo internacional de Myrurgia, el imperio de la perfumería de la familia Monegal. Esta familia estuvo asociada al ex juez Lluís Pascual Estevill, cuya promoción al Consejo General del Poder Judicial se ha reprochado —incluso en el seno de CDC— a Roca.


  Tampoco se le ha resistido el sector bancario. La Caixa requiere habitualmente sus servicios. Otro de los clientes notables del despacho de Miquel Roca fue Banca Catalana, convertida en filial catalana del BBV hasta que fue absorbida por la matriz. Los responsables de Catalana, con Pere Fontana —ex presidente del Círculo de Economía de Barcelona— a la cabeza, estuvieron muy vinculados a la organización de los Juegos Olímpicos de Barcelona.


  El cliente que permitió a Roca desarrollar toda su actividad de lobby es Gas Natural. Esta compañía, cuyos máximos accionistas son Repsol y la La Caixa, requirió los servicios profesionales del abogado para intentar reconducir las intenciones del Ministerio de Industria de Josep Piqué de liberalizar totalmente el mercado del gas. En Industria niegan que los buenos oficios de Roca tuvieran algo que ver, pero, finalmente, la liberalización quedó muy reducida.


  «Si pierdo las elecciones municipales volveré a mi despacho de abogado». Esta promesa la entregó por escrito Miquel Roca a su esposa, Anna Maria Segarra, cuando presentó su candidatura a la alcaldía de Barcelona. El documento, firmado de su puño y letra, fue enmarcado por Segarra y hoy cuelga en la pared del despacho de Roca en el domicilio familiar.


  No hay duda de hacia qué lugar deseaba Anna Maria Segarra que su marido orientara su vida profesional. El calibre de los asuntos que gestiona como abogado no le han librado de vivir a caballo del puente aéreo, pero sí de la exigencia de dedicar los fines de semana a los actos públicos. Salvo excepciones como los congresos de CDC, los viernes Roca baja la persiana de sus obligaciones.
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  Amistades peligrosas


  El dinero y no la moral son el principio de las naciones fuertes.


  
    THOMAS JEFFERSON,


    tercer presidente de Estados Unidos


    (1801-1809)

  


  De aquel que opina que el dinero puede hacerlo todo, cabe sospechar con fundamento que será capaz de cualquier cosa por dinero.


  BENJAMIN FRANKLIN


  El franquismo había alejado a los burgueses catalanes de la intervención social y política. Si antes del alzamiento del 18 de julio de 1936, la burguesía había sido la encargada de capitanear la sociedad civil en Cataluña, durante los treinta y seis años que el dictador gobernó España con mano de hierro, se dedicó a lo que mejor sabía hacer: ganar dinero. Sólo a partir de los años cincuenta, una pequeña parte de los hijos de aquella burguesía empezó a reclamar participación política con la constitución de foros como el Círculo de Economía de Barcelona o la creación, muy posterior, en 1977, ya muerto Franco, de la CEOE por Carlos Ferrer Salat. Otros empezaron a jugar un juego de «progresía de salón» y constituyeron la Gauche Divine. La llegada de la democracia a partir de 1975 dejó indiferente a buena parte de aquella burguesía y los que se implicaron en la transición lo hicieron directamente en Madrid.


  Muy pocos demostraron interés por el proceso autonómico puesto en marcha por el Estatut de 1979 y liderado a partir de 1980 por Jordi Pujol. La composición de la burguesía había cambiado profundamente durante los años de la dictadura. El franquismo fue testigo del nacimiento de emporios empresariales como Agrolimen-Gallina Blanca, fundado y dirigido desde su inicio por Lluís Carulla; Roca Radiadores, Nutrexpa, Panrico o Chupa Chups, todos ellos controlados por familias que hicieron de la obsesión por la discreción su seña distinta. La dictadura también había favorecido el ascenso a la categoría de empresarios de personajes como Jaume Castell Lastortras, Julio Muñoz Ramonet, Andreu Ribera Rovira o Demetrio Carceller[1]. La transición, además, coincidió con el hundimiento del sector de la burguesía más participativo del textil.


  La burguesía catalana quería ejercer su influencia en el ámbito político, pero no tanto en el catalán como en el español, y por esto había estructurado sus lobbies de forma que le permitieran conseguir actuaciones económicas favorables del gobierno central. Apoyaban a Pujol porque las reivindicaciones nacionalistas del presidente de la Generalitat les eran útiles como instrumento de presión, pero, más allá de eso, las consideraban poco más que una excentricidad. Para los burgueses catalanes el papel representado por Miquel Roca en el Congreso de los Diputados les resultaba mucho más útil que el de Jordi Pujol en el Palau de la Generalitat.


  A Jordi Pujol y, en general, al poder político catalán, los foros burgueses les iban a resultar muy poco prácticos para influir en la sociedad civil. Para conseguir el apoyo que necesitaba en momentos de crisis, el gobierno de Convergència tuvo que apoyarse en cierta telaraña, tan poderosa como farisaica: era el turbio club de los nuevos poderosos —o «clan de los mentirosos»— de cuyas relaciones se encargarían Lluís Prenafeta y Macià Alavedra.


  Los miembros del clan de los mentirosos fueron plenamente conscientes enseguida de que estaban sustituyendo a la burguesía como referentes de la sociedad civil y que, de hecho, eran el puente que, cada vez con más frecuencia, utilizaba el poder político catalán. Y exigieron lo que la burguesía había exigido al poder político en sus inicios: reconocimiento.


  El reconocimiento social fue una de las obsesiones de los burgueses catalanes que protagonizaron la industrialización, aquellos que ahorraban hasta la última peseta en cuestiones básicas mientras compraban títulos nobiliarios por cualquier medio: matrimonios de conveniencia de hijos e hijas o la adquisición directa a la Corona a través de generosas donaciones.


  Como aquellos burgueses del siglo XIX y de principios del siglo XX, los miembros del clan de los mentirosos también empezaron a exigir reconocimiento social al poder político, un reconocimiento que ya no podía llegar en forma de títulos nobiliarios: la constante ostentación del poder que hacían los pivotes de aquella telaraña de intereses perseguía, en el fondo, que el poder político —tanto el instalado en Cataluña como el que gobernaba los destinos de las Españas— les reconociera como sus interlocutores ante la sociedad civil.


  De la Rosa consiguió, con la entrada de Grand Tibidabo en el proyecto del parque de atracciones impulsado por la Generalitat en Vila-seca i Salou —que acabaría convertido en Port Aventura—, recibir el título de «empresario modelo» de boca del propio presidente de la Generalitat, Jordi Pujol. Pero su mayor momento de gloria llegó cuando en 1991 fue recibido, junto a su familia, en audiencia privada por el rey en el Palacio de la Zarzuela gracias a los buenos oficios de su entonces amigo y socio Manuel Prado y Colón de Carvajal.


  Lluís Pascual Estevill, no sería menos que De la Rosa. También logró que el president le distinguiera con el título de «juez modelo». Aunque no lo hizo públicamente, Jordi Pujol dio las órdenes oportunas al abogado Juan Vives Rodríguez de Hinojosa[2] para que Estevill ingresara en la Academia de Jurisprudència i Legislació de Catalunya y, más tarde a Miquel Roca, para que el ex magistrado se convirtiera en vocal del Consejo General del Poder Judicial.


  El trabajo en favor de Cataluña realizado por ambos no era la única razón, sin embargo, para que el presidente de la Generalitat distinguiera a dos miembros del clan de los mentirosos con unos honores que Pujol no acostumbra a otorgar con facilidad. Los nuevos poderosos que tejieron la telaraña eran un clan de vips muy diferente de las clases dirigentes que habían influido en Cataluña hasta la fecha. El poder, hasta que el clan de los mentirosos se convirtió en el lobby más importante de la Cataluña de Pujol, se había conseguido sólo por dos vías: el dinero o ser distinguido como representante plenipotenciario del poder político de Madrid.


  Los nuevos poderosos catalanes habían descubierto que, incluso por encima de esas dos premisas, había algo que les otorgaba aún más influencia: la información. Especialmente si había alguien interesado en que esa información no se hiciera pública.


  LA NUEVA GRAN BANCA CATALANA


  En abril de 1991, el gran financiero, el hombre de los inagotables petrodólares kawaitíes en España, Javier de la Rosa, había decidido iniciar su propia singladura. Un día no muy lejano acabaría por separarse de los kuwaitíes; De la Rosa estaba llamado a hacer grandes cosas por su cuenta en el mundo de las finanzas en España[3].


  Hacía un año que el Banco de España había intervenido el Consorcio Nacional del Leasing (CNL), un experimento de capitalismo popular ideado por Florencio Cerdá y dirigido por un despiadado José Ruiz. Cerdá y Ruiz crearon un mecanismo de colocación de acciones similar al de la venta casa por casa de los productos Tupperware. Vendedores con una escasa —cuando no nula— formación financiera, vendían a pequeños inversores los títulos de CNL como si se tratara de un producto financiero con unas rentabilidades garantizadas.


  Cuando la pelota se hizo demasiado grande y empezaron a venderse más títulos de los emitidos por la compañía, el Banco de España tomó cartas en el asunto, forzó la dimisión de Ruiz y puso los destinos de la compañía en manos de uno de los hombres de confianza del banco emisor: José María Martín Oviedo.


  A pesar de los problemas, CNL era una bicoca. Poseía una cartera de leasing superior a los treinta mil millones de pesetas (ciento ochenta millones de euros) y unos accionistas que no tenían ni idea de lo que se llevaban entre manos eran los administradores de su patrimonio. Tras una breve pero intensa batalla por intentar hacerse con el control de CNL entre Banesto de Mario Conde y una alianza formada entre Lluís Prenafeta y Enric Bernat, propietario de Chupa Chups y de Iberia Seguros, que proponía fusionar la corporación con su ya languideciente aseguradora, apareció De la Rosa como el «caballero blanco» que iba a salvar la compañía.


  La fusión CNL-Tibidabo


  Prenafeta había sido derrotado, pero brindó su apoyo a De la Rosa, y con él Macià Alavedra, que tras la entrada de De la Rosa en CNL declararía al diario económico Cinco días que, con JR al frente de la corporación, «Cataluña podría tener al fin el gran banco del que carecía».


  De la Rosa presentó una OPA a título personal por el 30 por ciento del capital del CNL a un precio nada desdeñable: 1.925 pesetas por acción[4]. No iba solo, en la operación le acompañaba Manuel Prado y Colón de Carvajal. De la Rosa y Prado contaban con un crédito de más de ocho mil millones de pesetas (cuarenta y ocho millones de euros) del Banco Hispano Americano.


  A regañadientes conociendo como conocía el pasado como banquero de De la Rosa al frente de la Banca Garriga Nogués, el Banco de España autorizó la operación con una sola condición: en cuanto entrara en la compañía De la Rosa debía vender la cartera de leasing. En contra de los deseos del conseller d'Economia de la Generalitat, Macià Alavedra, el banco emisor no quería que De la Rosa volviera a gestionar nada que se pareciera en lo más mínimo a un banco.


  El financiero cumplió los deseos del Banco de España que, sin saberlo, le acababa de hacer un inmenso favor. Vendió la cartera de leasing a Hispamer, una compañía filial del Hispano, y, sin comerlo ni beberlo, se encontró con una caja de treinta mil millones de pesetas (ciento ochenta millones de euros) líquidos en las manos sobre la que tenía el control absoluto. Todo un peligro. Cuando De la Rosa abandonó la compañía, tras convertirla en Grand Tibidabo, en 1994, las 1.925 pesetas que valían las acciones en 1991 fluctuaban entre las 75 y las 150 pesetas.


  Finalmente el financiero se hizo con las riendas de la sociedad. Y la gobernó durante cuatro años con el aval de la Generalitat, que puso en sus manos el proyecto emblemático del concepto turístico de Jordi Pujol: el parque temático de Port Aventura.


  Pero la gestión de De la Rosa no iba a conducir a la compañía a la gloria que había anunciado. En poco menos de cuatro años la propia Generalitat de Catalunya terminó propiciando la salida de Grand Tibidabo del proyecto de Port Aventura y la compañía inició una andadura directamente dirigida a la ruina.


  El magistrado Joaquín Aguirre, titular del juzgado de instrucción número 1 de Barcelona y encargado de la instrucción del caso Grand Tibidabo, encarceló por primera vez a De la Rosa en 1994 acusado de apropiarse de cerca de trece mil millones de pesetas de la compañía. Ello supuso un trauma para Jordi Pujol, que le había defendido a capa y espada, y cuyo gobierno no había dudado en saltarse la ley para cumplir los deseos más íntimos del financiero.


  Una clínica para el gran hombre


  Mercedes Misol quería una clínica. Su marido, Javier de la Rosa, se la había prometido. Y lo que prometía Javier, tarde o temprano, se cumplía. Tenía que ser una clínica de alto nivel, con 188 camas y con diecisiete suites para parturientas de la alta sociedad. El proyecto de Mercedes Misol, que mientras presidió la sociedad New Teknon se hacía llamar «doctora Misol», a pesar de que en su currículo académico sólo figuraba un curso de periodismo, iba a otorgarle a ella y a su marido el reconocimiento social que merecían.


  A finales de 1990 De la Rosa compró a la comunidad religiosa Agustinas Misioneras la finca Torre Vilana, un terreno en la parte noble de Barcelona, de más de veinte mil metros cuadrados. Sobre ese solar, De la Rosa iba a edificar el sueño de su devota esposa. El proyecto, sin embargo, tenía muchos obstáculos por delante: la finca no tenía licencia de parcelación y estaba considerada por el Pla General Metropolità como «inedificable».


  Un De la Rosa acostumbrado a que su propio dinero y el de KIO allanaran cualquier camino no se dejó arredrar por esas minucias. Sin haber obtenido indicación alguna de que el ayuntamiento fuera a autorizar su proyecto, se puso en contacto con la constructora Huarte para que levantara en Torre Vilana un edificio de 13.561 metros cuadrados de superficie.


  Pero ni los vecinos de la futura clínica —entre los cuales había algunos de los miembros de la burguesía barcelonesa— ni el Ayuntamiento de Barcelona, presidido entonces por el socialista Pasqual Maragall, estaban dispuestos a dar su brazo a torcer. Maragall se iba a convertir en el segundo alcalde de Barcelona que expulsaría de su despacho a Javier de la Rosa; el primero fue Narcís Serra, cuando el financiero intentó que el ayuntamiento olvidara en 1979 el desaguisado que había causado su padre en el Consorcio de la Zona Franca a cambio de reponer hasta «la última peseta» de los más de 1.200 millones que había robado aquel abogado franquista, Antonio de la Rosa Vázquez.


  Un día de invierno de 1991, De la Rosa, acostumbrado a ser bien recibido en el otro lado de la plaça de Sant Jaume de Barcelona, se presentó de improviso en las dependencias del alcalde. Entró sin avisar y le espetó a Maragall que su mujer llevaba meses sin dormir y que la situación sólo podía empeorar si el consistorio barcelonés mantenía su pertinaz oposición a la construcción de la clínica.


  El alcalde socialista apenas pudo contenerse y primero brindó a De la Rosa una lección de educación:


  «Cuando entre usted en el despacho del alcalde, lo primero que tiene que hacer es tratarle con el debido respeto. Y, lo segundo, ponerse a sus órdenes. Ahora, ¡fuera!»[5] De la Rosa, tan indignado como Maragall, abandonó la estancia con un portazo. Más tarde el financiero explicaría que en ese encuentro el alcalde le había pedido mil millones de pesetas para la Olimpíada Cultural de Barcelona 92.


  Pero De la Rosa contaba con los servicios del clan de los mentirosos para lograr sus objetivos. El financiero ya había obtenido parte de la financiación para el proyecto, que en total alcanzaba los 5.600 millones de pesetas: 3.600 millones fueron aportados a través de un crédito hipotecario de La Caixa, y el resto lo acabarían costeando los sufridos accionistas de Grand Tibidabo, como tantos otros proyectos personales de Javier de la Rosa o de sus amigos.


  La sociedad encargada de la construcción y la explotación posterior de la clínica New Teknon, Mexans, promovió inmediatamente un Plan Especial Urbanístico para sortear los obstáculos que estaba poniendo el Ayuntamiento de Barcelona al proyecto. Y lo logró, a pesar de que el edificio proyectado duplicaba la altura permitida en la zona y de que se iba a construir sobre unos jardines catalogados como patrimonio municipal, la Comisión de Urbanismo de la Generalitat se subrogó en la recalificación del terreno y autorizó la clínica el 1 de julio de 1991. La decisión pasaba por encima del informe negativo del Ayuntamiento de Barcelona y excluía del beneficio de la reforma al resto del vecindario.


  Los vecinos, que estaban indignados, vieron la mano de Miquel Roca —a la sazón secretario general de Convergència Democràtica de Catalunya— detrás de la fulminante recalificación de los terrenos, y no tardaron en recurrir a los tribunales. Presentaron una demanda en noviembre de 1991 que recayó en el juzgado de primera instancia número 5 de Barcelona. Inicialmente, el juzgado atendió las peticiones de los vecinos y a primeros de diciembre decretó la paralización cautelar de las obras. Algunos de los que habían interpuesto la demanda, como el diseñador y empresario textil Armand Basi, sufrirían las iras de Javier de la Rosa, que no se recataba en amenazarles abiertamente: «No sabéis con quién os la estáis jugando».


  Finalmente, las obras se reanudaron el 7 de enero de 1992. Y el juzgado, en una decisión sin precedentes, falló en contra de los vecinos y les condenó por daños y perjuicios por el período durante el que habían estado paralizadas las obras. El argumento: las obras de un hospital son un equipamiento, aunque se trate de un hospital privado.


  El 17 de enero de 1994, el mismo día que la Audiencia Nacional obligaba al juez Miguel Moreiras a admitir la querella presentada por los nuevos gestores del Grupo Torras y de KIO contra Javier de la Rosa, se inauguró por fin la clínica New Teknon. Durante la inauguración, el presidente de la Generalitat, Jordi Pujol, no ahorró públicas muestras de afecto al que meses antes había declarado su «empresario modelo».


  Pero De la Rosa no olvidaba las afrentas sufridas a manos del alcalde de Barcelona, Pasqual Maragall, y de los vecinos de la clínica New Teknon. Dos socios principales del clan de los mentirosos, Juan Piqué Vidal y Lluís Pascual Estevill, se encargarían de que tanto los exquisitos habitantes de la zona como el alcalde de Barcelona pagaran las molestias que le habían causado al patrón.


  Ya antes de la construcción de la clínica, el secretario personal de Javier de la Rosa, Arturo Piñana, que le seguía como perro fiel desde su época de botones en la Banca Garriga Nogués, presentó una querella criminal contra los «manifestantes exquisitos» por su dura oposición a las obras de la clínica. No se trataba de lograr bloquear su oposición, sino de venganza pura y dura. Piñana logró inicialmente su objetivo, y, como ya se ha relatado, los vecinos de la clínica fueron condenados en primera instancia a pagar al financiero 14,3 millones de pesetas por los «perjuicios» sufridos como consecuencia de la paralización de las obras.


  En noviembre de 1994, con Pascual Estevill en el Consejo General del Poder Judicial y Javier de la Rosa en la cárcel Modelo de Barcelona, la Audiencia de Barcelona revocaría la sentencia y absolvió a los vecinos. Pero en 1992, De la Rosa no tenía bastante con la condena de 14,3 millones de pesetas a los vecinos. Juan Piqué Vidal, abogado y consejero áulico de De la Rosa, presentó una querella por calumnias e injurias contra los vecinos de la New Teknon. Una vez más, la casualidad hizo que la instrucción de la querella de Piqué Vidal recayera en el juzgado de instrucción número 26 de Barcelona, el de Lluís Pascual Estevill. El juez hizo desfilar por sus dependencias, uno por uno, a los veintiún vecinos acusados por Piqué en el texto de la querella, con la evidente intención de intimidarles antes de archivar las diligencias, como más tarde recordarían José Giner y Eberhand Famme. Por aquel entonces, a Pascual Estevill ya se le conocía como el «martillo de herejes» de las élites barcelonesas, las mismas que habían observado con distancia crítica el acceso de Jordi Pujol al poder y que se echarían las manos a la cabeza cuando el president promoviera a Estevill al Consejo General del Poder Judicial.


  EL AZOTE DE LA BURGUESÍA


  El 12 de abril de 1996 dos empresarios catalanes acudieron a la sede de la fiscalía del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya. Lorenzo Rosal Bertrand y José Felipe Bertrán Márquez se habían citado allí con el entonces flamante jefe de la recién constituida Fiscalía Especial para la Represión de los Grandes Delitos Económicos Relacionados con la Corrupción —conocida desde el primer momento como Fiscalía Anticorrupción—, Carlos Jiménez Villarejo.


  Lluís Pascual Estevill, que entonces ya era vocal del Consejo General del Poder Judicial a propuesta de CiU, ya había sido denunciado en repetidas ocasiones por abuso de poder y por prevaricación. Pero Lorenzo Rosal y Felipe Bertrán iban a romper el muro de silencio que había rodeado las actividades criminales de Lluís Pascual Estevill y sus secuaces hasta 1994. Las actividades de aquella trama fueron el objeto del juicio que se celebró en el otoño de 2004 en el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya, en el que los principales acusados fueron Estevill y el antaño todopoderoso Juan Piqué Vidal, célebre defensor, entre otros, de Jordi Pujol o de Javier de la Rosa. Bajo la tutela de Villarejo, su delegado en Cataluña, Carlos Ramos, imprimió un ritmo vertiginoso a las investigaciones. La primera fase de la instrucción confirmó lo que hasta el momento era un secreto a voces en los encuentros de industriales y financieros en Cataluña: durante años, Estevill había sido el «brazo militar» de una trama de extorsión a las élites catalanas mientras que el cerebro no era otro que el penalista Juan Piqué Vidal.


  Piqué y Estevill aprovechaban las actuaciones de la fiscalía contra determinados empresarios o bien fabricaban falsas querellas contra ellos a través de denunciantes profesionales. Su red permitía manipular las normas de reparto de los juzgados para que los procedimientos recayeran en el juzgado de Estevill (de 1990 a 1991, el número 5 de instrucción de Terrassa y, de 1991 a 1994, el numero 26 de Barcelona). Una vez en manos de Estevill, los empresarios eran amenazados con el ingreso incondicional en prisión si no cedían a sus exigencias, que iban desde millonarios ingresos en las cuentas suizas del juez o en las de Piqué Vidal hasta encargos profesionales para los hijos abogados del magistrado o barra libre en las principales joyerías de Barcelona para que el juez se regalara sin cargo alguno los últimos modelos de Rolex que llegaban a la ciudad.


  Algunas de las emboscadas que Estevill y Piqué Vidal hicieron a sus víctimas tenían como objeto, además de conseguir beneficios económicos, servir a los intereses de Javier de la Rosa en la pugna que mantenía con el Estado desde que se había iniciado su caída. Así sucedió, por ejemplo, cuando actuaron contra los consejeros del Banco Vitalicio, entre los que se contaba Carlos Zurita, duque de Soria y cuñado del rey Juan Carlos.


  Ramos contaba con la inestimable ayuda del abogado Josep López Sánchez, representante de la acusación particular ejercida por un grupo de empresarios que habían sido víctimas de Estevill y que, a diferencia del resto de industriales extorsionados por el magistrado, hacían decidido no mantener el secreto y llevar al garbanzo negro de la magistratura ante los tribunales. Las investigaciones impulsadas por Ramos y por Josep López fueron tan fructíferas que encendieron las luces de alarma en los despachos de los «fontaneros» del poder político en Cataluña. Y es que Estevill y Piqué Vidal no estaban solos.


  Efectivamente, pertenecían al núcleo dirigente de una siniestra camarilla que gobernó los oscuros destinos del dinero sucio en Barcelona durante la segunda mitad de la década de 1980 y la primera de la de 1990, el clan de los mentirosos. El máximo exponente de este siniestro club era el financiero Javier de la Rosa —que hoy cumple condena por apropiación indebida por sólo uno de los delitos relacionados con el caso KIO, y tiene por delante una serie de procedimientos judiciales abiertos que podrían suponerle condenas de hasta treinta y seis años de prisión—, pero la trama también incluía entre sus miembros a los principales responsables de la Inspección de Hacienda en Barcelona, encabezados por Josep Maria Huguet, que fue inspector jefe hasta 1994 y hombre de confianza del secretario de Estado de Hacienda de la época y hoy presidente del Parlamento europeo, el socialista Josep Borrell.


  La protección del poder político a los miembros del clan de los mentirosos abarca todos los ámbitos. Pascual Estevill fue promovido al Consejo General del Poder Judicial como jurista de reconocido prestigio por los representantes de CiU en las Cortes, que seguían instrucciones del propio Jordi Pujol, presidente de la Generalitat. La protección continuó después de que, en julio de 1996, Estevill fuera condenado por prevaricación. Era una forma de agradecer, entre otras cosas, la actuación de Estevill en la instrucción de una querella que un grupo de pequeños inversores había presentado contra el que entre 1980 y 1990 fue mano derecha de Pujol en su condición de secretario general de la Presidència de la Generalitat, Lluís Prenafeta. Estevill archivó la querella sin más trámite que escuchar la declaración de Prenafeta que, por cierto, era el principal socio de Piqué Vidal en la promoción del diario nacionalista El Observador [6].


  Piqué no sólo contaba con el prestigio que le daba haber logrado que en 1986 el presidente de la Generalitat fuera exonerado de las acusaciones de los fiscales del caso Banca Catalana —casualmente el propio Carlos Jiménez Villarejo y su brazo derecho, José María Mena—, sino que era el hombre de confianza de Javier de la Rosa, a quien el president había otorgado el título de «empresario modelo» en enero de 1992. El clan de los mentirosos había dominado todos los resortes del poder en Barcelona; su miembros eran capaces de torcer las voluntades que hiciera falta. Allí donde no convenía el inagotable dinero de las arcas de KIO que De la Rosa malversaba a placer, lo hacían el miedo que inspiraba Estevill o el trato de favor del fisco que podía otorgar Huguet. De la Rosa y Estevill también se beneficiaron de las malas artes del inspector jefe para que Hacienda no fiscalizara los botines logrados con sus malas artes.


  Las presiones y los intentos de destrucción de pruebas por parte de los acusados obligaron a encarcelar a Estevill en un tiempo récord: el 13 de febrero de 1997 ingresaba en prisión acusado de extorsión, cohecho, prevaricación y detención ilegal. Piqué Vidal quedó en libertad bajo fianza de treinta millones de pesetas.


  Ramos y López, con el respaldo del instructor de la causa, el magistrado del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya, Antoni Bruguera, lograron acumular suficientes pruebas contra Estevill y Piqué Vidal como para justificar la celebración de una vista. Atrajeron a los empresarios dispuestos a denunciar las conductas criminales de la siniestra pareja, como el grupo de industriales aglutinados en torno al inversor vasco afincado en Cataluña Pedro Olabarría —cuyo socio Enrique Marugán había sido el principal activista de la acusación particular—; los directivos de Macosa Eduardo Santos, Federico Albiñana, Pedro Nueno e Ignacio García Nieto, o el industrial catalán José Felipe Bertrán de Caralt, el único que se negó a pagar las cantidades exigidas por Estevill y Piqué Vidal. Y, sobre todo, consiguieron que aquellas víctimas renuentes pasaran por la vergüenza de haber cedido a la extorsión de Estevill y Piqué y relataron sus experiencias; ése fue el caso de los miembros de la familia Ferrero, propietaria de Nutrexpa, o de los banqueros Alfonso Escámez y José María Amusátegui.


  El 15 de mayo de 2003, Estevill, que había obstaculizado la investigación tanto como había podido, se rindió y ofreció una detallada confesión, tras cumplir una nueva condena por delito fiscal y constatar que había sido acorralado por la fiscalía, que pedía para él diez años de prisión. Su compañero de fatigas, Juan Piqué Vidal, intentaba conseguir in extremis un acuerdo con las víctimas que le permitiera evitar los seis años de confinamiento que pedía el fiscal para él. Fueron los únicos miembros del clan de los mentirosos que se sentaron en el banquillo; la organización criminal no fue sometida a juicio. Pero, aunque el del caso Estevill no fue el juicio al pujolismo que esperaban algunos, sí que se convirtió en un proceso al lado oscuro de la Cataluña de Pujol.


  Un inesperado acto de contricción del ex magistrado Lluís Pascual Estevill, encarcelado entonces a la espera de ser juzgado por extorsión y soborno a varios empresarios, dio un vuelco al que ha sido el juicio por corrupción más espectacular de los últimos años en Cataluña. El 15 de mayo de 2003, Pascual Estevill compareció a petición propia ante el magistrado del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya para presentar un escrito de seis folios de su propio puño y letra[7].


  La confesión de Estevill sería una de las principales pruebas de cargo contra los acusados. En el escrito, Estevill se presentaba simplemente como un juez corrupto tentado constantemente por las ofertas de soborno que le transmitía el penalista Juan Piqué Vidal. Estevill admitía en su escrito que, en 1990, cuando acababa de acceder a la judicatura por el cuarto turno —el reservado a los juristas de reconocido prestigio— y mientras instruía unas diligencias contra la multinacional catalana Nutrexpa, cedió a la oferta de Juan Piqué Vidal, a la sazón abogado de la compañía, de repartirse cincuenta millones de pesetas a partes iguales a cambio de archivar el caso. Estevill admite en el escrito que recibió un ingreso de veinticinco millones de pesetas en Suiza por su gestión.


  También admitió que, en 1992, cuando era titular del juzgado de instrucción número 26 de Barcelona, y una vez más a propuesta de Juan Piqué Vidal, liberó a Federico Albiñana y revocó una orden de prisión contra Eduardo Santos, principales ejecutivos de Macosa, y que también exoneró al ex presidente del Banco Central Alfonso Escámez, a cambio de otro ingreso de cincuenta millones de pesetas en su cuenta de la Banca Darier Hentz & Cie. de Ginebra.


  Sin embargo, el episodio en el que Pascual Estevill se extendía más en su escrito era la «cena fría» que se celebró en casa de Macià Alavedra, entonces conseller d'Economia de la Generalitat y número dos del gobierno de Jordi Pujol, con motivo del encarcelamiento de los principales ejecutivos del grupo asegurador del Banco Central Hispano (BCH). Los hechos ocurrieron en noviembre de 1993. Estevill aseguraba que José María Amusátegui, entonces presidente del BCH, estaba muy preocupado por el encarcelamiento de sus empleados y pidió a su hombre en Cataluña y al conseller Alavedra que le organizaran un encuentro con Estevill. Alavedra, preocupado por las consecuencias de tener en Barcelona a un juez descontrolado que podía aterrorizar a los eventuales inversores interesados en instalarse en Cataluña, accedió a poner su domicilio a disposición de los hombres del BCH para intentar resolver el entuerto. «Con el señor Alavedra —dice el escrito— yo tenía una buena relación y a veces íbamos a comer, y algunas veces habíamos ido el señor Magaña, el señor Alavedra y yo». Sin embargo, el primer encuentro entre Estevill y Alavedra se produjo durante la instrucción del «caso Planasdemunt», en el que el magistrado interrogó como testigo al entonces conseller d'Economia de Pujol y le dispensó un trato grosero y displicente.


  Estevill afirmó que Magaña —uno de los miembros destacados del clan de los mentirosos— le convocó a una cena «privada a la que teníamos que asistir el señor Amusátegui, el señor Magaña, y yo, y le contesté que era imposible». Pero la cena se convocó de todas maneras a pesar de la renuencia de Estevill. «Sobre las nueve de la noche —afirma Estevill—, me llamo el señor Alavedra a mi casa para insistirme en que asistiera a la cena fría que se daba en su casa y en la que sólo estarían presentes él mismo, Magaña y Amusátegui». Sin embargo, cuando finalmente accedió a acudir, se encontró allí a Piqué Vidal. Estevill afirma que no habló con Amusátegui de dádiva alguna, pero que, al día siguiente, Magaña le aseguró que Piqué Vidal había exigido a Amusátegui dos mil millones de pesetas por liberar a los ex ejecutivos del BCH. Los pagos no han sido localizados, pero lo cierto es que los ejecutivos fueron puestos en libertad.


  Estevill también se refería a dos casos más: el caso Pryca, en el que retiró la imputación del máximo ejecutivo de la compañía a cambio de que le ofreciera un trabajo de abogada a su hija, y el de una querella de Banesto contra un grupo de empresarios en el que su hijo Javier Pascual fue acusado de haber recaudado veinticinco millones de pesetas, hecho que el juez negaba rotundamente. En realidad, la querella de Banesto contra el grupo de empresarios encabezados por Pedro Olabarría fue en realidad el origen de los males del juez Pascual Estevill. Además de la implicación de su hijo Javier en el cobro de sobornos, Estevill despertó a un enemigo durmiente, el socio de Olabarría y también empresario Enrique Marugán. Este financiero afincando en São Paulo (Brasil) había coincidido en el pasado con Pascual Estevill, cuando éste era abogado, en la Textil Bertrand Serra; de aquella relación surgió una enemistad personal a la que Marugán atribuyó la actuación de Estevill contra él. A pesar de que Estevill dictó una orden internacional de prisión contra Marugán, éste nunca ingresó en la cárcel, pero se convirtió en su peor enemigo.


  Las visitas a Queralbs


  A pesar de conocer perfectamente las actividades extrajudiciales de Estevill, Convergència i Unió aupó al brutal magistrado a la más alta instancia de la judicatura española; en noviembre de 1994, un mes después de que Javier de la Rosa ingresara en prisión por primera vez por la descapitalización de Grand Tibidabo, lo propuso como vocal del Consejo General del Poder Judicial.


  En aquel momento, Estevill debía representar un papel fundamental en el Consejo, pues el órgano de gobierno de los jueces debía nombrar a la sala del Tribunal Supremo encargada de juzgar los diversos sumarios del caso GAL. Fuentes del entorno próximo al presidente de la Generalitat aseguran que Estevill actuaba de enlace entre Pujol y el Consejo. Un político nacionalista al que se ha vinculado permanentemente al ex magistrado asegura exaltado cuando se le menciona el asunto: «Yo nunca he ido a Queralbs [la residencia de verano de Pujol], en cambio, Estevill estaba allí constantemente».


  «Una patada hacia arriba». Ésa fue la explicación que pergeñaron los dirigentes de Convergència Democràtica de Catalunya, con Miquel Roca y Macià Alavedra a la cabeza, para justificar el nombramiento de Pascual Estevill como vocal del Consejo General del Poder Judicial.


  Los días que precedieron y siguieron al nombramiento de Pascual Estevill tanto Roca como Alavedra se dejaron ver repetidamente en actos sociales en los que estaba presente la flor y nata de la burguesía industrial y financiera de Barcelona. Los dos tenían que explicar a los empresarios familiares más importantes de Cataluña, a los directivos de las grandes multinacionales en Barcelona y a los delegados de las principales entidades financieras destacadas en la capital catalana que, en realidad, con la promoción de Pascual Estevill como representante de Convergència i Unió en el órgano de gobierno de los jueces españoles habían hecho un favor a las buenas familias de Barcelona. Según la versión de Macià Alavedra, de Miquel Roca y, menos habitualmente, del propio Jordi Pujol, si Convergència había enviado al «azote de la burguesía» a recibir honores y distinciones a la madrileña calle del Marqués de la Ensenada, era, en realidad, para apartarle de su juzgado de Barcelona. La mejor manera de evitar que Estevill siguiera machacando a los miembros de las grandes dinastías industriales de Cataluña era conseguir que abandonara su puesto al frente del juzgado de instrucción número 26 de Barcelona. De hecho, aseguraban Roca y Alavedra ante los burgueses que quisieran escucharles, sólo había una forma de hacerlo sin que se volviera más peligroso, como habría ocurrido si hubiese ascendido a magistrado de la Audiencia de Barcelona: nombrarle para un puesto de gran responsabilidad en Madrid desde el que, sin embargo, no tuviera capacidad para decidir sobre la libertad de las personas. Y, la mejor manera de lograrlo, en ese momento, era su promoción a vocal del Consejo General del Poder Judicial. Pero no decían toda la verdad.


  Un espía en Marqués de la Ensenada


  Jordi Pujol tenía, a finales de 1993, un candidato para ocupar la plaza del Consejo General del Poder Judicial que había dejado vacante al fallecer Fernando Jiménez Lablanca. Se trataba del ex magistrado del Tribunal Supremo Antoni Bruguera, un catalán que había abandonado el alto tribunal y había optado por el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya al aceptar un puesto en su sala civil y penal. Dado que Bruguera no aceptó la propuesta de Pujol, éste y sus colaboradores de CiU tuvieron que buscar una alternativa. Y la verdad es que no buscaron demasiado: Pujol tuvo muy claro desde el principio que su hombre era Lluís Pascual Estevill.


  Por esta razón Pujol se puso en contacto con el abogado Juan Vives Rodríguez de Hinojosa para que introdujera a Pascual Estevill en la Acadèmia de Jurisprudència i Legislació de Catalunya; ese era el paso que el fiero magistrado necesitaba para dotarse del «reconocido prestigio» que le permitiría vencer los eventuales obstáculos que se opusieran a su nombramiento como vocal del Consejo General del Poder Judicial. La promoción de Estevill no iba a resultar fácil. El magistrado, aunque tenía influyentes amigos en CiU, se había granjeado poderosas enemistades entre los dos grupos políticos mayoritarios en el Parlamento español, el PSOE y el PP.


  Los dirigentes socialistas, influidos por personajes de diversas procedencias, próximos a la dirección del partido, como Eduardo Santos o Pasqual Maragall, no tenían en muy alta estima la figura de Lluís Pascual Estevill. La influencia de José Felipe Bertrán de Caralt sobre los sectores más burgueses del PP sería también un factor en contra del nombramiento del juez.


  Pujol tomó su decisión definitiva durante la primavera de 1994. La actuación de Lluís Pascual Estevill tras la aparición del cadáver de Pau Maragall, hermano del entonces alcalde de Barcelona, Pasqual Maragall, pareció reafirmar al presidente catalán en su decisión de nombrar al magistrado para el Consejo del Poder Judicial[8]. Necesitaba a un hombre de trato difícil y que además fuera próximo a los postulados del Partido Popular y a su beligerante representante en el Consejo, José Luis Manzanares, para poder ejercer presión sobre los socialistas, que estaban gobernando España exclusivamente gracias al apoyo parlamentario que los hombres de Pujol les daban en el Congreso de los Diputados.


  Pujol necesitaba tener controlado al órgano responsable de nombrar a la sala del Tribunal Supremo que se encargaría de juzgar el primer sumario sobre los GAL instruido por el magistrado de la Audiencia Nacional Baltasar Garzón y referido al secuestro del ciudadano francés Segundo Marey, por el que con el tiempo serían condenados a penas de prisión, entre otros, el ex ministro del Interior José Barrionuevo y el ex secretario de Estado para la Seguridad, Rafael Vera.


  Otras fuentes apuntan a que Estevill, en su espiral de chantajear a todo aquel que se le pusiera por delante, hizo lo propio con Convergència. El magistrado había sido el instructor de lo que se conoció como el caso Planasdemunt, que acabaría por llevar a prisión a uno de los consellers del gobierno de Pujol.


  EL ÚNICO CONSELLER ENCARCELADO, PLANASDEMUNT


  Jordi Planasdemunt (Barcelona 1928-1998) fue una de las primeras presas que, de manera pública, cayo en la «telaraña» de Pascual Estevill. Planasdemunt siempre fue un segundón. Era un economista de prestigio, es cierto, pero su nombre nunca se pronunciaba en primer lugar cuando se planteaba la necesidad de cubrir un puesto vacante. Fue síndico de la Bolsa de Barcelona durante casi toda su vida y, en la transición ingresó en el partido de Joaquim Molins, el Centre Català, uno de tantos partidos secundarios cuya militancia sería absorbida por Convergència Democràtica de Catalunya.


  Fue conseller de'Economia i Finances de la Generalitat, también es cierto, pero por casualidad. Cuando en abril de 1980 Jordi Pujol se convirtió en presidente de la Generalitat gracias al apoyo de la Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) de Heribert Barrera, no dudó a la hora de decidir quien tenía que ser su conseller d'Economia. Ramon Trias Fargas era un político liberal tan prestigioso como honesto y la decisión de incorporar su Esquerra Democràtica en CDC dio el impulso definitivo al movimiento que encabezaba Pujol.


  Trias Fargas, además, era un miembro reconocido de la Internacional Liberal y lo cierto es que el reconocimiento internacional no era algo que le sobrara a la Convergència de Pujol. Cuando Trias, con sus hombres —entre ellos Macià Alavedra—, decidió fusionar su formación con CDC, Pujol le nombró presidente del partido y reservó para sí la secretaría general.


  En los primeros años de la década de 1980, descontado el propio Pujol, que ya había logrado su objetivo de convertirse en presidente de la Generalitat, Ramon Trias Fargas era la mejor baza electoral con la que contaba Convergència i Unió. Pujol y su equipo ya había decidido que el profesor —nombre con el que los militantes de Esquerra Democràtica conocían a Trias— era el mejor candidato para conquistar una plaza que en 1979 se había mostrado inexpugnable: el Ayuntamiento de Barcelona.


  Con esa intención, Pujol decidió que Trias encabezara la candidatura de CiU a las elecciones generales de octubre de 1982; de ese modo se pretendía que consiguiera la proyección pública que necesitaba como precandidato a la alcaldía. En aquellas elecciones el PSOE superó las previsiones y logró una mayoría absoluta que aún no ha sido superada: 202 escaños. También Ramón Trias Fargas fue elegido diputado.


  En las primeras elecciones a los ayuntamientos democráticos, en la capital catalana había ganado el socialista Narcís Serra. Tras las elecciones generales de diciembre de 1982, después de escuchar las recomendaciones de los altos jefes militares, Felipe González designó a Serra como ministro de Defensa. Con Serra fuera de circulación, existían posibilidades reales de que Trias Fargas ganara las elecciones municipales de 1983 en Barcelona.


  Pero la oposición socialista en el Parlament de Catalunya tenía preparada una maniobra que podía dar al traste con los planes de Pujol y de Trias Fargas. Aprovechando que CiU gobernaba en minoría en Cataluña promovió una reforma del Reglament de Règim Interior que hacía incompatibles el cargo de conseller de la Generalitat con el de diputado en el Congreso.


  Trias tuvo que elegir. Dado que el proyecto de Convergència era convertirle en alcalde de Barcelona, el cargo que mayor proyección pública podía otorgarle sería el de diputado en las Cortes; en aquel momento, el Departament d'Economia de la Generalitat tenia muy pocas competencias y, además, Trias se iba a ver obligado a abandonarlo en menos de un año para concurrir a las elecciones municipales; por tanto, estimó que era más conveniente hacerlo de inmediato.


  Pero la sustitución de un personaje como Trias en el gobierno de la Generalitat suponía un problema. No sólo por su prestigio, sino porque él había creado el Departament d'Economia hacía dos años, y sólo él lo tenía en la cabeza. Cuando tras las elecciones de marzo de 1980 Trias recibió el encargo de crear ex novo un Departament d'Economia para sustituir a la conselleria de la Generalitat provisional que Josep Tarradellas había encomendado al joven abogado del Estado y militante de UCD Juan José Folchi, decidió fichar a un economista al que conocía por su cargo de síndico de la Bolsa de Barcelona: Jordi Planasdemunt. A los cincuenta y dos años, Jordi Planasdemunt, que era consejero nacional de Convergència Democràtica, fue nombrado por Ramon Trias Fargas director general de Tresor i Patrimoni. El departamento, que estaba en fase de gestación, se hallaba sometido a cambios constantes, así que Planasdemunt apenas duró unos meses en ese cargo; sesenta días después de su incorporación Trias le convirtió en director general de Política Financiera de la Generalitat.


  Cuando decidió que Trias fuera candidato a la alcaldía de Barcelona, Pujol sabía que tendría que buscar a un hombre para sustituirle en el Departament d'Economia. Pero no esperaba que fuera tan pronto. El president y Trias tuvieron que recurrir a la persona que tenían más a mano, y en contra del criterio del propio Pujol, Jordi Planasdemunt se convirtió en conseller d'Economia de la Generalitat en noviembre de 1982.


  No obstante, ya en aquella época Pujol era poseedor de una de las instituciones políticas más apreciadas del país. Planasdemunt podía ser un alto funcionario respetable y eficiente, pero no daba la talla como conseller d'Economia. A pesar de las escasas competencias de las que disfrutaba el departamento en aquella época, muy pronto el conseller se iba a tener que enfrentar con los «pérfidos» responsables de las finanzas públicas del gobierno central, en manos del jacobino Felipe González.


  A finales de mayo de 1983, Pujol decidió dar más empaque a las áreas económicas de su gobierno autonómico y para ello nombró a una figura consolidada en su partido y en su ejecutivo a pesar de su juventud: Josep Maria Cullell, fundador de Convergència Democràtica —la de verdad, la que se fundó en Montserrat en 1974—, y, a la sazón, conseller de Política Territorial i Obres Públiques. Así fue como Cullell fue nombrado coordinador de asuntos económicos del ejecutivo catalán.


  Planasdemunt no se lo podía creer. Herido en su orgullo y convencido del desprecio que sentía Jordi Pujol por su persona, protagonizó uno de los primeros escándalos políticos del pujolismo. Fue el primer conseller del gobierno de Jordi Pujol que presentó la dimisión porque no estaba de acuerdo con una decisión del president.


  El antiguo síndico de la Bolsa de Barcelona decidió volver al parquet y a sus propios negocios. Era mucho mejor eso que ser un conseller decorativo, o un simple secretario de Cullell, y también era mejor que soportar las frases displicentes del presidente de la Generalitat durante las reuniones del Consell Executiu.


  El 12 de abril de 1984 Planasdemunt fundó junto a otros dos socios, el empresario inmobiliario Salvador Forcadell —propietario de Fincas Forcadell—, y el financiero Joan Bassols, la sociedad BFP (Bassols, Forcadell, Planasdemunt). Forcadell introdujo entre los socios fundadores a su yerno, el industrial Carlos Vila Polls[9]. BFP nació como una sociedad de gestión de patrimonios alrededor de la cual se constituyó un grupo de servicios financieros. La compañía se dedicaba a lo que con los años se ha conocido como factoring: con dinero captado a inversores, compraba a pequeñas compañías proveedoras de grandes corporaciones pagarés de empresas como Repsol, Teléfonica, o SEAT. BFP pagaba un precio inferior al del pagaré en cuestión. De esa manera el proveedor obtenía liquidez inmediata y los inversores de BFP se beneficiaban del diferencial entre el precio pagado por el pagaré y el dinero que finalmente pagaba la gran corporación contra la entrega del documento.


  Durante la segunda mitad de la década de 1980, BFP pagaba intereses superiores a los de la banca; llegaban a oscilar entre el 8 y el 16 por ciento. Hasta 1992, la empresa llegó a captar cerca de seis mil millones de pesetas entre pequeños y no tan pequeños inversores. BFP era, además, un excelente instrumento para blanquear las abundantes bolsas de dinero negro que se ocultaban en la convulsa Barcelona financiera de aquella época.


  BFP era un buen negocio. Los inversores acudían en masa a la llamada del dinero fácil. En aquella época había muchos fondos que blanquear. El cerebro de toda la operación era el financiero Joan Bassols, apodado el Taumaturgo en los medios financieros de Barcelona; él era quien controlaba la mayor parte de las operaciones. En 1988 Salvador Forcadell decidió abandonar, por razones de edad, todos los cargos que tenía en su grupo inmobiliario, Fincas Forcadell. También se apartó del día a día de BFP, una decisión que dejaba el camino expedito a Planasdemunt y a Bassols para administrar a su voluntad las enormes sumas de dinero que entraban en la caja de BFP.


  Un año después, Ramon Trias Fargas, que al cabo de cinco años de perder las elecciones municipales de Barcelona de 1983 había vuelto a ocupar la Conselleria d'Economia de la Generalitat, sufrió una pérdida importante. En 1988 el gobierno autonómico de Pujol había creado un instituto de crédito oficial, el Institut Català de Finances (ICF). Trias había puesto al frente del ICF a un economista de prestigio con fama de honesto, Josep Maria Muntané. Demasiado honesto: el director general de ICF no veía con buenos ojos las órdenes arbitrarias de concesión de créditos y avales a empresas que no eran merecedoras de ello; una circunstancia que se convertía en un detalle sin importancia y se obviaba cuando la orden venía del consejo de administración del ICF, presidido por el secretario general de Presidència, en aquella época era nada menos que Lluís Prenafeta.


  Muntané se hartó de protestar y en junio de 1989 presentó su dimisión irrevocable. Trias tenía un problema y recurrió a un viejo conocido: Jordi Planasdemunt. El entonces síndico de la Bolsa de Barcelona estaba encantado de que la administración autonómica decidiera reparar la ofensa que le había infligido en 1983. Para su mayor satisfacción, Planasdemunt iba a ver cómo el hombre que había provocado su dimisión como conseller, Josep Maria Cullell, intentaba aliviar la profunda depresión en la que había caído tras perder por segunda vez las elecciones municipales, en 1991, contra Pascual Maragall trabajando en el despacho personal de Javier de la Rosa.


  Planasdemunt no tomó posesión del cargo de director general del Institut Català de Finances hasta el 12 de enero de 1990. Para entonces, su principal avalista en el gobierno de la Generalitat había fallecido: Trias Fargas cayó fulminado por un infarto durante un mitin electoral de Convergència i Unió para las generales de octubre de 1989 en El Masnou. El sustituto de Trias en el Departament d'Economia de la Generalitat iba ser el polivalente y omnipresente Macià Alavedra.


  Planasdemunt tenía muchos menos escrúpulos que Muntané. De hecho, bajo su mandato el volumen de créditos y de avales concedidos por el Institut Català de Finances no dejó de aumentar. De los 1.879 millones de pesetas concedidos, entre créditos y avales, durante todo el ejercicio de 1989 —el último año de Muntané Pascual al frente del instituto—, el ICF pasó a conceder, en 1990 —el primer ejercicio completo de Planasdemunt al frente del instituto—, 6.772 millones de pesetas. Y, en 1991, la cifra ascendió a 9.863 millones de pesetas. Ese año, las cifras de morosidad se dispararon hasta incrementarse en un 188 por ciento[10], algo que no parecía preocupar demasiado al nuevo conseller d'Economia de la Generalitat, Macià Alavedra.


  Además, su cargo como director general del ICF servía como garantía a los inversores que acudían a depositar sus ahorros en BFP de que las operaciones eran legales y estaban respaldadas por la Generalitat, aunque no fuera así. Planasdemunt se había «olvidado» de dimitir como miembro del consejo de administración de BFP cuando asumió la dirección general del ICF, de hecho no lo haría hasta el mes de febrero de 1992, cuando empezaron a complicarse las cosas para la compañía financiera.


  Entre mayo y junio de 1992, algunos de los inversores de BFP empezaron a preocuparse por la evolución de sus cuentas en la sociedad. Las rentabilidades habían caído en picado y todo parecía indicar que algunos de los pagarés de las grandes corporaciones que respaldaban las operaciones eran falsos.


  Dos de las principales empresas de las que procedían los pagarés, Dyinamic y Anglo Naval Industrial (Anisa), habían empezado a resentirse de la crisis industrial que las grandes celebraciones de 1992 encubrían y presentaron expedientes de suspensión de pagos. Sin embargo, siguieron emitiendo pagarés de supuestos trabajos encargados por las grandes corporaciones industriales al mismo ritmo de siempre. Algo olía a podrido en aquellas operaciones.


  Finalmente, en julio de ese año, cuando toda Barcelona estaba pendiente de las dos semanas que iban a colocar a la ciudad en las televisiones de todo el mundo gracias a los Juegos Olímpicos, un grupo de inversores presentó una denuncia contra BFP en la Prefectura Superior de Policia de la capital catalana. Uno de los denunciantes era Enric Triay, un ex inspector de Hacienda que había servido a las órdenes de un viejo conocido de Pascual Estevill, el jefe regional de la Inspecció en Cataluña, Josep Maria Huguet.


  ¿Dónde está el dinero?


  La denuncia fue a parar casualmente al juzgado de instrucción número 26 de Barcelona, el de Lluís Pascual Estevill. El magistrado, que no veía en aquella denuncia posibilidad alguna de sacar partido, la dejó de lado. Esta situación se prolongó hasta septiembre de 1992. Fueron los propios responsables de BFP los que se anudaron la soga al cuello. Para contrarrestar el efecto de las denuncias, presentaron una querella contra una de las empresas que les suministraba los pagarés: Anisa. La querella no fue al reparto, sino que se acumuló en el juzgado de Estevill, pues éste ya estaba investigando la denuncia de los inversores contra BFP y una querella de los trabajadores de Anisa contra los gestores de la compañía.


  El 15 de septiembre de 1992, Estevill citó a declarar a los administradores de Anisa, Francisco Esteve Corbella y su hijo Francisco Esteve Head. Al parecer, alguien les había advertido sobre la ferocidad del juez Estevill, porque se presentaron a declarar asistidos por el abogado Jaime Piqué Mariné, uno de los socios del bufete del propio Estevill. Sin embargo, los Esteve no entendieron el mensaje que habían recibido de boca del juez y de sus socios: el asunto se podía arreglar por una módica cantidad[11]. Las declaraciones de ambos inculpados se prolongaron durante más de siete horas y Estevill fue cortés con ellos; no obstante, al acabar ordenó que padre e hijo ingresaran en la prisión, de forma incondicional, sin posibilidad alguna de eludir el encarcelamiento pagando fianza.


  Los Esteve estaban convencidos de que el trabajo que hacían para BFP era algo más que simples operaciones financieras y se sintieron profundamente traicionados. Llevaban años trabajando para Planasdemunt y Bassols, que ahora les entregaban. Había llegado el momento de cantar la gallina e hicieron caer a Jordi Planasdemunt en el centro de la telaraña de Estevill: sí, habían emitido pagarés incobrables;, sí, Planasdemunt estaba al tanto de todo; sí, Bassols era el cerebro financiero, pero Planasdemunt era el jefe de la trama; no, no sabían qué habían hecho con el dinero que los inversores les habían entregado a cambio de los pagarés; ellos no lo habían recibido.


  Las declaraciones de los Esteve llegaron a oídos de Macià Alavedra que, inmediatamente, exigió a Planasdemunt su carta de dimisión. Alavedra sabía que el caso estaba en manos del implacable Lluís Pascual Estevill, también conocía la obsesión del magistrado por inculpar a miembros destacados de Convergència i Unió, cosa que ya había hecho durante su breve etapa como titular del juzgado de instrucción número 5 de Terrassa. Alavedra conocía además a Salvador Forcadell y sabía que ya en mayo había denunciado a sus socios porque no veía claro qué demonios estaban haciendo con el dinero que captaban. Fueran auténticos o no los pagarés, el dinero que los inversores entregaban y entraba en la caja de BFP debía estar en alguna parte, y, desde luego, él no había visto ni un duro.


  Pero Planasdemunt debía de tener alguna carta escondida: se negó a firmar su carta de dimisión en todas las ocasiones en las que se lo pidió Alavedra. Si querían que abandonara el cargo tendrían que destituirle, y atenerse a las consecuencias. Alavedra decidió jugársela. No sabía exactamente cuál era el as en la manga de Planasdemunt, pero había que arriesgarse. Y le entregó. Al fin y al cabo, afirmaría años más tarde, «era un hombre de Trias Fargas», no uno de los suyos, y todo esto a pesar de que el mismo Alavedra había sido fundador de la EDC de Trias.


  El 29 de septiembre de 1992, Estevill ordenó a la policía judicial que detuviera a Jordi Planasdemunt en la sede del Institut Català de Finances. El ex conseller fue conducido a las dependencias del juzgado de instrucción número 26 de Barcelona, donde le esperaba un auténtico calvario. Planasdemunt requirió los servicios de uno de los abogados más conocidos y prestigiosos de la ciudad, Juan José Folchi, que en aquella época era uno de los hombres de confianza de Javier de la Rosa, pero no le sirvió de nada, pues se había equivocado de abogado; debería haber elegido a uno próximo a De la Rosa, pero no precisamente Folchi.


  La presa valía mucho más detenida y en el juzgado que en libertad, por mucho dinero que pudiera ingresar en las cuentas suizas del juez Estevill. El Lobo, como se conocía al magistrado en ciertos ambientes judiciales, iba a atornillar a Planasdemunt hasta que confesara adónde habían ido a parar los casi seis mil millones de pesetas que BFP había captado de los inversores y que no aparecían por ninguna parte. Estevill ya había exprimido tanto como había podido a Joan Bassols y había llegado a la conclusión de que aunque el financiero dominaba todos los mecanismos de la compañía para conseguir el dinero, sólo Planasdemunt conocía el destino de los fondos[12].


  En cuanto Estevill tuvo a Planasdemunt en su poder, no tuvo piedad. A pesar de sus sesenta y cuatro años, el director general del Institut Català de Finances fue tratado como un auténtico delincuente. Folchi no daba crédito a lo que estaba viendo. Hacía muchos años que no había visto a un juez dispensar un trato como aquel a un detenido. El abogado protestó enérgicamente, pero, tras la advertencia del juez de que si seguía por ese camino su cliente lo iba a pasar mucho peor, decidió hacer todo lo que pudiera fuera de los juzgados.


  Estevill mantuvo detenido a Planasdemunt hasta el límite legal, setenta y dos horas. Cumplidos los tres días entre los calabozos y el juzgado de instrucción número 26 de Barcelona, el Lobo encarceló al ex conseller de la Generalitat. Nadie sabe si finalmente Estevill logró que Planasdemunt le confesara adónde habían ido a parar los seis mil millones de pesetas o si una parte del dinero había ido a financiar gastos electorales de Convergència i Unió; oficialmente, Planasdemunt no soltó prenda.


  La instrucción prosiguió, pero por muy poco tiempo. Estevill encarceló durante tres semanas a Salvador Forcadell; el corazón del empresario no lo resistió y apenas un año más tarde murió como consecuencia de una crisis coronaria. La mujer de Forcadell, Carmen Company, que también fue inculpada en el procedimiento, fue una de las personas más maltratadas; sufre una pequeña disminución de oído y Estevill se desgañitó el día que la interrogó; los gritos, los insultos y las amenazas se oían no sólo desde el pasillo, sino desde la planta baja de los juzgados (el número 26 está en la tercera). Al concluir su declaración, la esposa de Salvador Forcadell también fue conducida a prisión.


  La investigación concluyó después de uno de los encuentros más importantes que Estevill mantendría en su carrera como juez de instrucción. El 22 de octubre, Estevill, acompañado del fiscal adscrito al juzgado de instrucción número 26, Xavier Balaguer, acudió al edificio situado en el número 12 de la Rambla de Catalunya que alberga las dependencias del Departament d'Economia de la Generalitat. Iba a interrogar a Macià Alavedra, uno de los consellers de mayor peso del gobierno de Jordi Pujol.


  La cosa no podía haber empezado peor. El despacho del conseller d'Economia de la Generalitat, en la octava planta del edificio, estaba primorosamente decorado. En el despacho personal del conseller carísimos muebles de estilo parisino llamaban poderosamente la atención. La sala de juntas era más amplia, más funcional; servía tanto para reuniones con múltiples asistentes como para ofrecer almuerzos o cenas.


  En la sala, presidiendo la mesa de juntas, Macià Alavedra esperaba la visita de Lluís Pascual Estevill y del fiscal Xavier Balaguer para ser interrogado sobre las actividades de su subordinado Jordi Planasdemunt. Los consellers de la Generalitat tienen el privilegio de ser interrogados en su propio despacho oficial cuando son citados a declarar por un magistrado.


  Puntuales como un reloj, juez y fiscal se presentaron en la Conselleria a las 13 horas del 22 de octubre de 1992. Iban acompañados por el propio jefe de gabinete de Alavedra, un siniestro y autoritario ex periodista llamado Xavier Valls, y por un ujier, quienes llamaron a la puerta del conseller y anunciaron a los esperados e incómodos visitantes.


  Alavedra los hizo pasar e hizo un gesto a Valls para que le dejaran a solas con sus dos «invitados». Sin levantarse, tal como marca el protocolo, el conseller, máxima autoridad entre las tres personas que se encontraban en la habitación, utilizó una fórmula cortés para invitar al juez y al fiscal a tomar asiento:


  —Por favor —dijo Alavedra—, tomen asiento, están ustedes en su casa.


  —Ya que lo menciona —le contestó con un punto de soberbia Estevill—, le rogaría que ya que soy el magistrado y usted la persona que va a ser interrogada, me cediera su silla en la presidencia de la mesa. ¡Ah! Y me gustaría que me sirvieran un whisky en copa y sin hielo, por favor. Xavier, ¿tú quieres algo?[13].


  El fiscal, avergonzado por la actitud del magistrado, se limitó a negar con la cabeza. Mientras tanto Alavedra, rojo de cólera y sin apenas poder contener su indignación, se levantó de su asiento para cedérselo a Lluís Pascual Estevill y a continuación se dirigió a la puerta para pedir a su secretaria la copa para el juez. El magistrado no le gustaba nada. Por su culpa, la oposición había exigido la dimisión de Alavedra en repetidas ocasiones en las últimas semanas. Además, puesto que Planasdemunt había incurrido en actividades incompatibles al permanecer en el consejo de administración de BFP mientras ejercía como director general del ICF, algunos periodistas habían estado indagando si otros miembros de la administración autonómica habían incurrido en incompatibilidades.


  El interrogatorio, sin embargo, fue un camino de rosas y apenas duró media hora. Alavedra se limitó a afirmar que desconocía los negocios privados de Planasdemunt, que a su juicio la gestión del ex conseller al frente del Institut Català de Finances era irreprochable y que no tenía noticia de que las empresas vinculadas a BFP hubieran recibido trato de favor del instituto de crédito oficial de la Generalitat catalana.


  Estevill dio por buena la declaración del conseller, se despidió cordialmente y se dispuso a dar carpetazo definitivo al asunto. A pesar de haber empezado con mal pie, aquella media hora escasa de interrogatorio fue el origen de una larga y fructífera relación que perseguiría a ambos personajes hasta el final de sus respectivas carreras. Los finales de los dos se fraguaron probablemente aquella mañana. Los dos vieron cómo se esfumaban sus días de gloria por su relación con el clan de los mentirosos, por haber contribuido a tejer la telaraña de corrupción que dominó Barcelona e influyó poderosamente en España hasta 1995.


  Por lo que respecta al sumario de BFP, tras la declaración de Alavedra, Estevill había reunido pruebas más que suficientes para someter a Planasdemunt y a Bassols a un juicio por una estafa multimillonaria. ¿Para qué investigar más? A Estevill, el caso, sin embargo, aún le reservaba un placer que no iba a rechazar. Salvador Forcadell era un destacado accionista del Banco Popular y el magistrado había citado a declarar a uno de los dos copresidentes de la entidad financiera, Luis Valls Taberner, el 27 de octubre. Ésa sería una de la últimas diligencias que Estevill practicaría en el caso Planasdemunt.


  Valls Taberner acudió a la llamada de Estevill. Su declaración fue totalmente exculpatoria para Forcadell y para su esposa, Carmen Company, quienes ese mismo día fueron puestos en libertad. Y, prácticamente, se acabó el caso. En 1994 la Audiència de Barcelona condenó a Planasdemunt y a otras nueve personas por estafa. Salvador Forcadell había fallecido antes de que se celebrar la vista oral. El ex conseller apenas cumplió dos años de confinamiento y murió de cáncer el 6 de octubre de 1998. Carmen Company fue exonerada


  La instrucción del caso Planasdemunt se realizó a una velocidad de vértigo, tan deprisa que nadie ha declarado adónde fueron a parar los seis mil millones de pesetas propiedad de los inversores que habían desaparecido misteriosamente de las cuentas de BFP sin que hubiera el más mínimo indicio de qué camino habían recorrido. El magistrado encargado de la investigación tampoco demostró ningún tipo de interés por esclarecerlo.


  La pista del dinero desaparecido de BFP no sería la última que apuntaba a las arcas de CiU y que se perdía en la más absoluta de la oscuridades. Más avanzada la década de 1990, uno de los más firmes candidatos a la sucesión de Jordi Pujol ya había organizado su partido, Unió Democràtica, como una réplica a escala de lo que en su día había sido la Convergència de Pujol, una formación al servicio del líder. Pero detrás de Unió no había una Banca Catalana, ni empresarios nacionalistas dispuestos a poner parte de su patrimonio al servicio del partido; había que recurrir a la administración.


  EL APRENDIZ DE BRUJO


  Nacido en 1952 en Alcampell, un pequeño pueblo de la provincia de Huesca de la zona limítrofe con Cataluña conocida como la Franja de Ponent, el joven Josep Antoni Duran Lleida estudió el bachillerato en un internado y, posteriormente, se licenció en Derecho por la Universidad de Lleida, centro del que sería más adelante profesor de Derecho Civil. Diplomado en las comunidades europeas por el Ministerio de Asuntos Exteriores, también estudió periodismo en la Universitat Autònoma de Barcelona.


  Siendo muy joven, en 1974, se vinculó a las juventudes de UDC, de las que fue el primer presidente en 1977; en 1980 fue elegido en Roma miembro del comité ejecutivo de las Juventudes Democristianas Europeas. Miembro del consejo nacional de Unió Democràtica de Catalunya desde 1976, en 1982 fue elegido presidente del comité de gobierno del partido, cargo por el que fue reelegido un año después, aunque las disputas internas le llevaron a abandonar el puesto en 1984. No obstante, en 1987 fue elegido nuevamente presidente del comité de gobierno, y desde entonces ha sido reelegido para el cargo en los distintos congresos de la formación democristiana. Desde diciembre de 2001 es el secretario general de la federación de Convergència i Unió. A pesar de su confesado miedo a viajar en avión, Duran ha visitado los cinco continentes en representación de UDC o bien en misiones empresariales organizadas por el partido.


  En un principio compaginó sus tareas políticas con un despacho de abogados. Según cuentan, se hizo con un buen capital gracias a su papel de mediador como letrado en suspensiones de pagos.


  No sólo ha tenido cargos en el partido. En 1979 fue elegido concejal de Lleida, pero un año después abandonaba la política municipal al ser designado director general de Afers Interdepartamentals del neonato gobierno de Jordi Pujol. En 1982 estrenó otro cargo, el de delegado de la Generalitat en Lleida.


  En las legislaturas de 1982, 1986 y 1989 —las de mayorías absolutas del PSOE—, fue diputado al Congreso y fue uno de los diputados españoles designados para representar a España en el Parlamento Europeo hasta que se realizaron las primeras elecciones en 1987.


  En junio de 1996, con su estrella cada vez más ascendente, Pujol lo designó presidente de la parte catalana de la comisión de transferencias Estado-Generalitat, un cargo que ocupó hasta febrero de 2001. Tras las últimas elecciones de Pujol, en noviembre de 1999, Duran entró finalmente en el Consell Executiu al ser nombrado conseller de Governació i Relacions Institucionals, una nueva cartera de claro cariz político creada expresamente para él. Entre sus competencias había las relaciones entre los grupos parlamentarios, la reorganización territorial y la negociación de las transferencias pendientes. Dimitió en febrero de 2001 después de que Pujol optara por Artur Mas como su sucesor. Duran había perdido la batalla en la Generalitat y pactó su regreso al Congreso de los Diputados, por el que fue elegido en marzo de 2004.


  La carrera de Duran era imparable; había estado años y años preparándose. Consiguió cohesionar el partido en torno a su figura y logró que UDC fuera algo más que la muleta democristiana de Convergència. Marcó perfil y territorio propio, lo que provocó que se granjeara enemigos políticos en CDC. En Unió se rodeó de un equipo cohesionado, del que han formado parte o aún forman parte Josep Sánchez Llibre, Jordi Casas, Vicenç Galvadà y Eugeni Pérez-Moreno, aunque estos dos últimos romperían la relaciones tras estallar el «caso Treball» o «caso Pallerols», referente a la concesión, desde el Departament de Treball de la Generalitat, de subvenciones a empresas de formación ocupacional vinculadas al partido democristiano.


  El caso Pallerols


  En 1997, una denuncia presentada por ex trabajadores de los centros de formación dirigidos por el empresario hispano-andorrano Fidel Pallerols, permitió que se empezara a descubrir una compleja trama de irregularidades en el reparto de las subvenciones de los fondos de formación de empleo, lo que provocó que la Comisión Europea suspendiera en el año 2000 la financiación durante unos meses. Una jueza de Barcelona investiga aún[14] si parte de aquel dinero fue a parar a las arcas de UDC. Esta denuncia era diferente de otra del grupo de empresas Méndez, que acusaba al entonces conseller de Treball y dirigente de UDC, Ignasi Farreres, de prevaricación por no haberles concedido diversas subvenciones. Los juzgados esculparían a Farreres de este delito.


  Las empresas de Pallerols, llamadas Ceifsa, Andsa y Teosa, cobraban de la Generalitat por realizar cursos de formación que posteriormente se descubriría que eran inexistentes. Según la investigación judicial, una parte del dinero iba a parar a UDC, bien en pagos en metálico a algunos dirigentes que figuraban como profesores o empleados de alguna de las tres sociedades, o bien Pallerols se hacía cargo de pagar alquileres de locales o de comprar muebles o equipos informáticos. UDC controló la cartera de trabajo en los gobiernos Pujol desde 1980 hasta noviembre de 2002, un año antes de las últimas elecciones autonómicas que significaron la pérdida del poder por parte de CiU.


  Aunque desde siempre Duran ha mantenido que UDC no obtuvo dinero de Pallerols, el proceso del caso Treball, o caso Pallerols o «caso Unió» ha conducido a distintas dimisiones: Ignasi Farreres, que durante once años fue conseller de Treball, dimitió como presidente del consejo nacional de UDC; Dolors Llorens dimitió como directora general de Cooperatives, cargo al que había accedido sustituyendo a Bernat López-Pinto, que también cesó al descubrirse que una empresa de su esposa, María Josefa Lasa, había percibido cincuenta y dos millones de pesetas en fondos de formación. Llorens había sido la subdirectora de Lluís Gavaldà, el director general de ocupación que en marzo de 1999 se convirtió en la primera víctima política del caso al descubrirse que había sido socio de Fidel Pallerols en una empresa de importación de maderas domiciliada en Brasil[15]. Lluís Gavaldà es hermano de Vicenç Gavaldà, que en otro tiempo había sido uno de los hombres de confianza de Duran.


  Lluís Gavaldà llegó a la Generalitat en 1993 y desde el cargo de director general de Ocupació ejerció el control político del reparto de los fondos de formación, que anualmente sumaban cuarenta mil millones de pesetas. Gavaldà era también secretario de la Fundació Empresa Catalunya, Europa i América (Fecea), entidad patrocinadora de los viajes al extranjero de Duran y una de las empresas que también recibía cuantiosas cantidades para formación.


  En mayo de 2000, un año después de la dimisión de Gavaldà y ante las numerosas informaciones sobre las irregularidades del caso, Farreres, que ya había dejado el gobierno de la Generalitat tras las elecciones autonómicas de 1999, hizo amago de dimitir de sus cargos de UDC, pero recibió el apoyo unánime del consejo nacional a pesar de que su cese había sido propuesto por un comité de expertos «independiente» nombrado por el comité de gobierno. Pero en noviembre de 2000, Farreres hizo efectiva su dimisión.


  Antes de abandonar Treball, Farreres había visto cómo se desmembraba el departamento. Dos de sus más directos colaboradores, Josep Maria Servitje y Rafael Ortiz, dejaron sus responsabilidades gubernamentales, el primero para ocupar un puesto de agregado laboral en el servicio diplomático y el segundo para fichar para una conocida firma de abogados de Barcelona, siempre dispuesta a incorporar altos cargos de la administración.


  Las dimisiones, ceses o abandonos no se produjeron sólo en la Generalitat. La depuración interna en UCD se cobró las cabezas de antiguos dirigentes muy cercanos a Duran, como los ya citados Vicenç Gavaldà y Pérez-Moreno; pero también fueron expedientados Jordi Petit, que durante un largo periodo de tiempo ocupó la secretaría general de UCD, y Juan Martín Toribio, que tuvo diversos cargos intermedios en Treball. Otro expedientado fue Josep C. Vergés, el hijo del editor de Destino, quien denunció en diferentes artículos y en un libro la «corrupción» de Duran.


  Asimismo, en el caso se vieron involucrados diversos dirigentes intermedios de UDC, todos ellos vinculados a Josep Sánchez Llibre, una de las personas de mayor confianza de Duran en el partido. Aunque Duran y su equipo siempre negaron su participación en las irregularidades denunciadas judicialmente, a mediados de 2004 un informe de la Guardia Civil aseguraba que Josep Sánchez Llibre estaba implicado. La mecánica, según la unidad de policía judicial de la Guardia civil, era la siguiente: Pallerols pactaba con dirigentes de UDC y gestionaba con responsables de Treball de la Generalitat las subvenciones que recibirían las empresas. La gestión de tales cobros por parte de UDC, según el informe, «presuntamente fue responsabilidad de Vicenç Gavaldà y Josep Sánchez Llibre a lo largo del periodo investigado»[16], entre 1996 y 1999. Así, el dinero que remitía Pallerols a las cuentas vinculadas a Unió servía para financiar mobiliario, material informático e incluso nóminas de personas que trabajaban para el partido.


  Además de engrosar las arcas de UDC, las aportaciones de Pallerols, que intentó erigirse como uno de los empresarios más dinámicos e incluso promovió una asociación empresarial en Andorra que contó con la presencia en diversos actos de dirigentes de UDC como Duran o Farreres, también beneficiaban de forma particular a algunos de los perceptores.


  Según el informe de la Guardia Civil, la implicación de Sánchez Llibre se podía determinar por el cambio en la forma de operar el cobro: el encargado de cobrar de Pallerols entre 1996 y 1998 fue Vicenç Galvaldà, mientras que Sánchez Llibre lo fue entre 1998 y 1999. Mientras que Gavaldà estuvo al frente del negocio, Pallerols pagaba material, nóminas y entregas de dinero en efectivo. Desde que Sánchez Llibre se hizo cargo, siempre según el informe de la Guardia Civil, «los pagos pasan a materializarse prioritariamente a través de facturaciones ficticias de personas que realmente desarrollan su actividad para el partido UDC»[17].


  La documentación sobre la que la Guardia Civil fundamentaba esta acusación consistía en extractos de comunicaciones telefónicas y anotaciones manuscritas en la agenda personal de Fidel Pallerols, en especial una de los días 3, 4 y 5 de septiembre de 1998, donde literalmente se observa: «Josep Sánchez Llibre - 80 M per Barcelona»[18].


  El círculo se amplía a amigos y colaboradores de Sánchez Llibre en Unió. Su mano derecha, Santiago Vallvé, también aparece relacionado con los cobros de Pallerols. En 1998 Fidel Pallerols entregaba mensualmente quinientas mil pesetas a Vallvé, quien en una carta dirigida a Sánchez Llibre decía: «En cuanto a la relación económica, actualmente las liquidaciones se efectúan en efectivo y sin ninguna disfunción cada principio de mes de acuerdo con lo que tú me pediste. No ha sido fácil dado lo que supone el tránsito de dinero desde Andorra hacia España»[19]. En total, según la Guardia Civil, Pallerols había pagado 721.000 euros (ciento veinte millones de pesetas) en comisiones a Unió Democràtica; así consta en el sumario judicial.


  La investigación también constata que el teléfono móvil al que frecuentemente llamaba Pallerols correspondía entonces a Sánchez Llibre, aunque diferentes gerentes de la UDC aseguraron ante la juez instructora que desconocían a quien pertenecía dicho número.


  El informe de la Guardia Civil también relaciona con la trama a otros destacados dirigentes actuales o antiguos de UDC: se trata de Lluís Gavaldà, Dolors Llorens, Juan Martín Toribio y Enric Millo (el último abandonó UDC para pasarse al PP en las últimas elecciones generales de 2004).


  Aunque Duran siempre ha asegurado que él no tiene nada que ver con la trama, el líder de UDC se presentó en la Fiscalía General del Estado para quejarse. Junto al entonces diputado Manel Silva, Duran se entrevistó con el fiscal general, Jesús Cardenal, y expresó sus protestas contra el fiscal del caso, Fernando Rodríguez Rey[20], quien había señalado en un escrito que Duran Lleida había tratado de intimidar a una testigo presentando una querella contra ella por el contenido de su declaración ante la juez instructora. Según dicha declaración, Susanna Díaz, que había sido presidenta de UDC en Barcelona, aseguró que Duran dijo en una ocasión: «Lo que cobras de Pallerols es para que trabajes para mí». La queja de Duran al fiscal general provocó que se abriera un expediente informativo al fiscal del caso, Fernando Rodríguez Rey, y al fiscal jefe de Cataluña, José María Mena. Al final, el expediente se archivó, al igual que la querella de Duran contra la ex dirigente local de UDC.


  El caso Turisme


  El partido de Duran no sólo ha tenido que lidiar con el escándalo de las subvenciones de Treball a Pallerols. En el Consorci de Promoció Turística, dependiente del Departament de Comerç, Consum i Turisme, se detectaron diversas irregularidades que llevaron al juez instructor a procesar a dieciséis personas, entre ellas tres altos cargos de la Generalitat vinculados a UDC que desviaron dinero en beneficio de amigos y militantes de Unió. Estos hechos tuvieron lugar entre 1992 y 1995.


  El juez instructor llegó a la conclusión de que tres ex directores generales de la Generalitat, Joan Cogul, Josep Cerveró y Alexandre Betoret, junto a los otros trece imputados —en su mayoría administradores de las empresas beneficiadas—, podían haber cometido los delitos de malversación de caudales públicos y falsedad documental.


  Uno de los principales inculpados era Joan Cogul, que a finales de 2003 se suicidó en Filipinas, donde vivía trabajando para una importante cadena hotelera desde que se descubrió su implicación. Cogul había gestionado la dirección general de Promoció Turística entre enero de 1992 y diciembre de 1995. Según la investigación judicial, de la gestión irregular de Cogul en Turisme salieron beneficiadas empresas vinculadas a él mismo o su entorno familiar. Los otros personajes de la trama son los siguientes:


  Josep Cerveró fue director general de Turisme entre diciembre de 1991 y junio de 1996. Fue implicado en la trama a partir de las declaraciones de Cogul, quien era su inferior jerárquico, y de funcionarios del departamento.


  Alexandre Betoret fue director general de Turisme entre marzo de 1988 y diciembre de 1991. Después de abandonar el cargo, fue contratado para realizar un proyecto sin concurrencia de ofertas y, además, sin justificación del importe.


  Santiago Vallvé fue expulsado de UDC a raíz del escándalo. Además, Vallvé estaba implicado en el caso Treball, como ya se ha relatado, al cobrar mensualmente del empresario andorrano Fidel Pallerols. Vallvé estaba relacionado con las empresas Global Business, Socesca, Passenger y New Global, todas ellas beneficiadas con contratos fraudulentos incluidos en el caso Turisme.


  Víctor Manuel Lorenzo Acuña fue cuñado de Josep Sánchez Llibre y estaba relacionado con las empresas Gestumer, Socesca, Passenger y Global Business, así como con Fecea, la fundación que gestionaba los viajes empresariales de Duran Lleida al extranjero, de la que era director.


  Eugenio Guijarro dirigió Gestumer y también estuvo relacionado con Socesca y Passenger como socio de Lorenzo Acuña.


  José María Rovira Caballero administró Recerca & Desenvolupament, sociedad que en 1994 facturó a Turisme un supuesto estudio de medio ambiente por el que cobró la cantidad de tres millones de pesetas. Los peritos acreditaron que el informe era parcialmente plagiado.


  Francisco Rojas Puig reconoció ante el juez instructor que había sido el administrador de Global Business junto a Santiago Vallvé.


  Jorge Bataro fue administrador de Gestumer entre 1993 y 1996, aunque actuó como un administrador nominal, ya que quien dirigía la empresa era Víctor Manuel Lorenzo.


  José María Gené, facturó a Turisme por servicios presuntamente no realizados a partir de la empresa Gesa Serveis Turístics, relacionados con viajes de familiarización.


  José Ramón Ferrer aparecía vinculado a la sociedad Sun Bing 2000, que facturó estudios contratados por adjudicación directa.


  Jaume Amenós percibía una cantidad mensual sin que existiera relación laboral ni servicios que la justificaran.


  Antoni Fortuny dirigía la sociedad Assessorament i Consulting CGI, que en 1994 incrementó notablemente su facturación al Consorci de Promoció Turística.


  Montserrat Alsina y Antoni Roig estaban relacionados con las sociedades Bewertour y Stone Up Assessorament.


  Carmen Fargas, esposa de Cogul, estuvo relacionada con Assessorament i Consulting CGI y Bewertour. Fargas, que encontró a su marido muerto en su domicilio en Filipinas, no dudo en llevar la urna con las cenizas de Cogul al juez de Barcelona para demostrar su defunción ante las dudas del magistrado. A pesar de la incredulidad del juez, la Interpol certificó el suicidio de Cogul.


  Otros escándalos relacionados con el Consorci de Promoció Turística de Cataluña, denunciados por ICV en 1999 por primera vez, se refieren a la puesta en marcha de la Maison de la Catalogne en pleno centro de París —que resultó un absoluto fracaso y que provocó el cierre del restaurante de esa «embajada»— y a las subvenciones a empresas turísticas de dirigentes locales de CiU, hecho que originó las denuncias de la oposición. Como anécdota, puede añadirse que una cuñada de Duran formaba parte de la dirección del Consorci de Promoció Turística.


  UDC, el pequeño partido de Convergència i Unió, se ha encontrado los últimos años con dos investigaciones judiciales relativas a sus cuentas. Por una lado, el caso Treball: a través de las subvenciones del Departament de Treball de la Generalitat a empresas de formación de empleo de trabajadores, se financiaban las actividades empresariales de dirigentes locales o comarcales de Unió, aunque también, en menor medida, de Convergència. Pero el grueso del dinero para cursos que nunca se realizaban iba a parar en muchas ocasiones a Fidel Pallerols, que desde su sede en Andorra la Vella controlaba tres sociedades, Andsa, Ceifsa y Teosa. Parte de lo que recibía Pallerols, que según cuentan diversos funcionarios, durante una época se paseaba por el Departament de Treball como si fuera su casa, lo retornaba a UDC; primero a través del pago de material para los locales del partido, pero también en dinero en efectivo. Algunos dirigentes de UDC mantienen que estas «manzanas podridas» actuaban por su cuenta y riesgo, y que Unió nunca ingresó en sus cuentas el dinero procedente de Pallerols o de otras entidades vinculadas al partido democristiano, como Vedea. En algunos momentos del inicio de la investigación judicial incluso era frecuente oír expresiones como «mirad el aumento patrimonial» de los ex dirigentes expulsados como Vicenç Gavaldà.


  Pero la instrucción judicial empezó a dar un vuelco cuando la jueza instructora, haciendo caso de los informes de la policía judicial, decidió que las irregularidades en las subvenciones de Treball podían ser la fuente de una financiación irregular de Unió Democràtica.


  Tanto en la causa sumarial del caso Treball como en la del caso Turisme aparecen una serie de personajes vinculados a UDC y más concretamente a Sánchez Llibre. Es el caso de Víctor Manuel Lorenzo, su ex cuñado, y Santiago Vallvé, a quien Pallerols grabó en vídeo cuando le entregaba un sobre con quinientas mil pesetas; después, en un momento de acorralamiento mediático y judicial, el empresario filtró los fotogramas.


  En el caso Turisme, lo que se iniciaría como una pequeña financiación de las actividades de UDC terminó por enriquecer a algunos de los personajes de la trama. En realidad, se trataba de dos investigaciones sobre un mismo delito, y siempre con un eje central, Josep Sánchez Llibre.


  Josep Sánchez Llibre, ¿el hombre de los maletines?


  Josep Sánchez Llibre milita en UDC desde 1985. Antes había formado parte de la UCD en Cataluña. Nacido en Vilassar de Mar, separado y padre de dos hijos, se licenció en Ciencias Empresariales y obtuvo un máster en dirección de empresas por la prestigiosa escuela de negocios Esade. Su carrera en Unió Democràtica fue fulgurante: sólo unos meses después de haberse afiliado ya era consejero nacional y posteriormente asumía la presidencia de la comisión de organización y estructura. Desde 1987 —sólo dos años después de haberse afiliado—, ya era miembro del comité de gobierno y pasó a ocupar la secretaría de organización e imagen, cargo que ejerció hasta 1998, cuando asumió la poderosa secretaría de organización en sustitución de Vicenç Gavaldà; desde 2001 es el responsable de política económica.


  Sánchez Llibre fue diputado al Parlament entre 1988 y 1992, tarea que durante esa legislatura compaginó con la de senador autonómico. Desde 1993 es diputado al Congreso. La asunción de los trabajos de organización en UDC por su parte, en 1987, coincidió con el retorno de Duran Lleida a la presidencia del comité de gobierno. Entonces Sánchez Llibre pasó a formar parte del núcleo duro del partido democristiano. Las decisiones importantes las tomaba este grupo, formado, aparte de Duran y Sánchez, por Jordi Casas, Eugeni Pérez-Moreno y Vicenç Gavaldà. A partir de entonces, los dirigentes históricos quedaron apartados de las grandes decisiones estratégicas y se creó una estructura destinada, primero, a consolidar el liderazgo interno de Duran; en segundo lugar, a hacer visible que UDC no era lo mismo que CDC; y en tercer lugar a buscar la aparición de Duran como el líder capaz de sustituir a Pujol al frente de la coalición y del gobierno. Los dos primeros objetivos se cumplieron, pero el tercer aspecto se rompió a última hora por los problemas judiciales de Unió. Artur Mas venció en el sprint final a Duran, a pesar de que el dirigente democristiano había aprovechado una conferencia en la Universitat de Barcelona para mostrar en público sus aspiraciones (aunque no era ningún secreto que llevaba años preparándose para relevar a Pujol). Fuentes conocedoras de los entresijos de la coalición aseguraban por aquella época que los asesores de Mas tenían en su poder los datos definitivos sobre la implicación de Duran en la financiación irregular de UDC, pero que sólo los utilizarían en el caso de que Pujol se decidiera por Duran en lugar de por Mas. Nunca se supo si era verdad.
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  Una masía llamada Cataluña


  
    Après moi, le déluge.


    (Después de mi, el diluvio)

  


  LUIS XV DE FRANCIA


  Las elecciones generales de 1996 dieron la victoria al PP, aunque necesitaba a algún socio para formar gobierno; de este modo, se volvía a una situación similar a la de junio de 1993. Los poderes fácticos, sobre todo los empresariales, pusieron en marcha sus contactos e intentaron convencer a Pujol de que su participación en la gobernabilidad era imprescindible. La historia se repetía. Pero al viejo presidente catalán todavía le resonaban en las orejas las críticas furibundas de los populares, a su política durante la última legislatura y su apoyo al PSOE de Felipe González. En Cataluña dos políticos se habían significado en el acoso al nacionalismo convergente gobernante: Aleix Vidal-Cuadras y Josep Curto. Además, a Pujol todavía le silbaban en las orejas los cánticos que en la noche electoral se oyeron bajo el balcón de la sede del PP en la madrileña calle Génova: «¡Pujol, enano, habla en castellano!», coreaban las masas de militantes. Pero CiU y Pujol eran necesarios, por lo que Aznar hizo todo lo posible por agradar al veterano político nacionalista. Incluso concedió una entrevista en TV3 donde llegó a afirmar que hablaba catalán en la intimidad.


  Pero la gobernabilidad es la gobernabilidad y poder colocar a unos cuantos amigos en lugares de poder todavía es más importante. Tras unas semanas de negociaciones en Barcelona y Madrid, con episodios de vodevil como el intento de despistar a los medios de comunicación que seguían a las comitivas por el centro de Barcelona, al final se cerró el pacto con una cena en el salón Mallorca del Hotel Majestic de Barcelona, lugar emblemático para CiU, ya que es donde celebra las noches electorales.


  EN BRAZOS DEL PP


  Era una noche primaveral de 28 de abril de 1996. Fue una cena con esposas incluidas. Aznar, que llegó tarde a la cita por una avería del avión de línea regular en el que viajaba la delegación del PP a Barcelona, iba acompañado de sus dos fieles escuderos, los vicesecretarios Rodrigo Rato y Mariano Rajoy, que habían sido los negociadores principales con los nacionalistas. La delegación de CiU fue más numerosa: con Pujol estaban Josep Antoni Duran Lleida, Macià Alavedra, Joaquim Molins (el candidato que se pasó la campaña de las elecciones generales prometiendo que CiU pararía al PP) y Josep Sánchez Llibre. Las esposas de los políticos intervinieron activamente durante la conversación, sobre todo Ana Botella, vestida de azul claro y muy sonriente. Como se puede contemplar en la fotografía de aquella cena, el actual líder de CiU, Artur Mas, no estaba en ella. Todavía no formaba parte del núcleo de poder convergente. Más adelante sustituiría en todo a Macià Alavedra, el hombre al que Pujol confiaba las negociaciones más difíciles en aquella época.


  El Hotel Majestic preparó un menú para que los catorce comensales eligieran a su gusto. El chef dio a escoger entre cuatro primeros platos y cuatro segundos, además de los postres. Así, la carta, de aires muy catalanes, incluía como primer plato alcachofas con gambas y almejas, langosta roja con patatas confitadas al azafrán, espárragos con trufas y raviolis de pasta fresca con relleno de espinacas y pinzas de bogavante; de segundo, los dirigentes del PP y de CiU pudieron elegir entre lubina al horno, pato mudo del Penedès, chupchup de rape con guisantes y filete de ternera lechal con puré de patatas. Y para los postres, Pujol, Aznar y sus acompañantes debieron decidirse entre crema catalana, fresitas con moscatel, pastel de la casa o helado de vainilla. Todo el ágape fue regado con vinos catalanes. Después de los postres, durante la sobremesa, hubo cafés y licores al gusto.


  Los principales comensales, Aznar y Pujol, destacaron que la cena había servido para conocerse mejor en un ambiente distendido. A la salida Pujol, Aznar y Duran, con sus respectivas esposas, posaron para una «foto de familia».


  Prisionero de los pactos


  Básicamente, el PP se comprometió a mejorar el sistema de financiación autonómica que había sido pactado en la anterior legislatura con los socialistas y que tantas críticas había generado en el seno del PP; también se comprometió a permitir que los Mossos d'Esquadra asumieran el control de tráfico y se convirtieran en una policía integral acortando el tiempo de despliegue efectivo y agilizar el traspaso de unas cuantas competencias paralizadas durante los últimos años. Aznar actuó con rapidez y al cabo de dos años había cumplido los compromisos adquiridos en el pacto del Majestic. Pero Pujol estaba esposado de pies y manos. La situación en el Parlament, donde sólo tenía mayoría relativa desde noviembre de 1995, lo dejaba en manos del PP. Tuvo que seguir apoyando a Aznar y, además, defender la política económica, con la cual siempre estuvo de acuerdo, por lo que nunca hubo el más mínimo roce en ese ámbito. Aquella dependencia del PP se haría más completa tras las elecciones generales de 2000, cuando los populares obtuvieron la mayoría absoluta.


  Cuando llegaron las elecciones autonómicas de 1999, Pujol decidió que era la última vez que se presentaba. Ante él tenía a un nuevo candidato socialista, su eterno adversario. Pasqual Maragall, que recibió más de un millón de votos, pero Pujol consiguió obtener más diputados. Entre los cincuenta y seis escaños de CiU y los doce del PP había mayoría absoluta, por lo que CiU apoyaba al PP en el Congreso y recíprocamente el PP apoyaba a CiU en el Parlament catalán. Durante esa legislatura se estrecharon los lazos de los tres partidos de izquierda, que coincidieron en numerosas votaciones y en las valoraciones de la política del gobierno catalán, así como también fue estrecha la colaboración entre los nacionalistas catalanes de CiU y los populares.


  UN EJÉRCITO DE ASESORES


  En una Generalitat gobernada durante veintitrés años por la misma coalición se generaron numerosas inercias, una de las cuales consistía en nombrar ex altos cargos como asesores de su sustituto. Así, el poder convergente les garantizaba un sueldo y, en mayor medida, se aseguraba su lealtad. En casi veintitrés años, a pesar de las preguntas de los grupos de la oposición, el gobierno nunca hizo públicos los nombres de los asesores. Hizo falta el trabajo paciente de un diputado de ERC, Joan Ridao, para sacar a la luz los nombres de quienes estaban en nómina de la Generalitat: fue él quien hizo pública la larga lista de los asesores del gobierno de CiU, donde se podían encontrar desde ex consellers hasta artistas o escritores, y todos ellos cobraban un buen sueldo de la Generalitat.


  Así se descubrió que la Generalitat pagaba 1.580 millones de pesetas anuales en sueldos a 202 «asesores», muchos de ellos vinculados a CiU. Ridao esgrimió que los conocidos como «cargos eventuales» incumplían un decreto del gobierno de 1996. Explicó que la mayoría de los departamentos sobrepasaban las siete plazas de asesor establecidas por el citado acuerdo del ejecutivo. El diputado republicano, que con su trabajo provocó el posterior cese de la responsable de la función pública por haber dejado que el representante de los ciudadanos accediese a los listados internos, consideraba que muchos asesores eran «inclasificables, porque nadie sabe a qué se dedican», y puso los ejemplos del escritor Baltasar Porcel, en Presidència, o a la cantante Núria Feliu en Cultura[1].


  En el decreto aprobado por el mismo ejecutivo de CiU se permitía que los consellers nombraran a cinco personas de «confianza» para ocupar los puestos de jefe de gabinete, prensa, protocolo, relaciones institucionales y jefatura de la secretaría del conseller. Además, se permitía el nombramiento de dos asesores «especiales», de carácter estructural, y otros dos destinados a desarrollar políticas sectoriales en un plazo fijo.


  No obstante, después de la decisión del Consell Executiu, adoptada en 1996, esos cargos eventuales pasaron de 180 en 1998 a 202 a finales de diciembre de 2000. En lugar de reducir el número de asesores destinados a los diferentes departamentos, la Generalitat lo amplió.


  Un jefe agradecido


  Entre los «asesores» de los consellers figuraban diferentes ex titulares de departamentos, así como ex altos cargos que eran retribuidos con sueldos elevados, la mayoría de veces con el mismo salario que tenían cuando ejercían sus funciones. Según la documentación facilitada por ERC, mientras que el presidente del Gobierno —en aquella época José María Aznar— cobraba, a mediados del año 2001, 13.059.696 de pesetas brutos anuales y el presidente Pujol ingresaba 14.942.850, personas como el delegado del gobierno de la Generalitat en Madrid, Josep Gomis, tenía una nómina de 16.917.556 pesetas.


  Otras personas con retribuciones muy elevadas eran la secretaria personal de Pujol, Carmen Alcoriza (13.452.740), o el ex delegado de Hacienda en Cataluña Antonio Monill (13.436.854). Asimismo eran remarcables los casos del ex conseller d'Ensenyament (1996-1999) Xavier Hernández (12.563.868); el ex director general de Relacions Laborals de Treball José Antonio Gómez Cid (12.422.520); el escritor Baltasar Porcel (12.393.634) y el ex conseller de Sanitat (1980-1988) i Ensenyament (1988-1992) Josep Laporte (11.626.834).


  Otro caso era el del portavoz de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona, Joan Puigdollers, que figuraba como asesor en Sanitat con un sueldo de 10.482.738, mientras que la cantante Núria Feliu, responsable del programa de renovación y coordinación de actividades culturales populares, percibía 6.156.500 pesetas brutas anuales, «cuando ni pisa el Departament de Cultura», aseguró Ridao[2].


  Presidència era el departamento de la Generalitat con el mayor número de asesores, ya que contaba con treinta y ocho contratados «eventuales». Lo seguía Cultura con veintinueve y después Justícia y Sanitat con catorce cada uno. Economia tenía trece asesores y cuatro departamentos tenían diez: Agricultura, Ensenyament, Política Territorial y Universitats. Ligeramente por encima del tope de siete estaba Treball, que tenía ocho, mientras que Medi Ambient contaba con siete asesores, justos. Sólo Indústria quedaba por debajo de la cifra establecida en el acuerdo del gobierno catalán, ya que sólo tenía cuatro.


  Entre los 202 asesores enumerados por el diputado de Esquerra había personas que habían estado vinculadas a la administración autonómica o a uno de los dos partidos: CDC y UDC. A continuación se ofrece una lista resumida:


  En Presidència, el escritor Baltasar Porcel asesoraba sobre cooperación exterior; Josep Gomis era el delegado de gobierno en Madrid; Josep Camps, dirigente de CDC del Baix Llobregat, asesoraba sobre sistemas de información al ciudadano; el ex director general Josep M. Violant era asesor personal del president.


  En Sanitat destacaba la presencia del ex conseller Laporte y la del portavoz municipal de CiU en el Ayuntamiento de Barcelona, Joan Puigdollers.


  En Treball, dos ex directores generales, José Antonio Gómez Cid y Joaquim Ferrer Mallol, se mantenían como asesores del conseller.


  En Ensayament, el ex diputado de UDC Jaume Jané era asesor del conseller.


  En Economia, Francesc Homs, conseller desde enero de 2001, había compatibilizado con anterioridad la asesoría al titular del departamento, Artur Mas, con la presidencia del grupo Areas.


  En Indústria, el ex director general de Protecció Civil, Enric Prior, asesoraba sobre el sistema eléctrico.


  En Interior, el ex director general de Prevenció d'Incendis, Alfons Ortí, era el director de las llamadas de urgencia.


  En Governació, UDC tenía colocados como asesores al ex conseller Xavier Hernández y a otros tres dirigentes democristianos: Llibert Cuatrecasas, Ferran Pont y Empar Serrano.


  En Política Territorial, el ex jefe de gabinete Lluís Inglada figuraba como asesor.


  En Universitats, el dirigente de CDC Miquel Reniu asesoraba al conseller en materia del catalán.


  En Agricultura, el ex conseller Josep Roig (que había ocupado el cargo durante la presidencia de Tarradellas) y el ex director general Jordi Peix eran asesores del mismo departamento en el que habían tenido responsabilidades en el pasado.


  En Justícia, los asesores eran la ex directora general Teresa Perelló y el entonces concejal de Barcelona Josep Gascón, posteriormente implicado en el caso Pallerols.


  En Madi Ambient, el ex responsable de política municipal de CDC Jordi Rodó asesoraba al conseller Felip Puig en cuestiones relacionadas con la reducción de la contaminación.


  Finalmente, en Cultura, entre los 29 asesores se encontraban la cantante Núria Feliu y el ex responsable de Seguretat Ciutadana Antoni Cruells.


  EL PODER DE LOS «NIÑOS». EL PARTIDO Y LA ADMINISTRACIÓN


  Dos de los siete hijos de Jordi Pujol se han implicado claramente en la vida política. Aunque sea Oriol el que haga carrera (es diputado autonómico desde noviembre de 2003), su hermano mayor, Jordi, ha intervenido en el interior de CDC para conseguir sus objetivos. Así, Jordi Pujol Ferrusola participó activamente en la caída de Miquel Roca, pero también representó un papel importante en el ascenso de Artur Mas, al que conoció en Tipel, la empresa de la familia Prenafeta, en la que ambos trabajaban.


  Aunque después de las elecciones autonómicas de 1999 estaba claro que aquéllas habían sido las últimas de Pujol, no había nada decidido sobre su sucesor. El líder de UDC, Josep Antoni Duran Lleida, jugó sus bazas hasta el último momento y, con la esperanza de que Pujol lo designara, accedió a entrar a formar parte del gobierno de la Generalitat, donde asumió un departamento de marcado cariz político.


  Pero Artur Mas estaba trabajando desde hacía años. Al menos así lo refiere Francesc-Marc Álvaro en su libro Ara sí que toca!, en el que realiza un retrato del pospujolismo.


  Jordi, Oriol y sus chicos


  Jordi Pujol Ferrusola es uno de los fundadores de Convergència Democràtica de Catalunya, como lo son muchos otros miembros de su familia; en una lista que se encuentra en la página web de CDC, se pueden encontrar los nombres de Marta y Josep Ferrusola Lladós, Jordi Pujol Soley, Jordi Pujol Ferrusola, Maria Soley Mas (la madre de Jordi Pujol), Antoni y Miquela Subirà Claus (primos políticos del president) y Joaquim Pujol i Figa (primo hermano de Jordi Pujol). A diferencia de muchos de los jóvenes que actualmente pretenden conseguir poder político, Jordi Pujol Ferrusola —quien también fue fundador de las JCDC, el antecedente de la Juventud Nacionalista de Catalunya (JNC)—, nunca se ha implicado en funciones organizativas más allá de buscar la defenestración de Miquel Roca y aupar a Artur Mas. No obstante, hubo un momento en que pareció que deseaba jugar un mayor activismo en la organización, pero quedó diluido por el ascenso fulgurante de su hermano Oriol dentro de las estructuras de Convergència.


  Los colegas de las andanzas juveniles de Jordi Pujol Ferrusola son Joan Oliveras Bagués (de la joyería Bagués), Xavier Capel, Ramon Forn, Pere Miró y Felip Puig (con este último, Jordi Pujol hijo coincidió en el Colegio Costa i Llobera). En 1975 los jóvenes Pujol, Forn y Puig hicieron el típico viaje de juventud en tren por Europa. Felip Puig ha sido conseller de la Generalitat, secretario de organización de CDC y es el portavoz parlamentario de CiU desde diciembre de 2003, además de ocupar una importante vicesecretaría en Convergència tras el congreso de julio de 2004. A diferencia del resto de consellers, Felip Puig mantiene una relación personal con el matrimonio Pujol-Ferrusola; las dos parejas incluso suelen ir juntas al teatro.


  A pesar de haber fundado las JCDC, Jordi Pujol Ferrusola no fue elegido para el cargo de coordinador de aquel embrión de organización juvenil, los delegados confiaron en Joan Oliveras, lo que provocó que el joven se distanciara momentáneamente de la política. Tras la decepción, Jordi Pujol Ferrusola se vinculó a un grupo cuyo guía espiritual era el cura Josep Maria Ballarín. Gracias a esta estructura, conocida posteriormente como Grup d'Estudis Nacionalistes (GEN), Jordi Pujol Ferrusola maniobró en contra de Miquel Roca y consiguió eliminar de la dirección de CDC a los roquistas, al presentarlos como elementos antipartido.


  Uno de los jóvenes que coincidió con Jordi Pujol Ferrusola en el GEN explica que «tenía la sensación que se hacía un intento de control mental, al estilo del que hacía el Opus Dei; debíamos decir lo que leíamos. Todos éramos hijos de. Era una sensación de ser los elegidos, de catacumba, de gran misión. Todo el mundo estaba contra nosotros y los malos eran todos los que estaban fuera del círculo. Aquí es donde conozco a Jordi Pujol Ferrusola, que tiene tics autoritarios, quiere mandar mucho y sabe cómo salvar a la patria. El Nen era sumamente primario en los juicios que emitía»[3].


  Personas que conocen bien a Jordi Pujol Ferrusola aseguran que ha querido mandar en el partido, pero sin dar la cara, con la excusa de que si aparecía en primer plano quemaría a su padre. Esta forma de proceder ha servido para que el hijo mayor de Jordi Pujol haya generado numerosas leyendas a su alrededor.


  Otro de los amigos, y socio, de Jordi Pujol Ferrusola es Josep Maldonado, que se ocupó del deporte catalán en el último año del mandato de CiU en la Generalitat y fue elegido diputado en el Congreso en marzo de 2004. Maldonado ha ocupado diversos cargos institucionales desde que en 1979 fue elegido concejal de El Vendrell (Tarragaona). Maldonado es un enamorado de África, continente al que acude con asiduidad. Pero nunca ha viajado con Jordi, sino que lo ha hecho con Oriol Pujol Ferrusola, con quien visitó Gabón, según cuenta Álvaro.


  Oriol Pujol Ferrusola también se vinculó al GEN, aquel intento de reformular el CC de los años cincuenta con Raimon Galí como mentor de jóvenes, pero desde una distancia prudencial, ya que mosén Ballarín es de la plena confianza de Galí, el ideólogo del CC de Jordi Pujol. Otro mentor de Oriol Pujol Ferrusola y del grupo que lo acompañó en su viaje por la administración autonómica —y ahora en el partido—, fue Ramon Juncosa, uno de los ideólogos de CDC durante largos años y también participante de las reuniones del GEN en Queralbs. En este grupo, del que forman parte jóvenes que han ocupado cargos institucionales en la Generalitat, sobre todo en la última legislatura de CiU, están principalmente, David Madí Cendrós, Antoni Vives, Francesc Homs, Joaquim Forn, Marc Puig, Cèsar Grijalbo, Carles Llorens, Xavier Martorell, Brauli Duart, Jordi Martí, Germà Gordo, David Coloma, Daniel Panyella, Jordi Cabré y Àlex Bas[4]. A pesar de todo, los más cercanos a los hermanos Pujol Ferrusola son David Madí, nieto de Joan B. Cendrós, que fue miembro del consejo de administración de Banca Catalana; y Antoni Vives, que desde posiciones independentistas del Moviment de Defensa de la Terra (organización identificada políticamente con Terra Lliure), pasó por Acció Catalana y recaló en CDC cuando el anterior partido se integró en ERC.


  Victoria en la sucesión: el nombramiento de Mas


  Tanto Jordi como Oriol apostaron claramente por Artur Mas como sucesor de Jordi Pujol. El mayor de los dos coincidió con Mas en Tipel, mientras que el segundo trabajó con Mas en la Generalitat. Era el elegido de los dos y sus deseos se hicieron realidad. Duran, a pesar de que se consideró que tenía posibilidades, quedó relegado y dimitió como conseller en enero de 2001, cuando Jordi Pujol hizo público el nombramiento de Mas como conseller en cap y sucesor suyo.


  Licenciado en Económicas, Mas inició su andadura en la administración autonómica como director general de Comerç, cargo que abandonó para pasar a engrosar las filas de Tipel, la compañía propiedad de la familia Prenafeta. En Tipel se encargó de la diversificación del negocio, pero Mas no estuvo mucho tiempo en la empresa privada; fue rescatado para que formara parte de las listas de las municipales de 1991 a continuación de Josep Maria Cullell. En el Ayuntamiento de Barcelona actuó como portavoz de Convergència i Unió y llevó el peso del grupo municipal de la coalición, ya que, tras su derrota ante Maragall, Cullell optó por la vida privada y fichó para Javier de la Rosa tras un breve periplo en Londres estudiando inglés.


  Desde el principio, Mas era bien visto en la familia Pujol Ferrusola que lo consideraba un joven tecnócrata eficiente y a la vez un nacionalista acérrimo y fiel a las esencias. Actualmente, es el jefe nominal de la oposición a Pasqual Maragall, con quien ya debatía en el Ayuntamiento de Barcelona cuando estaba en la oposición municipal y el actual presidente ocupaba la alcaldía de la ciudad. Tímido por naturaleza, Mas se sobrepone a su falta de carisma y confía ciegamente en las opiniones de sus más cercanos colaboradores.


  Encuestas con trampa


  A principios de 2003 se supo que el gobierno de Convergència i Unió había manipulado diversos estudios de opinión encargados por la misma administración. La documentación entregada al Registre Públic d'Enquestes i Estudis d'Opinió del Parlament no coincidía con los originales entregados por la compañía demoscópica.


  En enero de 2001, el gobierno remitió al Parlament un sondeo realizado por Line Staff con tablas falseadas, ya que se habían alterado ciento cincuenta registros en una muestra de ochocientas entrevistas. Todas las modificaciones beneficiaban a Mas y perjudicaban a los socialistas Pasqual Maragall y José Montilla, así como al democristiano Josep Antoni Duran Lleida, el principal competidor de Mas para la sucesión de Pujol; los tres vieron rebajadas sus valoraciones.


  En otro barómetro electoral se ocultaron las buenas notas obtenidas por Duran y por Josep Piqué. Asimismo, se inventaron las notas correspondientes a Josep Lluís Carod-Rovira, Alberto Fernández y Rafael Ribó e, incluso, dieron una nota a Joan Saura al darse cuenta de que Ribó no sería el próximo candidato de los ecosocialistas.


  Otros sondeos manipulados y recortados fueron los referentes a la política eléctrica de la Generalitat durante el conflicto de la línea de alta tensión de Les Gavarres; también se silenciaron las opiniones de los ciudadanos sobre el campo de golf de Torrebonica en Terrassa. Estas encuestas habían sido realizadas por Line Staff, empresa que trabajó para la Generalitat y CiU entre 1997 y 2002, y el Instituto Opina.


  Tras las publicaciones periodísticas de estos datos, sobre todo en El País y El Periódico, la oposición reclamó responsabilidades políticas. En un primer momento, Pujol reaccionó quitando importancia a los hechos y calificando de «tonto» a quien hubiera realizado las manipulaciones. Asimismo, aseguró que no habría dimisiones. No obstante, otros componentes de la mayoría de CiU sí que reclamaban la asunción de responsabilidades. El Partido popular, por su parte, socio de legislatura de CiU, también deseaba alguna dimisión. Todo indicaba que el máximo responsable del desaguisado era David Madí, uno de los hombres de confianza de Mas y en aquel momento todopoderoso secretario de Comunicació del gobierno, pero el entonces conseller en cap creyó que no debía entregar la cabeza de su colaborador y optó por desmontar la Direcció General d'Evaluació i Estudis, a cuyo cargo estaba Josep Camps, que fue destituido el 6 de marzo de 2003. Esta decisión cogió al líder del PSC, Pasqual Maragall, en Bruselas visitando la Comisión Europea.


  Pero la oposición, incluido el PP, no tenía bastante con la cabeza de Camps y reclamaba más dimisiones. Como el gobierno negaba que hubiera más destituciones, el Partido Popular apoyó a los tres grupos de izquierda para que el Parlament creara una comisión de investigación. Sólo hubo tres reuniones: la primera de ellas fue para elaborar el calendario de comparecientes, la segunda, con la participación de Madí, significó el final de la investigación. El estrecho colaborador de Mas llegó al Parlament el 15 de abril de 2003 después de haber presentado su dimisión irrevocable unas horas antes, a pesar de que su mentor era contrario a ella. Madí aseguró a los diputados que comparecía como un ciudadano porque acababa de dimitir con el objetivo de poner fin al «acoso político y moral» del que estaba siendo objeto por parte de la oposición y de determinados medios de comunicación. Según Madí, la campaña mediática contra su participación en el recorte y manipulación de los sondeos de la Generalitat era fruto de la intención de «tapar y erosionar» el proyecto «deslumbrante» que el catalanismo había representado para Cataluña. Negó en todo momento haber manipulado las encuestas y señaló que se trataba de errores técnicos. Mas calificó la decisión de dimitir de Madí de la siguiente manera: «Le honra personal y políticamente, y yo lo valoro mucho».


  Al día siguiente, el PSC presentó a votación las conclusiones que había elaborado unilateralmente, un hecho que provocó el enfado de ERC, PP, e ICV, que consideraron que había un pacto entre socialistas y convergentes para cerrar en falso la investigación parlamentaria. La liquidación de la comisión molestó particularmente al PP, que ya empezaba a distanciarse de CiU ante la proximidad de la convocatoria de las elecciones autonómicas. ICV, insatisfecha con las conclusiones, incluso presentó a la fiscalía la documentación de que disponía, pero el ministerio público terminó archivando la denuncia.


  Un escandaloso servicio jurídico


  Después de que con la dimisión de Madí el gobierno catalán encontrara una salida airosa al asunto de la manipulación de unas encuestas oficiales, tuvo que hacer frente a otro escándalo. El jefe de los servicios jurídicos de la Generalitat, Albert Raventós, fue denunciado por CC.OO., que le acusaba de «asedio moral» contra las responsables de las asesorías jurídicas de diversos departamentos de la administración autonómica. Concretamente, se hacía mención de las letradas de Treball (Pilar Plaza), Agricultura (Mercè Curull), Medi Ambient (Montserrat Viñas), Governació (Dolors Vergés) y Justícia (Carme Virgili)[5]. Según la denuncia del sindicato, la actuación de Raventós había provocado el cese de algunas de las interesadas o bien la baja por enfermedad.


  Según la denuncia[6], «Raventós parece que tiene una costumbre de solventar las discrepancias profesionales a través de amenazas de cese, cuando no el cese directo, una práctica que atenta contra la independencia profesional de los letrados de la Generalitat afectados».


  El gabinete jurídico de la Generalitat dependía del Departament de Governació, dirigido entonces por el democristiano Josep M. Pelegrí, quien se enfrentó a Mas por la actitud de Raventós. Mas en cambio, protegió al abogado, que había sido fichado del bufete Cuatrecasas, del cual era socio, aunque en la página web del despacho figuraba que estaba en excedencia. El mes de enero, la disputa entre Raventós y Pelegrí[7] llevó al responsable del gabinete jurídico a asegurar al conseller que presentaría su dimisión, pero dio marcha atrás cuando obtuvo el apoyo de Mas y también de Pujol, quienes confiaban en el letrado, a pesar de las protestas de muchos de los abogados de los servicios jurídicos de la administración autonómica por la forma de proceder de su jefe.


  Aparte de los enfrentamientos internos, Raventós también provocó el enfado de la oposición cuando obstaculizó una ley aprobada por el Parlament en diciembre de 2002. Dicha norma permitía la integración directa en el cuerpo de letrados de los funcionarios de carrera que tuvieran doce años de antigüedad y que trabajasen en las asesorías jurídicas de la Generalitat. El gobierno, haciendo caso a las ideas de Raventós, aprobó un reglamento en el que establecía determinadas condiciones para acceder al puesto. Al final, el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya obligó a la Generalitat a cumplir con la ley, que los consellers que eran diputados, como Pujol y Mas, habían votado favorablemente.


  Pero Raventós medía con la misma vara a sus subordinados que a él mismo, porque amparándose en esta ley del Parlament pidió su ingreso en el cuerpo de abogados de la Generalitat, cuando había negado esta posibilidad a una veintena de funcionarios que se encontraban en su misma situación.


  Otro escándalo de Raventós se produjo cuando unos «ladrones» entraron en las dependencias centrales del servicio jurídico y robaron un bolígrafo de plata y unas gafas. Raventós mandó que no se ampliara la denuncia ante los Mossos d'Esquadra. En los archivos centrales de los servicios jurídicos se almacenan numerosos documentos confidenciales, ya que desde allí se deciden y redactan todas las acciones de la Generalitat ante los tribunales de justicia. El «robo» confirmó que el edificio donde se encuentran los servicios jurídicos carecía de las mínimas medidas de seguridad. La principal hipótesis es que los «ladrones» entraron en el edificio durante las horas de oficina, mientras las dependencias permanecían abiertas y que se escondieron hasta que todo el personal se marchó. Entonces registraron los cajones y tiraron por el suelo decenas de expedientes judiciales[8].


  La última de las actuaciones de ese polémico jefe de los servicios jurídicos consistió en buscar una solución para paralizar la elección de los consejeros comarcales, según la nueva normativa aprobada por el Parlament unos meses antes. Raventós ideó la operación que llevó a Pelegrí a plantear ante la Junta Electoral Central la posible paralización de la nueva ley de los consejos comarcales. La junta respondió que los consejos comarcales debían regirse por la ley de 1987 y no por la nueva, según la consulta presentada, en la que se obviaba la entrada en vigor de la nueva normativa. Con la antigua regulación, CiU mantenía mayor poder y control sobre esta organización territorial. Diversos juristas cuestionaron la medida de Raventós[9] y la calificaron de «dudosa legalidad». Al final CiU perdió la batalla y los consejos comarcales se eligieron bajo la nueva fórmula aprobada por la cámara legislativa autonómica. Era una nueva muestra de la forma de hacer de Raventós, que una vez más había buscado las argucias necesarias para dejar de aplicar una ley aprobada por el Parlament, como ya había hecho con la incorporación de letrados al cuerpo jurídico de la Generalitat.


  Pero Raventós no pudo aguantar más la presión interna y externa y decidió dimitir el 27 de mayo de 2003, aunque el gobierno no lo hizo público hasta el 23 de junio, casi un mes después. Según comunicó el entonces portavoz del gobierno, Felip Puig, Raventós había renunciado por voluntad propia al entender que había finalizado su etapa como jefe de los servicios jurídicos, y volvió al bufete Cuatrecasas.


  Pero la aparente salida de Raventós no fue efectiva del todo, porque CiU lo mantuvo como miembro de la comisión jurídica asesora de la Generalitat, de la que era miembro desde 1987 como jurista de reconocido prestigio. La permanencia de Raventós en este puesto provocó las críticas de ICV. Rafael Ribó, en nombre de la formación ecosocialista, aseguró que la comisión jurídica asesora era el órgano encargado de decidir la prórroga de la concesión de los servicios de inspección de vehículos a las empresas ECA-ITV e ITEUVE Technology, ambas integradas en el holding Applus+, controlado por Aigües de Barcelona (Agbar), que posee la mitad de la empresas concesionarias de ITV en España. Según Ribó, Raventós asesoró a Agbar desde el despacho Cuatrecasas, y diseño la compleja operación mercantil de adquisición de dos de las tres concesionarias de ITV en Cataluña a través de una red de sociedades interpuestas[10]. Estas empresas controlan el 80 por ciento de las estaciones de ITV en Cataluña. Raventós también representó jurídicamente a Agbar ante la Generalitat para que se autorizaran los contratos de concesión en los años 1998 y 1999. Aunque las concesiones finalizaban en el año 2006, el gobierno de CiU, en una de sus últimas decisiones, decidió la prórroga hasta 2014. El gobierno tripartito de izquierdas anularía esta polémica decisión.


  Raventós inició su andadura en la Generalitat en 1993, cuando fue nombrado subdirector general de asuntos contenciosos, pero fue cesado en 1995. Aunque entonces también se adujo que la dimisión era por voluntad propia, el cese se produjo por posibles incompatibilidades, ya que mantenía las relaciones con su bufete de abogados. Raventós es socio desde 1983 de Cuatrecasas, una firma que trabaja muy a menudo para la Generalitat. Su vuelta a la Generalitat no se produjo hasta mayo de 2001, cuando fue nombrado director del gabinete jurídico, un órgano de especial importancia, porque se encarga de abordar todos los pleitos de la administración autonómica con particulares o con otras administraciones. A pesar de que Raventós trabajaba en la Generalitat, aparecía en la Guía Judicial del Colegio de Abogados de Barcelona como abogado en ejercicio y su dirección era la del despacho Cuatrecasas, aunque en la página web aparecía como «socio en excedencia».


  REGALO DE DESPEDIDA: LA CAÍDA DE VILARASAU


  Llevaba cuatros como director general de la Caixa de Pensions per la Vellesa i d'Estalvis de Catalunya i Balears cuando Jordi Pujol ganó las primeras elecciones al Parlament de Catalunya el 20 de marzo de 1980. Josep Vilarasau Salat (Barcelona, 1931) logró, durante los veintisiete años que pasó como hombre fuerte de La Caixa, algo que Jordi Pujol había soñado pero que no había podido conseguir: dotar a Cataluña de una entidad financiera que pudiera codearse con los grandes bancos españoles sin sentir complejo alguno.


  Pujol había emprendido su propia aventura bancaria al final de la década de 1950 cuando, junto a su padre y un grupo de inversores, compró la antigua Banca Dorca de Olot para transformarla en Banca Catalana. Pujol siempre ha creído que uno de los grandes logros del franquismo en su guerra contra Cataluña fue acabar con el capital financiero y ha defendido la necesidad de un gran banco nacional catalán. Pero su Banca Catalana se hundió en 1982 en el marco de la crisis bancaria española.


  Mientras tanto, Vilarasau construía su proyecto para La Caixa y se iba convirtiendo en uno de los grandes referentes de la burguesía barcelonesa, a pesar de que no contaba con el respaldo de una fortuna familiar o personal. Había fichado como director general de La Caixa en 1976, tras haber sido director general del Tesoro, de Política Financiera y de Campsa en algunos de los últimos gobiernos del franquismo. El presidente de la entidad, Narcís de Carreras, dejó manos libres a Vilarasau para hacer y deshacer a su antojo. De Carreras se retiró en 1980, meses después de que Pujol llegara a la presidencia de la Generalitat. Le sustituyó en el cargo Salvador Millet i Bel, con el que Vilarasau gozaría de la misma libertad de acción.


  La Caixa tenía en 1976 poco más de 320 oficinas y tres mil empleados. Aquel ejercicio se cerró con unos resultados de 2.655 millones de pesetas. La capacidad de influencia de la entidad era prácticamente nula, más allá de algunas compañías de servicios implantadas en Cataluña.


  En los veintisiete años que estuvo al frente de La Caixa, Vilarasau convirtió la entidad en el primer inversor institucional de España, la tercera institución financiera del país y la segunda caja de ahorros de Europa, con unos activos de más de sesenta mil millones de euros y unos recursos de clientes próximos a los doce millones de euros.


  El hombre que se creyó inmortal


  Fue, sin embargo, a partir de 1987 cuando Vilarasau empezó a construir su imperio. Logró que Millet fuera sustituido por el ya olímpico Juan Antonio Samaranch, un presidente a su medida. Dos años después, en 1989, La Caixa engullía la Caixa d'Estalvis i Mont de Pietat de Barcelona que operaba bajo la marca de Caixa de Barcelona. La digestión fue difícil, pero ya estaban puestas las bases de lo que iba a ser el gigante financiero catalán. Nacía La Caixa actual.


  Pujol, sin embargo, nunca reconoció a Vilarasau como el financiero nacional de Cataluña. Siempre consideró que se resistía a poner La Caixa al servicio del país. Llegó incluso a la conclusión de que el hombre fuerte de La Caixa sentía mucha más simpatía por los socialistas catalanes que por CiU; entre otras cosas, el presidente de la Caixa de Pensions que se fijó en aquel tecnócrata introducido en la burocracia opusdeísta de Madrid y que lo fichó para la entidad era el tío de Narcís Serra, quien lleva el nombre de pila, precisamente, en homenaje a su padrino.


  El gobierno ignoraba voluntariamente las posibilidades de La Caixa. Hasta el punto de que, cuando en 1990 ya era la tercera institución financiera de España, el entonces conseller d'Economia de Pujol, Macià Alavedra, vio la posibilidad de crear el gran banco que Cataluña necesitaba en la entrada de Javier de la Rosa en el Consorcio Nacional del Leasing.


  Pujol y Vilarasau fueron los hombres más poderosos de Cataluña, pero mantuvieron una relación distante, a veces gélida, aunque en algunas situaciones concretas llegaron a colaborar, como cuando La Caixa aceptó salvar lo que hoy es Port Aventura tras estallar el caso De la Rosa.


  Vilarasau tiene sólo un año menos que Pujol. Su gran error, sin embargo, fue intentar perpetuarse en su cargo de por vida. Siempre le preocupó el límite de edad que tenía el director general de La Caixa, setenta años. En 1999, con sesenta y ocho, creyó haber encontrado la fórmula perfecta: acceder a la presidencia de La Caixa nombrando a dos directores generales: su papel de árbitro le garantizaría el mantenimiento del poder.


  La Generalitat no se lo permitió. El entonces conseller d'Economia, Artur Mas, le recordó que la ley catalana de cajas sólo reconoce un director general, en este caso Isidre Fainé. Para entonces Pujol ya estaba preparando sus últimas elecciones.


  Así, el último intento de Vilarasau de perpetuarse puso de acuerdo al PP y a CiU en la decisión de forzar su marcha de la dirección de la primera caja de España. En marzo de 2002, cuando empezaba a gestarse la nueva Ley Financiera, Vilarasau hizo llegar a Rato un mensaje: la redacción de la nueva norma, que debía abordar la espinosa cuestión de las cuotas participativas de las cajas de ahorros, también podía servir para lograr que las presidencias de las entidades pudieran ser ejecutivas. Bastaba con dejar la mayoría absoluta del capital de las entidades en manos de las fundaciones.


  Vilarasau pretendía seguir gobernando de forma ejecutiva y vitalicia La Caixa desde la fundación de la entidad. Rato discutió la cuestión con el conseller en cap, Artur Mas, y, ambos acordaron justo lo contrario: incluir una cláusula en la nueva Llei Financiera que impidiera que Vilarasau fuera reelegido presidente. El 20 de marzo de 2003, Vilarasau dejó la presidencia de La Caixa y pasó a presidir su fundación, aunque con menos poderes de los que pretendía.


  Epílogo


  RETRATO DE FAMILIA


  Marta Ferrusola siempre ha trabajado para que su idea de Cataluña llegara hasta el último rincón del país y nunca ha renunciado a influir en este sentido. Fundadora de Convergència Democràtica, fue durante muchos años la responsable de la sectorial de deportes, y también participó en las actividades del partido desde su agrupación de Sarrià-Sant Gervasi, donde conoció, por ejemplo, a Lluís Prenafeta, quien sería mano derecha de su esposo durante los diez primeros años de Pujol en la Generalitat. De hecho, si Prenafeta llegó a situarse tan cerca del poder se lo debe a Marta Ferrusola, que fue quien lo recomendó. Aunque las ideas de Ferrusola causen irritación en algunos ámbitos, en otros, por el contrario, se considera que es una mujer con las ideas claras, que no se arruga, y que expresa el sentimiento de los catalanes-catalanes, los de la ceba, aquellos que creen que las esencias patrias están por encima de cualquier consideración.


  Con un marido dedicado las veinticuatro horas del día a ejercer de político, Marta ha luchado por sus hijos desde la convicción de que Pujol ha olvidado sus obligaciones familiares en beneficio del «país». Ante la austeridad de su marido presidente, Marta siempre ha defendido que sus siete hijos se ganaran la vida con comodidad, valiéndose, en muchas ocasiones, de la proximidad al poder. En la mente de la que fue primera dama catalana durante veintitrés años y medio siempre ha estado presente la idea de que si Jordi no se hubiera dedicado a la política, la situación económica de la familia hubiera sido muy distinta. Ella misma ha aprovechado la proximidad al poder desde su empresa de jardinería Hidroplant, que durante largos años ha abastecido de flores y plantas a varios departamentos de la Generalitat, así como a compañías que querían establecer buenos tratos con el gobierno autonómico; ha sido el caso sobre todo, de constructoras que recibían cuantiosos encargos de la administración como Ferrovial o Cubiertas MZOV. Antes de embarcarse en el proyecto de Hidroplant, Marta Ferrusola había fundado una floristería junto a Núria Claverol, esposa de Carles Sumarroca, no lejos de su domicilio. Posteriormente, Claverol la acompañó también a Hidroplant.


  Marta Ferrusola ha reconocido en público que ella es la encargada de ventas de Hidroplant, pero que en muchas ocasiones concierta la cita con el cliente usando el nombre de su amiga Mercè Vilà, y que los clientes se sorprenden al verla a ella en lugar de la persona que esperaban. Hidroplant, por su parte, ha hecho todo lo posible para desvincularse públicamente de la figura de Marta Ferrusola. la presencia de la esposa de Pujol en el accionariado de la compañía y en el consejo de administración ha concentrado las miradas sobre los contratos que la empresa de jardinería ha logrado de la Generalitat, así como de las empresas dependientes de la administración autonómica o de instituciones controladas por CiU.


  Así, Ferrusola es la encargada de las ventas de la empresa de jardinería, aunque siempre ha descartado en público que existan incompatibilidades de carácter ético en el hecho de que aparezca como la imagen de la compañía ante los clientes. Hidroplant, a través de Adolfo Ramiro, el director general de Agbar —el grupo dentro del que se encuentra la empresa—, admitió que la compañía había recibido adjudicaciones de la Generalitat, pero aseguró que representan un cifra «insignificante»[1]. Ramiro concretó que el importe de trabajos realizados para la Generalitat durante 1998 equivalía al 1,93 por ciento sobre la cifra total de ventas de la compañía. En 1997, los trabajos realizados por Hidroplant para la administración catalana alcanzaron un 2,46 por ciento sobre las ventas y, en 1996, fueron de un 3,11 por ciento. Los trabajos se llevaron a cabo en diferentes actuaciones en los departamentos de Governació, Economia, Medi Ambient y en la Secretaria General de Juventud. En este último caso, sin embargo, precisaron que el contrato no lo obtuvieron de la Generalitat, sino de la empresa encargada de la construcción del edificio, Núñez y Navarro. Después, la Generalitat compró el inmueble y mantuvo el contrato.


  Hidroplant, constituida en 1990, está especializada en la instalación de plantas con sistema hidropónico, un tipo de jardinería que no requiere tierra. Los accionistas mayoritarios son el grupo Agbar —una de las sociedades de servicios de la órbita de La Caixa— y el empresario vinícola Manuel Raventós. Cada uno de ellos posee un 30 por ciento del capital de la firma; la familia Pujol Ferrusola controla un 15 por ciento del capital social de la firma; la propia Marta Ferrusola posee directamente nueve de las acciones; su hijos Jordi y Marta poseen un 3 por ciento cada uno.


  A pesar de que la dirección ejecutiva de Hidroplant desvincule siempre que puede la presencia de Marta Ferrusola de sus negocios, es de destacar que la empresa ha obtenido diversos contratos que sin ser ilegales sí que muestran cómo algunos clientes buscan congraciarse con el poder. Así, en 1998, después de que la Generalitat asumiera las competencias en materia de puertos, Hidroplant obtuvo un contrato de veinticuatro millones de pesetas de los licitadores —una unión temporal de empresas constituidas por Dragados y FCC—, de una sociedad controlada en un 51 por ciento por el Puerto de Barcelona[2].


  Otro contrato polémico fue el encargo de Juame Roma a Hidroplant para el ajardinamiento de su lujosa y polémica casa, que le costó la dimisión como conseller de política Territorial en junio de 1995, cuando apenas llevaba siete meses en el cargo. Cuando Roma hizo el encargo todavía no era conseller, ya que lo realizó en 1993, cuando ocupaba un alto cargo en el Departament de Sanitat.


  A pesar de todo, el más polémico de los contratos fue el de plantar el nuevo césped del campo del Barça. Al terminar la temporada 1993-1994, bajo la presidencia de José Luis Nuñez, el F.C. Barcelona procedió a realizar obras en su estadio, que fueron adjudicadas a Ferrovial, empresa que subcontrató a Hidroplant para que colocara los paneles de césped. Hidroplant, por su parte, utilizó un costoso procedimiento hidropónico, pero el césped no enraizó lo suficiente y se levantaba al mínimo roce de cualquier jugador, lo que provocó las críticas de los profesionales, tanto del Barça como de los equipos rivales. Todo parece indicar que la colocación se hizo precipitadamente, ya que el Barça había prometido un plus de cincuenta millones de pesetas en el caso de que el equipo pudiera jugar el trofeo veraniego Joan Gamper en su propio estadio. Lo malo para Hidroplant es que Núñez hizo firmar a Ferrovial y a Hidroplant un contrato en el que se especificaba que ese dinero sería pagado después del 31 de diciembre de 1994 como garantía de que las dos empresas asumían hasta esa fecha todos los gastos de mantenimiento y reparación del conjunto de la obra. Al final se levantó el césped plantado por Hidroplant, y se sustituyó por otro tipo, más habitual en los campos de fútbol.


  Al igual que Jordi Pujol, Marta Ferrusola es muy religiosa, quizá incluso más que su marido, quien desde hace unos pocos años se ha alejado de ciertas posturas de la Iglesia católica, aunque sin perder la fe. Marta Ferrusola recibe una fuerte influencia de personajes vinculados al Opus Dei, como el psiquiatra Joan de Dou, numerario de la Obra y con excelentes relaciones con la Universidad de Navarra. Marta Ferrusola no dudó ni un instante en acudir a Roma para la canonización del fundador del Opus, Josemaría Escrivá de Balaguer, el 6 de octubre de 2002. Rodeada de ministros del PP, Ferrusola mostraba su apego por la Obra por la que Pujol no siente una especial simpatía. El ex presidente, por su parte, se muestra más cercano a los postulados de cierto clero próximo a las tesis del nacionalismo catalán, pero que en los últimos años ha perdido protagonismo en las diócesis catalanas, sobre todo desde que Ricard M. Carles pasó a ser el hombre fuerte de la Iglesia catalana y frenó las aspiraciones de formar una región eclesiástica autónoma de la española, desplazando del poder a personajes con los que Hidroplant siempre ha sintonizado, como el obispo Joan Carrera, fundador de CDC en 1974 cuando era un cura de una parroquia de L'Hospitalet.


  A pesar de mostrar ciertas simpatías por el trabajo del Opus Dei, Marta Ferrusola también mantiene fuertes lazos de amistad con otros religiosos, como el jesuita Enric Puig i Jofra, amigo a su vez de su hijo mayor Jordi. Puig pidió la dispensa de su orden para ser el primer responsable de las políticas de juventud de la Generalitat. Posteriormente, Puig regresó a su trabajo eclesial y llegó a secretario general del arzobispado de Barcelona, pero dejó su cargo cuando el cardenal Carles apostó por jóvenes curas próximos a los postulados conservadores del Vaticano y relegó al obispo Carrera. Puig, entonces, volvió a su trabajo con jóvenes.


  Las opiniones de Marta Ferrusola sobre muchos aspectos pasan, a menudo, desapercibidas. Sin embargo, en febrero de 2001 la esposa del president se destapó con unas consideraciones sobre el fenómeno de la inmigración. Aseguró, en una conferencia en Girona, que los magrebíes sólo sabían pedir «dame de comer», y que las iglesias románicas ya no servían y que serían sustituidas por las mezquitas. Así, Ferrusola provocó una gran polémica, en la que Pujol apareció para defender a su mujer, con el argumento de que mucha gente opinaba como ella. Esa misma idea es la que ha llevado a los sucesores de Pujol en CiU, Artur Mas y Josep Antoni Duran Lleida, a ofrecer medidas para alentar la natalidad e impedir, así, «la desnaturalización» de Cataluña, una expresión poco afortunada, como admiten algunos dirigentes de Convergència. Esta visión esencialista sobre la catalanidad, que Pujol reafirmó en su despedida al recordar la Cataluña tradicional de sus abuelos y bisabuelos, es la que mantiene viva la distancia entre la clase dirigente y los catalanes de segunda categoría, los que siguen llamando a Pujol «catalán-catalán».


  Una familia numerosa


  Al margen de la lucha política, lo que demuestra la defensa de Marta Ferrusola por parte de su marido es que el suyo es un matrimonio bien avenido, al menos en la cuestión de los hijos. La esposa del ex mandatario catalán defiende con uñas y dientes y de forma pública «el derecho» de sus hijos «a ganarse la vida». No está dispuesta a aceptar que el hecho de apellidarse Pujol Ferrusola sea un estigma. Ella ha compaginado sus actividades comerciales con una creciente influencia en el seno de Convergència, e incluso, de CiU.


  La dimensión pública de Jordi Pujol ha condicionado las relaciones en su hogar, según confesaba la esposa en 1994. «Desde un principio supe que mi marido no era una persona con la que yo pudiera contar en el hogar», reconocía la primera dama catalana. Como anécdota, cabe recordar que Pujol no es nada diestro con cualquiera de los electrodomésticos caseros. El acceso de Pujol a la presidencia de la Generalitat, en 1980, afectó considerablemente a la familia: «Cuando mi marido fue presidente, ellos [sus hijos] eran todavía pequeños. El menor tenía sólo ocho años», afirmaba Marta Ferrusola. Éstos son los siete hijos del clan Pujol-Ferrusola y sus principales actividades:


  Jordi Pujol Ferrusola (1958), El primogénito de Jordi Pujol y Marta Ferrusola es el único de los hijos del ex presidente que puede tener una vaga idea del encarcelamiento de su padre, ya que en el momento de su detención contaba con apenas dos años y después lo visitó en la cárcel de Torrero. Jordi junior tuvo una formación privilegiada. Tras licenciarse en Económicas, completó sus estudios en la New York University con una beca de La Caixa, donde conoció a otro de los hereus con más solera de Cataluña, Juan Antonio Samaranch Salisachs. A su vuelta a España, representó a un banco norteamericano, el First Boston National Bank. Pasó luego por la plantilla de Tipel, de la familia Prenafeta, y, poco después, abrió un despacho de intermediario financiero. Sus incursiones en el mundo de los negocios han acabado en suspensiones de pagos o quiebras, hasta el punto de que, en 1993, un juez ordenó su arresto domiciliario. Estuvo vinculado a La Seda de Barcelona gracias a los buenos oficios de Rafael Español, que le nombró consejero de Hispano Química, filial ya extinguida de La Seda. Es pública su afición por los coches: participó en el París-Dakar y posee una colección de automóviles, entre ellos un Lamborghini, vehículo poco frecuente en las carreteras. Jordi Pujol Ferrusola está casado con Mercè Gironès. En política, el primogénito es fundador de CDC y ha participado activamente en los procesos congresuales de la formación, significándose como un firme defensor de las ideas de sus padre; además, fue un firme opositor a Miquel Roca, lo que desembocó en una crisis interna.


  Marta Pujol Ferrusola (1959). Arquitecta. Su estudio recibió distintos proyectos de la Generalitat, seis de ellos por adjudicación directa, con un volumen de dos mil millones de pesetas, de los que ella recibió cincuenta millones, el 40 por ciento de sus ingresos totales en aquel periodo. Marta Pujol Ferrusola se incorporó a un viaje oficial de su padre a Montevideo en noviembre de 1997; la Generalitat afirmó que había pagado los gastos de su bolsillo.


  Josep Pujol Ferrusola (1963). Este economista ha trabajado en Madrid, aparentemente apartado del poder convergente. No obstante, Rafael Ribó, cuando era líder de Iniciativa per Catalunya, denunció que desde la Sociedad Mercados y Gestión de Valores tuvo una participación activa en la OPA de Endesa sobre Fecsa. En relación con ese asunto, la Comisión Nacional del Mercado de Valores sancionó a los hijos de Juan Echevarría Puig, ex presidente de Fecsa, por uso de información privilegiada. Josep Pujol fundó el grupo Europraxis, una asesoría de empresas, y estuvo asociado con Alfredo Fraile, ex asesor de Javier de la Rosa. Posteriormente Europraxis fue vendido a Indra, aunque Josep siguió vinculado a la compañía como consultor. Europraxis fue la empresa que la multinacional norteamericana Lear contrató para cerrar su factoría de fabricación de componentes de automóvil de Cervera. En aquel caso coincidieron dos hermanos Pujol Ferrusola, ya que Oriol era, en aquel momento, secretario general de Indústria, el departamento de la Generalitat encargado de autorizar el proyecto de desinversión de Lear. De los siete hermanos es el más aficionado a los placeres de la vida y le gusta exhibir una larga lista de conquistas femeninas. Josep Pujol está casado con Laura Vilà Sagnier, de la familia propietaria de la textil Safa.


  Pere Pujol Ferrusola (1965). El cuarto hijo se dedica a la consultoría medioambiental desde la empresa Entorn, que ha recibido diversos encargos de la Generalitat y de consejos comarcales controlados por CiU. Viajó junto con la delegación oficial de la Generalitat a Uruguay y Chile como asesor del Institut Català d'Energia, dependiente del Departament d'Industria, cuyo consejero, Antoni Subirà, es primo político de Jordi Pujol.


  Oriol Pujol Ferrusola (1966). Es el único de los hermanos Pujol-Ferrusola que se dedica de lleno a la política. Ahora es diputado autonómico. Su currículo se inició en la administración autonómica, donde fue aupado a la potente y decisoria Direcció General d'Afers Interdepartamentals de la Generalitat por Xavier Trias. Abandonó este cargo para ser concejal del Ayuntamiento de Barcelona, aunque por un breve periodo, ya que pronto asumió la secretaría general del Departament d'Indústria con Antoni Subirà como conseller. Tras la última remodelación gubernamental de Pujol, inspirada ya por Artur Mas, Oriol siguió como secretario general de un nuevo departamento, el de Treball, Indústria, Comerç i Turisme, cuyo conseller era el ex trotskista Antonio Fernández Teixidó. Quienes conocen los entresijos del poder convergente califican a Oriol como el «confesor» de Jordi Pujol. Oriol siempre llama «president» a su padre en público. Al igual que sus hermanos mayores, tuvo un papel destacado en el nombramiento de Artur Mas como sucesor de Pujol al frente de Convergència. Los sectores más nacionalistas ven a Oriol como el sucesor de su padre, aunque no le ha llegado el momento de liderar el proyecto. No obstante, si quiere permanecer en política, deberá mitigar su timidez innata. De momento, compagina el trabajo en la cámara autonómica con la dirección de Convergència. Esta casado con Anna Vidal Maragall, pariente de Pasqual Maragall.


  Mireia Pujol Ferrusola (1969). Inició estudios de periodismo, pero los abandonó para dedicarse a la danza clásica y contemporánea. Su compañía recibió subvenciones públicas. Al parecer, ha dejado el ballet y ahora se dedica a la fisioterapia.


  Oleguer Pujol Ferrusola (1972). El hijo menor fue uno de los impulsores de la campaña Freedom for Catalonia que se desarrolló antes de los Juegos Olímpicos de 1992, celebrados en Barcelona. Fue acusado de ser uno de los participantes en el boicot al rey Juan Carlos I en la inauguración del Estadi Olímpic. Durante la campaña electoral de 1996, Joaquim Nadal sugirió que el Cesid había investigado a Oleguer por su activismo independentista. Ahora vive en Madrid y trabaja en una empresa de subastas inmobiliarias por internet. Parece que ha olvidado sus veleidades activistas de juventud.


  El valor más importante


  La familia. Éste es el valor más importante para Jordi Pujol, aunque en algún momento pueda parecer que abandona a su mujer y siete hijos para dedicarse en cuerpo y alma a la construcción de Cataluña. Ante ese «abandono» de sus obligaciones paternales, es su esposa quien asume el doble rol de padre-madre y saca adelante a los hijos. Cuando Jordi Pujol accede por primera vez a la presidencia de la Generalitat en la primavera de 1980, el mayor de sus hijos, Jordi, sólo tiene veintidós años, mientras que el menor, Oleguer, aún no ha cumplido los ocho años. Pujol no ha visto crecer a sus hijos, ensimismado como estaba en su obra de reconstruir Cataluña, una tarea a la que había decidido consagrarse después de la mítica subida al monte Tagamanent cuando era un joven adolescente y quedó impresionado por las ruinas que encontró en la cima.


  Pero siempre ha tenido a la familia muy cerca. Desde un principio. Marta Ferrusola compaginó las labores de padre-madre de siete hijos con su trabajo en la floristería e influyó en la política diaria. Por ejemplo, como ya se ha relatado, fue Marta Ferrusola la que recomendó a Lluís Prenafeta, quien sería la mano derecha del president durante diez años (1980-1990). El sustituto de Prenafeta en el poderoso cargo de secretario general de Presidència fue Joaquim Pujol, primo del líder nacionalista e hijo del mitificado tiet Narcís de la subida al Tagamanent. El primer responsable de juventud del gobierno catalán fue Enric Puig, amigo de Jordi Pujol Ferrusola desde que se conocieron en el Grup d'Estudis Nacionalistes (GEN) y con ascendencia sobre la madre de la familia. En el ámbito de los negocios del mundo convergente siempre ha estado presente Antoni Subirà, casado con Josefa Comas Pujol, prima del ex presidente.


  Pero la familia no es sólo la de los lazos de sangre. En el universo convergente la familia es un concepto mayor, donde se agrupan los amigos de unos y otros, sobre todo de los hijos mayores del líder máximo; a éste nunca se le contradice, pero sí que se le puede influir en sus decisiones si se sabe llegar a la familia, sea a la esposa o a los hijos. Esta forma de proceder es muy típica del comportamiento humano mediterráneo o latino.


  La obsesión de un agitador desde su infancia por llegar al poder para hacer realidad su idea de Cataluña ha provocado, a la vez, que la familia haya tenido una participación muy activa en el mundo de los negocios, sobre todo a partir del momento en que los jóvenes cachorros han empezado a buscar su caza sin depender de la protección de la madre aunque, por supuesto, arropados por la amplia familia.


  Marta Ferrusola siempre ha defendido la necesidad de que sus hijos se dediquen al mundo los negocios, aunque ello comporte, a menudo, un choque de intereses públicos y privados. Mientras, Pujol seguía con su obsesión de reconstruir el país.


  A pesar de todos los pesares, el gran legado que deja el dirigente nacionalista es el hecho de haber devuelto a los catalanes su dignidad, su orgullo de pueblo. A la vez, este agitador convertido en político, calificado de hombre de Estado incluso por sus más acérrimos oponentes y adversarios, ha justificado todas sus acciones y actuaciones de gobierno con el argumento de que obraba en nombre de Cataluña, incluso cuando ha pactado con el «enemigo», sea el socialista, sea el popular. Así ha enmascarado los errores que ha cometido a lo largo de veintitrés años de gobierno, y también ha sabido ocultar ante una parte importante de catalanes que sus políticas eran conservadoras. La socialdemocracia a la sueca de la fundación de CDC de 1974 quedó olvidada en el baúl de los recuerdos y su política real debería calificarse de entre liberal en lo económico y socialcristiana en lo social. Son las luces y las sombras de un personaje que ha sabido aglutinar en su persona los sentimientos de los catalanes, un pueblo que precisaba de un líder que les devolviera el orgullo perdido en guerras fratricidas. Todo en nombre de Cataluña.


  Anexo


  TODOS LOS HOMBRES DEL PRESIDENT :
 LOS 60 CONSELLERS DE PUJOL


  Seis legislaturas son mucho tiempo. Desde que Jordi Pujol fue investido por primera vez presidente de la Generalitat hasta que pasó el testigo a Pasqual Maragall transcurrieron ni más ni menos que veintitrés años y medio. En todo este largo periodo, el número de personas que han formado parte del equipo de gobierno de Pujol ha sido relativamente limitado: sesenta, y la mayoría de esas personas han tenido el rango de conseller. Algunas de ellas, además, han permanecido mucho tiempo en el Consell Executiu.


  Seis hombres han superado los diez años como consellers aunque ninguno de ellos ha acompañado a Pujol hasta el final: Joan Guitart pasó dieciséis años en el ejecutivo de Pujol; Macià Alavedra, catorce; Antoni Subirà ocupó la cartera de Indústria durante trece años; Josep Laporte fue conseller durante doce años, los mismos que Xavier Trias, e Ignasi Farreres fue el titular del Treball durante once años.


  No todos los consellers de Pujol, sin embargo, han permanecido mucho tiempo en el ejecutivo autonómico. También ha habido algún caso en que el titular de una cartera no ha superado el año como responsable del departamento. El ránquing de los más efímeros lo lidera Jaume Roma, quien en noviembre de 1994 sustituyó a Josep Maria Cullell como conseller de Política Territorial i Obres Públiques. En los primeros gobiernos de Pujol, Cullell había sido conseller de Política Territorial i Obres Públiques entre 1980 y 1983, y de Economia de 1983 a 1987, fecha en la que abandonó el gobierno para disputar la alcaldía de Barcelona a Pasqual Maragall, cosa que haría en dos ocasiones consecutivas. Considerado el principal delfín de Jordi Pujol por personas próximas al president —«perdí el tren de la sucesión cuando tuve que prescindir de Cullell», aseguran que suele decir Pujol en privado—, fue rescatado para la cartera de Obres Públiques en octubre de 1993, cuando Joaquim Molins abandonó el puesto para encabezar la lista de CiU a las elecciones generales. Sin embargo, Cullell apenas permaneció en el cargo un año y medio. A finales de 1994, El Mundo y El Triangle publicaron sendas informaciones que revelaban que el entonces conseller d'Obres Públiques había presionado a un alcalde de CiU para que su ayuntamiento comprara una finca a un cuñado de Cullell. Tuvo que dimitir.


  Pero su sucesor en el cargo duró todavía menos. En junio de 1995, Jaume Roma, que antes de ser conseller fue director general del Servei Català de la Salut, tuvo que dimitir cuando se descubrió que una constructora que trabajaba para Sanitat le había construido un chalet a bajo precio. A Roma le sustituyó Artur Mas, que ya antes había sustituido a Cullell en el Ayuntamiento de Barcelona. Ahí empezó la ascendente carrera política que llevó a Mas a convertirse en el sucesor de Pujol como candidato de CiU a la presidencia de la Generalitat.


  No obstante, no todos los consellers relacionados con casos de corrupción han sido tan breves. Ignasi Farreres, el único conseller de Unió que se mantuvo en el gobierno más de diez años (de 1988 a 1999), al final tuvo que abandonar el ejecutivo autonómico a causa del escándalo de las ayudas para la formación de parados y su presunto desvío a militantes de su partido.


  A pesar de los casos de corrupción —siete consellers de Pujol han tenido que dejar el gobierno a causa de escándalos políticos, más del 10 por ciento—, sólo uno, el fallecido Jordi Planasdemunt, que fue conseller d'Economia entre 1982 y 1983, ha sido condenado por los tribunales. Sin embargo, los delitos por los que se le condenó los cometió como director general del Institut Català de Finances, entre 1988 y 1991. El ex conseller fue considerado uno de los principales impulsores de lo que se conoció como el caso BFP, una trama de pagarés falsos; el juez instructor del caso fue Lluís Pascual Estevill, otro de los hombres de confianza de Pujol que ha acabado entre rejas.


  Durante los veintitrés años que ejerció como presidente de la Generalitat, Jordi Pujol construyó desde la nada una administración que ha alcanzado la cifra de 126.000 funcionarios, sin contar con la abultada nómina de asesores. La media de conselleries de los ejecutivos de Pujol ha sido aproximadamente de trece. Si Pujol hubiera tenido un conseller por cartera y legislatura, contando aparte el gobierno surgido de la última remodelación de noviembre de 2002, los hombres del president habrían sido más de noventa y no sesenta. A decir de uno de los ex consellers que más ha durado en el cargo, ese dato revela que el presidente saliente «ha sabido sacar todo el partido posible a sus colaboradores».


  La mayoría de los consellers de más larga trayectoria pertenecen a la primera generación de gobernantes autonómicos, los que llegaron al Palau de la Generalitat o al Parlament de Catalunya por las listas de CiU junto a Jordi Pujol en 1980. El presidente de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), Josep Lluís Carod-Rovira, no tiene empacho en reconocer que el primer gobierno de Pujol «fue, sin duda, el mejor de todos los que ha tenido en los veintitrés años» de permanencia en el poder. Carod destaca el número de independientes y profesionales de los sectores correspondientes que se incorporaron al primer ejecutivo autonómico de Pujol, y también el hecho de que muchos de ellos pusieron las bases del Estado del bienestar en Cataluña que las nuevas generaciones de CiU parecen empeñadas en reconsiderar. Así, Joan Guitart y Josep Laporte fueron los arquitectos de los dos grandes sistemas de servicios públicos de la administración autonómica: enseñanza y sanidad, respectivamente.


  Otro de los hombres fuertes de CDC, el fallecido Ramon Trias Fargas, probablemente se habría mantenido más tiempo en el gobierno si no hubiera caído fulminado por un infarto en un mítin de la campaña electoral para las elecciones generales de 1989. Su heredero político, Macià Alavedra, ejerció, entre 1980 y 1997, de auténtico bombero político. Previamente, había sido miembro de la Comissió dels Vint que redactó el Estatut de 1979. Fue portavoz de CiU de 1980 a 1982; conseller de Governació de 1982 a 1986; diputado en Madrid; conseller d'Indústria de 1987 a 1989 y conseller d'Economia de 1989 a 1997. Mientras se mantuvo en el gobierno fue el interlocutor de la burguesía catalana, pero sufrió un terrible desgaste en sus últimos años como conseller y finalmente se inmoló por Pujol, para que el president no se viera salpicado por el destino de los personajes a los que Convergència había protegido; eso pasó después de que en 1996 Pujol decidiera convertir a Xavier Trias en su hombre de confianza sin consultar a Alavedra.


  Algunos de los hombres en los que Pujol ha depositado su confianza durante sus años de gobierno no fueron nominalmente consellers, aunque en la práctica tuvieran el rango. Es el caso de Lluís Prenafeta, secretario general de Presidència entre 1980 y 1990, que dejó el gobierno antes de ser acusado de incurrir en incompatibilidades. A partir de entonces se centró exclusivamente en su tarea en el «sector negocios» de CDC.


  


  
    [image: ]
  


  Juan Félix Martínez Zapata, (Barcelona, 1968). Licenciado en periodismo por la Universidad Autónoma de Barcelona (UAB). En 1989 se incorporó a la redacción en Barcelona del diario económico Cinco Días, del que se convirtió en delegado en Cataluña en 1992. En 1994 se incorporó al equipo del suplemento económico «Economies» del diario Avui. En 1995 formó parte del equipo fundacional de la redacción de El Mundo en Barcelona, de la que en la actualidad es redactor jefe y columnista. Especializado desde sus inicios en información económica, tras su incorporación a El Mundo destacaron inmediatamente sus artículos dedicados a denunciar las actividades ilegales del ex juez Lluís Pascual Estevill. Ha cubierto informaciones relacionadas con la corrupción económica, como el juicio al financiero Javier de la Rosa en Londres, y ha publicado múltiples crónicas sobre las actividades del empresariado y de la burguesía de Cataluña. Es autor de Los señores de Barcelona (2002) de Estevill y el clan de los mentirosos (2003) y de Jordi Pujol. En nombre de Cataluña (2005). En 2007 obtuvo el premio de periodismo Ciutat de Barcelona por la localización del jefe del grupo para-policial argentino «Triple A», que permitió su detención y extradición.


  Jordi Oliveres Tapias, (Barcelona, 1962). Inició su labor profesional en 1982 como redactor de Ràdio Estudi Esplugues. Entre 1990 y 1992 formó parte de la sección de economía del Diari de Barcelona y en febrero de 1994 se incorporó a la delegación de El Mundo del Siglo XXI como corresponsal en Barcelona. Fue miembro fundacional de la redacción de El Mundo, donde se ocupó de las secciones de economía y política y cubrió informaciones relacionadas con la corrupción económica de la época. Actualmente, es asesor en medios de comunicación de la presidencia de la Diputación de Barcelona.
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  NOTAS


  Capítulo 1


  
    [1] El Centro de Estudios Superiores para la Defensa (Cesid) fue rebautizado por José María Aznar en su segundo y último mandato como presidente del gobierno. Desde entonces, los servicios secretos españoles operan bajo el paraguas del Centro Nacional de Inteligencia (CNI). Aznar también nombró al primer responsable civil de «La Casa», Jorge Dezcállar. Cuando el PSOE recuperó el poder en marzo de 2004, nombró también a un civil Alberto Saiz, ex consejero de Industria de la Junta de Castilla La Mancha, como responsable de los espías españoles. <<

  


  
    [2] Peris sigue presentándose como comandante en excedencia del Ejército del Aire. <<

  


  
    [3] Mikel Legarza nació en 1951 y, siendo un joven vasco sin formación política, se convirtió en el primer topo que los servicios secretos españoles lograron colocar en el comité ejecutivo de ETA político-militar. Gracias a él se desmanteló en 1975 la dirección de la banda terrorista y se pudo detener a sus líderes Ezkerra y Wilson y a más de ciento cincuenta terroristas. La organización le condenó a muerte, empapeló el País Vasco con su fotografía y el Lobo se vio obligado a someterse a operaciones de cirugía estética para ocultar su rostro y cambiar su identidad. El hombre llegó a la Barcelona de los dossieres, abandonado por el Cesid, apelaba a su pasado heroico y a su experiencia en los servicios de espionaje para ofrecer servicios non sanctos de recopilación de información sobre la competencia a los empresarios con los que contactaba. <<

  


  
    [4] Y, al menos, hasta 1995. <<

  


  
    [5] El DAO es el departamento que durante años dirigió el coronel Juan Alberto Perote y que se haría célebre tras abandonar el Cesid, llevándose consigo abundante documentación referente a la participación de los servicios secretos españoles en la guerra sucia contra ETA, por ser la presunta fuente informativa de los periodistas Antonio Rubio y Manuel Cerdán y, finalmente por ponerse al servicio de Mario Conde en el pulso que el ex presidente de Banesto perdió con el gobierno socialista de Felipe González. <<

  


  
    [6] Fernando Rueda y Elena Pradas, KA: licencia para matar. Qué hacen y cómo son los espías más peligrosos del Cesid, Temas de Hoy, Madrid, 1977. <<

  


  
    [7] Las investigaciones de los servicios secretos españoles se prolongarían hasta 1995. <<

  


  
    [8] Roma fue uno de los conselllers más breves de Jordi Pujol. Había tomado posesión de su cargo en noviembre de 1994 para sustituir Josep Maria Cullell que, como él, se vio obligado a renunciar por una cuestión relacionada con la corrupción: unas cintas magnetofónicas revelaron, a finales de 1994, que, como diputado de CiU, había presionado al alcalde de Sant Pere de Torelló para que autorizara al ayuntamiento a comprarle unas fincas a su cuñado. <<

  


  
    [9] Artur Mas quedó tan impresionado por la admonición del president que, en aquel mismo instante, decidió paralizar unas obras de reforma de la cocina de la vivienda que poseía entonces en Premià de Mar, para disgusto de su mujer, Elena Rakonsnik. El Mundo, 22 de septiembre de 1995. <<

  


  
    [10] La policía autonómica catalana fue reinstaurada en 1983 por el Parlament de Catalunya a partir de los Mossos d'Esquadra. Su creación se amparó en el artículo 13 del Estatut de Autonomia de Catalunya, que establece que los mandos «serán designados entre jefes y oficiales de las Fuerzas Armadas y de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado». <<

  


  
    [11] Francesc Baiges, Enric González y Jaume Reixach, Banca Catalana, más que un banco, más que una crisis, Plaza & Janés, Barcelona 1985. <<

  


  
    [12] El caso Casinos fue el primer escándalo de financiación ilegal de un partido político. Estalló en 1989, un año antes que el «caso Filesa». La trama del caso Casinos consistía en la inyección de sumas millonarias por parte de Inverama-Casinos de Catalunya (consorcio empresarial de Artur Suqué, compañero de pupitre de Jordi Pujol en el Colegio Alemán) a Convergència Democràtica para la financiación de los medios de comunicación que controlaba. El dinero se justificaba con facturas falsas de inserciones publicitarias que nunca se produjeron. La investigación judicial se inició en 1990 y corrió a cargo del entonces titular del Juzgado de Instrucción número 6 de Barcelona, Ramon Gomis. Tras siete años de instrucción, Gomis archivó el caso mediante un sorprendente auto en el que determinaba que los hechos investigados habían tenido lugar tal como se habían denunciado, pero que, a la luz de la nueva legislación (el Código Penal de 1995) y de la nueva jurisprudencia (la sentencia del caso Filesa), no eran constitutivos de delito. Tres años después, en 2000, el Tribunal Superior de Justícia de Catalunya dio el carpetazo final al asunto, no sin antes criticar duramente el trabajo del juez Gomis. <<

  


  
    [13] Véanse los capítulos 3 y 5. <<

  


  
    [14] Van Schowen era el director financiero de las empresas Filesa y Time Export, que facturaban a las grandes compañías españolas por informes comerciales que nunca realizaron. El dinero iba en realidad a las cuentas del PSOE. <<

  


  
    [15] Véase el capítulo 2. <<

  


  
    [16] José Antich, El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [17] José Antich, El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [18] El Mundo, 21 de noviembre de 1995. <<

  


  
    [19] El País, 20 de septiembre de 1995 <<

  


  
    [20] Entrevista de los autores a Joan B. Culla el 21 de mayo de 2004. <<

  


  
    [21] El País, 10 de octubre de 1989. <<

  


  
    [22] Con posterioridad a la etapa de la familia Folchi, la empresa pasó a estar controlada por Giacomo Ventura, uno de los más notables representantes de la comunidad de judíos sefardíes en Cataluña. <<

  


  
    [23] Hasta junio dde 2003, es decir, al final del último curso legislativo con Pujol como presidente de la Generalitat, los agentes rurales de la Generalitat, un colectivo formado por cuatrocientos diez guardas repartidos por todo el territorio de Cataluña, no tuvieron regulación propia. La Llei del Cos d'Agents Rurals aprobada por el Parlament creó para estos profesionales un marco normativo con rango de ley, por lo que desde entonces cuentan con el máximo respaldo legal para perseguir y vigilar las infracciones ambientales que se cometen en el medio natural, y sólo tras la aprobación de la ley pueden ir armados. La nueva ley reconoció el papel de los agentes rurales como encargados de la protección de la naturaleza, pero pretendía evitar que se convirtieran en meros policías que actúan en el monte. La ley resuelve un largo debate sobre la definición de la fiigura de los guardas forestales. <<

  


  
    [24] El Mundo, 31 de agosto de 1997. <<

  


  
    [25] Siurana abandonó la alcaldía de Lleida cuando en diciembre de 2003, el presidente de la Generalitat, Pasqual Maragall, le nombró conseller de Agricultura, Ramaderia i Pesca. <<

  


  
    [26] El Mundo, 24 de noviembre de 1999. <<

  


  
    [27] CiU obtuvo en aquellas elecciones 56 escaños, cuatro más que los socialistas de Maragall. A pesar de que el ex alcalde socialista de Barcelona había logrado unos resultados superiores a los de Pujol en más de 60.000 sufragios, los había obtenido en circunscripciones equivocadas y la aritmética impuesta por la ley de Hondt otorgó más diputados a Pujol. El Parlament de Catalunya, sin embargo cuenta con 135 escaños, por lo que los 56 de Pujol se quedaban muy cortos. El PP y ERC lograron 12 escaños cada uno, la cifra exacta de escaños que, sumados a los de CiU, configuraba la mayoría obsoluta. Pero Pujol optó por un gobierno en minoría, que le permitiera llegar a acuerdos concretos ora con el PP ora con ERC para intentar mantener una imagen de independencia política a fin de cerrar el debate sucesorio sin injerencias externas. <<

  


  
    [28] Trias abandonó entonces el cargo de conseller para encabezar la lista de CiU por Barcelona al Congreso de los Diputados. Fue sustituido por un hombre de la más absoluta confianza de Pujol, Joaquim Triadú, un auténtico cancerbero que protegía al president incluso de sus chicos. <<

  


  
    [29] La residencia oficial del presidente de la Generalitat, a la que Pujol jamás llegó a trasladarse. Durante su mandato siempre vivió, como actualmente, en el piso (dos unidos, en realidad) que posee en la Ronda del General Mitre de Barcelona <<

  


  
    [30] José Antich, El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [31] La quiebra no tuvo consecuencias penales. <<

  


  
    [32] El Mundo, 12 de noviembre de 2003. <<

  


  
    [33] La venta, según fuentes próximas a la operación, le reportó un beneficio no inferior a mil millones de las antiguas pesetas. <<

  


  
    [34] En 1996 la Agencia Tributaria le atribuyó el cobro de facturas falsas en relación con la construcción de una depuradora en Zaragoza, aunque ha salido indemne de las diferentes investigaciones en las que se ha visto involucrado. La Vanguardia, 25 de octubre de 1996. <<

  


  
    [35] El Mundo, 29 de septiembre de 1995. <<

  


  
    [36] José Antich El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [37] José Antich El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [38] El Mundo, 29 de septiembre de 1995. <<

  


  
    [39] Se conoce como durmientes a los agentes o informadores de los servicios de inteligencia que están en nómina pero que en periodos determinados no mantienen actividad secreta alguna y permanecen a la espera de que sus superiores se pongan en contacto con ellos para encomendarles una misión determinada. Pueden pasar años enteros en esta situación. <<

  


  
    [40] Roca abandonó la secretaría general de CDC tras una agria polémica con el propio Pujol sobre la necesidad de que CiU entrara a formar parte de un gobierno de coalición con el PSOE si se daba el caso, que finalmente se dio, de que los socialistas necesitaran el apoyo parlamentario de los nacionalistas catalanes tras las elecciones generales de 1993. Roca aceptó que la cuestión se dirimiera en el congreso de CDC de 1993. Entre los más activos militantes manifiestamente contrarios a Roca que firmaron las enmiendas contra las propuestas del secretario general se encontraba Jordi Pujol Ferrusola. La posición hostil del primogénito del president hacia Roca no pasó desapercibida. Aunque en el congreso de CDC Pujol permitió que Roca volviera a ser secretario general de la formación, el president nunca le perdonó. Con aquella pugna Roca cavó su tumba política. <<

  


  
    [41] Se trata en realidad de la empresa textil que había fundado el padre de la esposa de Pujol, Marta Ferrusola. Las ampliaciones de capital se produjeron tras el fallecimiento del suegro del president con motivo del reparto de la herencia. <<

  


  
    [42] Finalmente, la quiebra de la compañía prosiguió sin más consecuencia para los administradores y la orden de arresto quedó sin efecto. <<

  


  
    [43] Jaume Reixach es coautor de Banca Catalana, más que un banco, más que una crisis (Plaza & Janés, Barcelona 1985), junto a Francesc Baiges y Enric González; de Jordi Pujol, historia de una obsesión (Temas de Hoy, Madrid 1991), junto a Francesc Baiges, y de Las mil caras de Jordi Pujol (Editorial Tres Tigres, Barcelona, 2003), junto al que fue gerente de El Correo Catalán, José Manuel Novoa, uno de los principales denunciantes del caso Casinos y activista antipujolista. <<

  


  
    [44] Entrevista de los autores con Heribert Barrera el 17 de marzo de 2004. <<

  


  
    [45] Francesc Valls, en El País Semanal del 12 de octubre de 2003. <<

  


  
    [46] Durante años, el matrimonio Pujol-Ferrusola compró el vino a granel en las bodegas Jaume Serra, en la localidad barcelonesa de Alella. <<

  


  
    [47] José Antich, El virrei, Planeta, Barcelona, 1994. <<

  


  
    [48] El País Semanal, 12 de octubre de 2003. <<

  


  NOTAS


  Capítulo 2


  
    [1] Siscu Baiges y Jaume Reixach, Jordi Pujol, historia de una obsesión, Temas de Hoy, Madrid, 1991. <<

  


  
    [2] El Periódico de Catalunya, 23 de octubre de 2003. <<

  


  
    [3] Narcís Pujol sería el padre de Joaquim Pujol i Figa, que sustituiría a Lluís Prenafeta como secretario general de Presidència. <<

  


  
    [4] Jordi Pujol, Construir Catalunya, Barcelona Pòrtic, 1980. <<

  


  
    [5] Entrevista de los autores con Antoni Gutiérrez Díaz, 24 de febrero de 2004. <<
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    [13] Fuentes de la fiscalía de Cataluña. <<

  


  
    [14] Diciembre de 2004. <<

  


  
    [15] El Mundo, 1 de abril de 1999. <<

  


  
    [16] Carol Álvarez, El Mundo, 18 de mayo de 2004. <<

  


  
    [17] Ibidem. <<

  


  
    [18] Ibidem. <<

  


  
    [19] Ibidem. <<

  


  
    [20] Enrique Figueredo, El Mundo, 18 de mayo de 2004. <<
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    [1] El Mundo, 19 de mayo de 2001. <<

  


  
    [2] El Mundo, 19 de mayo de 2001. <<

  


  
    [3] Francesc-Marc Álvaro, Ara sí que toca!, Edicions 62, Barcelona, 2003. <<

  


  
    [4] Francesc-Marc Álvaro, Ara sí que toca!, Edicions 62, Barcelona, 2003. <<

  


  
    [5] Manuel Manchón, El Mundo, 24 de junio de 2003. <<

  


  
    [6] Manuel Manchón, El Mundo, 19 de mayo de 2003. <<

  


  
    [7] Manuel Manchón, El Mundo, 21 de mayo de 2003. <<

  


  
    [8] Manuel Manchón, El Mundo, 30 de mayo de 2003. <<

  


  
    [9] Manuel Manchón, El Mundo, 24 de junio de 2003. <<

  


  
    [10] Manuel Manchón, El Mundo, 27 de junio de 2003. <<

  


  NOTAS


  Epílogo


  
    [1] El Mundo, 29 de julio de 1999. <<

  


  
    [2] El Mundo, 29 de julio de 1999. <<
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